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I. DISPOSICIONES GENERALES

PRESIDENCIA DEL GOBIERNO
9020 Real Decreto 722/2020, de 31 de julio, por el que se modifica el Real Decreto 

2/2020, de 12 de enero, por el que se reestructuran los departamentos 
ministeriales.

El artículo 2.2.j) de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, establece que 
corresponde al Presidente del Gobierno la creación, modificación y supresión, por Real 
Decreto, de los Departamentos ministeriales, así como de las Secretarías de Estado.

La declaración en marzo de 2020 de la situación de emergencia ocasionada por el 
brote epidémico de COVID-19 como pandemia internacional por la Organización Mundial 
de la Salud, así como las posteriores actuaciones para el control de la enfermedad por 
parte del Gobierno, y en particular por parte del Ministro de Sanidad, han marcado un 
punto de inflexión por lo que se refiere a la gestión de la política en materia sanitaria y 
han evidenciado la necesidad de reforzar el Ministerio de Sanidad de cara al control de 
posibles rebrotes de la enfermedad, así como ante la aparición de nuevas enfermedades 
de potencial pandémico.

En su virtud, a propuesta del Presidente del Gobierno,

DISPONGO:

Artículo único. Modificación del Real Decreto 2/2020, de 12 de enero, por el que se 
reestructuran los departamentos ministeriales.

El artículo 17 del Real Decreto 2/2020, de 12 de enero, por el que se reestructuran 
los departamentos ministeriales, queda redactado del modo siguiente:

«Artículo 17. Ministerio de Sanidad.

1. Corresponde al Ministerio de Sanidad la propuesta y ejecución de la 
política del Gobierno en materia de salud, de planificación y asistencia sanitaria, 
así como el ejercicio de las competencias de la Administración General del Estado 
para asegurar a los ciudadanos el derecho a la protección de la salud.

2. Este Ministerio dispone, como órgano superior, de la Secretaría de Estado 
de Sanidad.»

Disposición final única. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 31 de julio de 2020.

FELIPE R.

El Presidente del Gobierno,
PEDRO SÁNCHEZ PÉREZ-CASTEJÓN

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 209 Lunes 3 de agosto de 2020 Sec. I.   Pág. 62885

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
02

0-
90

20
Ve

rif
ic

ab
le

 e
n 

ht
tp

s:
//w

w
w

.b
oe

.e
s

https://www.boe.es BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO D. L.: M-1/1958 - ISSN: 0212-033X

1



BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 211 Miércoles 5 de agosto de 2020 Sec. I.   Pág. 63716

I. DISPOSICIONES GENERALES

JEFATURA DEL ESTADO
9131 Real Decreto-ley 27/2020, de 4 de agosto, de medidas financieras, de carácter 

extraordinario y urgente, aplicables a las entidades locales.

I

Desde que fue declarado el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis 
sanitaria ocasionada por el COVID-19 mediante el Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, se ha venido adoptando por el Gobierno un conjunto de medidas, por un lado, de 
carácter sanitario y de protección de la seguridad de las personas, y, por otro, de índole 
económico, en las que, a partir de las actuaciones y compromisos de las instituciones 
europeas se está definiendo un marco de ayudas estatales y de reactivación de la actividad 
económica y social.

La situación financiera del subsector de las entidades locales se puede calificar de 
saneada, con capacidad de generación de ahorro y con superávit sucesivos y continuados 
desde el año 2012, situándose en 2019 en el 0,31 por ciento del PIB nacional, y en una 
cuantía de 3.839 millones de euros. Por esta circunstancia, y por la necesidad de apoyar 
a colectivos vulnerables, mediante el Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas 
urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, 
se posibilitó que las corporaciones locales destinaran una cuantía global de 300 millones 
de euros de aquel superávit para financiar gastos de inversión incluidos en servicios 
sociales y en promoción social, y, con carácter excepcional, prestaciones de atención 
primaria y atención a la dependencia que vienen recogidas en el Acuerdo del Consejo 
Territorial de Servicios Sociales y del Sistema para la Autonomía y Atención a la 
Dependencia, de 16 de enero de 2013, que recoge el Catálogo de Referencia de Servicios 
Sociales. Aquel importe era equivalente al del Fondo Social Extraordinario constituido para 
atender necesidades de las comunidades autónomas.

El gasto de las en aquellas actuaciones se considera ejecutado en inversiones 
financieramente sostenibles, por lo que no computa en la regla de gasto, en aplicación de 
la disposición adicional sexta de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad 
Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, y de la disposición adicional decimosexta del 
texto refundido de la Ley reguladora de Haciendas Locales, aprobado por real decreto 
legislativo 2/2004, de 5 de marzo. Aquella cuantía global se individualizó para cada entidad 
en el 20 por ciento de su propio superávit de 2019, mediante el Real Decreto-ley 11/2020, 
de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito 
social y económico para hacer frente al COVID-19.

Asimismo, y en el mismo marco regulador antes citado tanto de estabilidad 
presupuestaria como de haciendas locales, por el Real Decreto-ley 23/2020, de 23 de 
junio, por el que se aprueban medidas en materia de energía y en otros ámbitos para la 
reactivación económica, se ha permitido, como medida de impulso de la actividad 
económica y del empleo, que las entidades locales destinen en 2020, como máximo, el 7 
por ciento de su respectivo superávit para financiar gastos de inversión en vehículos 
eléctricos o con etiqueta ambiental CERO, o, en última instancia, con etiqueta ECO, y en 
infraestructuras de recarga para el uso de los vehículos adquiridos, que se destinen a la 
prestación de los servicios públicos de recogida, eliminación y tratamiento de residuos, 
seguridad y orden público, protección civil, prevención y extinción de incendios y de 
transporte de viajeros.

En definitiva, hasta el momento se han adoptado medidas que han ido dirigidas a la 
utilización del superávit de las entidades locales en determinados ámbitos que, debido a la 
actual situación de crisis sanitaria, económica y social, se han considerado prioritarios, sin 
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que el gasto financiado con aquel recurso compute en la regla de gasto, dentro del marco 
de la normativa de estabilidad presupuestaria y reguladora de haciendas locales.

No obstante, para cerrar la aplicación de las reglas del destino del superávit de 2019, 
se considera necesario y urgente que se permita, en aquel mismo marco, la plena 
utilización de dicho recurso en 2020. Incluso, en relación con la ejecución de proyectos de 
inversiones financieramente sostenibles financiados con el superávit de 2018, cabe 
posibilitar que, aunque inicialmente debería concluir en 2020, se amplíe a 2021, debido a 
la suspensión de la actividad económica durante el período de vigencia de la declaración 
del estado de alarma, y a la incidencia que está teniendo la crisis derivada de la situación 
de emergencia sanitaria en la ejecución de los contratos que, con la legislación que los 
regula, fueron suscritos con anterioridad por las entidades locales.

Asimismo, se considera preciso ampliar el margen de maniobra financiero, 
fundamentalmente, de los ayuntamientos que se encuentran con problemas o situaciones 
de riesgo financiero, adoptando medidas en el marco de los mecanismos extraordinarios 
de financiación, y, concretamente, del Fondo de Financiación a Entidades Locales. Son 
medidas que se consideran urgentes, en tanto podría permitir a ayuntamientos que no 
presentan una situación financiera saneada atender, en sus respectivas demarcaciones, 
necesidades de carácter social o de apoyo a determinados colectivos que han surgido de 
manera extraordinaria como consecuencia de la pandemia.

Por último, este real decreto-ley contiene, en su articulado, medidas que se refieren a 
la participación de las entidades locales en los tributos del Estado. Por un lado, a la 
habilitación de crédito para poder ejecutar la totalidad de los pagos de las entregas a 
cuenta correspondientes a este año 2020, para lo que se requiere un suplemento de 
crédito que debe aprobarse, por la naturaleza de esta modificación presupuestaria, una 
norma con rango de ley, y que, por la urgencia con la que se debe instrumentar, debe serlo 
mediante un real decreto-ley. Y, por otro lado, a la inclusión de determinadas normas 
necesarias para poder proceder a las transferencias a favor de las entidades locales por 
los importes que resulten de la liquidación definitiva de aquella participación 
correspondiente a 2018, y, en otro caso, para poder aplicar los reintegros a cargo de 
aquellas otras entidades para las que resulten liquidaciones de signo negativo.

II

El artículo 12 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria 
y Sostenibilidad Financiera, regula la regla de gasto aplicable a la Administración Central, 
a las comunidades autónomas y a las corporaciones locales. Esta regulación tiene su 
origen en el Reglamento (UE) n.º 1175/2011 del Parlamento Europeo y del Consejo, por el 
que se modifica el Reglamento (CE) n.º 1466/97 del Consejo, relativo al refuerzo de la 
supervisión de las situaciones presupuestarias y a la supervisión y coordinación de las 
políticas económicas.

Las entidades locales son, desde el año 2012, el primer nivel de Administración pública 
que, gracias al esfuerzo de consolidación presupuestaria y a la positiva evolución del ciclo 
económico, logra presentar superávit en sus cuentas. La Ley Orgánica 2/2012, de 27 de 
abril, establece, en su artículo 32, que el superávit alcanzado por Estado, comunidades 
autónomas y corporaciones locales, debe ir destinado a la reducción del nivel de 
endeudamiento neto. En aplicación de esta norma, un gran número de Corporaciones 
Locales han conseguido una reducción considerable de su nivel de deuda pública, y el 
saneamiento financiero.

Teniendo en cuenta el esfuerzo de consolidación realizado, la sólida situación financiera, 
así como la naturaleza de los servicios que prestan las Corporaciones Locales, que por su 
relación de proximidad con los ciudadanos tienen una alta capacidad para influir 
directamente en la mejora de su bienestar, se estableció una regla especial para el destino 
del superávit recogido en el artículo 32 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril. Así, la 
disposición adicional sexta de esta última, introducida mediante la Ley Orgánica 9/2013, 
de 20 de diciembre, de control de la deuda comercial en el sector público permite, desde 
el año 2014, a las Corporaciones Locales que presentan superávit y remanente de cv
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tesorería para gastos generales positivo, así como un nivel de deuda pública inferior al 
límite a partir del cual está prohibido el recurso al endeudamiento y un período medio de 
pago a proveedores que no supera el plazo máximo de pago establecido en la normativa 
de medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales, destinar su 
superávit a financiar inversiones que deben ser financieramente sostenibles a lo largo de 
la vida útil de la inversión, no computando el gasto en estas inversiones a efectos de la 
aplicación de la regla de gasto definida en el artículo 12 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 
de abril, aunque sí a efectos del cumplimiento del objetivo de estabilidad presupuestaria.

La disposición adicional decimosexta, del texto refundido de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, 
desarrolla y define el concepto de sostenibilidad financiera que debe concurrir en aquellas 
inversiones, así como el procedimiento y el ámbito objetivo de aplicación. Esta medida de 
flexibilidad en el destino del superávit se aplicó por vez primera en 2014 y se ha venido 
prorrogando desde entonces anualmente hasta 2019, bien a través de las leyes de 
presupuestos generales del Estado, bien mediante reales decretos-ley.

Circunstancias excepcionales han motivado que no se haya podido tramitar la Ley de 
Presupuestos Generales del Estado para el año 2020, no habiendo sido posible la adopción 
de la prórroga prevista en la disposición adicional sexta de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 
de abril. Los trámites necesarios relacionados con la iniciación y desarrollo del procedimiento 
de ejecución del gasto requieren de unos plazos que hacen que, para que la medida pueda 
surtir efectos y las corporaciones locales puedan llevar a cabo la ejecución de las 
inversiones en el presente ejercicio presupuestario, sea necesario aprobar de forma 
inmediata la prórroga de la medida prevista en la disposición adicional sexta de la Ley 
Orgánica 2/2012, de 27 de abril, para poder destinar esos recursos de forma urgente la 
situación económica y social generada con ocasión de la pandemia..

Por lo tanto, por razones de urgencia y de carácter extraordinario, resulta necesario 
incluir la prórroga en un real decreto-ley, como ya se hizo en los dos años anteriores, en el 
Real Decreto-ley 10/2019, de 29 de marzo, y en el Real Decreto-ley 1/2018, de 23 de 
marzo.

Teniendo en cuenta, además, que la prórroga de la regla especial del destino del 
superávit podría carecer de operatividad si se exigiese en todo caso que en 2020 se 
realizasen las fases del procedimiento de ejecución del gasto de autorización y disposición 
o compromiso, se considera necesario no requerir el desarrollo de esta última en el mismo 
ejercicio, lo que no contradice el carácter urgente de la presente norma, ya que un buen 
número de proyectos de inversión requieren el desarrollo de un procedimiento de 
contratación que, por su naturaleza y cuantía, debe iniciarse cuanto antes al objeto de que 
la fase de autorización del gasto pueda concluirse en el presente ejercicio.

En cuanto al superávit de 2018 se aprobó la aplicación de la regla especial antes citada, 
posibilitando su utilización para dar cobertura a inversiones financieramente sostenibles, 
por el Real Decreto-ley 10/2019, de 29 de marzo, antes citado, de modo que se requería 
que en 2019, como mínimo, se desarrollase la primera fase del procedimiento de ejecución 
del gasto, su autorización, y el resto de las fases, compromiso o disposición, reconocimiento 
de la obligación y ordenación del pago, se completasen en 2020. En un buen número de 
proyectos de inversión, sobre todo de mayor envergadura y relevancia financiera, se ha 
debido suspender su ejecución como consecuencia de la declaración del estado de alarma, 
lo que dificulta, cuando no imposibilita, completar aquellas fases en 2020, siendo necesario 
que, con carácter extraordinario, se permita concluirlas en 2021, si bien al menos la de 
compromiso o disposición se debería desarrollar en 2020, teniendo en cuenta el principio 
de proporcionalidad de la medida así como en aras de una mayor seguridad jurídica para 
los contratistas.

III

En el marco de los mecanismos adicionales de financiación de las entidades locales 
regulados en la disposición adicional primera de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de 
Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, se constituyó el Fondo de cv
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Financiación a Entidades Locales, regulado por el Real Decreto-ley 17/2014, de 26 de 
diciembre, de medidas de sostenibilidad financiera de las comunidades autónomas y 
entidades locales y otras de carácter económico, configurado en tres compartimentos, los 
Fondos de Ordenación, de Impulso Económico y para la Financiación de los Pagos a 
Proveedores, este último en liquidación.

En ese contexto, el presente real decreto-ley introduce medidas que afectan al ámbito 
objetivo del Fondo de Ordenación, a las operaciones de endeudamiento concertadas con 
el Fondo en liquidación para la Financiación de los Pagos a Proveedores y a las 
operaciones de crédito a corto plazo que, con carácter general y al margen de aquellos 
Fondos, tengan formalizadas las entidades locales.

Con la ampliación del ámbito objetivo del Fondo de Ordenación se posibilita la 
financiación de las deudas con acreedores públicos que se estén compensando mediante 
retenciones de la participación en tributos del Estado o que se estén cancelando mediante 
acuerdos de fraccionamiento y aplazamiento suscritos con dichos acreedores, 
fundamentalmente, la Agencia Estatal de Administración Tributaria y la Tesorería General 
de la Seguridad Social. Esta medida va dirigida a aquellos municipios que se encuentran 
en alguna de las situaciones de riesgo financiero descritas en el artículo 39.1 del Real 
Decreto-ley 17/2014, es decir, que presenten una situación financiera negativa o que no 
puedan refinanciarse en condiciones de prudencia financiera.

Con esa ampliación, los municipios que se encuentren en esas situaciones y con 
deudas con aquellos acreedores podrán cancelarlas y sustituirlas por préstamos con el 
Fondo de Financiación a Entidades Locales, y ponerse al corriente del pago de las deudas 
tributarias y con la Seguridad Social, lo que es requisito de cumplimiento forzoso para que 
puedan optar a subvenciones y ayudas de otras administraciones públicas, que, en la 
situación de crisis actual, pueden desempeñar un papel fundamental para no agravar los 
problemas financieros que puedan presentar aquellos municipios, potencialmente 
beneficiarios de la medida.

Asimismo, para las entidades locales que hayan presentado en cualquiera de los dos 
últimos ejercicios problemas de liquidez o de solvencia se posibilita la consolidación de 
deuda a corto en deuda a largo plazo. Con esta medida, se reducirán las tensiones de 
tesorería que experimentan, sobre todo, ayuntamientos con problemas estructurales, que 
se manifiestan en unos ingresos corrientes insuficientes para financiar sus gastos 
corrientes y la amortización de sus operaciones de préstamo o que presentan remanentes 
de tesorería para gastos generales negativos.

Por último, en cuanto a las medidas de apoyo financiero, en el marco del 
endeudamiento de las entidades locales, se permite la cancelación de préstamos que 
tengan formalizados con el Fondo en liquidación para la Financiación de los Pagos a 
Proveedores mediante su sustitución con préstamos que puedan formalizar con entidades 
de crédito, pudiendo quedar excluidas de la condicionalidad derivada de los planes de 
ajuste las entidades locales que estén saneadas financieramente y que, en consecuencia, 
estén dando cumplimiento a las reglas fiscales en varios ejercicios consecutivos y, por lo 
tanto, se pueda considerar consolidada la senda de corrección de los desequilibrios que 
presentaron cuando se aprobaron aquellos planes.

Todas estas medidas son de carácter extraordinario y urgente, en tanto que permiten a 
las entidades locales con una situación financiera que presenta debilidades o desequilibrios 
no corregidos poder atender de forma inmediata y urgente las necesidades económicas y 
sociales que de forma extraordinaria se ha generado con ocasión de la pandemia

IV

El proyecto de ley de presupuestos generales del Estado ha venido configurando el 
instrumento ordinario para actualizar la participación de las entidades locales en los tributos 
del Estado. Sin embargo, tanto en 2019 como en 2020, de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 134.4 de la Constitución Española se activó la situación de prórroga automática de 
los presupuestos generales del Estado a partir de 1 de enero de cada uno de aquellos años, 
y continúa actualmente, habiendo transcurrido ya gran parte del ejercicio corriente 2020. cv
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En aquella situación de prórroga presupuestaria, el Real Decreto-ley 13/2019, de 11 de 
octubre, reguló la actualización extraordinaria de las entregas a cuenta para 2019 tanto de 
las comunidades autónomas de régimen común como de las entidades locales, lo que 
permitió adoptar un ajuste técnico de carácter extraordinario para la defensa del interés 
general y evitar los graves perjuicios que la ausencia de medidas aprobadas por el cauce 
ordinario de la ley de presupuestos generales del Estado habría provocado en las 
administraciones territoriales y permitió trasladar a las entidades locales el incremento de 
los recursos derivados de la diferencia de previsiones, entre la elaborada para el año 2018 
y la elaborada para 2019, eliminando los efectos de las medidas tributarias recogidas en 
el Proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado para el año 2019, y 
considerando exclusivamente el incremento de recaudación previa a la cesión de 
impuestos estatales, que son determinantes de la financiación local.

De conformidad con el Acuerdo del Consejo de Ministros de 21 de enero de 2020 se 
mantienen en 2020 las cuantías de las entregas a cuenta de 2019 correspondientes a 
todas y cada una de las entidades locales incluidas en el ámbito subjetivo de aplicación de 
los modelos de participación en los tributos del Estado, pero los créditos destinados a dar 
cobertura financiera a las transferencias en las que se materializan aquellas entregas y 
que se están gestionando son los recogidos en los Presupuestos Generales del Estado 
para el año 2018 prorrogados, que son inferiores a las necesidades presupuestarias, por 
lo que, al igual que ocurrió en 2019, se requiere la aprobación de suplementos de crédito 
para adaptar los créditos de gasto que instrumentan las entregas a cuenta a través de la 
sección 36 de los presupuestos generales del Estado para poder atender el pago de las 
mismas.

Asimismo, en 2020 es preciso calcular la liquidación definitiva de la participación de las 
entidades locales en los tributos del Estado correspondiente a 2018. Dicha participación 
se regula en los artículos 111 a 126, por lo que se refiere a los municipios, y 135 a 146, por 
lo que se refiere a las provincias y entidades análogas, del Texto refundido de la Ley 
Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 
de marzo. Dichos preceptos se desarrollan anualmente en las respectivas leyes de 
presupuestos generales del Estado. Como quiera que no se ha aprobado la correspondiente 
a 2020, deben recogerse determinadas reglas para el cálculo de aquella liquidación y que 
no encuentran cobertura en la Ley de Presupuestos Generales del Estado para el 
año 2018. Este es el objeto del presente real decreto-ley, que no altera el régimen 
financiero actual de las entidades locales, en tanto aquellas reglas son de aplicación 
reiterada en cada ejercicio.

V

En un escenario en el que las entidades locales están soportando tipos de interés 
negativos por los saldos disponibles en cuentas y depósitos bancarios de su titularidad, se 
posibilita que los ayuntamientos, diputaciones provinciales y consejos insulares se 
comprometan voluntariamente a poner a disposición de la Administración General del Estado 
recursos financieros por importe equivalente a los remanentes de tesorería para gastos 
generales en los términos definidos en este real decreto-ley a 31 de diciembre de 2019.

La puesta a disposición de la totalidad de dicho importe se materializará en la remisión 
al Ministerio de Hacienda hasta el 15 de septiembre de 2020 de un compromiso firme, 
vinculante e irrenunciable de transferir esos recursos a la Administración General del 
Estado. Compromisos que estarán vigentes hasta el 31 de diciembre de 2021, requiriendo 
en ese período la Dirección General del Tesoro y Política Financiera a las entidades locales 
que le presten los recursos comprometidos.

La operación tendrá carácter de préstamo de las entidades locales a la Administración 
General del Estado por el importe total citado en el apartado anterior y se materializará, en 
un acto único, cuando se reciban los fondos por la Administración General del Estado en 
la cuenta que determine la Dirección General del Tesoro y Política Financiera, de la 
Secretaría General del Tesoro y Financiación Internacional, sin que se requiera formalizar 
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los préstamos, que tendrán la consideración de Deuda del Estado conforme a la 
Ley 47/2006, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.

El préstamo será amortizado por la Administración General del Estado en un plazo 
máximo de quince años, a partir de 2022. Las condiciones financieras de esta operación 
se fijarán previa consulta a la asociación de ámbito estatal con mayor implantación 
representativa de las entidades locales, que se realizará en un plazo que finalizará el 7 de 
agosto de 2020 y aprobándose, en cualquier caso, por resolución de la Dirección General 
de Tesoro y Política Financiera, que se publicará no más tarde de 20 de agosto de 2020. 
A partir de entonces las entidades locales podrán decidir adherirse mediante la remisión 
de los compromisos de disposición de recursos financieros a favor de la Administración 
General del Estado.

El tipo de interés anual que se determine para dichos préstamos no podrá superar el 
coste equivalente de financiación de la Deuda del Estado, incluyendo en el cálculo los 
costes financieros y de otra naturaleza asociados a las operaciones en los que incurra la 
Administración General del Estado.

Por otra parte, la Administración General del Estado dotará un crédito extraordinario 
para la recuperación económica y social que se dotará por un importe equivalente como 
mínimo al 35 por ciento de los recursos comprometidos por las entidades locales, sin que 
pueda exceder de un importe máximo total de 5.000 millones de euros. Con cargo a dicho 
crédito, en el plazo de un mes contado a partir de la recepción de los compromisos de las 
entidades locales se realizarán transferencias corrientes a aquellas entidades locales, en 
proporción a los recursos comprometidos. Las transferencias se destinarán a que las 
entidades locales, financien actuaciones en las áreas de agenda urbana y movilidad 
sostenible, cuidados de proximidad y cultura. Dichas transferencias se materializarán por 
la Administración General del Estado en 2020 por el 40 por ciento de las aportaciones 
comprometidas por las entidades locales, hasta un máximo de 2.000 millones de euros, y 
en 2021 por el 60 por ciento restante, hasta un máximo de 3.000 millones de euros.

También se habilita un crédito extraordinario en los presupuestos generales del Estado 
con objeto de dotar de mayor financiación a las entidades locales para hacer frente al 
déficit extraordinario motivado por el COVID-19 en los servicios de transporte público de 
su titularidad, por un importe inicial de 275 millones de euros, que podría ascender a 400 
millones de euros en el caso de que sea necesario y de que exista una plena justificación 
a partir de los certificados que emitan los titulares de los órganos de intervención de las 
entidades locales. El déficit extraordinario al que se hace referencia es el que se deriva del 
estado de alarma y hasta el final de 2020 y la financiación se establece en una cuantía 
equivalente al 33 por ciento de los ingresos anuales por tarifa de los servicios de transporte 
en un año de referencia.

Cierra el paquete de medidas de aplicación a las entidades locales la posibilidad, 
excepcional, que se les habilita de utilizar su superávit de 2019 o el remanente de tesorería 
para gastos generales si es superior a financiar gasto de 2020, siempre que mantengan el 
equilibrio presupuestario al cierre de este ejercicio.

En apoyo a municipios con problemas de liquidez o que se encuentren en riesgo 
financiero se establece la necesaria colaboración de las Diputaciones Provinciales y 
entidades equivalentes, en el marco de sus competencias propias reguladas en el 
artículo 36 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, 
y, concretamente, en materia de asistencia económica a los municipios de su ámbito 
territorial, y, especialmente, a los de población inferior a 20.000 habitantes, articulándose 
dos instrumentos: la posibilidad de formalizar préstamos o concertar operaciones de 
crédito con los ayuntamientos que presenten ahorro neto o remanente de tesorería 
negativo entidades al cierre del ejercicio de 2019, así como la de realizar, con cargo al 
superávit de 2019, transferencias corrientes, de carácter finalista, a los ayuntamientos 
citados, considerándose excepcionalmente en 2020 como inversiones financieramente 
sostenibles y no computando en regla de gasto.

Para completar ese marco de apoyo a aquellos ayuntamientos, se establece un 
mandato para que se realice, antes del cierre de 2020, un estudio para la posible revisión 
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de las condiciones financieras de los préstamos formalizados con el Fondo de Financiación 
a Entidades Locales, pudiendo la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos 
Económicos acordar la modificación de aquellas operaciones y la condicionalidad fiscal, al 
objeto de paliar los efectos derivados de la pandemia y de posibilitar el saneamiento 
financiero de aquellas entidades locales.

VI

El real decreto-ley permite a las Diputaciones Forales del País Vasco y a los Cabildos 
Insulares de Canarias aplicar en 2020 el superávit presupuestario, en términos de 
contabilidad nacional a cierre del ejercicio 2019, para compensar la reducción de ingresos 
correspondientes a impuestos estatales concertados con arreglo al Concierto Económico 
con la Comunidad Autónoma del País Vasco y a impuestos que conforman el Bloque de 
Financiación Canario, de acuerdo con el Régimen Económico y Fiscal de Canarias 
(Impuesto General Indirecto Canario y el Arbitrio sobre la Producción e Importación en las 
Islas Canarias), derivada de la crisis sanitaria por el COVID-19 sin que aquellas 
administraciones públicas puedan incrementar su endeudamiento neto al cierre de 2020.

La reforma del artículo 135 de la Constitución, de 27 de septiembre de 2011, recogió 
taxativamente el principio de equilibrio presupuestario en su aplicación a las entidades 
locales, que fue recogido a su vez en el artículo 11.4 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de 
abril. Asimismo, aquel precepto constitucional recoge menciones a los límites de deuda 
de las administraciones públicas, que también han sido objeto de desarrollo en aquella 
ley orgánica. Asimismo, en relación con ambas reglas fiscales, estabilidad presupuestaria 
y deuda pública, el artículo 135.5 de la Constitución disponía que una ley orgánica 
regularía en todo caso la forma y plazo de corrección de las desviaciones que, respecto 
de aquellas reglas, pudieran producirse. Una medida de corrección vino conformada por 
los planes económico-financieros definidos y regulados en el artículo 21 de la citada Ley 
Orgánica 2/2012, de 27 de abril.

Sin embargo, la regla de gasto se introdujo directamente por esta última norma, que, 
en su Exposición de Motivos, la relacionó con la normativa europea, en virtud de la cual el 
gasto de las administraciones públicas no podrá aumentar por encima de la tasa de 
crecimiento de referencia del Producto Interior Bruto. Y ha sido dicha Ley Orgánica la que 
incluyó la medida correctiva de los planes económico-financieros en los casos de 
incumplimiento de la regla de gasto. Asimismo, la Comisión Europea remitió el 20 de 
marzo de 2020 una comunicación al Consejo de la UE expresando que, ante la esperada 
recesión económica a resultas del brote de COVID-19, se dan circunstancias para la 
activación de la cláusula general de salvaguardia del Pacto de Estabilidad y Crecimiento. 
En esta comunicación la Comisión solicitó al Consejo que respaldara esta conclusión, 
refrendo que se produjo el 23 de marzo de 2020.

En definitiva, de las tres reglas fiscales, las de estabilidad presupuestaria y de deuda 
(y su medida de corrección concretada en los planes económico-financieros) tienen su 
origen en un precepto constitucional y la regla de gasto (y su medida de corrección 
concretada en los mismos planes) en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, que, a su 
vez, conecta con la normativa europea, que, en la actualidad, permite la activación de 
aquella cláusula.

Por otra parte, el subsector de Corporaciones Locales, dentro del conjunto de las 
administraciones públicas, está presentando superávit continuos desde el año 2012, con 
fuertes amortizaciones de deuda pública que han derivado, a su vez, al cumplimiento 
reiterado de los límites de deuda aplicables a aquel subsector. Como consecuencia de esa 
situación, han generado crecientes remanentes de tesorería que constituyen una fuente 
básica de financiación de las modificaciones de crédito que se aprueban en un ejercicio 
presupuestario y que, en buena medida, son un factor relevante que puede contribuir al 
incumplimiento de la regla de gasto y a la exigencia de planes económico-financieros. En 
la situación actual de pandemia es altamente probable que las entidades locales saneadas 
se vean obligadas a utilizar aquellos remanentes de tesorería para paliar los efectos 
negativos que aquella provoca. cv
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Considerando cuanto antecede, resulta necesario eximir de la presentación del plan 
económico-financiero a las entidades locales que cumplan con el objetivo de estabilidad 
presupuestaria y con los límites de endeudamiento según el régimen de autorización de 
estas operaciones contenido en la legislación reguladora de las Haciendas Locales.

Por otra parte, el anuncio efectuado por la UEFA de que la candidatura formada por las 
ciudades de Bilbao y San Sebastián ha resultado elegida para albergar en ellas la final de 
la «UEFA Women’s Champions League 2020» requiere la regulación de un régimen fiscal 
específico.

La incorporación de tal régimen al Derecho positivo mediante este real decreto-ley se 
justifica por la proximidad de las fechas en que tal evento se celebrará, cuyo anuncio se ha 
conocido con poca anticipación, y la necesidad de que con una antelación suficiente se 
disponga del marco tributario que resultará de aplicación, en aras del principio de seguridad 
jurídica, de suerte que concurre la extraordinaria y urgente necesidad que, como 
presupuesto habilitante de la figura del real decreto-ley, establece la Constitución Española.

Por otra parte, se mantiene hasta el 31 de octubre de 2020 la aplicación de un tipo del 
cero por ciento del Impuesto sobre el Valor Añadido a las entregas interiores, importaciones 
y adquisiciones intracomunitarias de material sanitario para combatir la COVID-19, cuyos 
destinatarios sean entidades públicas, sin ánimo de lucro y centros hospitalarios, que, 
hasta el 31 de julio de 2020, estuvo regulada en el artículo 8 del Real Decreto-ley 15/2020, 
de 21 de abril, de medidas urgentes complementarias para apoyar la economía y el 
empleo. De esta forma, se extiende su plazo de vigencia para garantizar la respuesta del 
sistema sanitario en la segunda fase de control de la pandemia una vez ya iniciado el 
periodo de nueva normalidad.

También se actualiza, con efectos desde la entrada en vigor del citado Real Decreto-
ley 15/2020, la relación de bienes a los que es de aplicación esta medida.

A estos efectos, los sujetos pasivos efectuarán, en su caso, conforme a la normativa 
del Impuesto, la rectificación del Impuesto sobre el Valor Añadido repercutido o satisfecho 
con anterioridad a la entrada en vigor de este real decreto-ley.

La situación de pandemia internacional y la posterior declaración del estado de alarma, 
antes descritas, han derivado en una crisis sanitaria sin precedentes y de una extraordinaria 
amplitud y gravedad, tanto por el extraordinario riesgo de contagio y el alto número de 
ciudadanos afectados, con la consiguiente presión sobre los servicios sanitarios, como por 
el elevado coste social y económico derivado de las medidas extraordinarias de contención 
y distanciamiento adoptadas por los distintos Estados.

Así, la evolución de la esta situación ha exigido la adopción de sucesivas medidas 
adicionales para hacer frente a la pandemia y en este contexto, el Real Decreto-ley 19/2020, 
de 26 de mayo, por el que se adoptan medidas complementarias en materia agraria, 
científica, económica, de empleo y Seguridad Social y tributarias para paliar los efectos del 
COVID-19, estableció en su artículo 9 la consideración como contingencia profesional 
derivada de accidente de trabajo, de las enfermedades padecidas por el personal que 
presta servicio en centros sanitarios o socio-sanitarios como consecuencia del contagio del 
virus SARS-CoV2 durante el estado de alarma.

Conforme a lo dispuesto en el apartado 2 del citado artículo 9, se estableció que esta 
medida tendría lugar con respecto a los contagios del virus SARS-CoV2 producidos hasta 
el mes posterior a la finalización del estado de alarma, acreditando este extremo mediante 
el correspondiente parte de accidente de trabajo que deberá haberse expedido dentro del 
mismo periodo de referencia, siendo por tanto la fecha de finalización del reconocimiento 
de esta contingencia, el mes de julio de 2020.

En este contexto, ante la finalización de la vigencia de algunas de las medidas 
adoptadas durante el estado de alarma, a fin de garantizar la eficaz gestión de dicha 
emergencia sanitaria, contener la propagación de la enfermedad y preservar y garantizar 
la respuesta del Sistema Nacional de Salud en todo el país, se hace preciso prorrogar la 
consideración como contingencia profesional derivada de accidente de trabajo, de las 
enfermedades padecidas por el personal que presta servicio en centros sanitarios o socio-
sanitarios como consecuencia del contagio del virus SARS-CoV2, hasta que las 
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autoridades sanitarias decreten el levantamiento de todas las medidas de prevención 
adoptadas para hacer frente a esta crisis sanitaria.

Asimismo, se incluyen reglas especiales aplicables al reparto de dividendos y transmisión 
de participaciones de las sociedades adheridas al Fondo de apoyo a la solvencia de 
empresas estratégicas, medida que se debe instrumentar de forma urgente debido a los 
plazos comprometidos con la Comisión Europea para la puesta en marcha de dicho fondo, 
creado para hacer frente a la delicada situación económica por la que atraviesan algunas 
empresas estratégicas como consecuencia de la pandemia de la COVID-19.

Por otra parte, las competencias que en materia de juego tenía atribuidas el Ministerio 
de Hacienda, han sido atribuidas al Ministerio de Consumo, en virtud de los artículos 2 y 4 
del Real Decreto 495/2020, de 28 de abril, por el que se desarrolla la estructura orgánica 
básica del Ministerio de Consumo y se modifica el Real Decreto 139/2020, de 28 de enero, 
por el que se establece la estructura orgánica básica de los departamentos ministeriales, 
salvo el análisis y definición de la política global en materia tributaria, la propuesta, 
elaboración e interpretación del régimen tributario y la gestión y liquidación de las tasas 
derivadas de la gestión administrativa del juego según dispone el artículo 2.1.f) del Real 
Decreto 689/2020, de 21 de julio, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica del 
Ministerio de Hacienda y se modifica el Real Decreto 139/2020, de 28 de enero, por el que 
se establece la estructura orgánica básica de los departamentos ministeriales. Por ello es 
necesario modificar la disposición transitoria primera de la Ley 13/2011, de 27 de mayo, de 
regulación del juego, y las disposiciones adicionales segunda y décima de la Ley 3/2013, 
de 4 de junio, de creación de la Comisión Nacional de los Mercados y de la Competencia 
para indicar que las competencias relacionadas con la gestión y recaudación de las tasas 
derivadas de la gestión administrativa del juego serán ejercidas por la Agencia Estatal de 
la Administración Tributaria.

En el ámbito de la identificación de solicitantes de certificados electrónicos 
cualificados, el Reglamento (UE) 910/2014, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 
de julio de 2014, relativo a la identificación electrónica y los servicios de confianza para las 
transacciones electrónicas en el mercado interior y por el que se deroga la Directiva 
1999/93/CE, contempla en su artículo 24.1 d) la posibilidad de que tal verificación se 
realice utilizando otros métodos de identificación reconocidos a escala nacional que 
aporten una seguridad equivalente en términos de fiabilidad a la presencia física.

Como consecuencia, resulta precisa una regulación específica en nuestro Derecho 
nacional de los exigentes requisitos organizativos y de seguridad aplicables a tales 
métodos.

A tal fin, procede atribuir al Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital, 
departamento competente para la regulación de los servicios electrónicos de confianza, la 
habilitación para la determinación de tales condiciones y requisitos.

En su disposición adicional sexta y la disposición final quinta, este real decreto-ley 
incorpora a nuestro ordenamiento jurídico los cambios legislativos introducidos por la 
Directiva (UE) 2019/692 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de abril de 2019, 
por la que se modifica la Directiva 2009/73/CE sobre normas comunes para el mercado 
interior de gas natural, con el objeto de reducir los obstáculos a la plena realización del 
mercado interior de gas natural que se derivan de la inaplicabilidad de las normas del 
mercado de la Unión a los gasoductos de transporte con destino u origen en países no 
pertenecientes a la Unión Europea. El presupuesto habilitante de extraordinaria y 
urgente necesidad para la utilización del instrumento normativo del real decreto-ley se 
justifica por cuanto que la transposición de dicha Directiva (UE) 2019/692 vencía el 24 
de febrero de 2020 y para minimizar, de este modo, posibles consecuencias que se 
puedan derivar del incumplimiento del antedicho plazo.

La disposición adicional sexta exceptúa temporalmente, en virtud del artículo 49 bis de 
la Directiva 2009/73/CE, a los gasoductos de transporte con origen en países no 
pertenecientes a la Unión Europea terminados antes del 23 de mayo de 2019 y que tienen 
situado en España su primer punto de conexión con la red de un Estado miembro, por un 
periodo de doce meses, del cumplimiento de las condiciones relativas a la separación de 
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propiedad de las actividades de transporte y comercialización, así como del acceso regulado 
a las instalaciones exigidas en la Ley 34/1998, de 7 de octubre, del sector de hidrocarburos. 
El plazo para la comunicación de las exenciones a la Comisión Europea, previa aprobación 
de las mismas, finalizó el pasado 24 de mayo, lo que obliga a establecer un procedimiento 
con carácter urgente en el ordenamiento jurídico nacional. Asimismo, se articula el 
mecanismo para la evaluación y aprobación de una eventual exención de mayor duración.

La disposición adicional décima está motivada por los efectos de la crisis del COVID-19 
sobre la demanda y los precios de la electricidad han provocado una reducción de los 
ingresos regulados del sistema eléctrico, tanto los provenientes de los peajes de acceso 
(directamente proporcionales a la potencia contratada y energía consumida) como los 
vinculados a la recaudación de los tributos creados por la Ley 15/2012, de 27 de diciembre, 
de medidas fiscales para la sostenibilidad energética, que dependen directamente de la 
cantidad de electricidad consumida y generada y del valor de dicha energía en el mercado.

Aunque aún existen importantes incertidumbres sobre el efecto final en términos 
anuales, las estimaciones actuales de ingresos y costes regulados aconsejan adoptar 
medidas tendentes a minimizar las desviaciones transitorias dentro del ejercicio, que 
afectan a la liquidez de los sujetos de liquidación, así como los eventuales desajustes 
temporales en el cierre del ejercicio, que provocarían una subida automática de los peajes 
y cargos, de acuerdo con el artículo 19 de la ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector 
Eléctrico.

Todas estas circunstancias justifican la necesidad de incrementar el límite máximo de 
las transferencias al sistema eléctrico provenientes de los ingresos de las subastas de 
derechos de emisión de gases de efecto invernadero, con los límites del 90 por ciento de 
la recaudación total y hasta un máximo de 1.000 millones de euros.

La extraordinaria y urgente necesidad de esta medida se justifica por los indeseables 
efectos que su no adopción acarrearía sobre la liquidez de los sujetos de liquidación del 
sistema eléctrico y sobre los consumidores de electricidad.

Por otro lado, la agenda de la transición ecológica socialmente justa requiere de 
anticipación para reducir la vulnerabilidad a los impactos y riesgos y reducir emisiones. En 
el proyecto de ley de cambio climático y transición energética nos hemos comprometido a 
alcanzar la neutralidad climática antes del año 2050. Todos los sectores experimentarán 
grandes transformaciones acompañadas de grandes oportunidades de modernización. 
Además, nuestro país en uno de los «puntos calientes» globales en materia de cambio 
climático, lo que nos lleva a la necesidad de invertir en un país más seguro y menos 
vulnerable, incentivando medidas de adaptación que refuercen nuestra capacidad de 
respuesta.

En este contexto, y en línea con el Pacto verde europeo, será necesario priorizar 
aquellas acciones que ayudan a reducir los riegos al tiempo que disminuyen las emisiones 
de gases de efecto invernadero, esto es medidas integrales en que tiene cobeneficios en 
las dos vertientes de la lucha contra el cambio climático. Además, es necesario apoyar a 
proyectos emblemáticos de demostración de tecnologías innovadoras con un potencial 
significativo para la descarbonización del sector de generación eléctrica o de la industria, 
que conduzcan a una transformación real y de profundidad.

Lo que justifica incrementar el límite máximo de las transferencias a actuaciones de 
lucha contra el cambio climático provenientes de los ingresos de las subastas de derechos 
de emisión de gases de efecto invernadero, con los límites del 10 por ciento de la 
recaudación total y hasta un máximo de 100 millones de euros.

Justifica la disposición adicional undécima la necesidad de proceder a la formalización 
de convenios del Instituto Nacional de la Seguridad Social con las Consejerías de Salud o 
Sanidad de las comunidades autónomas o con el INGESA, como instrumentos que han 
tenido un impacto muy significativo en la racionalización del seguimiento y control de una 
de las prestaciones económicas más relevantes del sistema de Seguridad Social, la 
derivada de incapacidad temporal, así como del gasto que genera, requiere para la 
tramitación anticipada de los mismos la no aplicación, para el caso exclusivo de estos 
convenios, de lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 47 de la Ley General 
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Presupuestaria, en lo que se refiere a la necesidad de iniciar la ejecución del gasto en el 
propio ejercicio en el que se adquiere el compromiso del gasto.

En cuanto a la disposición final sexta, cabe significar que la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas y la 
Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, suponen un cambio 
fundamental para las administraciones públicas en España desde el punto de vista del 
marco normativo, por cuanto establecen que la relación electrónica es la vía principal de 
tramitación de los procedimientos administrativos, encaminada a lograr un modelo de 
administración transparente, más ágil y accesible para los ciudadanos y las empresas y 
más eficiente en su gestión.

La exigencia de una adaptación paulatina por parte de todas las administraciones 
públicas de nuestro país a este nuevo paradigma administrativo ya fue prevista por el 
legislador en la disposición final séptima de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, al fijar una fecha 
de entrada en vigor posterior a la general de la ley, en concreto el 2 de octubre de 2018, para 
los preceptos reguladores de determinadas materias que por su trascendencia, efectos 
prácticos y potencial afectación al núcleo esencial del ejercicio de los derechos de los 
interesados en su relación con las administraciones públicas aconsejaban una vacatio legis 
más amplia. Se trata de las previsiones relativas al registro electrónico de apoderamientos, 
registro electrónico, registro de empleados públicos habilitados, punto de acceso general 
electrónico de la administración y archivo único electrónico.

Esta disposición final séptima de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, ya fue modificada 
por el Real Decreto-ley 11/2018, de 31 de agosto, de transposición de directivas en 
materia de protección de los compromisos por pensiones con los trabajadores, 
prevención del blanqueo de capitales y requisitos de entrada y residencia de nacionales 
de países terceros y por el que se modifica la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, cuyo artículo 6 
prolongó hasta el 2 de octubre de 2020 la fecha de entrada en vigor de las previsiones 
sobre las cinco materias señaladas inicialmente prevista para el 2 de octubre de 2018.

La situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19 ha obligado durante estos 
últimos meses a las diferentes administraciones públicas a priorizar la asignación de 
recursos humanos y tecnológicos al robustecimiento de las infraestructuras y medios 
tecnológicos existentes para garantizar su funcionamiento, la prestación de los servicios 
públicos por sus empleados de forma no presencial y el ejercicio de los derechos de los 
ciudadanos y empresas. Esta necesaria priorización ha dificultado en muchos casos 
continuar al ritmo previsto los trabajos de adaptación de los procedimientos administrativos 
y el diseño de procesos de gestión óptimos necesarios para el cumplimiento en la fecha 
prevista en la Disposición final séptima de todas las previsiones de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, objetivo que ha de cumplirse en todo el ámbito subjetivo de aplicación de la Ley, 
cercano a once mil ochocientos sujetos diferentes, pues comprende la Administración 
General del Estado, las administraciones de las comunidades autónomas, las entidades 
que integran la administración local y sus respectivos sectores públicos institucionales en 
los términos que delimitan ambas leyes.

En definitiva, el riesgo manifiesto desde el punto de vista técnico-organizativo de no 
concluir a 2 de octubre de 2020 los procesos de adaptación, imposibilidad que puede afectar 
no solo al ejercicio de los derechos de los interesados sino a la interoperabilidad del 
funcionamiento de todas las administraciones públicas, aconseja ampliar de nuevo el plazo 
de entrada en vigor de todas las materias cuya entrada en vigor estaba prevista para el 2 de 
octubre de 2020, por un periodo adicional de seis meses, hasta el 2 de abril de 2021, que 
permita absorber el impacto y el retraso que hayan sufrido las diferentes administraciones 
públicas en el calendario de ejecución de las tareas que les competen debido a la 
mencionada reasignación de prioridades y recursos y finalizar así la implantación de estos 
instrumentos básicos del funcionamiento de las administraciones públicas conforme a los 
principios de eficacia administrativa y garantía de los derechos de los ciudadanos y de los 
operadores jurídicos y económicos en la tramitación de los procedimientos administrativos, 
que precisamente son los principios que persigue la Ley 39/2015, de 1 de octubre.
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La disposición final octava modifica el Real Decreto-ley 25/2020, de 3 de julio, en la 
parte que regula el programa de ayudas a la adquisición de vehículos para la renovación 
del parque circulante, con criterios de sostenibilidad y sociales, el Programa RENOVE. 
Estas modificaciones aclaran el procedimiento de pago, modifican la partida presupuestaria, 
y habilitan a la entidad colaboradora que gestione el programa a distribuir los fondos a los 
beneficiarios, mejorando así la eficiencia del programa y ahorrando cargas administrativas. 
Adicionalmente se precisan cuestiones relacionadas con las obligaciones de los 
beneficiarios en relación al mantenimiento de la titularidad del vehículo en los supuestos 
de operaciones renting.

Mediante la disposición final novena se declara el carácter ampliable de los créditos 
presupuestarios consignados en el presupuesto de la Seguridad Social para atender las 
obligaciones del sistema de protección por cese de actividad reguladas en el artículo 329 
del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, así como las reguladas en el 
Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer 
frente al impacto económico y social del COVID-19 y en el Real Decreto-ley 24/2020, de 26 
de junio, de medidas sociales de reactivación del empleo y protección del trabajo autónomo 
y de competitividad del sector industrial, para dar adecuada cobertura presupuestaria a los 
correspondientes gastos, ya que no será el crédito presupuestario asignado el que va a 
determinar el montante de las obligaciones que se contraigan, sino que las prestaciones 
que amparan estos gastos serán las que determinarán el montante del crédito final.

VII

Este real decreto-ley consta de dieciséis artículos distribuidos en tres títulos, once 
disposiciones adicionales una disposición derogatoria única y catorce disposiciones 
finales.

El primer título consta de nueve artículos y se refiere a la aplicación de la regla especial 
del destino del superávit de las entidades locales para financiar inversiones financieramente 
sostenibles, a actuaciones relativas al remanente de tesorería para financiar determinados 
gastos en sectores de especial relevancia social, derivados de la crisis sanitaria, a la 
autorización de crédito extraordinarios para la recuperación económica y social y para 
hacer frente al déficit extraordinario del transporte público de transporte que prestan las 
entidades locales, a determinadas medidas de apoyo a ayuntamientos que se encuentran 
en situación de riesgo financiero o con problemas de liquidez y a otras normas de gestión 
presupuestaria de carácter extraordinario y urgente.

En el artículo 1 se establece la prórroga para 2020 del destino del superávit de 2019 a 
aquella finalidad.

El artículo 2 permite, excepcionalmente, prorrogar el procedimiento de ejecución de 
inversiones financieramente sostenibles cuyos proyectos se iniciaron en 2019 y que se 
estén financiando son superávit de 2018.

El artículo 3 recoge la posibilidad de que los ayuntamientos, las diputaciones 
provinciales y de los consejos insulares se comprometan a poner a disposición de la 
Administración General del Estado sus excedentes de tesorería que se reflejan en el 
remanente de tesorería para gastos generales, ajustado por los saldos de las cuentas de 
acreedores por operaciones pendientes de aplicar al presupuesto y por devoluciones de 
ingresos indebidos, requiriéndose por la Dirección General del Tesoro y Política Financiera 
la materialización de las transferencias, teniendo carácter de préstamo la totalidad de las 
mismas.

El artículo 4 establece la autorización de un crédito extraordinario para la recuperación 
económica y social por importe equivalente, como mínimo, al 35 por ciento de las 
aportaciones comprometidas, con un máximo total de 5.000 millones, estableciéndose el 
criterio de distribución de dicho crédito entre las entidades locales y las finalidades que se 
pueden atender con los mismos, que son objeto de detalle en el mismo precepto.

Por el artículo 5 se habilita un crédito extraordinario en los presupuestos generales del 
Estado para compensar el déficit extraordinario de los servicios de transporte de titularidad 
de las entidades locales por importe inicial de 275 millones de euros. cv
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El artículo 6 permite que, excepcionalmente, las entidades locales que hayan 
registrado superávit presupuestario en 2019, apliquen la parte del superávit no utilizado, 
o, de ser superior, el remanente de tesorería para gastos generales a 31 de diciembre 
de 2019, para financiar gastos en 2020, siempre que cumplan con el equilibrio 
presupuestario al cierre de este ejercicio.

Con el artículo 7 se establecen medidas de colaboración de las Diputaciones 
Provinciales y entidades equivalentes para apoyar financieramente a municipios con 
problemas de liquidez o que se encuentren en riesgo financiero.

Completa ese cuadro de medidas de apoyo el mandato recogido en el artículo 8 para 
que el Ministerio de Hacienda estudie la revisión de las condiciones financieras de los 
préstamos formalizados por aquellos municipios con el Fondo de Financiación a las 
Entidades Locales. Condiciones que se modificarían por acuerdo de la Comisión Delegada 
del Gobierno para Asuntos Económicos.

Mediante el artículo 9 se instrumenta la tramitación de modificaciones de crédito que 
tengan por objeto la cobertura de gastos extraordinarios y urgentes directamente 
relacionados con la situación de crisis económica y sanitaria.

El Título II contiene normas de carácter extraordinario y urgente en materia de 
endeudamiento y de aplicación del Fondo de Financiación a Entidades Locales, que en 
tres artículos regula determinadas medidas de apoyo financiero a dichas entidades.

El artículo 10 modifica el ámbito objetivo del Fondo de Ordenación, compartimento del 
Fondo de Financiación a entidades locales, posibilitando la cobertura de deudas con 
acreedores públicos que se esté compensando mediante retenciones de la participación 
en tributos del Estado o que se esté cancelando mediante acuerdos de fraccionamiento o 
aplazamiento, en los términos ya explicitados en esta exposición de motivos.

El artículo 11 recoge las reglas para la cancelación de los préstamos que se 
formalizaron con el ahora en liquidación Fondo para la Financiación de los Pagos a 
Proveedores, mediante su sustitución con préstamos con entidades de crédito, y la 
aplicabilidad de los planes de ajuste hasta ahora vigentes en el caso de que las entidades 
locales opten por acogerse a esta medida.

La posible consolidación de deuda a corto en deuda a largo plazo es objeto de 
regulación por el artículo 12 de este real decreto-ley, estableciendo mecanismos de 
corrección y la interrelación de los diferentes planes que puedan estar afectados, planes 
de saneamiento, de reducción de deuda y de ajuste.

Por último, el Título III contiene cuatro artículos que afectan a la participación de las 
entidades locales en los tributos del Estado. Los dos primeros (artículos 13 y 14) se 
refieren a la liquidación definitiva de aquella participación correspondiente al año 2018.

En el artículo 15 se fija la fecha límite para el suministro por las entidades locales de 
las certificaciones del esfuerzo fiscal del año 2018, que se tendrán en cuenta para el 
cálculo de la liquidación definitiva de aquella participación correspondiente al año 2020.

Por último, el artículo 16 se refiere a la instrumentación de los suplementos de crédito 
necesarios, y que antes se han mencionado, identificando los importes necesarios para 
atender las entregas a cuenta de la participación de las entidades locales en tributos del 
Estado.

La disposición adicional primera permite en 2020 aplicar el superávit de 2019 en el 
caso de las diputaciones forales del País Vasco y de los cabildos insulares de Canarias, 
atendiendo a sus regímenes especiales para compensar la reducción de ingresos de 
impuestos de regulación estatal afectados por aquellos.

La disposición adicional segunda establece que, excepcionalmente, no se requerirá la 
aplicación de la regla de gasto en el ejercicio presupuestario de 2020.

La disposición adicional tercera regula el régimen fiscal que será de aplicación a la 
final de la «UEFA Women’s Champions League 2020».

La disposición adicional cuarta, establece el tipo impositivo del 0 por ciento aplicable 
en el Impuesto sobre el Valor Añadido a determinadas entregas, importaciones y 
adquisiciones intracomunitarias de bienes necesarios para combatir los efectos del 
COVID-19, hasta 31 de octubre de 2020.
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La disposición adicional quinta recoge determinadas bonificaciones del pago de 
aranceles notariales y del Registro de la Propiedad.

La disposición adicional sexta establece determinadas exenciones temporales relativas 
a los gasoductos de transporte con destino u origen en países no pertenecientes a la 
Unión Europea.

La disposición adicional séptima amplía el plazo hasta 31 de agosto de 2020 para que 
los pensionistas de Clases Pasivas residentes en el extranjero puedan cumplir 
adecuadamente con el trámite necesario de presentación del documento de certificación 
de vivencia.

Mediante la disposición adicional octava se prórroga el artículo 9 del Real Decreto-
ley 19/2020, de 26 de mayo, por el que se adoptan medidas complementarias en materia 
agraria, científica, económica, de empleo y Seguridad Social y tributarias para paliar los 
efectos del COVID-19.

En la disposición adicional novena se regula el funcionamiento del fondo de apoyo a la 
solvencia de empresas estratégicas creado por Real Decreto Ley 25/2020.

La disposición adicional décima establece y regula la generación de crédito derivada 
de los ingresos procedentes de las subastas de derechos de emisión de gases de efecto 
invernadero para el ejercicio 2020.

En la disposición adicional undécima se establecen normas relativas a los convenios 
de colaboración entre las Entidades Gestoras de la Seguridad Social, las comunidades 
autónomas y el Instituto Nacional de Gestión Sanitaria para el control y seguimiento de la 
incapacidad temporal.

La disposición final primera modifica el Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por 
el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico 
para hacer frente al COVID-19, recogiendo como vía de reclamación la contencioso-
administrativa en lugar de la económico-administrativa en los casos de expedientes de 
modificaciones de crédito tramitados por el mecanismo de urgencia que aquel precepto 
establecía.

La disposición final segunda modifica el texto refundido de la Ley del Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre.

La disposición final tercera modifica la disposición transitoria primera de la Ley 13/2011, 
de 27 de mayo, de regulación del juego, estableciendo el órgano que ejercerá las 
competencias previstas para la Comisión Nacional del Juego.

La disposición final cuarta modifica el artículo 13 de la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, 
de firma electrónica, definiendo el órgano que regulará las condiciones para la verificación 
de la identidad en los servicios electrónicos.

Las disposiciones finales quinta y sexta modifican, respectivamente, la Ley 34/1998, 
de 7 de octubre, del sector de hidrocarburos, y la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

La disposición final séptima modifica la Ley de creación de la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia para que las referencias contenidas en cualquier norma del 
ordenamiento jurídico a la Comisión Nacional del Juego se entiendan realizadas a la 
Dirección General de Ordenación del Juego del Ministerio de Consumo que la sustituye y 
asume sus competencias.

La disposición final octava modifica el Real Decreto-ley 25/2020, de 3 de julio, en la 
parte que regula el programa de ayudas a la adquisición de vehículos para la renovación 
del parque circulante, con criterios de sostenibilidad y sociales, el Programa RENOVE con 
el fin de aclarar el procedimiento de pago, modificar la partida presupuestaria, y habilitar a 
la entidad colaboradora que gestione el programa a distribuir los fondos a los beneficiarios.

Las disposiciones finales novena y décima modifican, respectivamente, el artículo 54 
de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, y el artículo 5 del Real 
Decreto-ley 6/2020, de 10 de marzo, por el que se adoptan determinadas medidas 
urgentes en el ámbito económico y para la protección de la salud pública.
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Las disposiciones finales undécima y duodécima autorizan al Gobierno y a la Ministra 
de Hacienda a dictar las normas de desarrollo reglamentario que se consideren necesarias 
y determinan que los títulos competenciales prevalentes para la elaboración de este real 
decreto-ley por el Gobierno son los artículos 149.1.13.ª y 14.ª que disponen la competencia 
exclusiva del Estado en materia de Hacienda general y Deuda del Estado y sobre las 
bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica.

Con la disposición final décima tercera se recoge la plena incorporación al 
ordenamiento jurídico español de la normativa comunitaria para el mercado interior de gas 
natural.

La disposición final décima cuarta establece la fecha de entrada en vigor que sería la 
misma de la publicación de la presente norma.

VIII

El artículo 86 de la Constitución Española permite al Gobierno dictar decretos-leyes 
«en caso de urgente y extraordinaria necesidad», siempre que no afecten al ordenamiento 
de las instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los 
ciudadanos regulados en el Título I de la Constitución, al régimen de las comunidades 
autónomas ni al Derecho electoral general.

Por lo que respecta al primer aspecto, el empleo de este instrumento normativo con 
rango de ley está condicionado a la existencia de circunstancias concretas que «por 
razones difíciles de prever, [se] requiere de una acción normativa inmediata en un plazo 
más breve que el requerido por la vía normal o por el procedimiento de urgencia para la 
tramitación parlamentaria de leyes» (STC 6/1983, de 4 de febrero).

El Tribunal Constitucional ha declarado que esa situación de extraordinaria y urgente 
necesidad puede deducirse «de una pluralidad de elementos», entre ellos, «los que 
quedan reflejados en la exposición de motivos de la norma» (STC 6/1983, de 4 de febrero). 
Por su parte, entre la situación de extraordinaria y urgente necesidad que habilita el 
empleo del real decreto-ley y las medidas contenidas en él debe existir una «relación 
directa o de congruencia». Por tanto, la concurrencia del presupuesto de la extraordinaria 
y urgente necesidad, la STC 61/2018, de 7 de junio, (FJ 4), exige, por un lado, «la 
presentación explícita y razonada de los motivos que han sido tenidos en cuenta por el 
Gobierno para su aprobación», es decir, lo que ha venido a denominarse la situación de 
urgencia; y, por otro, «la existencia de una necesaria conexión entre la situación de 
urgencia definida y la medida concreta adoptada para subvenir a ella».

El real decreto-ley constituye un instrumento constitucionalmente lícito, siempre que el 
fin que justifica la legislación de urgencia, sea, tal como reiteradamente ha exigido nuestro 
Tribunal Constitucional (sentencias 6/1983, de 4 de febrero, F. 5; 11/2002, de 17 de enero, 
F. 4, 137/2003, de 3 de julio, F. 3 y 189/2005, de 7 julio, F. 3), subvenir a una situación 
concreta, dentro de los objetivos gubernamentales, que por razones difíciles de prever 
requiere una acción normativa inmediata en un plazo más breve que el requerido por la vía 
normal o por el procedimiento de urgencia para la tramitación parlamentaria de las leyes, 
máxime cuando la determinación de dicho procedimiento no depende del Gobierno.

La extraordinaria y urgente necesidad de aprobar este real decreto-ley se inscribe en 
el juicio político o de oportunidad que corresponde al Gobierno (SSTC 61/2018, de 7 de 
junio, FJ 4; 142/2014, de 11 de septiembre, FJ 3) y esta decisión, sin duda, supone una 
ordenación de prioridades políticas de actuación (STC, de 30 de enero de 2019, Recurso 
de Inconstitucionalidad núm. 2208-2019), centradas en el cumplimiento de la seguridad 
jurídica y la salud pública. Los motivos de oportunidad que acaban de exponerse 
demuestran que, en ningún caso, el presente real decreto-ley constituye un supuesto de 
uso abusivo o arbitrario de este instrumento constitucional (SSTC 61/2018, de 7 de junio, 
FJ 4; 100/2012, de 8 de mayo, FJ 8; 237/2012, de 13 de diciembre, FJ 4; 39/2013, de 14 de 
febrero, FJ 5). Al contrario, todas las razones expuestas justifican amplia y razonadamente 
la adopción de la presente norma (SSTC 29/1982, de 31 de mayo, FJ 3; 111/1983, de 2 de 
diciembre, FJ 5; 182/1997, de 20 de octubre, FJ 3).

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
02

0-
91

31
Ve

rif
ic

ab
le

 e
n 

ht
tp

s:
//w

w
w

.b
oe

.e
s

16



BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 211 Miércoles 5 de agosto de 2020 Sec. I.   Pág. 63731

Por otra parte, la modificación de la Ley 34/1998, de 7 de octubre, de manera que 
incorpore a nuestro ordenamiento jurídico de la Directiva 2019/692, de 17 de abril de 2019, 
tiene como objeto cumplir con el compromiso de transposición de la misma, así como 
adecuarse a la fecha límite establecida por la Comisión Europea para la comunicación de 
las solicitudes de exención cuyo procedimiento se establece en este real decreto-ley, que 
estaba fijada a más tardar el pasado 24 de mayo de 2020.

El presupuesto habilitante de extraordinaria y urgente necesidad para la utilización del 
instrumento normativo del real decreto-ley se justifica en este supuesto por cuanto que la 
transposición de dicha Directiva (UE) 2019/692 vencía el 24 de febrero de 2020 y para 
evitar, de este modo, posibles consecuencias que se puedan derivar del incumplimiento 
del antedicho plazo.

Debe señalarse también que este real decreto-ley no afecta al ordenamiento de las 
instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos 
regulados en el título I de la Constitución, al régimen de las comunidades autónomas ni al 
Derecho electoral general.

En este sentido, y en relación con la prohibición de afectación a los derechos, deberes 
y libertades de los ciudadanos regulados en el título I de la Constitución Española, la 
consolidada doctrina constitucional l, que resume la STC 139/2016, de 31 de julio (FJ 6), 
«1º) (…) este Tribunal ha rechazado una interpretación extensiva de dicho límite que 
supondría el vaciamiento de la figura del decreto-ley, haciéndolo «inservible para regular 
con mayor o menor incidencia cualquier aspecto concerniente a las materias incluidas en 
el título I de la Constitución»; 2.º) La cláusula restrictiva debe ser entendida de modo que 
no se reduzca a la nada la figura del decreto-ley, de suerte que lo que se prohíbe 
constitucionalmente es que se regule un régimen general de estos derechos, deberes y 
libertades o que vaya en contra del contenido o elementos esenciales de algunos de tales 
derechos (STC 111/1983, de 2 de diciembre, FJ 8, confirmada por otras posteriores); 3.º) 
El Tribunal no debe fijarse únicamente en el modo en que se manifiesta el principio de 
reserva de ley en una determinada materia, sino más bien ha de examinar si ha existido 
‘afectación’ por el decreto-ley de un derecho, deber o libertad regulado en el título I CE, lo 
que exigirá tener en cuenta la configuración constitucional del derecho, deber o libertad 
afectado en cada caso e incluso su ubicación sistemática en el texto constitucional y la 
naturaleza y alcance de la concreta regulación de que se trate (…)».

Este real decreto-ley se dicta al amparo de lo dispuesto en las reglas 13.ª y 14.ª del 
artículo 149.1 de la Constitución Española, que atribuyen al Estado la competencia 
exclusiva en materia de Hacienda general y Deuda del Estado y sobre las bases y 
coordinación de la planificación general de la actividad económica, y este real decreto-ley 
se adecua, igualmente, a los principios de buena regulación establecidos en el artículo 129 
de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones públicas, toda vez que el principio de necesidad ha quedado 
sobradamente justificado anteriormente.

La disposición adicional sexta y la disposición final quinta se dictan al amparo de lo 
dispuesto en el artículo 149.1.13ª y 25ª de la Constitución, que atribuyen al Estado la 
competencia exclusiva en materia de bases y coordinación de la planificación general de 
la actividad económica y de bases del régimen minero y energético, respectivamente.

La disposición final quinta identifica las normas del Derecho de la Unión Europea que 
se incorporan al ordenamiento jurídico nacional siendo, en particular, la Directiva 2019/692 
del Parlamento Europeo y del Consejo de 17 de abril de 2019.

En lo que concierne a los principios de seguridad jurídica, proporcionalidad y eficacia, 
debe destacarse que la modificación se limita estrictamente a abordar de forma puntual, 
precisa y clara este aspecto, mediante la mejor alternativa posible, la aprobación de un 
real decreto-ley, dado el rango legal exigible y la urgente necesidad ya referida. De acuerdo 
con lo antes expuesto, esta norma está justificada por razones de interés general, persigue 
unos fines claros y determinados y es el instrumento más adecuado para garantizar su 
consecución. Asimismo, contiene la regulación imprescindible para atender la necesidad 
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que se pretende cubrir y es coherente con el resto del ordenamiento jurídico, y, en 
particular, con la regulación de los sistemas de financiación territorial.

En cuanto al principio de transparencia, dado que se trata de un real decreto-ley, su 
tramitación se encuentra exenta de consulta pública previa y de los trámites de audiencia 
e información públicas. No obstante, se garantiza mediante su publicación en el Boletín 
Oficial del Estado y posterior remisión a las Cortes Generales para su convalidación en 
debate público. Finalmente, respecto del principio de eficiencia, esta norma no impone 
cargas administrativas.

En el conjunto y en cada una de las medidas que se adoptan, concurren, por su 
naturaleza y finalidad, las circunstancias de extraordinaria y urgente necesidad que exige 
el artículo 86 de la Constitución Española como presupuestos habilitantes para la 
aprobación de un real decreto-ley.

En su virtud, en uso de la autorización contenida en el artículo 86 de la Constitución, a 
propuesta de la Ministra de Hacienda, y previa deliberación del Consejo de Ministros en su 
reunión del día 4 de agosto de 2020,

DISPONGO:

TÍTULO I

Destino del superávit de las entidades locales para financiar inversiones 
financieramente sostenibles, medidas de apoyo a las entidades locales y otras 

normas de gestión presupuestaria de carácter extraordinario y urgente

Artículo 1. Prórroga del destino del superávit de 2019 a inversiones financieramente 
sostenibles.

En relación con el destino del superávit presupuestario de las entidades locales 
correspondiente al año 2019 se prorroga para 2020 la aplicación de las reglas 
contenidas en la disposición adicional sexta de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, 
de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, para lo que se deberá tener 
en cuenta la disposición adicional decimosexta del texto refundido de la Ley Reguladora 
de las Haciendas Locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de 
marzo. El saldo al que se refiere el apartado 2 de la disposición adicional sexta de la 
Ley Orgánica 2/2012, deberá reducirse en el importe que se utilice en aplicación del 
artículo 3 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes 
extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, y del 
artículo 20.1 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas 
urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19, 
y del artículo 6 del Real Decreto-ley 23/2020, de 23 de junio, por el que se aprueban 
medidas en materia de energía y en otros ámbitos para la reactivación económica.

A los efectos de la regla anterior, se tendrá en cuenta, en su caso, lo dispuesto en el 
apartado 3 del artículo 6 de este real decreto-ley.

En el supuesto de que un proyecto de inversión iniciado en aplicación de este artículo 
no pueda ejecutarse íntegramente en 2020, la parte restante del gasto autorizado en 2020 
se podrá comprometer y reconocer en el ejercicio 2021, financiándose con cargo al 
remanente de tesorería de 2020 que quedará afectado a ese fin por ese importe restante 
y la Corporación Local no podrá incurrir en déficit al final del ejercicio 2021.

Artículo 2. Prórroga del procedimiento de ejecución de las inversiones financieramente 
sostenibles financiadas con cargo al superávit de 2018.

Los proyectos de gasto de inversiones financieramente sostenibles iniciados en el 
ejercicio 2019 con cargo al superávit de 2018 podrán, excepcionalmente, terminarse de 
ejecutar en el ejercicio 2021, siempre que, al menos, la totalidad del gasto hubiera sido 
autorizado en el ejercicio 2019 y que en el ejercicio 2020 aquel gasto quede comprometido.
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La financiación del gasto se hará con cargo al saldo del remanente de tesorería para 
gastos generales resultante de la liquidación presupuestaria de 2020 de forma que dicho 
saldo quedará, por el importe de la inversión financieramente sostenible pendiente de 
ejecutar, vinculado presupuestariamente a ese gasto y siempre que la Corporación Local 
no incurra en la liquidación del presupuesto de 2021 en déficit según criterios de 
contabilidad nacional.

Artículo 3. Colocación por las entidades locales en cuentas del Tesoro Público de saldos 
del remanente de tesorería para gastos generales de 2019.

1. Los ayuntamientos, las diputaciones provinciales y los consejos insulares podrán 
comprometerse a poner a disposición de la Administración General del Estado, recursos 
financieros por la totalidad del remanente de tesorería para gastos generales minorado por 
los saldos de las cuentas de acreedores por operaciones pendientes de aplicar al 
presupuesto y por devoluciones de ingresos indebidos, a 31 de diciembre de 2019, y una 
vez descontados el que puedan aplicar con arreglo a lo dispuesto en el artículo 1 de este 
real decreto-ley, así como los importes destinados a financiar modificaciones de crédito 
aprobadas con anterioridad a la entrada en vigor de este real decreto-ley. Las anteriores 
magnitudes se entenderán referidas a la administración general y entidades dependientes 
sujetas a presupuesto limitativo.

Las entidades locales remitirán al Ministerio de Hacienda hasta el 15 de septiembre 
de 2020 un compromiso firme, vinculante e irrenunciable de transferir la totalidad de los 
recursos comprometidos a la Administración General del Estado. Los compromisos habrán 
de estar vigentes hasta el 31 de diciembre de 2021. Durante ese periodo, la Dirección 
General del Tesoro y Política Financiera requerirá a las entidades locales que le presten 
los recursos comprometidos.

Las transferencias se realizarán por el total del remanente de tesorería para gastos 
generales en los términos antes citados. Estas transferencias tendrán carácter de préstamo 
de las entidades locales a la Administración General de Estado, y se materializarán, en un 
acto único, en el momento de la recepción de los fondos por parte de la Administración 
General del Estado en la cuenta que determine la Dirección General del Tesoro y Política 
Financiera, sin que se requiera formalizar los préstamos. La remisión del compromiso 
firme por parte de las entidades locales implicará la aceptación de las condiciones de los 
préstamos fijados mediante la resolución de la Dirección General del Tesoro y Política 
Financiera a la que se refiere el apartado siguiente. El contrato se entenderá perfeccionado 
con la publicación de la resolución de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera 
por la que se requiere el desembolso de los préstamos a las entidades locales. Los 
préstamos tendrán la consideración de Deuda del Estado conforme a lo establecido en el 
artículo 92 de la Ley 47/2006, de 26 de noviembre, General Presupuestaria. Las entidades 
locales no podrán ceder los préstamos a terceros sin el consentimiento previo de la 
Dirección General del Tesoro y Política Financiera.

El Presidente de la corporación local respectiva acordará, mediante decreto o 
resolución, el compromiso de poner a disposición de la Administración General del Estado 
los recursos financieros, previo informe de los titulares de los órganos de intervención y de 
tesorería de la entidad local en el que se concrete el importe de la aportación que se 
compromete realizar, determinado con arreglo a las normas antes citadas.

El Presidente de la corporación local informará de tales decretos o resoluciones en el 
primer Pleno posterior que se celebre.

2. El importe del principal del préstamo será amortizado por la Administración 
General del Estado en un plazo máximo de quince años, a partir de 2022.

Las condiciones financieras de los préstamos serán fijadas previa consulta, que se 
realizará hasta el 7 de agosto de 2020, con la asociación de ámbito estatal con mayor 
implantación representativa de las entidades locales y se aprobarán por resolución de la 
Dirección General del Tesoro y Política Financiera, teniendo en cuenta que el tipo de 
interés anual que se determine para los préstamos formalizados no podrá superar el coste 
equivalente de financiación de la Deuda del Estado, incluyendo en el cálculo los costes cv
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financieros y de otra naturaleza asociados a las operaciones en los que incurra la 
Administración General del Estado. En todo caso, la Dirección General del Tesoro y 
Política Financiera publicará no más tarde del 20 de agosto de 2020, mediante resolución, 
las condiciones financieras de los préstamos a las que las entidades locales podrán decidir 
adherirse mediante la remisión de los compromisos de disposición de recursos financieros 
a favor de la Administración del Estado.

3. La Dirección General del Tesoro y Política Financiera podrá encomendar a un 
agente financiero la gestión de los préstamos, pudiéndole autorizar a operar en su nombre 
en las cuentas que se abran para gestionar la operativa de los préstamos.

El banco agente llevará la gestión de los préstamos de manera individualizada, pero 
estos podrán ser agrupados y tratados como una o varias operaciones de financiación en 
los sistemas de registro y contabilidad pública de la Deuda del Estado por parte de la 
Dirección General del Tesoro y Política Financiera. Las amortizaciones, los gastos por 
intereses y el resto de comisiones y gastos de estos préstamos se aplicarán a la sección 
06 «Deuda Pública» de los presupuestos generales del Estado.

4. Sin perjuicio de lo previsto en el artículo 53.2 de la Ley 47/2003 de 26 de 
noviembre, General Presupuestaria, las transferencias de los saldos a los que se refieren 
los apartados anteriores dará lugar a las correspondientes generaciones de crédito para 
gastos incluidos en la Sección 32 de los presupuestos generales del Estado.

Las generaciones de crédito realizadas al amparo de este artículo se llevarán a cabo 
con arreglo a lo previsto en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, y en su normativa de 
desarrollo.

5. Se autoriza a los órganos competentes del Ministerio de Hacienda y del Ministerio 
de Asuntos Económicos y de Transformación Digital a aprobar las resoluciones e 
instrucciones necesarias para el desarrollo de los preceptos recogidos en el Título I de 
este real decreto-ley.

Artículo 4. Autorización de crédito extraordinario para la recuperación económica y social 
de las entidades locales.

1. La Administración General del Estado destinará a las entidades locales para la 
recuperación económica y social un importe equivalente como mínimo al 35 por ciento de 
los recursos comprometidos por estas, sin que pueda exceder de un importe máximo total 
de 5.000 millones de euros. En el plazo de un mes desde la finalización del plazo de 
remisión de los compromisos de las entidades locales a los que se refiere el artículo 
anterior se realizarán transferencias corrientes a aquellas entidades locales, en proporción 
a los recursos comprometidos. Las transferencias se destinarán a que las entidades 
locales, en el ámbito de su autonomía para la gestión de sus respectivos intereses, 
financien actuaciones relacionadas con la elaboración y puesta en marcha de los planes o 
estrategias de acción locales de la Agenda Urbana Española, y de movilidad sostenible, 
cuidados de proximidad y cultura que se especifican en los apartados 3, 4 y 5 de este 
artículo. Dichas transferencias se materializarán por la Administración General del Estado 
en 2020 por el 40 por ciento de las aportaciones comprometidas por las entidades locales, 
hasta un máximo de 2.000 millones de euros, y en 2021 por el 60 por ciento restante, 
hasta un máximo de 3.000 millones de euros, para financiar gastos que realicen las 
entidades locales en 2020 y 2021, respectivamente.

A los efectos indicados en este apartado, se concede un crédito extraordinario al 
presupuesto en vigor en la sección 32 «Otras relaciones financieras con Entes Territoriales», 
servicio 02 «Secretaría General de financiación autonómica y local. Entidades Locales», 
programa 942N «Otras aportaciones a Entidades Locales» y capítulo 4, artículo 46 y 
concepto 467 «Reconstrucción económica y social de las Entidades Locales», por importe 
de 5.000 millones. El crédito extraordinario que se concede en este apartado se financiará 
de conformidad con el artículo 46 de la Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos 
Generales del Estado para 2018. Asimismo, se le otorga el carácter de crédito incorporable 
siendo de aplicación a su financiación lo establecido en el artículo 59 de la Ley 47/2003, 
de 26 de noviembre, General Presupuestaria. cv
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En el caso de que las entidades locales no den cumplimiento a los compromisos 
adquiridos y citados en el apartado 1 del artículo anterior, se les compensarán por las 
transferencias indebidamente percibidas en virtud de lo dispuesto en este artículo mediante 
retenciones de las entregas a cuenta y de las liquidaciones definitivas de la participación 
en tributos del Estado hasta la compensación total de dichos importes, pudiendo alcanzar 
la totalidad de aquellas y teniendo carácter preferente frente a cualquier otra deuda con 
acreedores públicos.

2. El gasto que realicen las entidades locales en aplicación de las citadas 
transferencias se considerará gasto financiado con fondos finalistas, a los efectos de lo 
dispuesto en el artículo 12.2 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad 
Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera.

3. En materia de agenda urbana y movilidad sostenible y transición energética se 
consideran incluidos, entre otros, los gastos de inversión relacionados con la elaboración 
y puesta en marcha de las Estrategias de implementación de Agendas Urbanas Locales, 
los Planes de Movilidad Urbana Sostenible, los proyectos de peatonalización y 
semipeatonalización, los gastos de fomento del transporte público, los desplazamientos a 
pie y en bicicleta, de la movilidad sostenible eléctrica y compartida y de transformación de 
la movilidad, de renovación de abastecimientos de agua, saneamiento, cableados 
subterráneos, de prevención y de recogida separada y tratamiento mediante preparación 
para la reutilización, reciclado y otras formas de valorización, así como las acciones en 
zonas de protección medioambiental, la adaptación del mobiliario y de los equipamientos 
públicos de uso colectivo a las necesidades de seguridad sanitaria y la rehabilitación de 
espacios públicos y la mejora de la eficiencia energética de edificios e instalaciones 
públicas e incorporación en los mismos de instalaciones de generación renovable.

4. En materia de cuidados de proximidad se incluirían, entre otros, las actuaciones 
de refuerzo de los servicios sociales, aumentando su conectividad y mejorando la 
asistencia socio sanitaria, actuaciones para el cuidado de personas mayores, dependientes 
y con discapacidad, de reorganización de sistemas de ayuda a domicilio, de detección 
temprana de víctimas de violencia de género y apoyo a las mismas, solventar situaciones 
de exclusión social, absentismo escolar, escuelas infantiles de 0-3 años, vulnerabilidad, 
instrumentación de programas de apoyo para el cuidado infantil para facilitar la conciliación 
laboral y familiar.

5. En materia de cultura, se incluirán, entre otros, los gastos para la realización de 
políticas de apoyo a la promoción cultural, para la creación de infraestructuras culturales, 
para la recuperación del Patrimonio Histórico, para la actualización digital de todas las 
instituciones culturales e infraestructuras deportivas.

6. El ejercicio de las actuaciones citadas en este artículo no requerirá, en ningún 
caso, los informes previos que establece el artículo 7.4 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
Reguladora de las Bases del Régimen Local.

Artículo 5. Autorización de un crédito extraordinario para el apoyo a los servicios de 
transporte público de titularidad de entidades locales.

1. Se autoriza un crédito extraordinario para el apoyo a los servicios de transporte 
público de titularidad de entidades locales, que tendrá por objeto dotarlas de mayor 
financiación para compensar el déficit extraordinario de aquellas, como consecuencia de 
la crisis del COVID-19, producido durante el período de vigencia del estado de alarma y 
hasta el final del año 2020, que se distribuirá en función de los ingresos por tarifa 
correspondientes a esos servicios para el año 2018, conforme a las reglas contenidas en 
este artículo y al certificado que emita al efecto la persona titular del órgano de intervención 
de cada entidad local.

Quedarán incluidos en el ámbito objetivo de perceptores de las transferencias los 
ayuntamientos, diputaciones provinciales, incluidas las diputaciones forales, consejos y 
cabildos insulares que prestan el servicio de transporte público.

2. El crédito extraordinario tendrá una dotación inicial de 275 millones de euros, con 
cargo a los Presupuestos Generales del Estado de 2020. cv
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A los efectos indicados en este apartado, se concede un crédito extraordinario al 
presupuesto en vigor en la sección 17 «Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda 
Urbana», servicio 39 «Dirección General de Transporte Terrestre», programa 441 M 
«Subvenciones y apoyo al transporte terrestre» capítulo 4, artículo 46 y concepto 461 
«Apoyo a los Servicios de Transporte Público de titularidad de Entidades Locales». El 
crédito extraordinario que se concede en este apartado se financiará de conformidad 
con el artículo 46 de la Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales del Estado 
para 2018. Este crédito se podrá ampliar hasta 400 millones de euros, siempre que, de 
las certificaciones que expidan los órganos competentes a efectos de justificar las 
correspondientes transferencias en los términos previstos en el apartado siguiente, se 
deduzca que el importe inicialmente asignado resulte insuficiente para el conjunto de 
todas ellas.

Su gestión se atribuye al Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, a 
través de la Dirección General de Transporte Terrestre de la Secretaría General de 
Transportes y Movilidad. A tales efectos, la competencia para resolver la asignación y 
ejecución de las transferencias con cargo a aquel crédito extraordinario, conforme a los 
criterios expresados en este artículo, así como para aprobar los gastos, autorizar los 
compromisos y liquidaciones que procedan en relación a las citadas transferencias, 
corresponderá a la persona titular de la Dirección General de Transporte Terrestre.

3. La asignación de la financiación que corresponda a cada una de las entidades 
locales que prestan servicios de transporte público se hará sobre la base de criterios 
objetivos relacionados con la disminución de los ingresos por la caída de la demanda de 
transporte, por ser la causa principal del déficit extraordinario. Estos criterios objetivos se 
establecerán en proporción a los ingresos obtenidos por aplicación de las tarifas o precios 
públicos en un año de referencia, procediéndose del siguiente modo:

a) La asignación de financiación a cada Ayuntamiento o Diputación que preste 
servicios de transporte público, se determinará en función de los ingresos por tarifa 
correspondientes a esos servicios para el año 2018, y su valor será equivalente al 33 por 
ciento de dichos ingresos. A estos efectos, los titulares de los órganos de intervención de 
los Ayuntamientos o de las Diputaciones, emitirán un certificado en el que se determinen 
ambas cantidades. Quedan excluidos de este apartado los ayuntamientos cuyos servicios 
de transporte público estén integrados en el Consorcio Regional de Transportes de Madrid 
y en la Autoridad del transporte Metropolitano de Barcelona.

b) La asignación de financiación correspondiente a los servicios de transporte público 
de ayuntamientos que estén integrados en el Consorcio Regional de Transportes de 
Madrid y de la Autoridad del Transporte Metropolitano de Barcelona, se determinará en 
función de los ingresos por tarifa correspondientes al año 2018. A estos efectos, el 
presidente de cada uno de estos consorcios emitirá un certificado en el que se expresarán 
los ingresos por tarifa correspondientes al año 2018. Sobre esta cantidad se determinará 
la proporción que corresponde a las entidades locales, según su grado de participación en 
dichas entidades o mediante las subvenciones o transferencias por las que participaron en 
su financiación en el año 2018. El importe de asignación de financiación se fijará en el 33% 
de la cantidad resultante que se expresará igualmente en el certificado emitido por el 
Consorcio.

c) La asignación de financiación a consejos y cabildos insulares para servicios de 
transporte público de su titularidad se determinará en función de los ingresos por tarifa 
correspondientes a esos servicios para el año 2018. De esa cifra se deducirá la 
proporción que corresponda a las aportaciones de subvenciones o transferencias desde 
otras administraciones públicas en el conjunto de la financiación de dichos servicios en 
el año 2018. El importe de la asignación de financiación se fijará en el 33 por ciento de la 
cantidad final obtenida. A estos efectos, el titular de los organismos de intervención de la 
entidad emitirá un certificado en que se exprese el importe total de ingresos por tarifa del 
año 2018, el porcentaje de financiación de otras administraciones en los servicios de 2018 
y el valor determinado aplicando el 33 por ciento.
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Las certificaciones a las que se hace referencia en este apartado serán suficientes 
para el libramiento de fondos mediante la transferencia corriente a favor de la entidad local 
perceptora o del Consorcio Regional de Transportes de Madrid o de la Autoridad 
Metropolitana de Barcelona, según corresponda, sin requerir otra justificación que la citada 
certificación. No obstante, la Intervención General de la Administración del Estado podrá 
auditar la adecuación de los importes certificados por las entidades locales a lo establecido 
en este apartado, estando obligadas las corporaciones locales y sus entidades 
dependientes a prestar colaboración y facilitar cuanta documentación sea requerida en el 
ejercicio de las funciones de control con esta finalidad.

Los certificados se cumplimentarán conforme a los modelos que se pondrán a disposición 
en la sede electrónica del Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana.

4. En el plazo de dos meses desde la entrada en vigor de este real decreto-ley, las 
entidades a las que se refiere el apartado anterior que quieran solicitar financiación para 
apoyo de los servicios de transporte público enviarán solicitud motivada a la Dirección 
General de Transporte Terrestre adjuntando el certificado correspondiente.

El procedimiento completo se efectuará a través de la sede electrónica del Ministerio 
de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, en la siguiente dirección https://sede.fomento.
gob.es/FONDO_COVID_ENTIDADES_LOCALES.

5. Los importes que perciban las entidades locales con cargo al crédito extraordinario 
que se autoriza deberán destinarse exclusivamente a financiar la prestación del servicio de 
transporte público urbano. La financiación del déficit extraordinario del transporte público 
se regirá por lo dispuesto en este artículo, sin que les resulte de aplicación la Ley General 
de Subvenciones.

Artículo 6. Aplicación del remanente de tesorería para gastos generales de 2019.

Las entidades locales que hayan registrado superávit presupuestario en términos de 
contabilidad nacional en 2019, podrán aplicar, con carácter excepcional, la parte del 
superávit no utilizado, o, de ser superior, el remanente de tesorería para gastos generales 
a 31 de diciembre de 2019, para financiar gastos en 2020, siempre que cumplan con el 
equilibrio presupuestario al cierre de este ejercicio.

Artículo 7. Medidas de apoyo de las Diputaciones Provinciales y entidades equivalentes 
a municipios con problemas de liquidez o que se encuentren en riesgo financiero.

1. Las Diputaciones Provinciales y entidades equivalentes, dentro del ámbito de sus 
competencias propias a las que se refiere el artículo 36 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
Reguladora de las Bases del Régimen Local, quedan obligadas a prestar apoyo financiero 
a los ayuntamientos de los municipios de su ámbito territorial, y, especialmente, a los de 
población inferior a 20.000 habitantes, que se encuentren en riesgo financiero, con arreglo 
al artículo 39.1.a) del Real Decreto-ley 17/2014, de 26 de diciembre, o que al cierre del 
ejercicio 2019 hayan presentado signo negativo en su ahorro neto o en el remanente de 
tesorería para gastos generales minorado por los saldos de las cuentas de acreedores por 
operaciones pendientes de aplicar al presupuesto y por devoluciones de ingresos indebidos.

2. Con carácter extraordinario, se excepciona en 2020 la aplicación del artículo 49.4 
del texto refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, permitiéndose a las Diputaciones Provinciales 
y entidades equivalentes formalizar préstamos o concertar operaciones de crédito con los 
ayuntamientos a los que se refiere el apartado anterior, al objeto de financiar el remanente 
de tesorería negativo que presenten al cierre del ejercicio de 2019. Dichas operaciones 
deberán respetar, en todo caso, el principio de prudencia financiera, de acuerdo con el 
artículo 48 bis del citado texto refundido, y ajustarse, en su caso, a las reglas contenidas 
en el apartado 2 del artículo 11 de este real decreto-ley.

3. Excepcionalmente, se consideran incluidos en el apartado 3 de la disposición 
adicional decimosexta del texto refundido de la Ley reguladora de las Haciendas 
Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, a efectos de la 
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aplicación de la disposición adicional sexta de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, 
de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, y en referencia al destino del 
superávit de 2019 de las Diputaciones Provinciales, Consejos y Cabildos insulares, los 
gastos de transferencias corrientes que estas realicen a favor de los ayuntamientos 
citados en el apartado 1 de este artículo, siempre que tengan carácter finalista, y que 
estos últimos tengan aprobado, en su caso, un plan económico-financiero en 
cumplimiento de lo dispuesto en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad 
Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera.

Artículo 8. Revisión de las condiciones de los préstamos formalizados con el Fondo de 
Financiación a las Entidades Locales por los ayuntamientos de municipios con 
problemas de liquidez o que se encuentren en riesgo financiero.

Antes de la finalización del año 2020, se estudiará por el Ministerio de Hacienda la 
conveniencia de revisar las condiciones financieras de los préstamos formalizados con el 
Fondo de Financiación a Entidades Locales por los ayuntamientos que se encuentren en 
situación de riesgo financiero, o con elevado nivel de deuda financiera, o que hayan 
presentado remanente de tesorería negativo ajustado por los saldos de acreedores por 
operaciones pendientes de aplicar al presupuesto y por devoluciones de ingresos 
indebidos. Como consecuencia de ese estudio, la Comisión Delegada del Gobierno para 
Asuntos Económicos podrá acordar la modificación de aquellas operaciones financieras y 
la condicionalidad fiscal aplicable, al objeto de paliar los efectos derivados de la crisis y de 
posibilitar el saneamiento financiero de aquellas entidades locales.

Artículo 9. Tramitación de modificaciones de créditos que tengan por objeto atender 
gastos extraordinarios y urgentes directamente relacionados con la situación de crisis 
económica y sanitaria.

Con carácter excepcional en 2020, y por motivos de urgencia debidamente justificados, 
las modificaciones presupuestarias de crédito extraordinario para habilitar crédito o de 
suplemento de crédito que deban aprobarse, se podrán tramitar por decreto o resolución 
del Presidente de la corporación local sin que le sean de aplicación las normas sobre 
reclamación y publicidad de los presupuestos a que se refiere el artículo 169 del texto 
refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.

Dichos decretos o resoluciones serán inmediatamente ejecutivos y se someterían a 
convalidación por el Pleno en la primera sesión posterior que se celebre, exigiéndose para 
ello el voto favorable de una mayoría simple y la posterior publicación en el Boletín Oficial 
correspondiente.

La falta de convalidación plenaria no tendrá efectos anulatorios ni suspensivos del 
decreto aprobado, sin perjuicio de la posibilidad de acudir a la vía contencioso-
administrativa, para lo cual el cómputo de plazos se producirá a partir de la fecha de 
publicación del acuerdo plenario.

TÍTULO II

Normas de carácter extraordinario y urgente en materia de endeudamiento 
y de aplicación del Fondo de Financiación a Entidades Locales

Artículo 10. Modificación del ámbito objetivo del Fondo de Ordenación, compartimento 
del Fondo de Financiación a Entidades Locales.

1. Para el ejercicio de 2020, en el ámbito objetivo regulado en el artículo 40.1 del 
Real Decreto-ley 17/2014, de 26 de diciembre, de medidas de sostenibilidad financiera de 
las comunidades autónomas y entidades locales y otras de carácter económico, se podrá 
incluir por los municipios a los que se refiere el artículo 39.1 de la misma norma, las 
cuantías que estén pendientes de amortizar y que correspondan a operaciones que se cv
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formalizaron en el marco de la línea de crédito para la cancelación de deudas de las 
entidades locales con empresas y autónomos, regulada en la Sección segunda, del 
Capítulo II, del Real Decreto-ley 8/2011, de 1 de julio, de medidas de apoyo a los deudores 
hipotecarios, de control del gasto público y cancelación de deudas con empresas y 
autónomos contraídas por las entidades locales, de fomento de la actividad empresarial e 
impulso de la rehabilitación y de simplificación administrativa, y por las que se estén 
aplicando retenciones en la participación de aquellas entidades locales en los tributos del 
Estado.

2. Los ayuntamientos que se hayan adherido o se adhieran en 2020 al compartimento 
Fondo de Ordenación, del Fondo de Financiación a Entidades Locales, podrán solicitar, 
con carácter excepcional, antes del 31 de octubre de 2020, la formalización de préstamos 
con cargo a aquel compartimento, para la cancelación de la deuda pendiente con la 
Agencia Estatal de Administración Tributaria y con la Tesorería General de la Seguridad 
Social, y que esté siendo objeto de cancelación mediante acuerdos de fraccionamiento o 
de aplazamiento, suscritos con aquellos acreedores antes de la fecha de publicación del 
presente real decreto-ley, o que se estén compensando mediante la aplicación de 
retenciones de la participación en tributos del Estado, todo ello de conformidad con la 
condicionalidad establecida en el Real Decreto-ley 17/2014, de 26 de diciembre, 
atendiendo a la situación específica de los ayuntamientos solicitantes de las contempladas 
en el artículo 39.1 de dicha norma.

Artículo 11. Cancelación de las operaciones de préstamo formalizadas por las entidades 
locales con el Fondo para la Financiación de los Pagos a Proveedores.

1. Como excepción a lo dispuesto en la disposición final trigésima primera de la 
Ley 17/2012, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2013, 
durante el año 2020 las entidades locales podrán concertar nuevas operaciones de 
endeudamiento para cancelar parcial o totalmente su deuda pendiente con el Fondo en 
liquidación para la Financiación de los Pagos a Proveedores siempre que se cumplan 
todos los requisitos siguientes:

a) La nueva operación de endeudamiento a suscribir tenga, como máximo, el mismo 
período de amortización que reste para la cancelación completa de las operaciones de 
crédito que la Entidad Local tenga suscritas con el mencionado Fondo. Los planes de 
ajuste aprobados y que posibilitaron la formalización de las operaciones que se cancelan 
mantendrán su vigencia hasta la total amortización de la nueva operación de 
endeudamiento, sin perjuicio de lo establecido en los apartados 4 y 5 de este artículo.

b) Con la nueva operación de endeudamiento se genere una disminución de la carga 
financiera que suponga un ahorro financiero.

c) Esta operación de endeudamiento no podrá incorporar la garantía de la 
participación en tributos del Estado ni podrán subrogarse las entidades de crédito que 
concierten estas nuevas operaciones en los derechos que correspondan al Fondo para la 
Financiación de los Pagos a Proveedores.

d) Esta operación deberá destinarse en su totalidad a la amortización anticipada total 
o parcial de los préstamos formalizados con el Fondo para la Financiación de los Pagos a 
Proveedores, cumpliendo con los requisitos y condiciones establecidos en los contratos 
suscritos por las entidades locales con el citado Fondo.

2. Para la formalización de las nuevas operaciones de endeudamiento citadas será 
preciso solicitar autorización del Ministerio de Hacienda.

A estos efectos a la solicitud se adjuntará la siguiente documentación:

a) El acuerdo del órgano competente de la corporación local, con los requisitos de 
quórum y votaciones establecidos en la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases 
del Régimen Local.
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b) El informe del interventor de la entidad local en el que se certifique el ahorro 
financiero anual que se producirá como consecuencia de la suscripción de la nueva 
operación de endeudamiento.

3. Si el período medio de pago a proveedores, calculado por la entidad local de 
acuerdo con el Real Decreto 635/2014, de 25 de julio, por el que se desarrolla la 
metodología de cálculo del periodo medio de pago a proveedores de las administraciones 
públicas y las condiciones y el procedimiento de retención de recursos de los regímenes 
de financiación, previstos en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad 
Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, supera el plazo máximo establecido en la 
normativa sobre la morosidad, el ahorro financiero generado como consecuencia de la 
suscripción de la nueva operación de endeudamiento autorizada deberá destinarse a 
reducir su deuda comercial y, en consecuencia, el período medio de pago a proveedores, 
siendo esta una de las medidas que, en su caso, tendrá que incluir en el plan de tesorería 
al que se refiere la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y 
Sostenibilidad Financiera.

4. Si la entidad local hubiese cumplido al cierre del ejercicio 2019 con el límite de 
deuda establecido en los artículos 51 y 53 del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, con el 
objetivo de estabilidad presupuestaria y con la regla de gasto, y su período medio de pago 
a proveedores, calculado por la entidad local de acuerdo con el Real Decreto 635/2014, 
de 25 de julio, no excede del plazo máximo establecido en la normativa sobre la morosidad, 
podrá formalizar la nueva operación. Si la entidad local cancela totalmente los préstamos 
formalizados con el Fondo para la Financiación de los Pagos a Proveedores quedará sin 
vigencia el plan de ajuste aprobado y que posibilitó su concertación. Si no se cancelaran 
totalmente dichos préstamos los planes de ajuste mantendrán su vigencia y el procedimiento 
de seguimiento de su ejecución al que estuvieren sujetos.

5. Si la entidad local no hubiese cumplido al cierre del ejercicio 2019 alguno de los 
límites o reglas citadas en el apartado 4 anterior, podrá formalizar la nueva operación de 
endeudamiento, pero el plan de ajuste aprobado mantendrá su vigencia aun cuando se 
cancelen totalmente los préstamos formalizados con el Fondo para la Financiación de los 
Pagos a Proveedores.

6. Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados 4 y 5 anteriores, si la entidad local 
hubiese presentado al cierre del ejercicio 2019 ahorro neto negativo o endeudamiento 
superior al 75 por ciento de sus ingresos corrientes liquidados en el ejercicio inmediato 
anterior, en los términos definidos en la disposición final trigésima primera de la Ley 
17/2012, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2013, la 
entidad local, mediante acuerdo de su Pleno, deberá aprobar un plan de saneamiento 
financiero o de reducción de deuda para corregir, en un plazo máximo de cinco años, el 
signo del ahorro neto o el volumen de endeudamiento, respectivamente. Por lo que se 
refiere a este último deberá corregirse hasta el límite antes citado, en el caso de que dicho 
volumen se encuentre comprendido entre aquel porcentaje y el fijado en el artículo 53 del 
texto refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 2/2004, de 5 de marzo. En los restantes supuestos de endeudamiento excesivo, 
el plan de reducción de deuda deberá corregir el nivel de deuda, como máximo, al 
porcentaje fijado en el último precepto citado.

Los citados planes deberán comunicarse al Ministerio de Hacienda, junto con la 
solicitud de autorización a la que se refiere el apartado 2 del presente artículo.

El interventor de la entidad local deberá emitir un informe anual del cumplimiento de 
estos planes, y presentarlo al Pleno de la corporación local para su conocimiento, y 
deberá, además, remitirlo al Ministerio de Hacienda.

En el caso de que se produzca un incumplimiento de los citados planes, la entidad 
local no podrá concertar operaciones de endeudamiento a largo plazo para financiar 
cualquier modalidad de inversión. Además, por parte del Ministerio de Hacienda se podrán 
proponer medidas extraordinarias que deberán adoptar las entidades locales afectadas. 
En el caso de que por estas no se adopten dichas medidas se podrán aplicar las medidas cv
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coercitivas y de cumplimiento forzoso establecidas en los artículos 25 y 26 de la Ley 
Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera.

7. La nueva operación de endeudamiento que se suscriba, de acuerdo con lo previsto 
en los apartados anteriores, en el plazo de treinta días a contar desde la fecha de su 
formalización, se comunicará al Ministerio de Hacienda, de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 55 del texto refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales, aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, y en el artículo 17 de la Orden 
HAP/2105/2012, de 1 de octubre, por la que se desarrollan las obligaciones de suministro 
de información previstas en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad 
Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera.

8. Aquellas entidades locales que formalizaron las operaciones de refinanciación 
que fueron autorizadas en aplicación del artículo 3 de la Ley 18/2014, de 15 de octubre, 
de aprobación de medidas urgentes para el crecimiento, la competitividad y la eficiencia, 
con planes de ajuste vigentes por aplicación del apartado 5 de aquel precepto, podrán 
declarar el fin de su vigencia siempre que hubieren cumplido con las reglas fiscales 
citadas en el apartado 4 anterior en todos y cada uno de los años comprendidos en el 
período 2016-2019. Dicho fin de vigencia se comunicará al Ministerio de Hacienda en el 
seguimiento del plan de ajuste correspondiente al trimestre inmediato posterior a la fecha 
de publicación del presente real decreto-ley.

9. La remisión de la información a que se refiere el presente artículos se efectuará 
por transmisión electrónica en los modelos habilitados a tal fin, incorporando la firma 
electrónica de la Intervención general o unidad equivalente que tenga competencias en 
materia de contabilidad.

Se habilita a la titular de la Secretaría General de Financiación Autonómica y Local a 
adoptar las resoluciones y medidas necesarias para la aplicación y ejecución de lo 
dispuesto en este apartado, incluyendo la fijación del plazo de presentación de las 
solicitudes, el detalle de la información que se deberá aportar, así como el procedimiento 
telemático de remisión y el mecanismo electrónico de otorgamiento de la autorización.

Artículo 12. Consolidación de la deuda a corto plazo en deuda a largo plazo por parte de 
las entidades locales.

1. Como excepción a lo dispuesto en el texto refundido de la Ley reguladora de las 
Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, se 
autoriza exclusivamente en 2020 la formalización de operaciones de conversión de deuda 
a corto plazo que estén vigentes en operaciones de crédito a largo plazo por parte de 
aquellas entidades locales que en 2018 o en 2019 presenten remanente de tesorería para 
gastos generales negativo una vez atendido el saldo de la cuenta 4131 «Acreedores por 
operaciones pendientes de aplicar a presupuesto» o, en el caso de que no exista esta 
divisionaria, la parte del saldo de la cuenta 413 «Acreedores por operaciones devengadas» 
que equivale a aquella, o saldos de cuentas equivalentes en los términos establecidos en 
la normativa contable y presupuestaria que resulta de aplicación, o que, en alguno de 
aquellos ejercicios, presenten ahorro neto negativo.

2. Para la formalización de las operaciones de refinanciación citadas será precisa la 
adopción de un acuerdo del órgano competente de la corporación local, con los requisitos 
de quórum y votaciones establecidos en la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las 
Bases del Régimen Local.

Además, en el caso de que las entidades locales presenten remanente de tesorería 
negativo para gastos generales en los términos antes citados, o ahorro neto negativo o 
endeudamiento superior al 75 por ciento de sus ingresos corrientes liquidados en el 
ejercicio inmediato anterior en los términos definidos en la disposición final trigésima 
primera de la Ley 17/2012, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado 
para el año 2013, las corporaciones locales, mediante acuerdo de sus respectivos Plenos, 
deberán aprobar un plan de saneamiento financiero o de reducción de deuda para corregir, 
en un plazo máximo de cinco años, el signo del remanente de tesorería para gastos 
generales antes definido o del ahorro neto o el volumen de endeudamiento, cv
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respectivamente. Por lo que se refiere a este último deberá corregirse hasta el límite antes 
citado, en el caso de que dicho volumen se encuentre comprendido entre aquel porcentaje 
y el fijado en el artículo 53 del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo. En los restantes 
supuestos de endeudamiento excesivo, el plan de reducción de deuda deberá corregir el 
nivel de deuda, como máximo, al porcentaje fijado en el último precepto citado.

Los citados planes deberán comunicarse, para su aprobación, por las entidades 
locales al órgano competente del Ministerio de Hacienda, salvo que la Comunidad 
Autónoma correspondiente tenga atribuida en el Estatuto de Autonomía la tutela financiera 
de dichas entidades, en cuyo caso se comunicará a esta.

La aprobación anterior implicará, a cualquier efecto, que la entidad local está 
cumpliendo con los límites que fija la legislación reguladora de las haciendas locales en 
materia de autorización de operaciones de endeudamiento.

En el caso de que las entidades mencionadas estén sujetas a un plan de ajuste por la 
aplicación de medidas de apoyo financiero fundamentadas en la disposición adicional 
primera de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y 
Sostenibilidad Financiera, deberán modificarlo incluyendo la operación a la que se refiere 
este artículo en el momento en el que informen acerca del seguimiento de dicho plan de 
ajuste, entendiéndose cumplido, en estos casos, el requerimiento del plan de saneamiento 
antes citado.

El interventor de la entidad local deberá emitir un informe anual del cumplimiento del 
plan de saneamiento, y presentarlo al Pleno de la corporación local para su conocimiento, 
y el correspondiente al último año de aquellos planes deberá, además, remitirlo al órgano 
competente de la Administración Pública que tenga atribuida la tutela financiera de las 
entidades locales.

En el caso de que se produzca un incumplimiento de los citados planes, la entidad 
local no podrá concertar operaciones de endeudamiento a largo plazo para financiar 
cualquier modalidad de inversión. Además, por parte del órgano competente de la 
Administración Pública que tenga atribuida la tutela financiera de las entidades locales se 
podrán proponer medidas extraordinarias que deberán adoptar las entidades locales 
afectadas. En el caso de que por estas no se adopten dichas medidas se podrán aplicar 
las medidas coercitivas y de cumplimiento forzoso establecidas en los artículos 25 y 26 de 
la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad 
Financiera.

3. Fuera del marco regulado en el apartado 1 anterior se debe considerar prohibida 
la formalización de las operaciones de renovaciones sucesivas de deuda a corto plazo.

TÍTULO III

Normas de carácter extraordinario y urgente en materia de participación 
de las entidades locales en tributos del Estado

Artículo 13. Regulación del régimen jurídico y los saldos deudores de la liquidación 
definitiva de la participación de las entidades locales en los tributos del Estado 
correspondiente al año 2018.

1. Una vez conocida la variación de los ingresos tributarios del Estado del año 2018 
respecto de 2004, y los demás datos necesarios, se procederá al cálculo de la liquidación 
definitiva de la participación en tributos del Estado, correspondiente al ejercicio 2018, en 
los términos de los artículos 111 a 124 y 135 a 146 del texto refundido de la Ley Reguladora 
de las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, 
teniendo además en cuenta las normas recogidas en los artículos 100 a 103, 105 y 106, 
108 a 111, 113 y 115 de la Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales del 
Estado para el año 2018.

2. Los saldos deudores que se pudieran derivar de la liquidación a la que se refiere 
el apartado anterior, en el componente de financiación que no corresponda a cesión de cv
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rendimientos recaudatorios en impuestos estatales, serán reembolsados por las entidades 
locales afectadas mediante compensación con cargo a las entregas a cuenta que, en 
concepto de participación en los tributos del Estado definida en la Sección 4ª y en la 
Subsección 1ª de la Sección 6ª de este Capítulo, se perciban con posterioridad a la 
mencionada liquidación, en un periodo máximo de tres años, mediante retenciones 
trimestrales equivalentes al 25 por ciento de una entrega mensual, salvo que, aplicando 
este criterio, se exceda el plazo señalado, en cuyo caso se ajustará la frecuencia y la 
cuantía de las retenciones correspondientes al objeto de que no se produzca esta 
situación.

3. Los saldos deudores que se pudieran derivar de la liquidación a la que se refiere 
el apartado 1 anterior, en el componente de financiación que corresponda a cesión de 
rendimientos recaudatorios en impuestos estatales, serán reembolsados por las entidades 
locales afectadas mediante compensación con cargo a los posibles saldos acreedores que 
se deriven de la liquidación del componente correspondiente al concepto de participación 
en los tributos del Estado definida en la Sección 4ª y en la Subsección 1ª de la Sección 6ª 
de este Capítulo. Los saldos deudores restantes después de aplicar la compensación 
anteriormente citada, serán reembolsados por las entidades locales mediante 
compensación en las entregas a cuenta que, por cada impuesto estatal incluido en aquella 
cesión, perciban, sin las limitaciones de porcentajes y plazos establecidos en el apartado 
anterior.

4. Si el importe de las liquidaciones definitivas a que se refiere el apartado 2 de este 
artículo fuera a favor del Estado, se reflejará como derecho en el capítulo IV del 
Presupuesto de Ingresos del Estado.

5. Cuando las retenciones citadas en este artículo concurran con las reguladas en 
el 125 de la Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales del Estado para el 
año 2018, tendrán carácter preferente frente a aquellas y no computarán para el cálculo 
de los porcentajes establecidos en el apartado Dos del citado artículo.

Artículo 14. Criterios para el cálculo del índice de evolución de los ingresos tributarios del 
Estado aplicables en la liquidación definitiva de la participación en los tributos del 
Estado correspondiente al año 2018.

A los efectos de la liquidación definitiva de la participación de las entidades locales en 
los tributos del Estado correspondiente al año 2018 y de la aplicación del artículo 121 del 
Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales aprobado por Real 
Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, el índice de evolución de los ingresos tributarios 
del Estado entre el año 2004 y el año 2018, se determinará con los criterios establecidos 
en el artículo 20 de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de 
financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto 
de Autonomía y se modifican determinadas normas tributarias que consisten en:

1. Los ingresos tributarios del Estado del año 2018 están constituidos por la 
recaudación estatal en el ejercicio excluidos los recursos tributarios cedidos a las 
comunidades autónomas por el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, 
Impuesto sobre el Valor Añadido y por los Impuestos Especiales, en los términos previstos 
en el artículo 20 de la Ley 22/2009.

2. Por lo que se refiere al cálculo de los ingresos tributarios del Estado del año 2004 
o 2006, se utilizarán los criterios establecidos en la letra e) de la disposición transitoria 
cuarta de la Ley 22/2009, considerando como año base el año 2004 o 2006, según 
proceda.

Artículo 15. Suministro de información del esfuerzo fiscal municipal de 2018.

A efectos de la información a suministrar por las corporaciones locales relativa al 
esfuerzo fiscal establecida en el artículo 124 de la Ley 6/2018, de 3 de julio, de 
Presupuestos Generales del Estado para el año 2018, las certificaciones correspondientes 
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se deberán referir al año 2018 y se deberán suministrar a los órganos competentes del 
Ministerio de Hacienda antes del 31 de octubre del año 2020, en la forma en la que éstos 
determinen.

Artículo 16. Suplementos de crédito para atender las entregas a cuenta de la participación 
de las entidades locales en los tributos del Estado correspondiente al año 2020.

Para financiar las entregas a cuenta de la participación de las entidades locales en los 
tributos del Estado se conceden suplementos de crédito en los siguientes conceptos del 
Programa 942M «Transferencias a Entidades Locales por participación en los ingresos del 
Estado» del Servicio 21 «Secretaría General de Financiación Autonómica y Local. 
Entidades Locales» de la Sección 36 «Sistemas de Financiación de Entes Territoriales» 
por los importes que se indican:

(Miles de euros)

46001
Entregas a cuenta a favor de los Municipios no incluidos en el modelo de cesión por su participación en los 
conceptos tributarios de los capítulos I y II del Presupuesto de Ingresos del Estado no susceptibles de cesión 
a las Comunidades Autónomas

187.833,61

46002
Entregas a cuenta a favor de los Municipios por su participación en los conceptos tributarios de los capítulos I 
y II del Presupuesto de Ingresos del Estado no susceptibles de cesión a las Comunidades Autónomas.Fondo 
Complementario de Financiación

260.495,76

46101 Entregas a cuenta a las Diputaciones y Cabildos Insulares por su participación en los ingresos de los capítulos 
I y II del Presupuesto del Estado por recursos no susceptibles de cesión a las Comunidades Autónomas 219.857,32

Disposición adicional primera. Compensación por la reducción de ingresos en impuestos 
estatales por las Diputaciones Forales y los Cabildos Insulares de Canarias.

1. Excepcionalmente en 2020 con motivo del impacto financiero derivado de la crisis 
sanitaria provocada por el COVID-19, las Diputaciones Forales de los Territorios Históricos 
del País Vasco, que hayan registrado superávit presupuestario en términos de contabilidad 
nacional en 2019, podrán aplicar la parte del superávit no utilizado, o, de ser superior, el 
remanente de tesorería para gastos generales a 31 de diciembre de 2019, y siempre que 
no aumenten su endeudamiento neto al cierre de 2020, a compensar la reducción de los 
ingresos que obtengan y que correspondan exclusivamente a tributos estatales 
concertados, de acuerdo con el Concierto Económico con la Comunidad Autónoma del 
País Vasco, una vez descontadas las aportaciones que, por dichos tributos, realicen 
aquellos órganos forales a esa comunidad autónoma y a las entidades locales de sus 
respectivos territorios.

En caso de que la citada reducción de ingresos sea superior a aquel remanente o 
superávit, se compensará a las Diputaciones Forales, en la forma en que se acuerde en la 
Comisión Mixta del Concierto Económico.

2. La norma recogida en el apartado anterior se podrá aplicar por los Cabildos 
Insulares de Canarias, en relación con la reducción de los ingresos tributarios que 
obtengan y les correspondan exclusivamente por los impuestos indirectos de regulación 
estatal del Régimen Económico y Fiscal de Canarias, producida durante el ejercicio 2020. 
La compensación a la que se refiere el segundo párrafo del apartado anterior se aplicará 
en la forma en que, en su caso, se acuerde con cada Cabildo Insular.

Disposición adicional segunda. Supuesto excepcional de aplicación de la regla de gasto 
a las entidades locales.

Debido a la grave situación provocada por la pandemia, excepcionalmente no se 
exigirá el cumplimiento de la regla de gasto al subsector de Corporaciones Locales durante 
el ejercicio 2020.
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Disposición adicional tercera. Régimen fiscal aplicable a la final de la «UEFA Women’s 
Champions League 2020».

Uno. Régimen fiscal de la entidad organizadora de la final de la «UEFA Women’s 
Champions League 2020» y de los equipos participantes:

Las personas jurídicas residentes en territorio español constituidas con motivo de la 
final de la «UEFA Women’s Champions League 2020» por la entidad organizadora o por 
los equipos participantes estarán exentas del Impuesto sobre Sociedades por las rentas 
obtenidas durante la celebración del acontecimiento y en la medida en que estén 
directamente relacionadas con su participación en él.

Lo establecido en el párrafo anterior se aplicará igualmente en el Impuesto sobre la 
Renta de no Residentes a los establecimientos permanentes que la entidad organizadora 
de la final de la «UEFA Women’s Champions League 2020» o los equipos participantes 
constituyan en España con motivo del acontecimiento por las rentas obtenidas durante su 
celebración y en la medida que estén directamente relacionadas con su participación en él.

Estarán exentas las rentas obtenidas sin establecimiento permanente por la entidad 
organizadora de la final de la «UEFA Women’s Champions League 2020» o los equipos 
participantes, generadas con motivo de la celebración de la final de la «UEFA Women’s 
Champions League 2020» y en la medida en que estén directamente relacionadas con su 
participación en aquella.

Dos. Régimen fiscal de las personas físicas que presten servicios a la entidad 
organizadora o a los equipos participantes:

1. No se considerarán obtenidas en España las rentas que perciban las personas 
físicas que no sean residentes en España, por los servicios que presten a la entidad 
organizadora o a los equipos participantes, generadas con motivo de la celebración de la 
final de la «UEFA Women’s Champions League 2020» y en la medida en que estén 
directamente relacionadas con su participación en aquella.

2. Las personas físicas que adquieran la condición de contribuyentes por el Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas como consecuencia de su desplazamiento a 
territorio español con motivo de la final de la «UEFA Women’s Champions League 2020» 
podrán optar por tributar por el Impuesto sobre la Renta de no Residentes, en los términos 
y condiciones previstos en el artículo 93 de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de 
los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio.

Tres. Régimen aduanero y tributario aplicable a las mercancías que se importen 
para afectarlas al desarrollo y celebración de la final de la «UEFA Women’s Champions 
League 2020»:

1. Con carácter general, el régimen aduanero aplicable a las mercancías que se 
importen para su utilización en la celebración y desarrollo de la final de la «UEFA 
Women’s Champions League 2020» será el que resulte de las disposiciones contenidas 
en el Reglamento (UE) n.º 952/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 9 de 
octubre de 2013, por el que se establece el Código Aduanero de la Unión, y demás 
legislación aduanera de aplicación.

2. Sin perjuicio de lo anterior y con arreglo al artículo 251 del Código Aduanero de la 
Unión y al artículo 7 del Convenio relativo a la Importación Temporal, hecho en Estambul 
el 26 de junio de 1990, las mercancías a que se refiere el número 1 de este apartado que 
se vinculen al régimen aduanero de importación temporal podrán permanecer al amparo 
de dicho régimen por un plazo máximo de 24 meses desde su vinculación al mismo, que, 
en todo caso, expirará, a más tardar, el 31 de diciembre del año siguiente al de la 
finalización de la final de la «UEFA Women’s Champions League 2020».
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3. Se autoriza al Departamento de Aduanas e Impuestos Especiales de la Agencia 
Estatal de Administración Tributaria para que adopte las medidas necesarias para la 
ejecución de lo dispuesto en este apartado tres.

Cuatro. Impuesto sobre el Valor Añadido:

1. Por excepción a lo dispuesto en el número 2.º del artículo 119 bis de la Ley 
37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido, no se exigirá el requisito 
de reciprocidad en la devolución a empresarios o profesionales no establecidos en la 
Comunidad que soporten o satisfagan cuotas del Impuesto como consecuencia de la 
realización de operaciones relacionadas con la celebración de la final de la «UEFA 
Women’s Champions League 2020».

2. Por excepción de lo establecido en el número 7.º del apartado uno del artículo 164 
de la Ley 37/1992, cuando se trate de empresarios o profesionales no establecidos en la 
Comunidad, Canarias, Ceuta o Melilla, o en un Estado con el que existan instrumentos de 
asistencia mutua análogos a los instituidos en la Comunidad, no será necesario que 
nombren un representante a efectos del cumplimiento de las obligaciones impuestas en 
dicha Ley.

3. Los empresarios o profesionales no establecidos en el territorio de aplicación del 
Impuesto que tengan la condición de sujetos pasivos y que soporten o satisfagan cuotas 
como consecuencia de la realización de operaciones relacionadas con la final de la «UEFA 
Women’s Champions League 2020» tendrán derecho a la devolución de dichas cuotas al 
término de cada periodo de liquidación.

Para dichos empresarios o profesionales, el período de liquidación coincidirá con el 
mes natural, debiendo presentar sus declaraciones-liquidaciones durante los 20 primeros 
días naturales del mes siguiente al periodo de liquidación. Sin embargo, las declaraciones-
liquidaciones correspondientes al último período del año deberán presentarse durante los 
treinta primeros días naturales del mes de enero.

Lo establecido en el párrafo anterior no determinará la obligación para dichos 
empresarios o profesionales de la llevanza de los Libros Registro del Impuesto a través de 
la Sede Electrónica de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, a que se refiere el 
artículo 62.6 del Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, aprobado por el Real 
Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre.

Lo dispuesto en este número será igualmente aplicable a la entidad organizadora del 
acontecimiento, a los equipos participantes y a las personas jurídicas a que se refiere el 
número 1 anterior.

No obstante, cuando se trate de empresarios o profesionales no establecidos en los 
que concurran los requisitos previstos en los artículos 119 o 119 bis de la Ley 37/1992, la 
devolución de las cuotas soportadas se efectuará conforme al procedimiento establecido 
en dichos artículos y en los artículos 31 y 31 bis del Reglamento del Impuesto, aprobado 
por el Real Decreto 1624/1992.

4. Respecto a las operaciones relacionadas con los bienes vinculados al régimen de 
importación temporal con exención total de derechos, a que se alude en el apartado tres 
anterior, resultará aplicable lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley del Impuesto.

5. El plazo a que se refiere el párrafo g) del apartado 3 del artículo 9 de la Ley del 
Impuesto será, en relación con los bienes que se utilicen temporalmente en la celebración 
y desarrollo de la final de la «UEFA Women’s Champions League 2020», el previsto en el 
número 2 del apartado tres anterior.

6. La regla establecida en el apartado dos del artículo 70 de la Ley del Impuesto no 
resultará aplicable a los servicios del número 1 de este apartado cuando sean prestados 
por las personas jurídicas residentes en España constituidas con motivo del acontecimiento 
por la entidad organizadora de la final de la «UEFA Women’s Champions League 2020» 
por los equipos participantes y estén en relación con la organización, la promoción o el 
apoyo de dicho acontecimiento.
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Disposición adicional cuarta. Tipo impositivo aplicable del Impuesto sobre el Valor 
Añadido a las entregas, importaciones y adquisiciones intracomunitarias de bienes 
necesarios para combatir los efectos del COVID-19.

Con efectos desde la entrada en vigor del Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de 
medidas urgentes complementarias para apoyar la economía y el empleo, y vigencia hasta 
el 31 de octubre de 2020, se aplicará el tipo del 0 por ciento del Impuesto sobre el Valor 
Añadido a las entregas de bienes, importaciones y adquisiciones intracomunitarias de 
bienes referidos en el Anexo de este real decreto-ley cuyos destinatarios sean entidades 
de Derecho Público, clínicas o centros hospitalarios, o entidades privadas de carácter 
social a que se refiere el apartado tres del artículo 20 de la Ley 37/1992, de 28 de 
diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido. Estas operaciones se documentarán en 
factura como operaciones exentas.

Disposición adicional quinta. Bonificación del pago de aranceles notariales y del Registro 
de la Propiedad.

1. Los derechos arancelarios notariales y registrales derivados de la formalización e 
inscripción de la novación del préstamo, leasing y renting que incluya la moratoria señalada 
en los artículos 18 al 23 del Real Decreto-ley 26/2020 de 7 de julio de 2020, serán 
satisfechos en todo caso por el acreedor y se bonificarán en un 50 por ciento en los 
siguientes términos:

a) Por el otorgamiento de la escritura se devengará el mismo arancel que, para las 
escrituras de novación hipotecaria, se establece en la letra f) del apartado 1 del número 1 
del anexo I del Real Decreto 1426/1989, de 17 de noviembre, por el que se aprueba el 
arancel de los Notarios, reducidos al 50 por ciento, sin que se devengue cantidad alguna 
a partir del quinto folio de matriz y de copia, sea copia autorizada o copia simple. El arancel 
mínimo previsto será de 30 euros y el máximo de 75.

b) Por la práctica de la inscripción se aplicará el arancel previsto para las novaciones 
modificativas en artículo 2.1.g) del Anexo I del Real Decreto 1427/1989, de 17 de 
noviembre, por el que se aprueba el Arancel de los Registradores. Al resultado se le 
aplicará una bonificación del 50 por ciento. El arancel mínimo previsto será de 24 euros y 
el máximo de 50 euros.

2. Los derechos arancelarios notariales derivados de la intervención de pólizas en 
que se formalice, en su caso, la suspensión temporal de las obligaciones contractuales 
derivadas de todo préstamo, leasing y renting a los que se refieren los artículos 18 al 23 
del Real Decreto-ley 26/2020 de 7 de julio de 2020, serán los establecidos en el Decreto 
de 15 de diciembre de 1950 y se bonificarán en un 50 % con un límite mínimo de 25 euros 
y máximo de 50 euros, por todos los conceptos incluyendo sus copias y traslados.

Los derechos arancelarios de los registradores derivados de la constancia registral, en 
su caso, de la suspensión temporal de las obligaciones contractuales, a que se refieren los 
artículos 18 al 23 del Real Decreto-ley 26/2020 de 7 de julio de 2020 se minutarán de 
conformidad con el artículo 36.9.g de la Ordenanza aprobada por Orden de 19 de julio 
de 1999, por la cantidad fija de 6 euros.

Disposición adicional sexta. Exenciones temporales relativas a los gasoductos de 
transporte con destino u origen en países no pertenecientes a la Unión Europea.

1. El gasoducto de transporte de gas natural denominado Medgaz que transcurre por 
las aguas territoriales españolas hasta la terminal de recepción situada en Almería, queda 
exceptuado temporalmente de lo establecido en los artículos 63.3, 63 bis, 63 ter y 70 de la 
Ley 34/1998, de 7 de octubre, del sector de hidrocarburos, durante un periodo de 12 
meses.

2. El gasoducto de transporte de gas natural denominado Magreb-Europa que 
transcurre por las aguas territoriales españolas hasta la terminal de recepción situada en 
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Tarifa (Cádiz), queda exceptuado temporalmente de lo establecido en los artículos 63.3, 63 
bis, 63 ter y 70 de la Ley 34/1998, de 7 de octubre, del sector de hidrocarburos, durante un 
periodo de 12 meses.

3. Las exenciones temporales otorgadas en los apartados precedentes podrán verse 
extendidas por orden del titular del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto 
Demográfico, previa solicitud motivada del titular o titulares, que deberá ser presentada 
ante el citado órgano con al menos 8 meses de antelación a la finalización del periodo de 
la exención temporal otorgada.

Estas extensiones, en su caso, deberán ajustarse, en cuanto al plazo y al procedimiento 
para su aprobación, a lo establecido en el artículo 71 bis de la Ley 34/1998, de 7 de 
octubre, del sector de hidrocarburos. A estos efectos, el Ministerio para la Transición 
Ecológica y el Reto Demográfico podrá requerir a los titulares toda aquella documentación 
que considerase necesaria para evaluar convenientemente la solicitud.

Disposición adicional séptima. Plazo para acreditación de vivencia de pensionistas de 
clases pasivas residentes en el extranjero.

Con aplicación exclusiva para el año 2020, el plazo previsto en el artículo 10 del Real 
Decreto 1103/2014, de 26 de diciembre, sobre revalorización y complementos de 
pensiones para el año 2015, para la acreditación de la vivencia por los pensionistas de 
Clases Pasivas residentes en el extranjero, finalizará el 31 de agosto de 2020

Disposición adicional octava. Prórroga del artículo 9 del Real Decreto-ley 19/2020, de 26 
de mayo, por el que se adoptan medidas complementarias en materia agraria, 
científica, económica, de empleo y Seguridad Social y tributarias para paliar los efectos 
del COVID-19.

La consideración como contingencia profesional derivada de accidente de trabajo de 
las enfermedades padecidas por el personal que presta servicio en centros sanitarios o 
socio-sanitarios como consecuencia del contagio del virus SARS-CoV2, se aplicará, a los 
contagios del virus SARS-CoV2 producidos desde el 1 de agosto de 2020 hasta que las 
autoridades sanitarias levanten todas las medidas de prevención adoptadas para hacer 
frente a la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, acreditando el contagio mediante 
el correspondiente parte de accidente de trabajo que deberá haberse expedido dentro del 
mismo periodo de referencia.

Disposición adicional novena. Funcionamiento del fondo de apoyo a la solvencia de 
empresas estratégicas creado por Real Decreto Ley 25/2020.

1. Sin perjudico de lo previsto en la normativa mercantil que resulte de aplicación, 
y de conformidad con lo previsto en el apartado cinco del anexo II del Acuerdo adoptado 
por el Consejo de Ministros el 21 de julio de 2020 relativo al funcionamiento del fondo de 
apoyo a la solvencia de empresas estratégicas, el Consejo Gestor podrá libremente 
acordar la cesión a un tercero de los títulos y derechos en que se materialicen las 
operaciones financiadas con cargo al Fondo, a través de un procedimiento abierto a 
compradores potenciales, asegurando la igualdad de trato, o mediante la venta en un 
mercado organizado. Podrá ofrecer, en su caso, preferencia en la adquisición a los 
socios o accionistas de la empresa. Si el Estado vende su participación a un precio 
inferior al establecido en el punto 5.2. del anexo II del mencionado Acuerdo adoptado por 
el Consejo de Ministros el 21 de julio de 2020, las reglas previstas en el apartado 6 del 
citado anexo II de dicho Acuerdo se aplicarán durante el plazo de 4 años contados a 
partir de la concesión del apoyo estatal.

2. De conformidad con lo previsto en el apartado seis del anexo II del Acuerdo 
adoptado por el Consejo de Ministros el 21 de julio de 2020, hasta el reembolso definitivo 
del apoyo público temporal recibido con cargo al Fondo para reforzar su solvencia, el 
beneficiario estará sujeto a las siguientes restricciones, con las adaptaciones que pudiera 
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introducir ulteriormente el Marco Temporal, debiendo adoptar los acuerdos sociales o, en 
su caso, las modificaciones estatutarias que aseguren debidamente su puntual 
cumplimiento:

a) Mientras no se haya amortizado al menos el 75 % de las medidas de 
recapitalización en el contexto de la COVID-19, se impedirá a la empresa beneficiaria 
adquirir participaciones superiores a 10 % de empresas activas en el mismo sector o en 
mercados ascendentes o descendentes, salvo que el beneficiario no ostente la condición 
de gran empresa, según el Anexo I del Reglamento (UE) n.º 651/2014 de la Comisión 
Europea, o cuente con la preceptiva autorización de la Comisión Europea a solicitud del 
Consejo Gestor del Fondo.

b) Prohibición de distribuir dividendos, abonar cupones no obligatorios o adquirir 
participaciones propias, salvo las de titularidad estatal por cuenta del Fondo.

c) Hasta el reembolso del 75 % del apoyo público temporal con cargo al Fondo, la 
remuneración de los miembros del Consejo de Administración, de los Administradores, o 
de quienes ostenten la máxima responsabilidad social en la empresa, no podrá exceder de 
la parte fija de su remuneración vigente al cierre del ejercicio 2019. Las personas que 
adquieran las condiciones reseñadas en el momento de la recapitalización o con 
posterioridad a la misma, serán remuneradas en términos equiparables a los que ostentan 
similar nivel de responsabilidad. Bajo ningún concepto se abonarán primas u otros 
elementos de remuneración variable o equivalentes.

Disposición adicional décima. Ingresos procedentes de las subastas de derechos de 
emisión de gases de efecto invernadero para el ejercicio 2020.

1. Con vigencia exclusiva para el presupuesto del año 2020, cuando el 90 por ciento de 
la recaudación efectiva por los ingresos por subastas de derechos de emisión de gases de 
efecto invernadero, a que se refiere el apartado 1.b) de la disposición adicional quinta de la 
Ley 17/2012, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2013, 
supere la cantidad prevista en el crédito inicial de la aplicación 23.03.000X.737 «A la CNMC 
para financiar costes del sector eléctrico de acuerdo con el apartado b) de la disposición 
adicional segunda de la Ley 15/2012, de 27 de diciembre, de medidas fiscales para la 
sostenibilidad energética», se podrá generar crédito hasta un límite en el crédito final de 1.000 
millones de euros.

2. La autorización de las generaciones de crédito a las que se refiere el apartado 
anterior y de los correspondientes suplementos de crédito en el Presupuesto de la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia se realizará por Acuerdo del titular 
del Ministerio de Hacienda.

3. Con vigencia exclusiva para los presupuestos generales del Estado de aplicación 
en el ejercicio de 2020, el empleo de los ingresos procedentes de las subastas de 
derechos de emisión de gases de efecto invernadero, contemplado en la Disposición 
adicional quinta de la Ley 17/2012, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del 
Estado para el año 2013, se destinará con los límites del 10 por ciento de la recaudación 
total y hasta un máximo de 100.000,00 miles de euros para otras actuaciones de lucha 
contra el cambio climático.

Disposición adicional undécima. Convenios de colaboración entre las entidades gestoras 
de la Seguridad Social, las comunidades autónomas y el Instituto Nacional de Gestión 
Sanitaria para el control y seguimiento de la incapacidad temporal.

En los convenios de colaboración que formalicen las entidades gestoras de la 
Seguridad Social con las comunidades autónomas y con el Instituto Nacional de Gestión 
Sanitaria para el control y seguimiento de la incapacidad temporal podrá preverse el 
anticipo de hasta la cuantía total del importe previsto en el respectivo convenio para la 
financiación de las actuaciones a desarrollar por las comunidades autónomas y por el 
Instituto Nacional de Gestión Sanitaria.
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A estos efectos, con carácter previo a la formalización de los convenios a que se 
refiere el párrafo anterior, se requerirá la autorización del Consejo de Ministros. Con esta 
finalidad, el titular del Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, previo 
informe del Ministerio de Hacienda, elevará la oportuna propuesta al Consejo de Ministros.

No será de aplicación, para el caso exclusivo de estos convenios, lo dispuesto en el 
apartado 1 del artículo 47 de la Ley General Presupuestaria, en lo que se refiere a la 
necesidad de iniciar la ejecución del gasto en el propio ejercicio en el que se adquiere el 
compromiso del gasto.

Disposición derogatoria. Derogación normativa

Quedan derogadas cuantas disposiciones incluidas en normas de igual o inferior rango 
se opongan a lo dispuesto en este real decreto-ley.

Disposición final primera. Modificación del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por 
el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico 
para hacer frente al COVID-19.

Se modifica apartado 2 del artículo 20 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, 
por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico 
para hacer frente al COVID-19 que queda redactado en los siguientes términos:

«2. Para la aplicación del superávit a la política de gasto 23 en los términos 
regulados en el artículo 1 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, la 
modificación presupuestaria de crédito extraordinario para habilitar crédito o de 
suplemento de créditos que deba aprobarse, se tramitará por decreto o resolución 
del Presidente de la corporación local sin que le sean de aplicación las normas 
sobre reclamación y publicidad de los presupuestos a que se refiere el artículo 169 
del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.

Tales decretos o resoluciones serán objeto de convalidación en el primer Pleno 
posterior que se celebre, exigiéndose para ello el voto favorable de una mayoría 
simple y la posterior publicación en el Boletín Oficial correspondiente.

La falta de convalidación plenaria no tendrá efectos anulatorios ni suspensivos 
del decreto aprobado, sin perjuicio de la posibilidad de acudir a la vía contencioso-
administrativa, para lo que el cómputo de plazos se producirá a partir de la fecha de 
publicación del acuerdo plenario.»

Disposición final segunda. Modificación del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre.

Se modifica el número 30 del artículo 45.I.B) del texto refundido de la Ley del Impuesto 
sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre, que queda redactado del siguiente modo:

«30. Las escrituras de formalización de las moratorias de préstamos y créditos 
hipotecarios y de arrendamientos, préstamos, leasing y renting sin garantía 
hipotecaria que se produzcan en aplicación de la moratoria hipotecaria para el 
sector turístico, regulada en los artículos 3 a 9 del Real Decreto-ley 25/2020, de 3 
de julio, de medidas urgentes para apoyar la reactivación económica y el empleo, y 
de la moratoria para el sector del transporte público de mercancías y discrecional de 
viajeros en autobús, regulada en los artículos 18 al 23 del Real Decreto-ley 26/2020 
de 7 de julio, de medidas de reactivación económica para hacer frente al impacto del 
COVID-19 en los ámbitos de transportes y vivienda.»
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Disposición final tercera. Modificación de la disposición transitoria primera de la Ley 13/2011, 
de 27 de mayo, de regulación del juego.

Se modifica el primer párrafo de la disposición transitoria primera de la Ley 13/2011, 
de 27 de mayo, de regulación del juego, que queda redactado del siguiente modo:

«Las competencias previstas para la Comisión Nacional del Juego serán 
ejercidas por la Dirección General de Ordenación del Juego, del Ministerio de 
Consumo, salvo las relacionadas con la gestión y recaudación de las tasas a las que 
se refiere el artículo 49 de esta Ley que serán ejercidas por la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria.»

Disposición final cuarta. Modificación de la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de firma 
electrónica.

Se añade un nuevo apartado 6 al artículo 13 de la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, 
de firma electrónica, con el siguiente tenor:

«6. Por Orden de la persona titular del Ministerio de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital se determinarán las condiciones y requisitos técnicos 
aplicables a la verificación de la identidad y, si procede, otros atributos específicos 
de la persona solicitante de un certificado cualificado, mediante otros métodos de 
identificación que aporten una seguridad equivalente en términos de fiabilidad a la 
presencia física.»

Disposición final quinta. Modificación de la Ley 34/1998, de 7 de octubre, del sector de 
hidrocarburos.

La Ley 34/1998, de 7 de octubre, del sector de hidrocarburos, queda modificada como 
sigue:

Uno. Se añade el siguiente párrafo al final del artículo 58, epígrafe a):

«Los gestores de red de transporte podrán mantener y celebrar acuerdos 
técnicos sobre cuestiones relativas a la gestión de gasoductos de transporte entre 
España y países no pertenecientes a la Unión Europea, siempre que dichos 
acuerdos sean compatibles con la normativa del mercado interior de gas natural y 
con las circulares y resoluciones de la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia. Dichos acuerdos deberán ser notificados a la Comisión Nacional de 
los Mercados y la Competencia.»

Dos. El apartado 1 del artículo 63 quater queda modificado como sigue:

«1. Las empresas propietarias de instalaciones de la red troncal de gasoductos 
que no cumplan los requisitos de separación de actividades establecidos en el 
artículo 63.3, y que con anterioridad al 3 de septiembre de 2009 fuesen propietarios 
de dichas instalaciones, así como las que con anterioridad al 23 de mayo de 2019 
fuesen propietarias de instalaciones de interconexión con países no miembros de la 
Unión Europea, podrán optar por ceder la gestión de los mismos a un gestor de red 
independiente.

A estos efectos propondrán un gestor de red independiente entre las empresas 
que hayan obtenido la certificación de cumplimiento de los requisitos de separación 
de actividades de transporte y solicitarán al titular del Ministerio para la Transición 
Ecológica y el Reto Demográfico su aprobación. Dicha designación estará 
supeditada a la aprobación de la Comisión Europea y podrá ser denegada en caso 
de que el gestor de red independiente no cumpla alguno de los requisitos 
establecidos en la presente Ley y su normativa de desarrollo.»
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Tres. El artículo 71 queda redactado en los siguientes términos:

«1. Podrá solicitarse la exención de la obligación de acceso de terceros a la 
que se refiere el apartado 6 del artículo 70, siempre que las mismas cumplan las 
siguientes condiciones:

a) La inversión debe reforzar la competencia en el suministro de gas y 
potenciar la seguridad de suministro.

b) El nivel de riesgo inherente a la inversión es tal que ésta no se llevaría a 
cabo de no concederse la exención.

c) La infraestructura será propiedad de una entidad distinta, al menos en la 
personalidad jurídica, de los transportistas en cuyas redes vaya a construirse la 
infraestructura.

d) Se cobrarán cánones a los usuarios de la infraestructura
e) La exención no debe ser perjudicial para la competencia en los mercados 

pertinentes que probablemente se verán afectados por la inversión, ni para el 
funcionamiento efectivo del mercado interior del gas natural de la Unión, ni tampoco 
para el funcionamiento eficiente de las redes reguladas afectadas o para la 
seguridad de suministro de gas natural dentro de la Unión.

La exención del acceso de terceros podrá referirse a la totalidad o parte de la 
capacidad de la nueva infraestructura o de la infraestructura existente cuya 
capacidad se aumenta.

2. A estos efectos el titular de la instalación solicitará la exención al Ministerio 
para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico, que requerirá un informe previo 
de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia.

La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia remitirá a la Comisión 
Europea copia de las solicitudes de exención recibidas y analizará cada caso en 
particular, tomando en consideración, entre otros aspectos, la capacidad adicional 
que vaya a construirse o la modificación de la capacidad existente, el plazo previsto 
del proyecto y las circunstancias del sector gasista. En su informe, la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia propondrá condiciones en relación con 
la duración de la exención y el acceso no discriminatorio a la infraestructura.

Asimismo, en su informe, la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia propondrá las normas y mecanismos de gestión y asignación de la 
capacidad. En todo caso, se realizará una consulta previa a todos los posibles 
usuarios en relación a su interés por contratar la nueva capacidad antes de efectuar 
la asignación de la misma, incluyendo la capacidad para uso propio. Los resultados 
de dicha consulta previa serán tenidos en cuenta por la Comisión Nacional de los 
Mercados y la Competencia en la evaluación del cumplimiento de los criterios 
establecidos en el apartado 1 del presente artículo.

La capacidad no utilizada deberá ser ofrecida en el mercado de forma 
transparente, objetiva y no discriminatoria, y los usuarios de la infraestructura 
tendrán derecho a vender la capacidad contratada en el mercado secundario.

3. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, antes de la 
adopción de su informe final sobre la exención, consultará:

a) a las autoridades reguladoras nacionales de los Estados miembros cuyos 
mercados probablemente se verán afectados por la nueva infraestructura, y

b) las autoridades competentes de terceros países, cuando la infraestructura 
en cuestión esté conectada con la red de la Unión Europa bajo la jurisdicción de un 
Estado miembro, y tenga su origen o fin en uno o más países no pertenecientes a la 
Unión Europea.

Cuando las autoridades consultadas del tercer país no respondan a la consulta 
en el plazo de dos meses, la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia 
podrá continuar con la tramitación de la exención. cv
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La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia elevará el informe 
junto con toda la documentación que conste en el expediente al titular del Ministerio 
para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico que resolverá mediante orden 
que será publicada en el «Boletín Oficial del Estado». Asimismo, se publicará dicha 
orden junto con el informe adoptado por la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia en el sitio de internet de dicho organismo

4. La orden de exención será notificada a la Comisión Europea junto con toda 
la información pertinente relacionada con la misma, a los efectos del artículo 36.9 de 
la Directiva 2009/73/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de julio y, en 
su caso, se adaptará, o se revocará, según sea la decisión que adopte la Comisión 
en virtud del citado artículo.

5. La decisión de exención aprobada por la Comisión Europea dejará de tener 
efectos a los dos años de su aprobación si, para entonces, no se hubiese iniciado la 
construcción de la infraestructura, y a los cinco años de su aprobación si, para 
entonces, la infraestructura no estuviera operativa, a menos que la Comisión 
Europea decida que los retrasos están motivados.

6. En aquellos casos en que la infraestructura para la que se ha solicitado la 
exención se encuentre ubicada en el territorio de más de un Estado miembro de la 
Unión Europea, se estará a lo dispuesto en el artículo 36.4 de la Directiva 2009/73/
CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de julio.»

Cuatro. Se incluye un nuevo artículo 71.bis con la siguiente redacción:

«Artículo 71 bis. Exenciones relativas a los gasoductos de transporte con destino 
u origen en países no pertenecientes a la Unión Europea.

1. Los gasoductos de transporte con destino u origen en países no 
pertenecientes a la Unión Europea cuya construcción hubiera finalizado con 
anterioridad al 23 de mayo de 2019 podrán quedar exceptuados de lo establecido 
en los artículos 63.3, 63 bis, 63 ter y 70 de la Ley 34/1998, de 7 de octubre, del 
sector de hidrocarburos, durante un periodo máximo de 20 años prorrogables en 
casos debidamente justificados, conforme a lo previsto en el apartado 3.

2. Los titulares de los gasoductos de transporte con destino u origen en países 
no pertenecientes a la Unión Europea podrán solicitar la exención referida en el 
apartado primero al titular del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto 
Demográfico, siempre y cuando se justifique por razones objetivas como permitir la 
recuperación de la inversión realizada, por motivos de seguridad del suministro, el 
funcionamiento efectivo del mercado interior del gas en la Unión Europea y cuando 
la exención no sea perjudicial para la competencia.

3. El titular del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico 
resolverá, previo informe de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia 
en relación al eventual impacto sobre la competencia o el funcionamiento efectivo 
del mercado interior del gas en la Unión Europea, otorgando o denegando la 
exención en función de la verificación del cumplimiento de las razones objetivas 
mencionadas en el párrafo anterior. La resolución de la prórroga de exención podrá 
establecer limitaciones que contribuyan a la consecución de los objetivos citados.

4. La exención establecida en los apartados precedentes no implica la 
inclusión de las instalaciones en el régimen retributivo del sector de gas natural.

La capacidad no utilizada deberá ser ofrecida en el mercado de forma 
transparente, objetiva y no discriminatoria, y los usuarios de las infraestructuras 
tendrán derecho a vender la capacidad contratada en el mercado secundario.

5. Los titulares de las instalaciones exceptuadas en esta disposición deberán 
remitir a la Comisión Nacional de los Mercados y de la Competencia, y al Ministerio 
para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico, un informe anual con el detalle 
de la utilización de la capacidad de gasoducto durante el año natural inmediatamente 
anterior, las empresas que han accedido a las instalaciones con las cantidades 
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transportadas por cada una de ellas, precios de acceso así como cualquier otra 
información que los citados organismos soliciten. Dicho informe deberá remitirse 
antes de la finalización del primer trimestre de cada año.

Transcurridos dos años del otorgamiento de la exención, los titulares de las 
instalaciones exceptuadas en esta disposición deberán remitir al Ministerio para la 
Transición Ecológica y el Reto Demográfico un calendario de actuaciones para 
garantizar el pleno cumplimiento de lo establecido en los artículos 63.3, 63 bis, 63 ter 
y 70 de la Ley 34/1998, de 7 de octubre, antes de que finalice el periodo de la exención.

6. Los titulares de las instalaciones deberán llevar cuentas separadas de las 
actividades de transporte y comercialización e incluirán las cuentas en el informe 
anual al que hace referencia el apartado anterior.»

Cinco. Se añade una nueva disposición adicional a la Ley 34/1998, de 7 de octubre, 
con la siguiente redacción:

«Disposición adicional trigésima séptima. Acuerdos con países no pertenecientes 
a la Unión Europea en relación a los gasoductos de transporte.

En las negociaciones entre España y países no pertenecientes a la Unión 
Europea, relativos a la modificación, ampliación, o celebración de acuerdos relativos 
a la gestión de gasoductos de transporte sobre asuntos que recaigan en al ámbito de 
aplicación de la Directiva 2009/73/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 
de julio, se actuará acorde con lo dispuesto en el artículo 49 ter de la citada Directiva.»

Disposición final sexta. Modificación de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

Se modifica la disposición final séptima de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, que queda 
redactada como sigue:

«Disposición final séptima. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor al año de su publicación en el "Boletín Oficial 
del Estado".

No obstante, las previsiones relativas al registro electrónico de apoderamientos, 
registro electrónico, registro de empleados públicos habilitados, punto de acceso 
general electrónico de la Administración y archivo único electrónico producirán 
efectos a partir del día 2 de abril de 2021.»

Disposición final séptima. Modificación de la Ley 3/2013, de 4 de junio, de creación de la 
Comisión Nacional de los Mercados y de la Competencia.

La Ley 3/2013, de 4 de junio, de creación de la Comisión Nacional de los Mercados y 
de la Competencia, queda modificada como sigue:

Uno. El apartado 3 de la disposición adicional segunda, queda redactado del 
siguiente modo:

«3. Las referencias contenidas en cualquier norma del ordenamiento jurídico a 
la Comisión Nacional del Juego se entenderán realizadas a la Dirección General de 
Ordenación del Juego del Ministerio de Consumo que la sustituye y asume sus 
competencias, en los términos previstos en la disposición adicional décima.»
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Dos. La disposición adicional décima queda redactada del siguiente modo:

«Disposición adicional décima. Funciones que asumen la Dirección General de 
Ordenación del Juego del Ministerio de Consumo y la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria en materia de juego.

La Dirección General de Ordenación del Juego del Ministerio de Consumo asumirá 
el objeto, funciones y competencias que la Ley 13/2011, de 27 de mayo, de regulación 
del juego, atribuye a la extinta Comisión Nacional del Juego, salvo las relacionadas con 
la gestión y recaudación de las tasas a las que se refiere el artículo 49 de dicha ley, que 
serán ejercidas por la Agencia Estatal de Administración Tributaria.»

Disposición final octava. Modificación del Real Decreto-ley 25/2020, de 3 de julio, de 
medidas urgentes para apoyar la reactivación económica y el empleo.

Se modifica el Real Decreto-ley 25/2020, de 3 de julio, de medidas urgentes para 
apoyar la reactivación económica y el empleo, en los siguientes términos:

Uno. Se modifica el apartado 1 del artículo 44, que queda redactado como sigue:

«1. Para la gestión de las subvenciones podrán intervenir una o varias 
entidades colaboradoras que deberán cumplir los requisitos y las obligaciones y 
desempeñar las funciones establecidos en los artículos 13 y 15 de la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre, y será seleccionada con observancia a lo dispuesto en el 
artículo 16 de dicha Ley. En caso de seleccionar entidad colaboradora, podrán 
actuar como tal únicamente las entidades públicas empresariales y las sociedades 
mercantiles estatales. La entidad colaboradora entregará y distribuirá los fondos 
presupuestarios de los pagos a los beneficiarios.»

Dos. Se modifica el apartado 4 del artículo 46, que queda redactado como sigue:

«4. Con posterioridad al dictado de la resolución de concesión, se procederá 
al pago de la ayuda al beneficiario por una cuantía que deberá coincidir con el 
indicado en la solicitud. Los pagos se realizarán mediante transferencia a una 
cuenta bancaria indicada por el beneficiario en el cuestionario de solicitud.»

Tres. Se modifica la letra d) del artículo 47, que queda redactado como sigue:

«d) El beneficiario de la ayuda deberá mantener la titularidad del vehículo y su 
matriculación en España al menos durante dos años desde el momento de la 
concesión de la subvención, excepto para operaciones de renting, para las que el 
contrato de arrendamiento deberá establecer una duración mínima de dos años 
desde la fecha de su entrada en vigor y su formalización tendrá fecha igual o 
posterior al 15 de junio de 2020.»

Cuatro. Se modifica el primer párrafo de la Disposición adicional primera, que queda 
redactado como sigue:

«Se aprueba la concesión de un crédito extraordinario por importe total de 250 
millones de euros en el Ministerio de Industria, Comercio y Turismo, aplicación 
presupuestaria 20.09.422B.741 ''Plan Renove, dentro del Plan de impulso de la 
cadena de valor de la Industria de la Automoción''.»

Disposición final novena. Modificación de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria.

Se añade un nuevo párrafo, el h), al apartado 2 del artículo 54 de la Ley 47/2003, 
de 26 de noviembre, General Presupuestaria, con la siguiente redacción:

«h) Los destinados al sistema de protección por cese de actividad.» cv
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Disposición final décima. Modificación del Real Decreto-ley 6/2020, de 10 de marzo, por 
el que se adoptan determinadas medidas urgentes en el ámbito económico y para la 
protección de la salud pública.

El artículo quinto del Real Decreto-ley 6/2020, de 10 de marzo, por el que se adoptan 
determinadas medidas urgentes en el ámbito económico y para la protección de la salud 
pública, queda redactado en los siguientes términos:

«Artículo quinto. Consideración excepcional como situación asimilada a accidente 
de trabajo de los periodos de aislamiento, contagio o restricción en las salidas 
del municipio donde tengan el domicilio o su centro de trabajo las personas 
trabajadoras como consecuencia del virus COVID-19.

1. Al objeto de proteger la salud pública, se considerarán, con carácter 
excepcional, situación asimilada a accidente de trabajo, exclusivamente para la 
prestación económica de incapacidad temporal del sistema de Seguridad Social, 
aquellos periodos de aislamiento o contagio de las personas trabajadoras 
provocados por el virus COVID-19, salvo que se pruebe que el contagio de la 
enfermedad se ha contraído con causa exclusiva en la realización del trabajo en los 
términos que señala el artículo 156 del texto refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de 
octubre, en cuyo caso será calificada como accidente de trabajo.

Con el mismo carácter excepcional, con efectos desde el inicio de la situación 
de restricción de la salida o entrada a un municipio, y mediante el correspondiente 
parte de baja, se extenderá esta protección a aquellos trabajadores que se vean 
obligados a desplazarse de localidad para prestar servicios en las actividades no 
afectadas por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el 
estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por 
el COVID-19, siempre que por la autoridad competente se haya acordado restringir 
la salida, o la entrada, de personas del municipio donde dichos trabajadores tengan 
su domicilio, o donde la empresa tenga su centro de trabajo en el caso de que el 
trabajador tenga su domicilio en otro municipio, y les haya sido denegada de forma 
expresa la posibilidad de desplazarse por la autoridad competente, no puedan 
realizar su trabajo de forma telemática por causas no imputables a la empresa para 
la que prestan sus servicios o al propio trabajador y no tengan derecho a percibir 
ninguna otra prestación pública.

La acreditación del acuerdo de restricción de la población donde el trabajador 
tiene su domicilio o la empresa su centro de trabajo, y la denegación de la posibilidad 
de desplazamiento se realizará mediante certificación expedida por el ayuntamiento 
del domicilio o, en su caso, por el del centro de trabajo afectado por la restricción 
ante el correspondiente órgano del servicio público de salud. De igual forma, la 
imposibilidad de realización del trabajo de forma telemática se acreditará mediante 
una certificación de la empresa o una declaración responsable en el caso de los 
trabajadores por cuenta propia ante el mismo órgano del servicio público de salud.

En el supuesto de trabajadores por cuenta ajena que tuvieran el domicilio en 
distinto municipio al del centro de trabajo, además de lo previsto en el párrafo 
anterior, se requerirá acreditar:

a) El domicilio del trabajador mediante el correspondiente certificado de 
empadronamiento.

b) Que el trabajador desarrolla su trabajo en el centro sito en el municipio 
afectado por la restricción, mediante la correspondiente certificación de la empresa.

c) Que la empresa no ha procedido al cierre del centro de trabajo, mediante la 
correspondiente certificación de la empresa.

2. La duración de esta prestación excepcional vendrá determinada por el parte 
de baja y la correspondiente alta. cv
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Siempre que por la autoridad competente se haya acordado, con anterioridad a 
la entrada en vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, restringir las salidas 
o las entradas del municipio donde tengan el domicilio o en el que tenga el centro de 
trabajo la empresa en que prestan sus servicios, de tratarse de las personas 
trabajadoras por cuenta ajena a las que se refiere el artículo 1 del Real Decreto-ley 
10/2020, de 29 de marzo, por el que se regula un permiso retribuido recuperable 
para las personas trabajadoras por cuenta ajena que no presten servicios 
esenciales, con el fin de reducir la movilidad de la población en el contexto de la 
lucha contra el COVID-19, se expedirá un parte de baja con efectos desde la fecha 
de inicio de la restricción y un parte de alta con efectos de 29 de marzo de 2020.

De tratarse de trabajadores por cuenta propia o autónomos, cuando la restricción 
adoptada con anterioridad a la entrada en vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 
de marzo, restringiera su salida del municipio donde tengan su domicilio o, teniendo 
su domicilio en otro, vieran restringida la entrada en el municipio impidiéndoles 
totalmente la realización de su actividad, el derecho a la prestación comenzará con 
el parte de baja desde la fecha de inicio de la restricción y durará hasta la fecha de 
finalización de la misma, no pudiendo, en ningún caso, durar más allá de la fecha de 
finalización del estado de alarma.

Este subsidio por incapacidad temporal es incompatible con los salarios que se 
hubieren percibido así como con el derecho a cualquier otra prestación económica 
de la Seguridad Social, incluida la incapacidad temporal por contingencias comunes 
o profesionales. En estos supuestos se percibirá la prestación de la Seguridad social 
distinta al subsidio previsto en el presente artículo.

A efectos de lo previsto en el párrafo anterior, el trabajador deberá presentar 
ante el correspondiente órgano del servicio público de salud, certificación de la 
empresa acreditativa de la no percepción de salarios.

3. Podrá causar derecho a esta prestación la persona trabajadora por cuenta 
propia o ajena que se encuentre en la fecha del hecho causante en situación de alta 
en cualquiera de los regímenes de Seguridad Social.

4. La fecha hecho causante será la fecha en la que se acuerde el aislamiento, 
restricción o enfermedad del trabajador, sin perjuicio de que el parte de baja se 
expida con posterioridad a esa fecha».

Disposición final undécima. Habilitación normativa.

Se autoriza al Gobierno y a la Ministra de Hacienda, y, en su caso, al órgano 
competente por razón de la materia del Ministerio de Hacienda, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, a dictar las disposiciones y adoptar las medidas necesarias 
para la aplicación, ejecución y desarrollo de lo previsto en este real decreto-ley.

Disposición final duodécima. Títulos competenciales.

Este real decreto-ley se dicta, con carácter general, al amparo de lo dispuesto en el 
artículo 149.1.13.ª y 14.ª de la Constitución, que atribuyen al Estado la competencia 
exclusiva sobre bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica, 
y Hacienda general y Deuda del Estado.

Además de lo señalado en el párrafo anterior:

La disposición adicional quinta se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.8 
de la Constitución, que atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre ordenación de 
los registros e instrumentos públicos.

La disposición adicional sexta y la disposición final quinta se dictan al amparo de lo 
dispuesto en el artículo 149.1.25.ª de la Constitución, que atribuye al Estado la competencia 
exclusiva sobre bases del régimen minero y energético, respectivamente.

Las disposiciones adicionales séptima, octava y undécima, así como las disposiciones 
finales novena y décima se dictan al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.17.ª de la 
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Constitución, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de legislación 
básica y régimen económico de la Seguridad Social, sin perjuicio de la ejecución de sus 
servicios por las comunidades autónomas.

La disposición adicional novena se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.6.ª 
de la Constitución, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de legislación 
mercantil.

La disposición adicional décima se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.23.ª 
de la Constitución, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de legislación 
básica sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de las facultades de las comunidades 
autónomas de establecer normas adicionales de protección, y, además, los apartados 1 y 2 se 
dictan también al amparo de lo previsto en el artículo 149.1.25.ª de la Constitución, de bases 
del régimen minero y energético.

La disposición final sexta se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.18.ª 
de la Constitución, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de 
procedimiento administrativo común, sin perjuicio de la especialidades derivadas de la 
organización propia de las comunidades autónomas.

La disposición final octava se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.23.ª 
que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de legislación básica sobre 
protección del medio ambiente, sin perjuicio de las facultades de las comunidades 
autónomas de establecer normas adicionales de protección.

Disposición final décima tercera. Incorporación de normas del Derecho de la Unión 
Europea.

Mediante este real decreto-ley se completa la incorporación al ordenamiento jurídico 
español de la Directiva 2019/692 del Parlamento Europeo y del Consejo de 17 de abril 
de 2019, por la que se modifica la Directiva 2009/73/CE sobre normas comunes para el 
mercado interior de gas natural.

Disposición final décima cuarta. Entrada en vigor.

El presente real decreto-ley entrará en vigor el día de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado», sin perjuicio de lo establecido en su disposición adicional cuarta.

Dado en Madrid, el 4 de agosto de 2020.

FELIPE R.

El Presidente del Gobierno,
PEDRO SÁNCHEZ PÉREZ-CASTEJÓN
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ANEXO

Relación de bienes a los que se refiere la disposición adicional cuarta

Nombre del producto Descripción del bien/producto Código NC

1 Dispositivos médicos.

Respiradores para cuidados intensivos y subintensivos. ex 9019 20 00

Ventiladores (aparatos para la respiración artificial)
Divisores de flujo.

ex 9019 20 00
ex 9019 20

Otros aparatos de oxigenoterapia, incluidas las tiendas de 
oxígeno. ex 9019 20 00

Oxigenación por membrana extracorpórea. ex 9019 20 00

2 Monitores. Monitores multiparámetro, incluyendo versiones portátiles.

ex 8528 52 91

ex 8528 52 99

ex 8528 59 00
ex 8528 52 10

3 Bombas.

– Bombas peristálticas para nutrición externa
– Bombas infusión medicamentos
– Bombas de succión.

ex 9018 90 50

ex 9018 90 84

ex 8413 81 00

Sondas de aspiración. ex 9018 90 50

4 Tubos.

Tubos endotraqueales;.
ex 9018 90 60

ex 9019 20 00

Tubos estériles.
ex 3917 21 10
a ex 3917 39

00

5 Cascos. Cascos ventilación mecánica no invasiva CPAP/NIV;. ex 9019 20 00

6 Mascarillas para ventilación no invasiva 
(NIV).

Mascarillas de rostro completo y orononasales para ventilación 
no invasiva. ex 9019 20 00

7 Sistemas/máquinas de succión.
Sistemas de succión. ex 9019 20 00

Máquinas de succión eléctrica. ex 9019 20 00
ex 8543 70 90

8 Humidificadores. Humidificadores.

ex 8415

ex 8509 80 00

ex 8479 89 97

9 Laringoscopios. Laringoscopios. ex 9018 90 20

10 Suministros médicos fungibles.

– Kits de intubación
– Tijeras laparoscópicas. ex 9018 90

Jeringas, con o sin aguja. ex 9018 31

Agujas metálicas tubulares y agujas para suturas. ex 9018 32

Agujas, catéteres, cánulas. ex 9018 39

Kits de acceso vascular. ex 9018 90 84
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Nombre del producto Descripción del bien/producto Código NC

11
Estaciones de monitorización Aparatos de 
monitorización de pacientes – Aparatos de 
electrodiagnóstico.

Estaciones centrales de monitorización para cuidados intensivos
Oxímetros de pulso.

ex 9018 90
ex 9018 19

– Dispositivos de monitorización de pacientes
– Aparatos de electrodiagnóstico.

ex 9018 19 10
ex 9018 19 90

12 Escáner de ultrasonido portátil. Escáner de ultrasonido portátil. ex 9018 12 00

13 Electrocardiógrafos. Electrocardiógrafos. ex 9018 11 00

14 Sistemas de tomografía computerizada/
escáneres. Sistemas de tomografía computerizada. ex 9022 12,

ex 9022 14 00

15 Mascarillas.

– Mascarillas faciales textiles, sin filtro reemplazable ni piezas 
mecánicas, incluidas las mascarillas quirúrgicas y las mascarillas 
faciales desechables fabricadas con material textil no tejido.
– Mascarillas faciales FFP2 y FFP3.

ex 6307 90 10
ex 6307 90 98

Mascarillas quirúrgicas de papel.
ex 4818 90 10

ex 4818 90 90

Máscaras de gas con piezas mecánicas o filtros reemplazables 
para la protección contra agentes biológicos. También incluye 
máscaras que incorporen protección ocular o escudos faciales.

ex 9020 00 00

16 Guantes.

Guantes de plástico. ex 3926 20 00

Guantes de goma quirúrgicos. 4015 11 00

Otros guantes de goma. ex 4015 19 00

Guantes de calcetería impregnados o cubiertos de plástico o 
goma. ex 6116 10

Guantes textiles distintos a los de calcetería. ex 6216 00

17 Protecciones faciales.
– Protectores faciales desechables y reutilizables
– Protectores faciales de plástico (que cubran una superficie 
mayor que la ocular).

ex 3926 20 00
ex 3926 90 97

18 Gafas. Gafas de protección grandes y pequeñas (googles). ex 9004 90 10
ex 9004 90 90
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Nombre del producto Descripción del bien/producto Código NC

19

Monos.
Batas impermeables – diversos tipos – 
diferentes tamaños.
Prendas de protección para uso 
quirúrgico/médico de fieltro o tela sin tejer, 
incluso impregnadas, recubiertas, 
revestidas o laminadas (tejidos de las 
partidas 56.02 o 56.03).

Ropa (incluyendo guantes, mitones y manoplas) multiuso, de 
goma vulcanizada. ex 4015 90 00

Prendas de vestir. ex 3926 20 00

Ropa y accesorios. ex 4818 50 00

Prendas de vestir confeccionadas con tejido de punto de las 
partidas 5903, 5906 o 5907.

ex 6113 00 10
ex 6113 00 90

Otras prendas con tejido de calcetería. 6114

Prendas de vestir de protección para uso quirúrgico/médico 
hechas con fieltro o tela sin tejer, impregnadas o no, recubiertas, 
revestidas o laminadas (tejidos de las partidas 56.02 o 56.03). 
Incluya las prendas de materiales no tejidos («spun-bonded»).

ex 6210 10

Otras prendas de vestir de protección hechas con tejidos 
cauchutados o impregnados, recubiertos, revestidos o laminados 
(tejidos de las partidas 59.03, 59.06 o 59.07)-.

ex 6210 20

ex 6210 30

ex 6210 40

ex 6210 50

20 Cobertores de calzado/calzas. Cobertores de calzado/calzas.

ex 3926 90 97

ex 4818 90

ex 6307 90 98

21 Gorros.

Gorras de picos. ex 6505 00 30

Gorros y otras protecciones para la cabeza y redecillas de 
cualquier material. ex 6505 00 90

Los restantes gorros y protecciones para la cabeza, forrados/
ajustados o no. ex 6506

22 Termómetros.

Termómetros de líquido para lectura directa
Incluye los termómetros clínicos estándar de «mercurio en 
vidrio».

ex 9025 11 20

ex 9025 11 80

Termómetros digitales, o termómetros infrarrojos para medición 
sobre la frente. ex 9025 19 00

23 Jabón para el lavado de manos.

Jabón y productos orgánicos tensioactivos y preparados para el 
lavado de manos (jabón de tocador).

ex 3401 11 00

ex 3401 19 00

Jabón y productos orgánicos tensioactivos
Jabón en otras formas.

ex 3401 20 10

ex 3401 20 90

Agentes orgánicos tensioactivos (distintos del jabón) – 
Catiónicos. ex 3402 12

Productos y preparaciones orgánicos tensioactivos para el 
lavado de la piel, en forma de líquido o crema y preparados para 
la venta al por menor, que contengan jabón o no.

ex 3401 30 00

24 Dispensadores de desinfectante para 
manos instalables en pared.

Dispensadores de desinfectante para manos instalables en 
pared. ex 8479 89 97
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Nombre del producto Descripción del bien/producto Código NC

25 Solución hidroalcohólica en litros.

2207 10: sin desnaturalizar, con Vol. alcohol etílico del 80% o 
más. ex 2207 10 00

2207 20: desnaturalizado, de cualquier concentración. ex 2207 20 00

2208 90: sin desnaturalizar, con Vol. Inferior al 80% de alcohol 
etílico.

ex 2208 90 91

ex 2208 90 99

26

Peróxido de hidrógeno al 3% en litros.
Peróxido de hidrógeno incorporado a 
preparados desinfectantes para la 
limpieza de superficies.

Peróxido de hidrógeno, solidificado o no con urea.
ex 2847 00 00

Peróxido de hidrógeno a granel.

Desinfectante para manos.
ex 3808 94

Otros preparados desinfectantes.

27 Transportines de emergencia.
Transporte para personas con discapacidad (sillas de ruedas). ex 8713

Camillas y carritos para el traslado de pacientes dentro de los 
hospitales o clínicas. ex 9402 90 00

28 Extractores ARN. Extractores ARN. 9027 80

29
Kits de pruebas para el COVID-19 / 
Instrumental y aparatos utilizados en las 
pruebas diagnósticas.

– Kits de prueba diagnóstica del Coronavirus
– Reactivos de diagnóstico basados en reacciones 
inmunológicas
– Equipo de hisopos y medio de transporte viral.

ex 3002 13 00
ex 3002 14 00
ex 3002 15 00
ex 3002 90 90

ex 3821 00

Reactivos de diagnóstico basados en la reacción en cadena de 
la polimerasa (PCR) prueba del ácido nucleico. ex 3822 00 00

Instrumental utilizado en los laboratorios clínicos para el 
diagnóstico in vitro. ex 9027 80 80

Kits para muestras. ex 9018 90
ex 9027 80

30 Hisopos. Guata, gasa, vendas, bastoncillos de algodón y artículos 
similares.

ex 3005 90 10

ex 3005 90 99

31 Material para la instalación de hospitales 
de campaña.

Camas hospitalarias. ex 9402 90 00

Carpas/tiendas de campaña. ex 6306 22 00,
ex 6306 29 00

Carpas/tiendas de campaña de plástico. ex 3926 90 97

32 Medicinas.

– Peróxido de hidrógeno con presentación de medicamento
Paracetamol
– Hidroxicloroquina/cloroquina
– Lopinavir/Ritonavir – Remdesivir
– Tocilizumab
– Ruxolitinib.

ex 3003 90 00
ex 3004 90 00
ex 2924 29 70
ex 2933 49 90
ex 3003 60 00
ex 3004 60 00
ex 2933 59 95
ex 2934 10 00
ex 2934 99 90
ex 3002 13 00
ex 3002 14 00
ex 3002 15 00
ex 2933 59 95

33 Esterilizadores médicos, quirúrgicos o de 
laboratorio. Esterilizadores médicos, quirúrgicos o de laboratorio. ex 8419 20 00

ex 8419 90 15
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Nombre del producto Descripción del bien/producto Código NC

34 1- propanol (alcohol propílico) y 2 – 
propanol (alcohol isopropílico).

1- propanol (alcohol propílico) y 2 – propanol (alcohol 
isopropílico). ex 2905 12 00

35

Éteres, éteres-alcoholes, éteres fenoles, 
éteres-alcohol-fenoles, peróxidos de 
alcohol, otros peróxidos, peróxidos de 
cetona.

Éteres, éteres-alcoholes, éteres fenoles, éteres-alcohol-fenoles, 
peróxidos de alcohol, otros peróxidos, peróxidos de cetona. ex 2909

36 Ácido fórmico. Ácido fórmico (y sales derivadas). ex 2915 11 00
ex 2915 12 00

37 Ácido salicílico. Ácido salicílico y sales derivadas. ex 2918 21 00

38
Paños de un solo uso hechos de tejidos 
de la partida 5603, del tipo utilizado 
durante los procedimientos quirúrgicos.

Paños de un solo uso hechos de tejidos de la partida 5603, del 
tipo utilizado durante los procedimientos quirúrgicos. 6307 90 92

39 Telas no tejidas, estén o no impregnadas, 
recubiertas, revestidas o laminadas.

Telas no tejidas, estén o no impregnadas, recubiertas, revestidas 
o laminadas.

ex 5603 11 10
a

ex 5603 94 90

40
Artículos de uso quirúrgico, médico o 
higiénico, no destinados a la venta al por 
menor.

Cobertores de cama de papel. ex 4818 90

41 Cristalería de laboratorio, higiénica o 
farmacéutica.

Cristalería de laboratorio, higiénica o farmacéutica, tanto si están 
calibrados o graduados o no.

ex 7017 10 00

ex 7017 20 00

ex 7017 90 00

42 Fluxímetro, flujómetro de tubo Thorpe 
para suministrar oxígeno 0-15 L/min.

El flujómetro de tubo Thorpe está compuesto de puertos de 
entrada y salida, un regulador, una válvula y un tubo de medición 
cónico transparente. Sirve para conectarlo con varias fuentes de 
gases médicos, como un sistema centralizado, cilindros 
(bombonas), concentradores o compresores. Versiones de 
fluxímetro (flujómetro) ordinario (absoluto, no compensado) y de 
presión compensada, adecuadas para rangos de flujo 
específicos.

ex 9026 80 20
ex 9026 80 80
ex 9026 10 21
ex 9026 10 81

43 Detector de CO2 colorimétrico de 
espiración.

Tamaño compatible con el tubo endotraqueal de niños y adulto. 
De un solo uso. ex 9027 80

44 Película o placas de rayos X.
Plana sensibilizada y sin impresionar. ex 3701 10 00

En rollos
Sensibilizada y sin impresionar. ex 3702 10 00

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
02

0-
91

31
Ve

rif
ic

ab
le

 e
n 

ht
tp

s:
//w

w
w

.b
oe

.e
s

https://www.boe.es BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO D. L.: M-1/1958 - ISSN: 0212-033X

49



BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 209 Lunes 3 de agosto de 2020 Sec. I.   Pág. 62886

I. DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DE AGRICULTURA, PESCA Y ALIMENTACIÓN
9021 Real Decreto 703/2020, de 28 de julio, por el que se aprueban las bases 

reguladoras de las ayudas a la paralización temporal de la actividad pesquera 
para poder hacer frente al impacto económico y social derivado de la 
pandemia de COVID-19, se convocan dichas ayudas para el primer tramo del 
ejercicio 2020 y se modifican distintos reales decretos relativos a la regulación 
de las organizaciones profesionales en el sector de la pesca y la acuicultura y 
para el ejercicio de la pesca recreativa.

El pasado 11 de marzo de 2020, la Organización Mundial de la Salud declaró pandemia 
internacional la situación de emergencia de salud pública provocada por el COVID-19. La 
rápida propagación, tanto nacional como internacional, ha motivado la necesidad de 
adoptar medidas urgentes y contundentes con el objetivo de amortiguar el impacto de esta 
crisis sanitaria sin precedentes.

El Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma 
para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, permitió la 
continuidad de las actividades pesqueras como parte de la cadena de suministro 
alimentario, pero, a su vez, estableció el cierre provisional de una gran parte de los 
principales compradores de productos pesqueros como son la hostelería y restauración 
(canal HORECA), lo que ha provocado una drástica reducción de la actividad habitual de 
los buques españoles, así como de los establecimientos dedicados a la actividad de la 
acuicultura. Por otro lado, se constata una pérdida de liquidez en las empresas pesqueras 
que pone en riesgo su continuidad y viabilidad.

Asimismo, y como consecuencia de la declaración de esta pandemia, la Unión Europea 
ha aprobado un conjunto de medidas a través del Reglamento (UE) n.º 2020/460 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de marzo de 2020, por el que se modifican los 
Reglamentos (UE) n.º 1301/2013, (UE) n.º 1303/2013 y (UE) n.º 508/2014, en lo relativo a 
medidas específicas para movilizar inversiones en los sistemas de atención sanitaria de los 
Estados miembros y en otros sectores de sus economías, en respuesta al brote de COVID-19 
(Iniciativa de inversión en respuesta al coronavirus) y por el Reglamento (UE) 2020/560 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de abril de 2020, por el que se modifican los 
Reglamentos (UE) n.º 508/2014 y (UE) n.º 1379/2013, en relación con medidas específicas 
para atenuar el impacto del brote de COVID-19 en el sector de la pesca y la acuicultura.

El apoyo urgente de las administraciones públicas al sector pesquero derivado de los 
efectos del COVID-19, hace necesario adaptar sin demora la regulación nacional a la 
antedicha modificación del Reglamento (UE) n.º 508/2014 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 15 de mayo de 2014, relativo al Fondo Europeo Marítimo y de Pesca (FEMP), 
con el fin de dar una respuesta adecuada y rápida a esta situación. Estas ayudas vienen a 
complementar las ayudas que se han publicado durante abril de 2020, mediante los Reales 
Decretos-leyes 7/2020, de 12 de marzo, 8/2020, de 17 de marzo, y 11/2020, de 31 de 
marzo, estableciendo un nuevo marco normativo en materia de gestión de las ayudas, 
adaptándolo a las circunstancias del sector pesquero y a la distribución competencial 
existente en España.

Este real decreto establece una línea de ayuda destinada a la financiación de las 
paralizaciones extraordinarias que ha llevado a cabo la flota pesquera, derivada de la 
pandemia, siendo cofinanciada por el FEMP conforme a lo previsto en la nueva redacción 
dada a su artículo 33 «Paralización temporal de actividades pesqueras», cuyos 
destinatarios son armadores y pescadores conforme a lo dispuesto en este real decreto.

En concreto, se establece la posibilidad de obtener ayudas en el caso de los armadores 
y los pescadores que no se encuentren incluidos en ningún procedimiento de suspensión 
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de los contratos o reducción de jornada regulados en el artículo 47 del texto refundido de 
la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2015, 
de 23 de octubre. Estas ayudas se gestionarán por la Secretaría General de Pesca de este 
Ministerio, a través de la Subdirección General de Acuicultura, Comercialización Pesquera 
y Acciones Estructurales. La ayuda correspondiente al armador y pescadores, se otorgará 
al armador, que, a su vez, deberá repartirla entre cada uno de los pescadores enrolados.

Asimismo, con el objeto de hacer llegar de manera urgente liquidez a los distintos 
operadores afectados, también se establecen las convocatorias de esta línea de ayudas 
de armadores y pescadores en unidad de acto con este real decreto, de modo que se 
acorten los plazos al máximo para asegurar la plena eficacia y efectividad de la medida 
dada la urgencia en su tramitación.

Considerando que los potenciales beneficiarios presentan unas características 
derivadas de su dedicación profesional que permiten el empleo de esa habilitación, 
teniendo en cuenta, además, que por la normativa de control la mayoría de los buques han 
de emplear medios electrónicos para cumplir con sus obligaciones de información y 
cuentan con equipación habitual que permite las relaciones electrónicas, se establece la 
obligatoriedad de que la tramitación de estas ayudas se lleve a cabo por medios 
electrónicos de conformidad con el artículo 14.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

Asimismo, en la disposición final segunda se considera necesario modificar el Real 
Decreto 1173/2015, de 29 de diciembre, en lo referente al título competencial, introduciendo 
la regla 13.ª del artículo 149.1 de la Constitución Española para los casos en que deban 
arbitrarse mecanismos de paradas temporales y definitivas. La norma proyectada si bien 
resulta de aplicación autónoma e independiente respecto de la otra, no puede negarse que 
la antecede y es modelo de referencia jurídica para su aplicación. Por ello, resulta 
necesario homogeneizar y dar coherencia interna del tratamiento competencial de las 
ayudas en el sentido indicado.

La disposición adicional segunda y las disposiciones finales tercera y cuarta, por su 
parte, modifican el marco regulador de las ayudas a las organizaciones de productores, 
como mejora técnica derivada de la modificación del Fondo Europeo Marítimo y de Pesca, 
disponiendo la reactivación de la medida de almacenamiento –que había cesado en 2018– 
y estableciendo en su lugar, con el fin de asegurar la plena seguridad jurídica y sin perjuicio 
de la eficacia directa de los reglamentos europeos (por todas, Sentencia del TJUE van 
Gend and Loos) la actualización de los reales decretos que regulan los planes de 
producción y comercialización de las organizaciones de productores de la pesca y de la 
acuicultura.

Así, se procede, por un lado, a la modificación del Real Decreto 277/2016, de 24 de 
junio, por el que se regulan las organizaciones profesionales en el sector de los productos 
de la pesca y de la acuicultura, actualizando los nuevos elementos introducidos por la 
modificación de dicho Fondo. Por otro lado, se actualiza el Real Decreto 956/2017, de 3 
de noviembre, por el que se establece el marco regulador de ayudas a las organizaciones 
profesionales del sector de la pesca y de la acuicultura, de manera que se ajuste a los 
nuevos porcentajes y requerimientos de la modificación del citado Reglamento 
(UE) n.º 508/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de mayo de 2014.

Por último, la disposición final primera modifica el Real Decreto 347/2011, de 11 de 
marzo, por el que se regula la pesca marítima de recreo en aguas exteriores con el fin de 
incluir nuevas provisiones referentes a las tallas mínimas de referencia para la 
conservación, para la pesca recreativa que se han negociado en el marco de los grupos 
regionales en base al Reglamento (UE) 2019/1241 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 20 de junio de 2019, sobre la conservación de los recursos pesqueros y la protección 
de los ecosistemas marinos con medidas técnicas, y por el que se modifican los 
Reglamentos (CE) n.º 1967/2006 y (CE) n.º 1224/2009 del Consejo y los Reglamentos 
(UE) n.º 1380/2013, (UE) 2016/1139, (UE) 2018/973, (UE) 2019/472 y (UE) 2019/1022 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, y por el que se derogan los Reglamentos 
(CE) n.º 894/97, (CE) n.º 850/98, (CE) n.º 2549/2000, (CE) n.º 254/2002, (CE) n.º 812/2004 

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
02

0-
90

21
Ve

rif
ic

ab
le

 e
n 

ht
tp

s:
//w

w
w

.b
oe

.e
s

51



BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 209 Lunes 3 de agosto de 2020 Sec. I.   Pág. 62888

y (CE) n.º 2187/2005 del Consejo. El citado reglamento insta a avanzar por regionalización 
en la aplicación de las normas que regulan la actividad profesional a la actividad recreativa 
como así se está haciendo en el marco de la regionalización europea.

Con el objeto de asegurar que la medida responde de forma eficaz a las especiales 
circunstancias que pretende paliar, y considerando que dicha eficacia únicamente es 
posible si la medida se pone en marcha con carácter urgente, se establece la gestión 
centralizada de las ayudas y se acompaña de las correspondientes convocatorias.

Este real decreto se dicta al amparo de la competencia estatal en materia de bases y 
coordinación de la planificación general de la actividad económica, prevista en el 
artículo 149.1.13.ª de la Constitución Española, de la competencia exclusiva en materia de 
pesca marítima y ordenación del sector pesquero, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 149.1.19.ª de la Constitución.

La gestión centralizada se perfila como la única forma de gestión que garantiza 
idénticas posibilidades de obtención y disfrute por parte de sus potenciales destinatarios 
en todo el territorio nacional, mediante el establecimiento de unos criterios uniformes para 
el acceso a las ayudas, fundamentales en este supuesto en el que las ayudas no se 
encuentran compartimentadas, sino que se extienden al conjunto de España, con una flota 
que faena en el mar territorial, el cual no está compartimentado en función de los territorios 
regionales. Procede destacar en este sentido que el tipo de necesidades que generan las 
situaciones que se pretenden afrontar con esta medida responden a un patrón común en 
todas las zonas y tipo de buques y actividades afectadas, independientemente de la 
comunidad autónoma donde se ubique el respectivo puerto base, que por lo demás no 
impiden ni salir a faenar ni descargar en cualquier otro, o el cambio definitivo del mismo, lo 
que refuerza la necesidad de esta gestión centralizada.

La flota española se caracteriza por su amplitud y la variedad de orientaciones 
extractivas, desde buques de gran porte dedicados a amplias mareas hasta pequeñas 
embarcaciones artesanales de bajura. Asimismo, en varios casos las embarcaciones se 
encuentran en manos de un mismo propietario o armador, sin perjuicio de que sus artes, 
caladero, puerto habitual, puerto base o lugar preferente de primera venta sea diverso y 
cambiante a lo largo del año. A unas necesidades tan específicas la administración debe 
responder de forma que los plazos y criterios sean idénticos en todo el territorio nacional, 
lo cual únicamente se garantiza con una gestión centralizada. La gestión centralizada 
también contribuye a garantizar que no se sobrepasan los importes máximos de ayudas 
establecidos por la normativa europea, a los que están sujetas las subvenciones 
establecidas en el presente real decreto.

Así, con palabras de la Sentencia del Tribunal Constitucional 45/2001, de 15 de 
febrero, «el artículo 149.1.13.ª CE puede amparar tanto normas estatales que fijen las 
líneas directrices y los criterios globales de ordenación de sectores económicos concretos, 
como previsiones de acciones o medidas singulares indispensables para alcanzar los fines 
propuestos en dicha ordenación (STC 155/1996, de 9 de octubre, FJ 4 y jurisprudencia en 
ella citada)». En definitiva, el Estado tiene reservada, por el mencionado artículo 149.1.13.ª, 
una competencia de dirección en la que tienen cobijo normas básicas y, asimismo, 
previsiones de acciones o medidas singulares que sean necesarias para alcanzar los fines 
propuestos dentro de la ordenación del sector (STC 117/1992, de 16 de septiembre). Ello 
se debe a su carácter transversal ya que aun existiendo una competencia sobre un 
subsector económico que una comunidad autónoma ha asumido como «exclusiva» en su 
Estatuto, esta atribución competencial no excluye la competencia estatal para establecer 
las bases y la coordinación de ese subsector, y que el ejercicio autonómico de esta 
competencia exclusiva puede estar condicionado por medidas estatales, que en ejercicio 
de una competencia propia y diferenciada pueden desplegarse autónomamente sobre 
diversos campos o materias, siempre que el fin perseguido responda efectivamente a un 
objetivo de planificación económica» (Sentencia del Tribunal Constitucional 74/2014, de 8 
de mayo). Igualmente, la STC 11/2015, FJ 4, por remisión a la STC 79/1992, de 28 de 
mayo, FJ 2, ha recordado que «el sector de la agricultura y la ganadería es de aquellos 
que por su importancia toleran la fijación de líneas directrices y criterios globales de 
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ordenación así como previsiones de acciones o medidas singulares que sean necesarias 
para alcanzar los fines propuestos dentro de la ordenación de cada sector, destacando 
que “… en materia de agricultura y ganadería, siendo la competencia específica de las 
comunidades autónomas... el Estado puede intervenir en virtud de sus competencias 
generales sobre la ordenación general de la economía”».

El artículo 149.1.13.ª CE puede en determinados casos justificar la reserva de funciones 
ejecutivas al Estado y también permitir el uso de la supraterritorialidad como título atributivo 
de competencias al Estado, pero para que dicho supuesto pueda ser considerado conforme 
al orden competencial han de cumplirse dos condiciones: que resulte preciso que la 
actuación de que se trate quede reservada al Estado para garantizar así el cumplimento de 
la finalidad de ordenación económica que se persigue, la cual no podría conseguirse sin 
dicha reserva, y, por otro lado, que el uso del criterio supraterritorial resulte justificado en los 
términos de nuestra doctrina, esto es, atendiendo tanto a las razones aportadas como a la 
congruencia de la reserva de la función con el régimen de la norma.

Otro tanto se puede decir en relación con la competencia del Estado en la materia de 
ordenación pesquera de la regla 19.ª, el Tribunal Constitucional ha dictado, entre otras, las 
Sentencias 56/1989 y 147/1991, señalando que el concepto de ordenación del sector 
pesquero incluye a «(…) quienes pueden ejercer la actividad pesquera, ya sea la 
directamente extractiva o alguna otra relacionada con ella, las condiciones que deben 
reunir tales sujetos integrantes del sector y su forma de organización.» Y que, en este 
ámbito, el Estado tiene la competencia para dictar la legislación básica correspondiendo a 
las comunidades autónomas el desarrollo legislativo y la ejecución de las normas.

El Estado dicta estas bases desde una perspectiva nacional y articulada que, de otro 
modo, no aseguraría la igualdad en la percepción por parte de los posibles destinatarios 
de estas ayudas. Así, no solamente se atiende al número de comunidades autónomas en 
que se desarrollen las actividades de atención a los posibles puertos base que se hayan 
empleado en el tiempo que se toma como elemento de cómputo para su cálculo, sino que 
se cumple con esta norma con el mandato constitucional de eficacia. Se trata asimismo de 
un mecanismo de igualación frente a las diferentes perspectivas de afección por la 
epidemia, en cumplimiento de los principios constitucionales de igualdad formal y material 
y de las competencias exclusivas del Estado que el Ministerio de Agricultura, Pesca y 
Alimentación ejerce en esta materia. Por otro lado, estas subvenciones no impiden a las 
comunidades autónomas aprobar sus correspondientes bases reguladoras.

De acuerdo con la doctrina del Alto Tribunal, la necesidad de la gestión de estas 
ayudas a través del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación se fundamenta en la 
estructura y naturaleza de las ayudas, asegurando además una visión de conjunto que 
solamente el ente supraordenado puede ofrecer, al requerir un grado de homogeneidad en 
su tratamiento que exclusivamente puede garantizarse mediante su gestión por un único 
titular, que forzosamente tiene que ser el Estado, a través de la Administración General del 
Estado. De esta forma se ofrecen idénticas posibilidades de obtención y disfrute por parte 
de los potenciales destinatarios que radican en distintas comunidades autónomas desde 
la superpuesta aplicación potencial de criterios como el puerto base, la sede social del 
armador o propietario o el domicilio de los pescadores pero que se integran en un único 
sistema de protección excepcional de ámbito supraterritorial, aspecto que no se 
conseguiría desde una gestión autonómica.

Pero además de estas consideraciones, deben tenerse en cuenta la concurrencia 
indiferenciada en el ámbito de este real decreto de competencias exclusivas, que 
fundamentan la aprobación de las bases y su gestión centralizada por parte del Estado de 
modo conjunto con los títulos anteriores. En efecto, la íntima conexión de estas ayudas 
con la pesca extractiva queda reflejada en la propia definición que el Tribunal Constitucional 
realiza de esta actividad. Así, la doctrina del Tribunal Constitucional (esencialmente, las 
SSTC 56/1989, 9/2001, 38/2002 y 166/2013) parte del principio, resumido en el FJ 6 de la 
última de ellas, que establece que «por pesca marítima hay que entender la regulación de 
la actividad extractiva. De manera más detallada, la pesca marítima incluye la normativa 
referente a los recursos y las zonas donde puede pescarse (fondos, caladeros, distancias, 
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cupos), a los períodos en que puede pescarse (vedas, horas) y a la forma y medios de 
realización de la actividad extractiva en el mar (artes, medios de pesca). Del mismo modo, 
como presupuesto de la señalada actividad extractiva, la pesca marítima incluye también 
el régimen de protección, conservación y mejora de los recursos pesqueros. Ahora bien, la 
materia “pesca marítima” es competencia exclusiva del Estado (art. 149.1.19.ª CE) cuando 
su regulación se proyecta sobre el mar territorial, la zona económica y las aguas 
internacionales. Por el contrario, en el caso de que la disciplina de dichas cuestiones se 
ciña a las aguas interiores de una Comunidad Autónoma, esta resultará competente para 
establecerla (así en STC 9/2001, de 18 de enero, FJ 6)».

Por lo tanto, la concurrencia sobre un mismo objeto de títulos competenciales 
exclusivos del Estado en materia de pesca marítima, por un lado, y de títulos básicos en 
materia de ordenación pesquera y bases y coordinación general de la actividad económica, 
concurriendo en este caso los requisitos fijados por el Tribunal Constitucional para optar 
por la centralización, por otro lado, justifican la opción normativa de unificar bases y 
convocatoria al amparo de lo determinado por el artículo 23 de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, y también de concentrar su normación y gestión en sede estatal.

Por otro lado, la doctrina del Tribunal Constitucional exige el establecimiento de las 
bases reguladoras de subvenciones por real decreto en los casos en que se invoque, 
como aquí ocurre –aunque de modo conjunto con competencias exclusivas–, una 
competencia básica (STC 175/2003, de 30 de septiembre, o STC 156/2011, de 18 de 
octubre). Así, la STC 156/2011, de 20 de octubre, afirma que «este Tribunal ha insistido en 
que la regulación de subvenciones mediante orden ministerial, por su rango normativo, no 
se aviene con las exigencias formales de la normativa básica» (SSTC 242/1999, de 21 de 
diciembre, FJ 9; 98/2001, de 5 de abril, FJ 7; 188/2001» y prosigue: «Este criterio respecto 
a la cobertura formal de la normativa básica ha de ser exigido, incluso con mayor rigor, en 
los supuestos de subvenciones estatales centralizadas en los ámbitos materiales en los 
que la Constitución reserva al Estado la normativa básica, toda vez que esa gestión 
centralizada se erige en excepción que limita el ejercicio ordinario por las Comunidades 
Autónomas de sus competencias». 

En la elaboración de este real decreto se ha consultado a las comunidades autónomas 
y al sector pesquero afectado y han emitido informe sobre el mismo la Abogacía del Estado 
y la Intervención Delegada en el Departamento, de acuerdo con lo dispuesto por el 
artículo 17.1 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre.

Asimismo, en cumplimiento de lo previsto en el artículo 26.6 de la Ley 50/1997, de 27 
de noviembre, del Gobierno, este proyecto se ha sometido al procedimiento de audiencia 
e información públicas.

Esta norma se adecua a los principios de buena regulación a que se refiere el 
artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas. En este sentido, se garantizan los principios de 
necesidad y eficacia puesto que la norma resulta el instrumento más indicado para los 
intereses que se persiguen, siendo el principal, dar respuesta a las necesidades sociales 
y económicas extraordinarias del sector pesquero afectado por el impacto sobrevenido del 
COVID-19; el principio de proporcionalidad ya que contiene la regulación imprescindible 
para atender las necesidades que se pretenden cubrir; y el principio de seguridad jurídica 
ya que es coherente con el resto del ordenamiento jurídico nacional y de la Unión Europea, 
asegurando su correcta incardinación y cohonestación con el resto de la regulación 
existente en la materia. Por lo demás, la norma es coherente con los principios de 
eficiencia, en tanto que la norma asegura la máxima eficacia de sus postulados para 
garantizar que las ayudas llegan de una manera ágil a todos los beneficiarios, incorporando 
en su seno la propia convocatoria, y de transparencia al haberse garantizado una amplia 
participación en su elaboración.

Así, el apoyo al sector derivado de la modificación y aplicación de lo dispuesto en el 
Reglamento (UE) n.º 508/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de mayo 
de 2014, supone garantizar la continuidad de las actividades pesqueras, racionalizando el 
procedimiento para el acceso a las ayudas para armadores y pescadores.
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En su virtud, a propuesta del Ministro de Agricultura, Pesca y Alimentación, con la 
aprobación previa de la Ministra de Política Territorial y Función Pública, de acuerdo con el 
Consejo de Estado, y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 28 
de julio de 2020,

DISPONGO:

Artículo 1. Objeto.

1. Este real decreto tiene como objeto determinar el marco regulador para la gestión 
de las ayudas extraordinarias al sector pesquero por paralización temporal según el 
artículo 33.1.d) del Reglamento (UE) n.º 508/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 15 de mayo de 2014, relativo al Fondo Europeo Marítimo y de Pesca, en la redacción 
dada por el Reglamento (UE) 2020/560 del Parlamento Europeo y del Consejo de 23 de 
abril de 2020, por el que se modifican los Reglamentos (UE) n.º 508/2014 y (UE) n.º 1379/2013, 
al efecto de minimizar el impacto sobrevenido en dicho sector por la declaración de 
pandemia causada por el COVID-19 y sus consecuencias sanitarias, de seguridad, 
económicas y sociales, permitiendo así el mantenimiento de las actividades pesqueras.

2. En consecuencia, se establece una línea de ayudas a la paralización temporal de 
la actividad pesquera de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 33.1.d) del Reglamento 
(UE) n.º 508/2014, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de mayo de 2014, en 
relación con medidas específicas adoptadas para atenuar el impacto social y económico 
derivado en el sector de la pesca y la acuicultura por el brote de COVID-19, cuando dicha 
paralización temporal tenga lugar entre el 16 de marzo y el 31 de diciembre de 2020.

Estas ayudas se concederán en régimen de concurrencia competitiva de acuerdo con 
los principios de publicidad, transparencia, objetividad, igualdad y no discriminación y 
eficacia y eficiencia establecidos en el artículo 8.3 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones.

3. No será de aplicación la duración máxima de seis meses de ayuda al supuesto del 
apartado anterior, según lo dispuesto en el artículo 33.2 del Reglamento (UE) n.º 508/2014, 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de mayo de 2014

4. Asimismo, al amparo de la facultad que otorga el artículo 23.2 a) de la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre, General de Subvenciones, se aprueba conjuntamente la convocatoria 
dirigida a todos los armadores y para los pescadores cuando no se haya tramitado un 
procedimiento de suspensión de los contratos o reducción de jornada, regulados en el 
artículo 47 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, para la concesión 
de dichas ayudas para el primer tramo del periodo de referencia, relativo a las paralizaciones 
temporales que hayan tenido lugar entre el 16 de marzo y el 15 de julio de 2020.

Artículo 2. Beneficiarios de las ayudas.

1. Podrán ser beneficiarios de estas ayudas:

a) Los armadores de buques pesqueros de la lista tercera del Registro de Buques y 
Empresas Navieras que estén dados de alta en el Registro General de la Flota Pesquera y 
en posesión de la licencia de pesca en vigor al inicio del periodo de referencia (16 de 
marzo) y que hayan llevado a cabo una actividad pesquera de al menos ciento veinte días 
en el mar, durante los dos años civiles anteriores a la fecha de presentación de la solicitud 
de ayuda.

Cuando un buque pesquero lleve inscrito en el Registro General de la Flota Pesquera 
menos de dos años en la fecha de presentación de la solicitud, se calcularán los días 
mínimos de actividad pesquera requeridos para dicho buque como la proporción 
de ciento veinte días en los dos últimos años computados desde la fecha de presentación de 
la solicitud, de modo que la actividad exigida de días en el mar para el cumplimiento de este 
requisito se calculará dividiendo entre 6 los días de alta en el Registro General de la Flota 
Pesquera hasta el día anterior al inicio del período de solicitud previsto en la correspondiente 
convocatoria. cv

e:
 B

O
E

-A
-2

02
0-

90
21

Ve
rif

ic
ab

le
 e

n 
ht

tp
s:

//w
w

w
.b

oe
.e

s

55



BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 209 Lunes 3 de agosto de 2020 Sec. I.   Pág. 62892

b) Los pescadores que hayan trabajado a bordo de un buque pesquero español 
afectado por la paralización temporal al menos ciento veinte días, durante los dos años 
civiles anteriores a la fecha de presentación de la solicitud.

Cuando un pescador lleve trabajando a bordo de un buque pesquero español afectado 
por la paralización, durante menos de dos años en la fecha de presentación de la solicitud, 
se calcularán los días mínimos de trabajo requeridos para dicho pescador como la 
proporción de ciento veinte días en los dos últimos años naturales, de modo que los días de 
trabajo exigidos para el cumplimento de este requisito serán los días resultantes de dividir 
entre 6 los días en que haya estado en alta en la Seguridad Social en dicho buque hasta el 
día anterior al inicio del período de solicitud previsto en la correspondiente convocatoria.

2. Los pescadores que tengan la condición de beneficiarios presentarán sus 
solicitudes y percibirán su importe a través de los armadores de los buques en que estén 
enrolados, mediante la autorización recogida en el apéndice II de la solicitud.

Artículo 3. Requisitos para la obtención de las ayudas.

Para la obtención de esta ayuda, deberán cumplirse los siguientes requisitos:

1. Requisitos relativos a la paralización de la actividad pesquera: para la obtención 
de la ayuda por los beneficiarios, se establecen los siguientes requisitos, en función del 
periodo de referencia en el que se realicen dichas paradas:

a) Durante el periodo comprendido entre el 16 de marzo y el 31 de mayo de 2020.

1.º La flota que no pertenezca a los censos establecidos en el epígrafe 2.º de este 
apartado deberá contar con al menos cuatro días de paralización extraordinaria, no siendo 
necesario que dichos cuatro días sean consecutivos.

Se entenderán como días de paralización extraordinaria a efectos del cálculo de la 
ayuda, los días de parada realizados en el periodo comprendido entre el 16 de marzo y 
el 31 de mayo, que excedan del número de días de parada para el mismo periodo en el 
año de referencia correspondiente. Se tomará como año de referencia el año con mayor 
actividad de entre los tres años anteriores (2017, 2018 y 2019) en el periodo 16 de marzo 
al 31 de mayo. Los días subvencionables serán los días extraordinarios de parada.

En el caso de buques dados de alta a partir del 1 de junio de 2019 y que, por tanto, no 
cuenten con actividad durante el periodo de referencia completo en ninguno de 3 años 
mencionados, se le asignará como actividad, la actividad media correspondiente al censo 
por modalidad y categoría por clase de tonelaje al que pertenece dicho buque de acuerdo 
con la clasificación establecida en el anexo III.

2.º La flota que pertenezca a alguno de los siguientes censos: arrastreros 
congeladores en aguas internacionales y terceros países, arrastreros congeladores de 
NAFO, atuneros cerqueros congeladores en los océanos Atlántico, Índico y Pacífico, 
atuneros cerqueros congeladores en océano Índico y Pacífico, bacaladeros, palangre de 
fondo en aguas internacionales y terceros países, palangre de superficie en aguas 
internacionales, palangre de superficie en los océanos Pacífico e Índico, deberá cumplir 
los siguientes requisitos:

i. En el periodo entre el 1 de enero y el 15 de marzo de 2020, haber realizado una 
actividad mínima de veinte días.

ii. En el periodo entre el 16 de marzo y el 31 de mayo de 2020, haber realizado 
parada de al menos diez días consecutivos.

Los días subvencionables serán como máximo los días de parada extraordinaria 
calculados para cada buque del mismo modo que en el epígrafe 1.º

b) Durante el periodo comprendido entre el 1 de junio y el 31 diciembre de 2020.

1.º La flota que no pertenezca a los censos establecidos en el epígrafe 2.º de este 
apartado, deberá realizar la paralización en tramos de al menos cinco días consecutivos y cv
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laborables a efectos pesqueros, quedando así excluidos los días de descanso obligatorio. 
Los días subvencionables serán los tramos de cinco días consecutivos aquí establecidos.

2.º La flota que pertenezca a los censos establecidos en el epígrafe 2.º de la letra a), 
deberá cumplir los siguientes requisitos:

i. Haber realizado una actividad mínima de veinte días en el periodo comprendido 
entre el 1 de enero y el 15 de marzo de 2020.

ii. Realizar una parada mínima de treinta días consecutivos, con un máximo de 15 días 
subvencionables en el periodo comprendido entre el 1 de junio y el 31 de diciembre de 2020.

Durante los días de paralización, la inactividad pesquera debe ser total y el buque 
deberá permanecer en puerto, sin que sea necesario que ese puerto coincida con su 
puerto base. Podrán exceptuarse aquellos movimientos del barco motivados por razones 
de seguridad, que deberán ser debidamente justificados.

c) En todo caso, deberán haber realizado parada temporal por COVID, excluyéndose 
por tanto aquellas paradas ordinarias que habitualmente realiza, o aquellas otras cuya 
razón haya sido reparaciones en astilleros o semejantes.

2. Requisitos complementarios exigibles a los armadores:

a) Estar al corriente en el pago de sus obligaciones tributarias y con la Seguridad 
Social, no ser deudor por resolución de procedencia de reintegro y no haber sido 
inhabilitados por sentencia firme para obtener subvenciones.

b) Los armadores no podrán estar incursos en ninguno de los supuestos establecidos 
en el artículo 10 del Reglamento (UE) n.º 508/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 15 de mayo de 2014, y deberán manifestar, mediante declaración responsable en los 
términos establecidos en el artículo 10.5, su conocimiento de la obligación de mantener el 
cumplimiento de estos requisitos durante un plazo de cinco años siguientes al último pago 
de esta ayuda.

El incumplimiento de lo dispuesto en el párrafo anterior dará lugar al reintegro de la 
ayuda en proporción al tiempo en que hubiera tenido lugar ese incumplimiento en los 
términos previstos en el artículo 19.3.

3. Requisitos complementarios exigibles a los pescadores:

a) Estar al corriente en el pago de sus obligaciones tributarias y con la Seguridad 
Social, no ser deudor por resolución de procedencia de reintegro y no haber sido 
inhabilitados por sentencia firme para obtener subvenciones.

b) Figurar enrolados, en el momento de sobrevenir el cese temporal de las 
actividades pesqueras como consecuencia del brote de COVID-19, a bordo de alguno de 
los buques pesqueros españoles afectados. A tal efecto, deberán estar incluidos en la 
relación certificada al efecto por el armador de estar incluido en el rol de la embarcación, 
con el visto bueno de Capitanía Marítima. No obstante, si como consecuencia de la 
situación excepcional, los servicios de Capitanía Marítima no pudieran comprobar la 
vinculación de los trabajadores con el buque, se comprobará a través de la información 
existente en otros registros o bases de datos oficiales a los que a la Administración gestora 
tuviera acceso en función de sus competencias.

No obstante, también podrán percibir las ayudas los pescadores que, manteniendo 
ininterrumpida su relación laboral con la empresa, no figuren enrolados en el momento de 
la paralización a consecuencia de incapacidad temporal, permisos retribuidos, vacaciones, 
excedencia y/o expectativa de embarque, nacimiento y cuidado de menor, riesgo durante 
el embarazo y riesgo durante la lactancia natural, siempre y cuando cumplan los demás 
requisitos establecidos en el apartado anterior y quede acreditado el cese en esa situación 
a lo largo del periodo de tiempo de duración de la parada.

c) Contar con un periodo de cotización en el Régimen Especial de la Seguridad 
Social de los Trabajadores del Mar de, al menos, doce meses a lo largo de su vida laboral.
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d) Tratarse de pescadores a bordo de buques cuyos armadores no hayan tramitado 
un procedimiento de suspensión de los contratos o reducción de jornada regulado en el 
artículo 47 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores.

Artículo 4. Compromisos y obligaciones de las personas beneficiarias.

Los beneficiarios tienen los siguientes compromisos y obligaciones:

1. Proporcionar al órgano instructor del procedimiento toda la información que sea 
necesaria para poder realizar el seguimiento y la evaluación del programa operativo del 
Fondo Europeo Marítimo y de Pesca, en especial datos sobre indicadores de resultado, 
así como otros exigidos al estado miembro por la normativa comunitaria.

2. Mantener un sistema de contabilidad separado o un código contable adecuado en 
relación a todas las transacciones relacionadas con la operación financiada con cargo al 
Fondo Europeo Marítimo y de Pesca, con el fin de garantizar la pista de auditoría tal y 
como establece el artículo 125.4.b) del Reglamento (UE) n.º 1303/2013 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 17 de diciembre de 2013.

3. Aportar al órgano instructor del procedimiento, una vez concedida y pagada la 
ayuda la justificación del pago y de su contabilización.

4. Mantener los requisitos de admisibilidad después de haber presentado la solicitud 
de la ayuda durante el periodo completo de ejecución de la operación y durante un periodo 
de cinco años después de la realización del último pago de acuerdo con el artículo 10 del 
Reglamento (UE) n.º 508/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de mayo 
de 2014.

5. El propietario de un buque pesquero que se haya beneficiado de una ayuda al 
amparo del presente real decreto no podrá transferir ese buque fuera de la Unión durante 
al menos los cinco años siguientes a la fecha en que se haya hecho efectivo el pago de 
dicha ayuda al beneficiario. En caso de que un buque fuera transferido en ese lapso de 
tiempo, se recuperarán los importes indebidamente abonados por lo que respecta a la 
operación, de manera proporcional al período durante el cual no se haya cumplido el 
requisito establecido en este apartado.

6. Facilitar toda la información que les sea requerida por la Intervención General del 
Estado, el Tribunal de Cuentas u otros órganos competentes en el marco del control de las 
operaciones establecidos en el Reglamento (UE) n.º 508/2014 del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 15 de mayo de 2014.

7. En el caso de que el beneficiario de estas ayudas hubiera solicitado o percibiese 
otras ayudas, ingresos o recursos por la misma finalidad, con posterioridad a la fecha de 
solicitud, deberá comunicar dicha circunstancia al órgano instructor en caso de incurrir en 
causa de incompatibilidad conforme al artículo 5. En consecuencia, deberá manifestar la 
renuncia de su solicitud a la obtención de las ayudas reguladas en el marco de este real 
decreto, mediante escrito dirigido al órgano gestor.

Artículo 5. Incompatibilidad con otras ayudas.

1. Las ayudas percibidas para los armadores conforme a este real decreto serán 
compatibles con las ayudas concedidas por otras administraciones públicas, siempre que 
las fechas de paralización financiadas en el ámbito de este real decreto no se encuentre 
incluidas en los periodos de referencia de dichas ayudas.

No obstante, como excepción al párrafo precedente y en atención a la paralización 
extraordinaria de la actividad pesquera, las ayudas percibidas por los armadores sí serán 
compatibles con la prestación extraordinaria de cese de actividad establecida en virtud del 
artículo 17 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, y las medidas extraordinarias en 
materia de cotización en relación con los procedimientos de suspensión de contratos y reducción 
de jornada por fuera mayor, establecidos en el artículo 24 de dicho Real Decreto-ley.

2. La percepción de estas ayudas por la condición de pescador de un buque será 
compatible con la percepción de ayudas como armador de un buque.
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3. En todo caso, estas ayudas no se podrán percibir durante los períodos 
subvencionables de las paralizaciones temporales de la actividad pesquera regulados en 
los apartados a), b) o c) del artículo 33.1 del Reglamento (UE) n.º 508/2014 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 15 de mayo de 2014, relativo al Fondo Europeo Marítimo y de 
Pesca, y por el que se derogan los Reglamentos (CE) n.º 2328/2003, (CE) n.º 861/2006, 
(CE) n.º 1198/2006 y (CE) n.º 791/2007 del Consejo, y el Reglamento (UE) n.º 1255/2011 
del Parlamento Europeo y del Consejo.

4. No obstante, lo dispuesto en el apartado 3 no será de aplicación para aquellas 
paradas temporales reguladas en los apartados a), b) o c) del artículo 33.1, cuya aplicación 
se circunscriba a días sueltos de paradas.

5. Serán incompatibles entre sí las ayudas establecidas para los armadores en este 
real decreto con aquellas ayudas establecidas por cualquier Administración Pública como 
ayudas de Estado derivada de la pérdida de ingresos durante los períodos coincidentes 
del artículo 4.1.a) cuando superen los cuatro días de paradas no consecutivos en el caso 
de las flotas incluidas en artículo 3.1.a) o diez días de parada consecutivos para las flotas 
incluidas en el artículo 3.1.b).

Artículo 6. Financiación.

1. Las ayudas por la paralización de la flota de armadores y pescadores serán 
cofinanciadas conforme a lo dispuesto en los artículos 33 y 94 del Reglamento (UE) n.º 508/2014 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de mayo de 2014. Del total de la ayuda 
concedida, la contribución a cargo del Fondo Europeo Marítimo y de Pesca (FEMP) será 
de un 75 %, correspondiendo el otro 25 % a la contribución del Ministerio de Agricultura, 
Pesca y Alimentación, a través de la partida presupuestaria indicada en el apartado 2.

2. Las convocatorias de estas ayudas se financiarán con cargo a la partida 
presupuestaria 21.11.415B.777 «Ayudas para compensar los efectos del COVID-19» de la 
Dirección General de Ordenación Pesquera y Acuicultura.

Artículo 7. Cálculo del importe de la ayuda.

1. El importe máximo de la ayuda a la paralización temporal de la actividad pesquera 
para los armadores se calculará multiplicando el baremo aplicable establecido en el anexo II, 
por los días de parada subvencionables realizados en el periodo de referencia fijado en la 
convocatoria.

Los baremos de parada incluyen el arqueo bruto (GT), tomándose el que figure en la 
hoja de asiento del buque.

De acuerdo a lo indicado anteriormente, el cálculo de la ayuda a la paralización será:

Ayuda Paralización (1) = Dpsub * (baremos por GT * Gt del buque + baremo fijo)

Dpsub: Días parada subvencionables.
Baremo GT = el multiplicando correspondiente de los Gt indicado en la tabla del anexo II
Baremo fijo = el sumando correspondiente indicado en la tabla del anexo II

2. El importe máximo de la ayuda a la paralización temporal de la actividad pesquera 
para los pescadores se calculará multiplicando un máximo de 50 euros por el número de 
días de parada a que tengan derecho:

Ayuda pescadores = Ddd (días de derecho) x 50 euros

Se podrá subvencionar hasta el número máximo de días laborales a efectos pesqueros 
por afectado en el periodo comprendido entre el 16 de marzo de 2020 y el 31 de diciembre 
de 2020, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 3.

3. Las ayudas resultantes de aplicar los cálculos del apartado 2 para los pescadores 
se sumarán a la cuantía que perciba el armador, en su caso, a efectos de su pago en 
unidad de acto para la posterior entrega al pescador por parte del armador. cv
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Artículo 8. Gestión de las ayudas por paralización temporal.

La Secretaría General de Pesca del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, a través 
de la Subdirección General de Acuicultura, Comercialización Pesquera y Acciones Estructurales 
será el órgano encargado de la tramitación de estas ayudas a la paralización temporal.

Artículo 9. Iniciación del procedimiento.

1. El procedimiento se iniciará de oficio mediante la correspondiente convocatoria, 
que, se publicará en la Base de Datos Nacional de Subvenciones (BDNS) http://www.igae.
pap.minhap.gob.es, así como su extracto en el «Boletín Oficial del Estado», con indicación 
del importe total disponible y la concreción de los requisitos de la concesión, las 
características y la documentación que deberá aportarse.

2. Conforme a lo previsto en el artículo 14.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, se 
establece la obligatoriedad de relacionarse por medios electrónicos con la Administración 
a los destinatarios de estas ayudas.

La presentación de solicitudes se realizará, exclusivamente, a través del registro 
electrónico del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, conforme al modelo o 
formulario normalizado de solicitud que se acompaña en la correspondiente convocatoria, 
que estará disponible en la sede electrónica de este Ministerio: (https://sede.mapa.gob.es/). 
La convocatoria fijará el plazo de presentación de las solicitudes, no pudiendo ser superior 
a quince días hábiles contados a partir del día siguiente a la fecha de publicación del 
extracto en el «Boletín Oficial del Estado».

3. Las solicitudes se presentarán por los armadores de los buques afectados por las 
paralizaciones temporales subvencionables, e incluirán las ayudas solicitadas por los 
pescadores enrolados en los mismos.

Las solicitudes se podrán realizar, previa autorización expresa del interesado, a través 
de las cofradías, organizaciones de productores y otras asociaciones y entidades 
representativas o mediante cualquier otro representante legal debidamente acreditado, de 
acuerdo a lo dispuesto en el artículo 5.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

4. La solicitud contendrá la siguiente información:

1.º Sin perjuicio de lo indicado en el párrafo siguiente, declaración responsable de no 
haber percibido ni solicitado otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos para la 
ayudas por COVID-19 y para los mismos periodos de parada temporal, procedentes de 
cualesquiera Administraciones o entes públicos o privados, nacionales, de la Unión 
Europea o de organismos internacionales, en cumplimiento del artículo 14 de la 
Ley 38/2003, de 17 de noviembre, en relación a las obligaciones de los beneficiarios.

En el caso de haber recibido la prestación por desempleo, cese de actividad de 
trabajadores autónomos, prestación extraordinaria de cese de actividad establecida en 
virtud del artículo 17 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes 
extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, deberá 
indicarlo en el modelo de solicitud.

2.º Declaración responsable de no ser deudor por resolución de procedencia de 
reintegro de las causas recogidas en el artículo 37 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre.

3.º Declaración responsable de no haber sido sancionado con la pérdida de la 
posibilidad de obtener subvenciones por incumplimiento de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 
de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres.

4.º Declaración responsable de no encontrarse incurso en alguno de los supuestos 
contemplados en el artículo 10 del Reglamento (UE) n.º 508/2014 del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 15 de mayo de 2014, relativo a la admisibilidad de solicitudes y operaciones 
no subvencionables conforme a lo dispuesto en el artículo 4.5 de este real decreto.

5.º Declaración responsable de haber realizado parada temporal por COVID, 
excluyéndose por tanto aquellas paradas ordinarias que habitualmente realiza, o aquellas 
otras cuya razón haya sido reparaciones en astilleros o semejantes.
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6.º Declaración responsable sobre el cumplimiento de todos los requisitos indicados 
en el artículo 13 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, necesarios para obtener la 
condición de beneficiario, salvo el previsto en la letra e).

7.º Acreditación de la representación por cualquier medio válido en derecho que deje 
constancia, si procede.

8.º Certificado del armador de estar incluido en el rol de la embarcación, con el visto 
bueno de Capitanía Marítima, de acuerdo con el modelo que figurará en la convocatoria 
(apéndice I), donde conste expresamente el día de entrada del buque a puerto y, en su 
caso, el día de salida del buque del puerto, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 4.7.a).

9.º El armador, que presentará la solicitud en nombre de los pescadores, deberá contar 
con la autorización de los mismos según establece el modelo de la solicitud (apéndice II) y 
presentar una declaración responsable de que los pescadores para los que solicita la ayuda 
cumplen los mismos requisitos que el armador, en lo que proceda, según el artículo 2.

5. En el caso de armadores que hayan presentado un procedimiento de suspensión de 
los contratos o reducción de jornada, además deberán cumplimentarlo en la solicitud y aportar:

1.º Documentación acreditativa de la comunicación del empresario a la autoridad 
laboral de su decisión de suspender los contratos de trabajo y, en los casos de fuerza 
mayor, la resolución de la autoridad laboral.

Podrá eximirse de este requisito cuando se justifique documentalmente que los 
contratos de trabajo de los pescadores enrolados en la fecha de la arribada a puerto para 
comenzar la parada por su naturaleza, se extinguen o se suspenden en la fecha de la 
última arribada a puerto para comenzar la parada.

2.º Cualquier otro documento acreditativo de situaciones que sean necesarias 
justificar para resolver las ayudas, en particular, la de encontrarse en la situación de alta 
en la Seguridad Social en el momento de inicio del cese temporal y mantener ininterrumpida 
la relación laboral con la empresa armadora de la embarcación en la que se encontraban 
enrolados en el momento de sobrevenir el cese temporal y acreditar un periodo de 
cotización en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores del Mar de, 
al menos, doce meses a lo largo de su vida laboral.

Las declaraciones responsables previstas en este artículo se presentarán según el 
modelo normalizado que se establezca en la convocatoria.

6. Si los documentos que acompañan la solicitud no reunieran los requisitos 
establecidos en la convocatoria, el órgano instructor requerirá al interesado para que, en 
el plazo máximo de diez días hábiles, subsane la falta o acompañe los documentos 
preceptivos, con advertencia de que, si no lo hiciere, se le tendrá por desistido de la 
solicitud, de acuerdo con lo previsto en el artículo 68 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre.

7. Salvo en el plazo de presentación de solicitudes, los plazos previstos en este 
artículo podrán ser objeto de reducción de acuerdo con lo previsto en el artículo 33 de la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, cuando razones de interés público aconsejen la tramitación 
de urgencia al procedimiento.

Artículo 10. Ordenación e instrucción y actividades de comprobación.

1. La ordenación e instrucción del procedimiento corresponderá a la Subdirección 
General de Acuicultura, Comercialización Pesquera y Acciones Estructurales, que realizará 
todas las actuaciones necesarias para la determinación, conocimiento y comprobación de 
los datos en virtud de los cuales habrán de formular la propuesta de resolución.

A tal efecto:

a) El Instituto Social de la Marina facilitará la información, o en su caso, el acceso a 
la misma, para obtener la antigüedad del pescador que permita verificar el requisito de 
tiempo mínimo embarcado en buque que percibe ayuda por paralización temporal y los 
pescadores asociados a cada cuenta de cotización Asimismo, facilitará la información de 
la que disponga en relación con los procedimientos de suspensión de los contratos o de 
reducción de jornada. cv
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b) Conforme a lo previsto en la disposición adicional octava de la Ley Orgánica 3/2018, 
de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales, 
la solicitud supone el consentimiento expreso para que el órgano instructor, pueda 
comprobar o recabar de otros órganos, Administraciones o proveedores de información, 
por medios electrónicos, los datos de identidad del solicitante, así como la información 
sobre el cumplimiento de las obligaciones con la Seguridad Social, según lo dispuesto en 
el artículo 22.4 del Reglamento de desarrollo de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, o 
sobre otras circunstancias de los solicitantes o de las solicitudes que, de acuerdo con la 
convocatoria y la normativa aplicable, sean pertinentes para la instrucción del 
procedimiento, salvo oposición expresa manifestada de la solicitud.

Para verificar los datos suministrados en relación al cumplimiento de las obligaciones 
tributarias, el consentimiento deberá ser expreso de acuerdo con el artículo 95.1.k) de la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.

En caso de oposición, el solicitante deberá aportar los documentos, certificados o 
pruebas que al efecto le exija la convocatoria. En el caso de haber caducado la validez de 
dichas certificaciones, deberán renovarse con anterioridad a dictarse la propuesta de 
resolución y al pago de la ayuda.

c) En todo caso, los días de actividad en el mar se verificarán directamente por parte 
de la Secretaría General de Pesca, a través de los dispositivos de localización de buques 
vía satélite (VMS).

En el caso de los buques que no tuviesen la obligación de llevar instalados a bordo 
dichos dispositivos se verificarán por diarios electrónicos de a bordo (DEA).

En el caso de tratarse de buques que no tuviesen la obligación de llevar instalados a 
bordo los dispositivos anteriores, los días de actividad se verificarán por el diario de pesca 
y/o notas de venta. No obstante, siempre se podrá garantizar la concordancia entre el día 
de nota de venta y el día de desembarque o captura, así como por cualquier otro dispositivo, 
documento o medio que permita verificar fehacientemente los días de actividad en el mar.

2. El órgano instructor podrá solicitar todos los documentos y los informes que 
considere necesarios de acuerdo con el artículo 24.3.a) de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre.

Artículo 11. Valoración de las solicitudes.

1. La comisión de valoración, con arreglo a los criterios establecidos, emitirá un 
informe motivado en el plazo de tres meses en que se concrete el resultado de la valoración 
de las solicitudes.

Cuando las solicitudes subvencionables superen las disponibilidades presupuestarias, 
la comisión de valoración determinará la asignación del presupuesto disponible 
estableciendo una prelación de solicitudes, aplicando los criterios de valoración que se 
establecen en el artículo 14, de modo que el informe justifique la puntuación obtenida por 
cada solicitud, ordenándolas en función de la puntuación obtenida, y remitirá al órgano 
instructor la lista de solicitudes que puedan ser financiadas junto con los criterios objetivos 
para asegurar la máxima eficiencia en la asignación de los recursos disponibles, al objeto 
de que formule propuesta de resolución provisional.

2. Los documentos, informes y certificados que sirvan para la evaluación de los 
proyectos formarán parte del expediente de las ayudas.

Artículo 12. Comisión de valoración.

1. La Comisión de valoración estará constituida por dos funcionarios de la 
Subdirección General de Acuicultura, Comercialización y Acciones Estructurales y un 
funcionario de la Subdirección General de Sostenibilidad Económica y Asuntos Sociales, 
nombrados por el Director General de Ordenación Pesquera y Acuicultura. De ellos, uno 
perteneciente al subgrupo A1 actuará de presidente y los dos vocales pertenecientes a los 
subgrupos A1 o A2, actuarán con voz y con voto, ejerciendo uno de ellos de secretario.
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2. El funcionamiento de la comisión de valoración será atendido con los medios 
personales, técnicos y presupuestarios de la Dirección General de Ordenación Pesquera y 
Acuicultura y ajustará su funcionamiento a las previsiones establecidas para los órganos 
colegiados en la sección 3.ª del capítulo II del título preliminar Ley 40/2015, de 1 de octubre.

3. De acuerdo con las normas establecidas para la prevención del fraude, los 
miembros de la comisión reforzarán su implicación en este objetivo a través de una 
declaración de ausencia de conflicto de intereses.

Artículo 13. Criterios de valoración.

1. Se establecen los siguientes criterios para la valoración de las solicitudes, siendo 
la puntuación máxima de 100 puntos:

a) Días de parada temporal subvencionables. Se ordenarán las solicitudes de más a 
menos días de parada en el periodo de referencia establecido en cada convocatoria 
otorgándose la máxima puntuación (50 puntos) a la solicitud con mayor número de días de 
parada subvencionable. La puntuación del resto de solicitudes se asignará de manera 
proporcional, según sus días de parada subvencionables.

b) Reducción de ingresos. Se ordenarán las solicitudes de mayor a menor reducción 
de ingresos porcentual en el periodo de referencia establecido en cada convocatoria, en 
relación con la media del mismo periodo durante los años 2017, 2018 y 2019 otorgándose la 
máxima puntuación (50 puntos) a la solicitud con mayor porcentaje de pérdidas. La 
puntuación del resto de solicitudes se asignará de manera proporcional, según sus pérdidas.

2. En caso de empate tras la valoración de ambos criterios, primará el resultado obtenido 
en el criterio reducción de ingresos. Si persistiera el empate, se dilucidaría por el orden de 
entrada de la solicitud, atendiendo a día, hora y minuto de presentación de la misma.

Artículo 14. Propuesta de resolución provisional y definitiva.

1. El órgano instructor, a la vista del expediente y el informe de la comisión de 
valoración, emitirá una propuesta de resolución motivada y la publicará en la sede 
electrónica para que, en el plazo de diez días hábiles, los interesados, en su caso, formulen 
las alegaciones que estimen convenientes. Esta propuesta deberá contener una relación 
de las solicitudes objeto de valoración para los que se propone la ayuda y su cuantía, con 
indicación de los criterios de valoración aplicados conforme a lo dispuesto en el artículo 13, 
así como las condiciones y obligaciones derivadas de su concesión.

Se podrá prescindir del trámite de audiencia cuando no figuren en procedimiento ni 
sean tenidos en cuenta otros hechos ni otras alegaciones y pruebas que las aducidas por 
los interesados. En este caso, la propuesta de resolución formulada tendrá el carácter de 
definitiva.

2. Finalizado, en su caso, el trámite de audiencia, el órgano instructor formulará la 
propuesta de resolución definitiva, en la que se expresará el solicitante o relación de 
solicitantes para los que se propone la concesión de ayudas y su cuantía.

3. Los solicitantes incluidos en la propuesta de resolución provisional de concesión de 
la ayuda podrán ser requeridos al efecto de que cumplan los requisitos o que aporten la 
documentación que acredite la realidad de los datos contenidos en su declaración en un plazo 
no superior a diez días. No obstante, la convocatoria establecerá los mecanismos para evitar 
el requerimiento al beneficiario de documentos que ya obren en poder del órgano instructor.

4. Las propuestas de resolución provisional y definitiva no crean derecho alguno a 
favor del beneficiario propuesto frente a la Administración, mientras no le haya sido 
notificada la resolución de concesión.

Artículo 15. Resolución.

1. Corresponde al titular del Departamento o el órgano en quien delegue la concesión 
o denegación de las ayudas.
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2. La resolución estará debidamente motivada de acuerdo con lo dispuesto en la 
convocatoria haciendo alusión a las valoraciones realizadas, en su caso, por el órgano 
instructor y al informe de la comisión de valoración, a cuyas actas podrán acceder los 
solicitantes interesados. En el caso de las solicitudes desestimadas se indicará el motivo 
la desestimación, y deberá contener, al menos:

a) La relación ordenada de los solicitantes a los que se concede la ayuda, el importe de 
la ayuda, así como las condiciones que debe cumplir la persona beneficiaria. Se desglosarán 
los importes correspondientes al armador y a cada uno de los pescadores, en su caso.

b) Una relación ordenada de todas las solicitudes que, cumpliendo con las 
condiciones para adquirir la condición de beneficiario, no hayan sido estimadas por 
rebasarse la cuantía máxima del crédito fijado en la convocatoria, con indicación de la 
puntuación otorgada a cada una de ellas en función de los criterios de valoración previstos 
en la misma.

c) La cuantía de la ayuda concedida, así como el periodo y la forma de pago.
d) El régimen de recursos.
e) Mención a la procedencia de los fondos con que se financia la ayuda y el importe 

cofinanciado por el FEMP indicando a qué prioridad y operación del programa operativo 
pertenece la ayuda.

f) Derechos y obligaciones que debe cumplir el beneficiario de la ayuda (documento 
DECA).

3. La resolución del procedimiento de concesión se publicará en la sede electrónica 
del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación en los términos establecidos en el 
artículo 45 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre.

Esta publicación por medios electrónicos es substitutiva de las notificaciones, mediante 
la comparecencia de los interesados en la sede electrónica (https://sede.mapa.gob.es/), 
accediendo a su zona personal mediante certificado electrónico, DNI-e o cl@ve.

4. El plazo máximo para resolver y publicar no podrá exceder de seis meses a contar 
desde la publicación del extracto de la correspondiente convocatoria en el «Boletín Oficial 
del Estado», salvo que la convocatoria posponga sus efectos a una fecha posterior de 
acuerdo con el artículo 25.4 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre. Transcurrido dicho 
plazo sin haberse emitido resolución expresa, los interesados estarán legitimados para 
entender desestimadas sus solicitudes por silencio administrativo, de acuerdo a lo 
establecido en el artículo 24.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre y el artículo 25.5 de la 
Ley 38/2003, de 17 de noviembre.

5. En el caso de que se produjera la renuncia o la pérdida sobrevenida del derecho 
a la ayuda por parte de alguno de los beneficiarios, y siempre que se hubiera liberado 
crédito suficiente para atender, al menos, a una de las solicitudes no atendidas por falta de 
crédito presupuestario, se podrá acordar, sin necesidad de nueva convocatoria, la 
concesión de la subvención al solicitante o solicitantes que corresponda según el orden de 
prelación, en un plazo no superior a un mes desde la pérdida del derecho. Para ello, se 
comunicará la opción a los interesados a fin de que manifiesten su aceptación en el plazo 
improrrogable de diez días hábiles.

6. Contra la resolución que se dicte, los interesados podrán interponer, potestativamente, 
recurso de reposición en el plazo de un mes a contar desde el día siguiente a la publicación 
de la misma de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 123 y siguientes de la Ley 39/2015, 
de 1 de octubre, o directamente recurso contencioso administrativo en el plazo de dos meses 
a contar desde el día siguiente a la notificación de este acto, según lo previsto en la 
Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Artículo 16. Justificación y pago de la ayuda destinada a los beneficiarios.

1. Los justificantes bancarios y los recibís establecidos en el apartado 8 del artículo 
anterior, se deberán aportar a través de la carpeta de cada beneficiario de la sede 
electrónica del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación indicada en el artículo 10.1 
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en el plazo máximo de dos meses desde la percepción efectiva de la ayuda en la cuenta 
corriente del armador.

2. En el caso de que el armador no pudiera entregar la ayuda al pescador por motivos 
sobrevenidos y de fuerza mayor, o bien por renuncia expresa por escrito del pescador, el 
armador dispondrá igualmente de dos meses desde la percepción efectiva de la ayuda para 
reintegrar voluntariamente al Tesoro Público la parte de la ayuda no entregada al pescador.

3. En su caso, el artículo 10.2 se aplicará de la misma manera para el envío de la 
documentación del presente artículo.

4. El pago de las ayudas se efectuará en la cuenta bancaria que haya sido designada 
por el armador beneficiario. A su vez, el armador estará obligado a ingresar la ayuda 
correspondiente a los pescadores incluidos en la Resolución en su cuenta bancaria, así 
como a obtener un recibí firmado por el pescador, según el modelo incluido en la solicitud 
de la convocatoria correspondiente, en el plazo máximo de un mes desde la percepción 
efectiva de la ayuda en la cuenta corriente del armador.

5. No se prevén pagos anticipados ni abonos a cuenta.

Artículo 17. Reintegro y graduación de incumplimientos.

1. El incumplimiento de los requisitos establecidos en el presente real decreto para 
ser beneficiario, de las obligaciones de los mismos y de las demás disposiciones de 
aplicación, así como de las condiciones que, en su caso, se establezcan en la 
correspondiente resolución de concesión, dará lugar total o parcialmente, previo el 
oportuno expediente de incumplimiento, a la obligación de reintegrar las subvenciones y 
los intereses legales correspondientes, conforme a lo dispuesto en el artículo 37.1 de la 
Ley 38/2003, de 17 de noviembre.

2. Así mismo, de acuerdo con lo establecido por el artículo 17.3.n) de dicha ley, se 
tendrá en cuenta para la graduación de los posibles incumplimientos de las condiciones 
impuestas con motivo de la concesión de las subvenciones, que el beneficiario se aproxime 
de modo significativo al cumplimiento total, entendiendo por tal la realización de las 
respectivas paradas, y que demuestre que ha hecho todo lo posible por cumplir de forma 
íntegra los compromisos que asumió al solicitar la subvención.

3. El incumplimiento de las condiciones establecidas en el artículo 5, apartados 4 y 5, 
durante los cinco años siguientes al último pago de la ayuda dará lugar al reintegro de la 
ayuda en proporción al tiempo en que hubiera tenido lugar ese incumplimiento.

Para ello se calculará el periodo de tiempo transcurrido desde el último pago y la fecha 
de comisión de la infracción grave y se descontará del periodo de cinco años, obteniéndose 
el periodo de tiempo de ayuda a devolver.

El importe total de la ayuda se prorratea en el periodo de cinco años y el importe a 
reintegrar será la parte de la ayuda correspondiente al periodo de tiempo calculado según 
el párrafo anterior.

Artículo 18. Actuaciones de comprobación, control e inspección de las ayudas.

1. La Subdirección General de Acuicultura, Comercialización Pesquera y Acciones 
Estructurales tiene la facultad para realizar los controles que se consideren necesarios 
para comprobar los datos que justifican el otorgamiento de la ayuda y de inspeccionar las 
actuaciones para comprobar que se cumple el destino de las ayudas, los requisitos y los 
compromisos establecidos en estas bases reguladoras y la normativa sobre controles que 
regula las ayudas financiadas por el Fondo Europeo Marítimo y de Pesca.

2. La concesión de la subvención estará sometida a seguimiento por parte de la 
Subdirección General de Acuicultura, Comercialización Pesquera y Acciones Estructurales 
para garantizar el cumplimiento y mantenimiento de los requisitos y condiciones para el 
otorgamiento de la ayuda.

3. Así mismo, y sin perjuicio de lo anterior, los funcionarios de Intervención General 
del Estado y de la Comisión y del Tribunal de Cuentas de la Unión Europea están 
facultados para efectuar en cualquier momento las auditorías sobre el terreno de las 
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operaciones financiadas con el Fondo Europeo Marítimo y de Pesca, en el marco de lo 
establecido en el artículo 122 del Reglamento (UE) n.º 508/2014 del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 15 de mayo de 2014.

4. El ejercicio de estas funciones de inspección y control incluye las actuaciones 
dirigidas a la prevención y detección de fraude, de acuerdo con lo establecido en los 
Reglamentos (UE) n.º 1303/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de 
diciembre de 2013, y (UE) n.º 508/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de 
mayo de 2014.

5. Las actuaciones de inspección y control pueden afectar también a la comprobación 
de la veracidad de la información indicada por el beneficiario sobre la base de datos o 
documentación en posesión de terceros.

6. De acuerdo con el artículo 46.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, la negativa 
a cumplir la obligación de las personas beneficiarias o terceros a prestar colaboración y 
facilitar documentación que les sea requerida en el ejercicio de estas funciones de 
inspección y control se considerará resistencia, excusa, obstrucción o negativa y por lo 
tanto, causa de revocación y reintegro, en su caso, de la ayuda, sin perjuicio de las 
sanciones que puedan corresponder.

Artículo 19. Infracciones y sanciones.

El incumplimiento de lo dispuesto el presente real decreto se sancionará conforme a lo 
establecido en el título IV de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre.

En particular, el incumplimiento de la obligación de transferir el importe de la ayuda a 
los pescadores por parte del armador según el artículo 17.8, además del correspondiente 
procedimiento de reintegro del apartado 1, constituirá una infracción muy grave 
contemplada en el artículo 101.d) de la Ley 3/2001, de 26 de marzo, de Pesca Marítima 
del Estado.

Artículo 20. Publicidad de las subvenciones.

1. La publicidad de las subvenciones se realizará de conformidad con lo dispuesto en 
los artículos 18 y 20 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre.

2. La aceptación de la ayuda supone la aceptación de su inclusión en la lista de 
beneficiarios, publicada por vía electrónica, en la que figuren los nombres de las operaciones 
y el importe de la financiación pública asignada a las operaciones, de acuerdo con el 
artículo 119.2 del reglamento (UE) n.º 508/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 15 de mayo de 2014, así como en el sistema nacional de publicidad de subvenciones.

Artículo 21. Protección de datos.

1. El interesado podrá ejercitar los derechos de acceso, rectificación y cancelación, 
en los términos previstos en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de 
Datos Personales y garantía de los derechos digitales, y el Reglamento (UE) n.º 2016/679 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de 
las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre 
circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE.

2. Los datos de carácter personal que las personas beneficiarias tienen que facilitar 
para obtener la ayuda solicitada se incorporan a ficheros informáticos situados en todo 
momento bajo la responsabilidad de la Subdirección General de Acuicultura, 
Comercialización Pesquera y Acciones Estructurales y se utilizarán para la gestión, control, 
evaluación y propuesta de pago de la ayuda solicitada.

3. La información podrá ser cedida, en el marco de la utilización antes citada, a otras 
administraciones públicas, o a empresas privadas a las que las administraciones públicas 
les encarguen trabajos en relación con la gestión, control, evaluación y pago de la ayuda 
solicitada, como parte de las tareas de verificación y auditoría de las ayudas cofinanciadas 
con cargo al FEMP.
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Artículo 22. Lucha contra el fraude.

1. Cualquier persona que tenga conocimiento de hechos que pudieran ser 
constitutivos de fraude o irregularidad en relación con proyectos u operaciones financiadas 
total o parcialmente con cargo a fondos procedentes de la Unión Europea en el marco de 
cualquiera de las convocatorias para la concesión de ayudas objeto de estas bases, podrá 
poner dichos hechos en conocimiento del Servicio Nacional de Coordinación Antifraude de 
la Intervención General de la Administración del Estado, por medios electrónicos a través 
del canal habilitado al efecto por dicho Servicio en la dirección web https://www.igae.pap.
hacienda.gob.es/sitios/igae/es-ES/snca/Paginas/ComunicacionSNCA.aspx en los términos 
establecidos en la Comunicación 1/2007, de 3 de abril, del citado Servicio, que se adjuntará 
como en la correspondiente convocatoria.

Disposición adicional primera. Convocatoria de las ayudas para armadores con o sin 
procedimiento de suspensión de contratos o reducción de jornada y a pescadores sin 
un procedimiento de suspensión de los contratos o reducción de jornada para hacer 
frente a la paralización temporal de la actividad pesquera para el periodo comprendido 
entre el 16 de marzo y el 15 de julio de 2020.

Primero. Objeto.

Se convocan, para el ejercicio 2020, las ayudas a armadores con o sin procedimiento 
de suspensión de contratos o reducción de jornada y a los pescadores que no estén 
incursos en un procedimiento de suspensión de los contratos o de reducción de jornada 
por paralización temporal de la actividad pesquera, bajo los principios de publicidad, 
transparencia, concurrencia, objetividad, no discriminación, eficacia en el cumplimiento de 
objetivos fijados en el presente real decreto y eficiencia en la asignación y utilización de 
recursos públicos.

De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 1, las ayudas previstas en esta convocatoria 
se establecen para minimizar el impacto del brote del COVID-19 en la actividad pesquera.

El periodo de referencia para esta convocatoria de ayudas es el comprendido entre 
el 16 de marzo y el 15 de julio.

Segundo. Bases Reguladoras. 

Las bases reguladoras de estas ayudas se establecen en el presente real decreto.

Tercero. Beneficiarios, obligaciones y criterios de valoración.

Podrán ser beneficiarios de estas ayudas los armadores de buques pesqueros y sus 
tripulantes, que cumplan los requisitos establecidos en el presente real decreto.

Las solicitudes presentadas se valorarán de acuerdo con lo establecido en el presente 
real decreto y las obligaciones de los perceptores serán las previstas en este real decreto.

Cuarto. Presentación de solicitudes.

Las solicitudes se presentarán en el plazo máximo de quince días hábiles contados 
desde el día siguiente a la publicación del extracto de esta convocatoria en el «Boletín 
Oficial del Estado».

La presentación de solicitudes se realizará únicamente a través del registro electrónico 
del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, conforme al modelo normalizado que 
se acompaña como anexo I y que estará disponible en la sede electrónica de este 
Ministerio: (https://sede.mapa.gob.es/) y deberán acompañarse de la documentación 
indicada en el artículo 10.
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La sede electrónica del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación admite 
certificados digitales reconocidos conforme al estándar ITU-T X.509 v3, emitidos por 
múltiples prestadores de servicios de certificación.

La publicación por medios electrónicos es substitutiva de las notificaciones de las ayudas 
mediante la comparecencia de los interesados en la sede electrónica (https://sede.mapa.
gob.es/), accediendo a su zona personal mediante certificado electrónico, DNI-e o cl@ve.

Quinto. Procedimiento y resolución.

La ordenación e instrucción del procedimiento se realizará de acuerdo con el real 
decreto.

El plazo máximo para resolver y notificar la resolución del procedimiento no podrá 
exceder de seis meses, a partir de la publicación del extracto de esta convocatoria en el 
«Boletín Oficial del Estado».

El vencimiento del plazo máximo sin haberse notificado la resolución, legitima a los 
interesados a entender que la solicitud de concesión de la subvención ha sido desestimada 
por silencio administrativo.

La resolución de la ayuda se dictará y publicará conforme al presente real decreto.

Sexto. Régimen de recursos.

Contra la resolución que se dicte, los interesados podrán interponer, potestativamente, 
recurso de reposición ante el Ministro de Agricultura, Pesca y Alimentación en el plazo de 
un mes a contar desde el día siguiente a la publicación de la misma de acuerdo con lo 
dispuesto en los artículos 123 y siguientes de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, o 
directamente recurso contencioso administrativo en el plazo de dos meses a contar desde 
el día siguiente a la notificación de este acto, según lo previsto en la Ley 29/1998, de 13 
de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, sin que puedan 
simultanearse ambas vías.

Séptimo. Financiación.

El Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación asignará, para el año 2020, una 
cuantía máxima total de 30.000.000 € (treinta millones de euros) con cargo a la aplicación 
presupuestaria 21.11.415B.777 de los Presupuestos Generales del Estado de 2020 
«Ayudas para compensar los efectos del COVID-19».

La concesión y el pago de las ayudas previstas en esta disposición se realizarán de 
acuerdo a lo establecido en este real decreto y quedará condicionada a la existencia de 
crédito adecuado y suficiente.

El importe máximo de la ayuda podrá alcanzar el 100% del importe subvencionable, 
siendo la contribución con cargo del Fondo Europeo Marítimo y de Pesca del 75%, 
correspondiendo el otro 25% restante a la contribución nacional de acuerdo con lo 
dispuesto en los artículos 95.2 y 94.3 del Reglamento (UE) n.º 508/2014, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 15 de mayo de 2014, y la excepcionalidad de las medidas 
específicas para atenuar el impacto del COVID-19.

Octavo. Lucha contra el fraude.

Cualquier persona que tenga conocimiento de hechos que pudieran ser constitutivos 
de fraude o irregularidad en relación con proyectos u operaciones financiadas total o 
parcialmente con cargo a fondos procedentes de la Unión Europea en el marco de esta 
convocatoria, podrá poner dichos hechos en conocimiento del Servicio Nacional de 
Coordinación Antifraude de la Intervención General de la Administración del Estado, por 
medios electrónicos a través del canal habilitado al efecto por dicho Servicio en la dirección 
webhttps:/ /www.igae.pap.hacienda.gob.es/si t ios/ igae/es-ES/snca/Paginas/
ComunicacionSNCA.aspx, en los términos establecidos en la Comunicación 1/2007, de 3 
de abril, del citado servicio, que se adjunta la presente convocatoria. cv
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Noveno. Efectos.

La presente disposición surtirá efectos desde el día siguiente al de la publicación del 
extracto de esta convocatoria en el «Boletín Oficial del Estado».

Disposición adicional segunda. Reactivación del mecanismo de almacenamiento del 
artículo 67 del Reglamento n.º 508/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 
de mayo de 2014, relativo al Fondo Europeo Marítimo y de Pesca y pago de las ayudas 
a los planes de producción y comercialización afectados por el COVID-19.

1. Como consecuencia de la redacción que el Reglamento (UE) n.º 2020/560 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de abril de 2020, por el que se modifican los 
Reglamentos (UE) n.º 508/2014 y (UE) n.º 1379/2013, en relación con medidas específicas 
para atenuar el impacto económico y social en el sector de la pesca y la acuicultura 
derivado del brote de COVID-19, ha dado al artículo 67 de dicho Reglamento (UE) n.º 508/2014, 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de mayo, se procede a la reactivación del 
mecanismo de almacenamiento –que había finalizado el 31 de diciembre de 2018– para 
los productos almacenados que se reintroduzcan en el marcado antes del 1 de noviembre 
de 2020. En caso de no producirse la reintroducción, dichos almacenamientos no serán 
subvencionables.

2. La convocatoria de las ayudas para el mecanismo de almacenamiento, así como 
los anticipos de los planes de producción y comercialización del año 2020, se efectuarán 
con cargo a la aplicación presupuestaria 21.11.415B.777 «Ayudas para compensar los 
efectos del COVID-19» de los Presupuestos Generales del Estado para 2020.

Disposición adicional tercera. Autorización del Consejo de Ministros para la convocatoria 
indicada en la disposición adicional primera.

Mediante la presente disposición se da cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 10.2 
de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, para autorizar la 
concesión de las ayudas que se convocan en la disposición adicional primera, por ser su 
cuantía, superior a 12 millones de euros. Esta autorización no implica la aprobación del 
gasto, que corresponde al órgano competente.

Disposición final primera. Modificación del Real Decreto 347/2011, de 11 de marzo, por 
el que se regula la pesca marítima de recreo en aguas exteriores.

Se incluye un nuevo artículo 4 bis, que queda redactado como sigue:

«Artículo 4 bis. Medidas de gestión para la pesca recreativa de lubina y bacalao.

Para la zona definida en el artículo 2.a), y conforme al artículo 36 de la 
Ley 3/2001, de 26 de marzo, de Pesca Marítima del Estado, se establece una talla 
mínima de 42 centímetros para la captura de la lubina (Dicentrachus labrax) y del 
bacalao (Gadus moruha) para la pesca marítima de recreo.»

Disposición final segunda. Modificación del Real Decreto 1173/2015, de 29 de diciembre, 
de desarrollo del Fondo Europeo Marítimo y de Pesca en lo relativo a las ayudas a la 
paralización definitiva y temporal de la actividad pesquera.

Se añade un párrafo a la disposición final primera del Real Decreto 1173/2015, de 29 
de diciembre, de desarrollo del Fondo Europeo Marítimo y de Pesca en lo relativo a las 
ayudas a la paralización definitiva y temporal de la actividad pesquera, con la siguiente 
redacción:

«Asimismo, el real decreto se dicta al amparo del artículo 149.1.13.ª de la 
Constitución, que atribuye competencia exclusiva al Estado en materia de bases y 
coordinación de la planificación general de la actividad económica.»
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Disposición final tercera. Modificación del Real Decreto 277/2016, de 24 de junio, por el 
que se regulan las organizaciones profesionales en el sector de los productos de la 
pesca y de la acuicultura.

El artículo 16 queda redactado como sigue:

«Artículo 16. Disposiciones sobre el mecanismo de almacenamiento.

1. Las OPP y AOP podrán utilizar el mecanismo de almacenamiento previsto 
en el artículo 30 de la OCM. No obstante, deberán adoptar las medidas necesarias 
para evitar su uso de manera habitual.

2. Mediante resolución del Secretario General de Pesca, se publicará en el 
“Boletín Oficial del Estado” en el cuarto trimestre de cada año y para la campaña 
siguiente, los precios de activación previstos en el artículo 31 del Reglamento de la 
OCM y los costes técnicos y financieros previstos en el artículo 67 del Reglamento 
(UE) n.º 508/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de mayo de 2014.

3. Los almacenamientos se tomarán en cuenta siguiendo las campañas 
establecidas en el artículo 14.4 siendo la cuantía máxima por almacenamiento la 
establecida en la resolución correspondiente para dos meses de almacenamiento.

Durante el primer mes, entre 5 y 20 días de almacenamiento se tomará el 75 % 
del valor de los costes técnicos y financieros fijados en la resolución anual de la 
Secretaría General de Pesca.

Cuando los almacenamientos superen los 20 días de duración desde su entrada 
al almacén, se tomará el 100 % del valor de los costes técnicos y financieros para un 
mes hasta el día 30 de almacenamiento.

Adicionalmente al importe de la ayuda fijada para un mes, entre los días 31 y 60 
de almacenamiento, y con el límite de dos meses indicado en el apartado anterior, 
la ayuda se calculará diariamente, dividendo el importe para un mes de 
almacenamiento de los importes fijados en la resolución anual de la Secretaría 
General de Pesca entre 30 días.

4. En las convocatorias de ayudas correspondientes, tendrá prioridad la 
estabilización en tierra de los productos que se desembarquen en fresco frente a los 
productos estabilizados a bordo.

5. En el caso de que el producto puesto a la venta en vivo, fresco o refrigerado 
por un miembro de una OPP no supere el valor establecido en el precio de activación 
correspondiente y decida utilizar el mecanismo de almacenamiento, la OPP deberá 
comprar a sus asociados el producto al precio de activación que se establezca 
según el apartado 3, cumplimentar una nota de venta e indicar en la misma que su 
destino es el almacenamiento, tal y como dispone el artículo 7 del Real 
Decreto 418/2015, de 29 mayo.

6. En el caso de que el producto puesto a la venta por un miembro de una OPP 
que se haya estabilizado a bordo o provenga de la producción acuícola, no supere el 
valor establecido en el precio de activación correspondiente y decida utilizar el 
mecanismo de almacenamiento, la OPP deberá efectuar una declaración de recogida 
o documento con información similar para las producciones acuícolas, hasta que se 
reintroduzca al mercado, momento en que se deberá confeccionar la nota de venta 
correspondiente o documento de trazabilidad, según lo dispuesto los artículos 7, 8 
y 9 del Real Decreto 418/2015, de 29 de mayo.

7. En el caso de las OPP y AOP conjuntas de pesca y acuicultura, se aplicarán 
los apartados 5 o 6 según el origen de las producciones, ya procedentes de la pesca 
extractiva o de la acuicultura.»
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Disposición final cuarta. Modificación del Real Decreto 956/2017, de 3 de noviembre, por 
el que se establece el marco regulador de ayudas a las organizaciones profesionales del 
sector de la pesca y de la acuicultura, cofinanciadas por el fondo europeo marítimo y de 
pesca, y sus bases reguladoras de ámbito estatal, y por el que se modifican el Real 
Decreto 418/2015, de 29 de mayo, por el que se regula la primera venta de productos 
pesqueros, y el Real Decreto 277/2016, de 24 de junio, por el que se regulan las 
organizaciones profesionales en el sector de los productos de la pesca y de la acuicultura.

Uno. Los apartados 2 y 4 del artículo 4 quedan redactados como sigue:

«2. La ayuda concedida no podrá superar el 12 % del valor medio anual de la 
producción comercializada por la OPP o AOP durante los tres años naturales 
anteriores a la resolución de aprobación del PPYC correspondiente al año que 
proceda.»

«4. Potestativamente, y siempre que así lo recoja la convocatoria, las 
Administraciones competentes podrán otorgar anticipos según lo dispuesto en el 
artículo 66.4 del FEMP, de entre un 50 y un 100 % de los costes elegibles, previendo, 
en su caso, la constitución de garantías según establezca su normativa de 
aplicación, cuando sea consecuencia del COVID-19. En caso contrario, se aplicará 
el porcentaje que establezca el FEMP o fondo que le substituya.»

Dos. El primer párrafo del apartado 2 del artículo 16 queda redactado como sigue:

«2. Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo anterior y de acuerdo a lo 
establecido en el artículo 66 del Reglamento FEMP, en el caso de los PPYC, la 
convocatoria podrá disponer la posibilidad de otorgar un anticipo de entre un 50 y 
un 100 % de los costes elegibles, tras la aprobación del PPYC.»

Tres. El artículo 19.3.a) queda redactado como sigue

«a) El incumplimiento de las actividades para las que se aprobó la ayuda será 
causa de reintegro total de la subvención.»

Cuatro. El artículo 26 queda redactado como sigue:

«Artículo 26. Cálculo de la cuantía de la ayuda.

1. Para el cálculo de ayuda se tendrá en cuenta lo establecido en los 
artículos 14 y 15 del Real Decreto 277/2016, de 24 de junio.

2. La ayuda financiera anual no sobrepasará el 12 % del valor medio de la 
producción comercializada por la OPP o AOP durante los tres años naturales 
anteriores a la resolución de aprobación del PPYC

3. En el caso de las OPP o AOP recién reconocidas, esta ayuda no sobrepasará 
el valor medio de la producción comercializada por los miembros de esa organización 
durante los tres años naturales anteriores en los porcentajes indicados en el párrafo 
anterior.

4. Se comprobará el valor y el volumen de la producción de las organizaciones 
profesionales del apartado anterior de la misma manera que lo indicado en el 
artículo 4.»

Cuatro. El artículo 27 queda redactado como sigue:

«Artículo 27. Beneficiarios de las ayudas por la utilización del mecanismo de 
almacenamiento.

Podrán ser beneficiarios de estas ayudas las OPP, y en su caso, AOP, de la 
pesca extractiva, de la acuicultura o conjuntas de pesca y acuicultura, de ámbito 
nacional, transnacional y autonómico, dadas de alta en el Registro establecido en el 
artículo 8 del Real Decreto 277/2016, de 24 de junio.»
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Cinco. Las letras a), b) y h) del apartado 1 del artículo 28 quedan redactadas como 
sigue:

«a) Los productos de la pesca y de la acuicultura que pueden recibir apoyo 
financiero son los establecidos en el anexo II o productos del Código NC 0302 
enumerado en el anexo I, sección (a) del Reglamento de la OCM, para los que una 
vez puestos a la venta, no se haya encontrado comprador al precio de activación 
vigente, según resolución anual de la Secretaría General de Pesca, tal y como 
establece el artículo 16.2 del Real Decreto 277/2016, de 24 de junio.

b) Los productos podrán estabilizarse y/o transformarse, bien a bordo de los 
buques o bien en instalaciones en tierra, no pudiendo almacenarse en vivo en el 
caso de los productos de la acuicultura.

Los procesos mediante los cuales pueden estabilizarse los productos son la 
congelación, la salazón, el desecado, el marinado, así como la cocción o 
pasteurización.

Estos procesos pueden implicar el fileteado, troceado, o descabezado del producto.
Los lugares donde se almacenen los productos en tierra, después de haber sido 

puestos a la venta y no encontrar un comprador al precio de activación, tanto si los 
productos se han estabilizado a bordo del buque como si van a estabilizarse en 
tierra, deberán estar inscritos en el Registro General Sanitario de Empresas 
Alimentarias (RGSEAA).»

«h) En el caso de los productos estabilizados a bordo o procedentes de la 
acuicultura, deberán ofertarse los productos por un miembro de la OPP, siendo 
necesaria la renuncia de dos compradores al precio de activación y se deberá 
confeccionar una declaración de recogida o documento con similar información para 
los productos acuícolas por parte del establecimiento autorizado hasta que se 
reintroduzca en el mercado, momento en que se deberá confeccionar la nota de 
venta o documento de trazabilidad correspondiente, en aplicación del artículo 16.6 
del Real Decreto 277/2016, de 24 de junio.»

Seis. El artículo 30.1.b).2.º queda redactado como sigue:

«2.º Segmento de pesca litoral y modalidad de la acuicultura: 40 puntos.»

Siete. El artículo 32 queda redactado como sigue:

«Artículo 32. Cálculo de la cuantía de la ayuda.

1. Para el cálculo de ayuda se tendrá en cuenta lo establecido en los 
artículos 16 y 17 del Real Decreto 277/2016 sin perjuicio de lo dispuesto en la 
disposición final segunda.

2. La determinación del importe final elegible vendrá dado por la multiplicación 
del número de toneladas almacenadas que se reintroduzcan al mercado, 
debidamente validado en la aplicación OPPES, multiplicadas por el importe de los 
costes técnicos y financieros siendo la cuantía máxima por almacenamiento la 
establecida en la resolución correspondiente para dos meses de almacenamiento.

Con el fin de que los beneficiarios no se vean perjudicados en el caso de 
productos que por su naturaleza de estabilización sufran mermas, se tomará este 
hecho en cuenta para el cálculo de la ayuda, debido a que las cantidades 
almacenadas no corresponderán a las reintroducidas.

3. Las cantidades subvencionables no superarán los 25 % de las cantidades 
anuales de los productos de la pesca incluidos en el anexo II o productos del Código 
NC 0302 enumerado en el anexo I, sección (a) del Reglamento de la OCM, 
comercializados por la OPP o AOP en el año civil de su almacenamiento.

4. La ayuda financiera anual no sobrepasará el 20 % del valor medio anual de 
la producción comercializada por los miembros de la OPP durante el 
periodo 2017-2019 o en el caso que no hayan comercializado producción alguna 
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para ese periodo, se tomará el valor medio de la producción comercializada en los 
tres primeros años de producción de esos miembros.

5. Se comprobará el valor y el volumen de la producción de las organizaciones 
profesionales del apartado anterior de la misma manera que lo indicado en el 
artículo 4.»

Disposición final quinta. Supletoriedad.

Estas ayudas se regirán, además de por lo particularmente dispuesto en este real 
decreto, por lo previsto en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, y en el Reglamento de la 
Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, aprobado por el Real 
Decreto 887/2006, de 21 de julio, así como lo previsto en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en la 
Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, y en las demás 
disposiciones legales y reglamentarias que resulten de aplicación.

Para lo no previsto en este real decreto será de aplicación supletoria lo dispuesto en el 
Real Decreto 1173/2015, de 29 de diciembre, de desarrollo del Fondo Europeo Marítimo y de 
Pesca en lo relativo a las ayudas a la paralización definitiva y temporal de la actividad pesquera.

Disposición final sexta. Título competencial.

Este real decreto se dicta al amparo de los artículos 149.1.13.ª y 149.1.19.ª de la 
Constitución Española, que atribuyen al Estado, respectivamente, las competencias 
exclusivas en materia de bases y coordinación de la planificación general de la actividad 
económica y bases de ordenación del sector pesquero.

Las modificaciones contenidas en las disposiciones finales primera a cuarta se 
amparan en los títulos competenciales establecidos en las normas que son objeto de 
modificación.

Disposición final séptima. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 28 de julio de 2020.

FELIPE R.

El Ministro de Agricultura, Pesca y Alimentación,
LUIS PLANAS PUCHADES
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ANEXO I

Modelo de solicitud de ayudas

REAL DECRETO 703/2020, DE 28 DE JULIO, POR EL QUE SE APRUEBAN LAS BASES REGULADORAS DE LAS AYUDAS A 
LA PARALIZACIÓN TEMPORAL DE LA ACTIVIDAD PESQUERA PARA PODER HACER FRENTE AL IMPACTO ECONOMICO Y 
SOCIAL DERIVADO DE LA PANDEMIA DE COVID-19, SE CONVOCAN DICHAS AYUDAS PARA EL PRIMER TRAMO DEL 
EJERCICIO 2020 Y SE MODIFICAN DISTINTOS REALES DECRETOS RELATIVOS A LA REGULACIÓN DE LAS 
ORGANIZACIONES PROFESIONALES EN EL SECTOR DE LA PESCA Y LA ACUICULTURA Y PARA EL EJERCICIO DE LA 
PESCA RECREATIVA. 
 
LINEA DE AYUDA SOLICITADA:  
 
 

X ARMADORES DE BUQUES PESQUEROS AFECTADOS POR PARALIZACIÓN TEMPORAL PARA EL 
PERIODO COMPRENDIDO ENTRE EL 16 DE MARZO Y EL 15 DE JULIO DE 2020 COFINANCIADO POR 
EL FEMP. 

 PESCADORES DE BUQUES PESQUEROS AFECTADOS POR PARALIZACIÓN TEMPORAL PARA EL 
PERIODO COMPRENDIDO ENTRE EL 16 DE MARZO Y EL 15 DE JULIO DE 2020 COFINANCIADO POR 
EL FEMP. 

 
 

I. DATOS PERSONALES Y DOMICILIO DEL ARMADOR SOLICITANTE 
 

Nombre/Razón social Primer apellido  Segundo apellido CIF, DNI 
o NIE  

Fecha de 
nacimiento 

     

Domicilio 

Dirección Localidad Provincia Código 
Postal Teléfono  

 
 

    

 
Correo electrónico 

 

 
II. DATOS DEL REPRESENTANTE DEL ARMADOR SOLICITANTE 

Nombre  Primer apellido Segundo apellido DNI o NIE Fecha de 
nacimiento 

 
 

    

Domicilio 

Dirección Localidad Provincia Código 
Postal Teléfono 

 
 

    

 
 
III. IDENTIFICACIÓN DEL BUQUE 
 

CFR (Code Fleet Register)  
Código de buque Nombre 

 
ESP 

 

CÓDIGO CUENTA DE COTIZACIÓN 

GRUPO COTIZACIÓN: 1 2A 
2B 3 (indique lo que 

proceda). 
 

N.I.B. (Número de 
Identificación del 

Buque) 
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IV.  NÚMERO DE CUENTA CORRIENTE 

ES    
 

  

 
 
V. DOCUMENTACIÓN QUE SE ADJUNTA  

 
 
 Certificados acreditativos de estar al corriente en el pago de las obligaciones tributarias y con la Seguridad Social 
(cuando no se haya autorizado expresamente al órgano gestor a solicitarlos de oficio a la administración correspondiente). 
 Fotocopia autenticada del Documento Nacional de identidad (cuando no se haya autorizado expresamente al órgano 
gestor a solicitarlo de oficio a la administración correspondiente). 
 Original o copia auténtica del poder u otra documentación acreditativa de las facultades representativas de la persona 
física que actúe en nombre del solicitante (cuando no se haya autorizado expresamente al órgano gestor a solicitarlo de 
oficio a la administración correspondiente). 
 
 
 
VI. AUTORIZACIONES EXPRESAS 

 
 
VII. DECLARACIONES RESPONSABLES 

 
 

 
1. Declara que son ciertos los datos consignados en esta solicitud, que reúne los requisitos exigidos por la 

convocatoria, acepta las condiciones establecidas en las bases reguladoras y la convocatoria de estas ayudas, y se 
compromete a cumplir con las obligaciones generales y específicas para el tipo de ayuda solicitada, así como a 
aportar la documentación e información necesaria. 

 
2. Declara no haber percibido ni solicitado otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos para las ayudas por 

COVID-19 y para los mismos periodos de parada temporal, procedentes de cualesquiera Administraciones o entes 
públicos o privados, nacionales, de la Unión Europea o de organismos internacionales, en cumplimiento del artículo 
14 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, en relación a las obligaciones de los beneficiarios. 

 
3. Declara haber realizado parada temporal por COVID, excluyéndose por tanto aquellas paradas ordinarias que 

habitualmente realiza, o aquellas otras cuya razón haya sido reparaciones en astilleros o semejantes. 
 

4. Declara proceder al pago correspondiente a cada pescador, una vez recibida la resolución de la ayuda, según el 
artículo 17 de las bases reguladoras. 

 
5. Declara no ser deudor por resolución de procedencia de reintegro de las causas recogidas en el artículo 37 de la Ley 

38/2003, de 17 de noviembre. 
 

6. Declara no haber sido sancionado con la pérdida de la posibilidad de obtener subvenciones por incumplimiento de la 
Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres. 

 
7. Declara no encontrarse incurso en alguno de los supuestos contemplados en el artículo 10 del Reglamento (UE) n.º 

508/2014, relativo a la admisibilidad de solicitudes y operaciones no subvencionables 
 

8. Declara no haber sido sancionado con la imposibilidad de obtención de préstamos, subvenciones o ayudas públicas. 
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VIII. INFORMACIÓN PARA EL SOLICITANTE DE LA AYUDA RESPECTO A LOS DATOS DECLARADOS  
EN ESTA SOLICITUD Y EN EL RESTO DE LOS DOCUMENTOS INCORPORADOS AL EXPEDIENTE. 
 

 
 
IX. INFORMACIÓN SOBRE LAS CONDICIONES ESPECÍFICAS DE LA AYUDA 

  
  El Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación mantiene un compromiso de cumplimiento de la legislación vigente en 
materia de tratamiento de datos personales y seguridad de la información con el objeto de garantizar que la recogida y 
tratamiento de los datos facilitados se realiza conforme al Reglamento (UE) 2016/679 General de Protección de Datos 
(RGPD) y de la normativa nacional vigente en la materia. Por este motivo, le ofrecemos a continuación información sobre la 
política de protección de datos aplicada al tratamiento de los datos de carácter personal derivado de la tramitación de esta 
convocatoria de ayudas. 

1. Responsable del tratamiento.       
 
 Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación        
 Dirección General de Ordenación Pesquera y Acuicultura      

  Subdirección General de Acuicultura, Comercialización Pesquera y Acciones Estructurales  
  C/Velázquez 147 (28002) - Madrid           
  Teléfono: 91 347 36 81            
  Correo: comerpm@mapa.es          
  Delegado de Protección de datos: bzn-delegadosPD@mapa.es.        

         
  2. Finalidad del tratamiento. Los datos personales incorporados serán utilizados exclusivamente para la gestión de las ayudas 
se conservarán mientras la legislación aplicable obligue a su conservación (Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio 
Histórico Español). 
  
3. Legitimación del tratamiento. El tratamiento es necesario para el cumplimiento de una misión realizada en interés público o 
en el ejercicio de poderes públicos conferidos al responsable del tratamiento (Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones). 
 

 4. Destinatarios de los datos. No están previstas cesiones de datos ni transferencias internacionales de datos, salvo las 
previstas legalmente 

  Derechos sobre el tratamiento de datos: conforme a lo previsto en el RGPD podrá solicitar al MINISTERIO DE 
AGRICULTURA, PESCA Y ALIMENTACIÓN, a través de la dirección https://sede.mapa.gob.es/portal/site/seMAPA  el acceso, 
rectificación y supresión de sus datos personales, la limitación y oposición al tratamiento de sus datos y a no ser objeto de 
decisiones automatizadas. Asimismo, si considera vulnerados sus derechos, podrá presentar una reclamación de tutela ante 
la Agencia Española de Protección de Datos https://sedeagpd.gob.es/sede-electronica-
web/vistas/formReclamacionDerechos/reclamacionDerechos.jsf 
 

  
En consideración del artículo 125.3.c) del Reglamento (UE)  n.º 1303/2013, de 17 de diciembre de 2013, se informa sobre las 
condiciones de ayuda específicas que deberán cumplirse en el caso de resultar aprobada su solicitud de ayuda.  
             
 - La aceptación de la ayuda implica la garantía que se tiene la capacidad administrativa, financiera y operativa suficiente para  
cumplir las condiciones de la misma, en su caso.   
 
- La aceptación de la financiación supone la publicación, por vía electrónica u otra, de la lista de beneficiarios, los nombres de 
las operaciones y el importe de la financiación pública asignada a las operaciones, de acuerdo con el artículo 119 a) del 
reglamento (UE)  n.º 508/2014, así como en el Sistema Nacional de Publicidad de Subvenciones.    
            
- Obligación de relacionarse con las administraciones públicas a través de medios electrónicos para la realización de cualquier 
trámite de un procedimiento administrativo, según el artículo 14, Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas.        
         
- Conocer que la aceptación de la financiación supone la publicación, por vía electrónica u otra, de la lista de beneficiarios, los 
nombres de las operaciones y el importe de la financiación pública asignada a las operaciones, de acuerdo con el artículo 
119, a) del Reglamento (UE) n.º 508/2014, así como en el Sistema Nacional de Publicidad de Subvenciones.  
              
  
 - No encontrarse en ninguno de los supuestos contemplados en el artículo 10, apartado 1, del Reglamento (UE) n.º 508/2014, 
del FEMP, relativo a la admisibilidad de solicitudes.         
            
 - No haber sido culpable de cometer fraude, de acuerdo al artículo 10.3 del Reglamento FEMP, según la definición del 
artículo 1 del Convenio relativo a la protección de los intereses financieros de las Comunidades Europeas, en el marco del 
FEP o FEMP.             
        
- Garantizar el mantenimiento de la condición de beneficiario, cumpliendo los requisitos de admisibilidad previstos en el 
artículo 10 del FEMP y en el Reglamento delegado (UE) 2015/288, de la Comisión, de 17 de diciembre de 2014.  
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- En el supuesto de que una vez recibida la ayuda incurriese en alguna de las circunstancias recogidas en el artículo 10 del 
FEMP, el beneficiario deberá comunicar este hecho al órgano gestor, para proceder al reintegro del importe correspondiente 
de la misma con los intereses generados hasta ese momento por incumplimiento de dicho artículo.   
               
- En el caso tener conocimiento de hechos que pudieran ser constitutivos de fraude o irregularidad en relación con los 
proyectos u operaciones financiados total o parcialmente con cargo a fondos procedentes de la Unión Europea en el marco de 
la presente convocatoria, podrá poner dichos hechos en conocimiento del Servicio Nacional de Coordinación Antifraude de la 
Intervención General de la Administración del Estado, por medios electrónicos a través del canal habilitado al efecto por dicho 
Servicio en la dirección web http://www.igae.pap.minhafp.gob.es/sitios/igae/es-ES/snca/Paginas/ComunicacionSNCA.aspx y 
en los términos establecidos en la Comunicación 1/2017, de 3 de abril, del citado Servicio.    
 
- Conocer la necesidad de mantener un sistema contable separado o código contable adecuado, según el artículo 125.4 b) del 
Reglamento de Disposiciones Comunes (UE) n.º 1303/2013, con objeto de garantizar la pista de auditoría.  
 
- Mantener los requisitos de admisibilidad después de haber presentado la solicitud de la ayuda durante el periodo de 
ejecución y durante los cinco años posteriores al último pago de la ayuda. 
              
- Aportar a la Subdirección General de Acuicultura, Comercialización Pesquera y Acciones Estructurales, una vez concedida y 
pagada la ayuda, justificación del pago y de su contabilización, en consideración del artículo 125 del Reglamento de 
Disposiciones Comunes (UE) n.º 1303/2013, en el plazo de 2 meses desde el cobro efectivo de dicha ayuda.  
 
- Someterse a actuaciones de comprobación o control de los distintos órganos competentes y colaborar en las verificaciones 
de las operaciones financiadas que deben cumplir los requisitos del Programa Operativo del FEMP. En las verificaciones 
sobre el terreno se comprobará la ejecución efectiva de las medidas cofinanciadas y la calidad técnica de los trabajos y 
actuaciones. 
               
- Garantizar el mantenimiento y disponibilidad de los documentos justificativos de las ayudas durante un plazo de al menos 
tres años, con objeto de garantizar la pista de auditoria, y según se establece en el artículo 140 del Reglamento (UE) nº 
1303/2013, de 17 de diciembre de 2013. Conservar los documentos originales o copias debidamente compulsadas o bien en 
soportes de datos comúnmente aceptados, en especial versiones electrónicas de documentos originales o documentos 
existentes únicamente en versión electrónica.         
              
            
-Todos los documentos justificativos relativos a los gastos apoyados por el FEMP, estarán a disposición de la Comisión y del 
Tribunal de Cuentas Europeo, si así lo solicitan, durante un plazo de dos años, a partir del 31 diciembre siguiente a la 
presentación de las cuentas en las que estén incluidos los gastos de la operación una vez concluida.   
             
- Cumplir con las disposiciones en materia de información y publicidad y comunicación del FEMP, de conformidad con lo 
establecido en el Anexo V del Reglamento FEMP y según el Reglamento de Ejecución (UE) n.º 763/2014, de 11 de julio de 
2014, por el que se establecen disposiciones de aplicación del Reglamento (UE) n.º 508/2014, en lo que respecta a las 
características técnicas de las medidas de información y publicidad y las instrucciones para crear el emblema de la Unión. 
 
-El pago de las ayudas se efectuará en la cuenta bancaria que haya sido designada por el armador beneficiario. A su vez, el 
armador estará obligado a ingresar la ayuda correspondiente a los pescadores incluidos en la Resolución, en el plazo máximo 
de un mes, en su cuenta bancaria, así como a obtener un recibí firmado por el pescador, según el modelo incluido en la 
solicitud de la convocatoria correspondiente, y a remitirlo vía la sede electrónica del MAPA en el plazo máximo de 2 meses 
desde la percepción efectiva de la ayuda en la cuenta corriente del armador. 
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X. DATOS DE LOS PESCADORES PARA LOS QUE SOLICITA LA AYUDA 
 

1 Nombre Primer apellido Segundo apellido NIF o NIE  Fecha 
nacimiento 

     

Domicilio 

Dirección Localidad Provincia Código 
Postal Teléfono 

 
 

    

 
Correo electrónico 

 

 
2 Nombre Primer apellido Segundo apellido NIF o NIE  Fecha 

nacimiento 
     

Domicilio 

Dirección Localidad Provincia Código 
Postal Teléfono 

 
 

    

 
Correo electrónico 

 

 
3 Nombre Primer apellido Segundo apellido NIF o NIE  Fecha 

nacimiento 
     

Domicilio 

Dirección Localidad Provincia Código 
Postal Teléfono 

 
 

    

 
Correo electrónico 

 

 
4 Nombre Primer apellido Segundo apellido NIF o NIE  Fecha 

nacimiento 
     

Domicilio 

Dirección Localidad Provincia Código 
Postal Teléfono 

 
 

    

 
Correo electrónico 

 

 
5 Nombre Primer apellido Segundo apellido NIF o NIE  Fecha 

nacimiento 
     

Domicilio 

Dirección Localidad Provincia Código 
Postal Teléfono 

 
 

    

 
Correo electrónico 
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6 Nombre Primer apellido Segundo apellido NIF o NIE  Fecha 
nacimiento 

     

Domicilio 

Dirección Localidad Provincia Código 
Postal Teléfono 

 
 

    

 
Correo electrónico 

 

 
7 Nombre Primer apellido Segundo apellido NIF o NIE  Fecha 

nacimiento 
     

Domicilio 

Dirección Localidad Provincia Código 
Postal Teléfono 

 
 

    

 
Correo electrónico 

 

 
8 Nombre Primer apellido Segundo apellido NIF o NIE  Fecha 

nacimiento 
     

Domicilio 

Dirección Localidad Provincia Código 
Postal Teléfono 

 
 

    

 
Correo electrónico 

 

 
9 Nombre Primer apellido Segundo apellido NIF o NIE  Fecha 

nacimiento 
     

Domicilio 

Dirección Localidad Provincia Código 
Postal Teléfono 

 
 

    

 
Correo electrónico 

 

 
10 Nombre Primer apellido Segundo apellido NIF o NIE  Fecha 

nacimiento 
     

Domicilio 

Dirección Localidad Provincia Código 
Postal Teléfono 

 
 

    

 
Correo electrónico 
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11 Nombre Primer apellido Segundo apellido NIF o NIE  Fecha 
nacimiento 

     

Domicilio 

Dirección Localidad Provincia Código 
Postal Teléfono 

 
 

    

 
Correo electrónico 

 

 
12 Nombre Primer apellido Segundo apellido NIF o NIE  Fecha 

nacimiento 
     

Domicilio 

Dirección Localidad Provincia Código 
Postal Teléfono 

 
 

    

 
Correo electrónico 

 

 
13 Nombre Primer apellido Segundo apellido NIF o NIE  Fecha 

nacimiento 
     

Domicilio 

Dirección Localidad Provincia Código 
Postal Teléfono 

 
 

    

 
Correo electrónico 

 

 
14 Nombre Primer apellido Segundo apellido NIF o NIE  Fecha 

nacimiento 
     

Domicilio 

Dirección Localidad Provincia Código 
Postal Teléfono 

 
 

    

 
Correo electrónico 

 

 
15 Nombre Primer apellido Segundo apellido NIF o NIE  Fecha 

nacimiento 
     

Domicilio 

Dirección Localidad Provincia Código 
Postal Teléfono 

 
 

    

 
Correo electrónico 
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16 Nombre Primer apellido Segundo apellido NIF o NIE  Fecha 
nacimiento 

     

Domicilio 

Dirección Localidad Provincia Código 
Postal Teléfono 

 
 

    

 
Correo electrónico 

 

 
17 Nombre Primer apellido Segundo apellido NIF o NIE  Fecha 

nacimiento 
     

Domicilio 

Dirección Localidad Provincia Código 
Postal Teléfono 

 
 

    

 
Correo electrónico 

 

 
18 Nombre Primer apellido Segundo apellido NIF o NIE  Fecha 

nacimiento 
     

Domicilio 

Dirección Localidad Provincia Código 
Postal Teléfono 

 
 

    

 
Correo electrónico 

 

 
19 Nombre Primer apellido Segundo apellido NIF o NIE  Fecha 

nacimiento 
     

Domicilio 

Dirección Localidad Provincia Código 
Postal Teléfono 

 
 

    

 
Correo electrónico 

 

 
20 Nombre Primer apellido Segundo apellido NIF o NIE  Fecha 

nacimiento 
     

Domicilio 

Dirección Localidad Provincia Código 
Postal Teléfono 

 
 

    

 
Correo electrónico 
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21 Nombre Primer apellido Segundo apellido NIF o NIE  Fecha 
nacimiento 

     

Domicilio 

Dirección Localidad Provincia Código 
Postal Teléfono 

 
 

    

 
Correo electrónico 

 

 
22 Nombre Primer apellido Segundo apellido NIF o NIE  Fecha 

nacimiento 
     

Domicilio 

Dirección Localidad Provincia Código 
Postal Teléfono 

 
 

    

 
Correo electrónico 

 

 
23 Nombre Primer apellido Segundo apellido NIF o NIE  Fecha 

nacimiento 
     

Domicilio 

Dirección Localidad Provincia Código 
Postal Teléfono 

 
 

    

 
Correo electrónico 

 

 
 
24 Nombre Primer apellido Segundo apellido NIF o NIE  Fecha 

nacimiento 
     

Domicilio 

Dirección Localidad Provincia Código 
Postal Teléfono 

 
 

    

 
Correo electrónico 

 

 
25 Nombre Primer apellido Segundo apellido NIF o NIE  Fecha 

nacimiento 
     

Domicilio 

Dirección Localidad Provincia Código 
Postal Teléfono 

 
 

    

 
Correo electrónico 
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26 Nombre Primer apellido Segundo apellido NIF o NIE  Fecha 
nacimiento 

     

Domicilio 

Dirección Localidad Provincia Código 
Postal Teléfono 

 
 

    

 
Correo electrónico 

 

 
27 Nombre Primer apellido Segundo apellido NIF o NIE  Fecha 

nacimiento 
     

Domicilio 

Dirección Localidad Provincia Código 
Postal Teléfono 

 
 

    

 
Correo electrónico 

 

 
 
28 Nombre Primer apellido Segundo apellido NIF o NIE  Fecha 

nacimiento 
     

Domicilio 

Dirección Localidad Provincia Código 
Postal Teléfono 

 
 

    

 
Correo electrónico 

 

 
29 Nombre Primer apellido Segundo apellido NIF o NIE  Fecha 

nacimiento 
     

Domicilio 

Dirección Localidad Provincia Código 
Postal Teléfono 

 
 

    

 
Correo electrónico 

 

 
30 Nombre Primer apellido Segundo apellido NIF o NIE  Fecha 

nacimiento 
     

Domicilio 

Dirección Localidad Provincia Código 
Postal Teléfono 

 
 

    

 
Correo electrónico 
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31 Nombre Primer apellido Segundo apellido NIF o NIE  Fecha 
nacimiento 

     

Domicilio 

Dirección Localidad Provincia Código 
Postal Teléfono 

 
 

    

 
Correo electrónico 

 

 
32 Nombre Primer apellido Segundo apellido NIF o NIE  Fecha 

nacimiento 
     

Domicilio 

Dirección Localidad Provincia Código 
Postal Teléfono 

 
 

    

 
Correo electrónico 

 

 
33 Nombre Primer apellido Segundo apellido NIF o NIE  Fecha 

nacimiento 
     

Domicilio 

Dirección Localidad Provincia Código 
Postal Teléfono 

 
 

    

 
Correo electrónico 

 

 
 
 

El/la abajo firmante solicita la subvención pública a que se refiere la presente instancia y acepta las condiciones 
indicadas en la misma. 
 
Dado en ………….. a ……….de…… de 2020 
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Vº Bº DESPACHO DE BUQUES O AUTORIDAD 
CONSULAR (Si existiesen observaciones, 

diligenciarlas al dorso) 

APÉNDICE I 
 
 
 
 
 
 

APELLIDOS NOMBRE NIF/NIE 

   

   

   

   

   

   

   

   

   

   

   

   

 
D. ........................................................................................................., con NIF/NIE: ..............................................., en calidad de 
armador/patrón/representante legal del precitado buque, y como mandatario de los tripulantes, declara que la relación de trabajadores
 (táchese lo que no proceda) 
que antecede corresponde con los que se encuentran enrolados en la última arribada para proceder a la paralización de la flota, conforme con la 
documentación que obra en poder de la autoridad marítima competente para el despacho de buques. 
 
 

En .........................................., a ......de.... de 20 

 
 
 
 
 
 
 
 
  

DOCUMENTO ACREDITATIVO DE LA INCLUSIÓN DE TRABAJADORES EN EL ROL 
DE LA EMBARCACIÓN 
REAL DECRETO 703/2020, DE 28 DE JULIO, POR EL QUE SE APRUEBAN LAS BASES REGULADORAS DE LAS AYUDAS A LA PARALIZACIÓN 
TEMPORAL DE LA ACTIVIDAD PESQUERA PARA PODER HACER FRENTE AL IMPACTO ECONOMICO Y SOCIAL DERIVADO DE LA PANDEMIA 
DE COVID-19, SE CONVOCAN DICHAS AYUDAS PARA EL PRIMER TRAMO DEL EJERCICIO 2020 Y SE MODIFICAN DISTINTOS REALES 
DECRETOS RELATIVOS A LA REGULACIÓN DE LAS ORGANIZACIONES PROFESIONALES EN EL SECTOR DE LA PESCA Y LA ACUICULTURA Y 
PARA EL EJERCICIO DE LA PESCA RECREATIVA. 
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INSTRUCCIONES PARA LA CORRECTA CUMPLIMENTACION DEL APÉNDICE I 
 
Deberán consignarse los datos personales de todos los trabajadores reglamentariamente 
enrolados en la fecha de la paralización de actividades, siendo imprescindible que el dato del 
NIF/NIE sea completo (incluyendo la letra correspondiente). 
 
 
 

ESPACIO RESERVADO PARA DILIGENCIA DE OBSERVACIONES Y 
ACREDITACIÓN DE LA LLEGADA DEL BUQUE A PUERTO, DEL DESPACHO DE 

BUQUES O, EN SU CASO, AUTORIDAD CONSULAR. 
 
 

DÍA DE ENTRADA DEL BUQUE A PUERTO: ……/……/…..… 
 

DÍA DE SALIDA DEL BUQUE DEL PUERTO: ……/……/……… 
 
 

OBSERVACIONES: 
 
 
 
 
 
 

Fecha, firma y sello del Despacho de Buques o, en su caso, Autoridad Consular 
 
 
 
 
Entiéndase por última arribada lo siguiente: 
 
En el caso de tratarse del primer periodo, será la relativa a la última marea realizada por el buque con anterioridad a 
la fecha 16 de marzo de 2020. 
 
En el caso de tratarse del segundo periodo, habrá de aportarse una para cada periodo subvencionable, con la 
información relativa a la última arribada realizada por el buque antes del periodo de parada.  
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APÉNDICE II 
Autorización de los pescadores para los que el armador solicita la ayuda 

 
 

APELLIDOS NOMBRE NIF/NIE FIRMA DEL PESCADOR  
AUTORIZANDO LA PRESENTACIÓN DE 
LA SOLICITUD 

    

 
 
Por la presente autorizo al armador o representante legal del mismo para que presente la solicitud en mi 
nombre según Real Decreto 703/2020, de 28 de julio, por el que se aprueban las bases reguladoras de las 
ayudas a la paralización temporal de la actividad pesquera para poder hacer frente al impacto económico 
y social derivado de la pandemia de COVID-19, se convocan dichas ayudas para el primer tramo del 
ejercicio 2020 y se modifican distintos reales decretos relativos a la regulación de las organizaciones 
profesionales en el sector de la pesca y la acuicultura y para el ejercicio de la pesca recreativa. 
 
(Márquese lo que corresponda) 

 
 
En caso de no autorizar, se adjunta la siguiente documentación: 
 
 Certificado acreditativo de estar al corriente en el pago de las obligaciones fiscales. 

 Certificado acreditativo de estar al corriente en el pago de las obligaciones con la Seguridad Social 

 Certificado de Vida Laboral. 

 
En .........................................., a .......... de …………… de 2020 

 
 
 

Firma del pescador 
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APÉNDICE III 
 
 
 
Yo, D./Dª _______________________________________, con NIF/NIE________________ 

confirmo que he recibido de D./Dª (o Razón Social, según 

proceda)___________________________________________,armador/a del buque___-

____________________, con CFR ____________________ y en fecha 

de___________________ la cantidad de ________________ Euros, correspondientes a la ayuda  

por paralización temporal de la actividad pesquera debido al impacto del COVID-19, tal y como se  

regula en esta convocatoria. 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
En ___________________, a _______ de ____________ de 20___ 
 
 
 
 
 
 
 
 
(firma del pescador) 
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ANEXO II

Baremo para el cálculo del importe de las ayudas

Baremo para armadores

Cuantías máximas de la indemnización

Categoría de buque por clase de tonelaje (GT) Importe máximo de la prima por buque y día
(En euros)

< 25 5,16xGT+36(1)

≥25 y <50 3,84xGT+66

≥50 y <100 3,00xGT+108

≥100 y <250 2,40xGT+168

≥250 y <500 1,80xGT+318

≥500 y <1.500 1,32xGT+558

≥1.500 y <2500 1,08xGT+918

≥2.500 0,80xGT+1.608

(1) Garantizándose un mínimo de 100 euros diarios.

ANEXO III

Baremo de la actividad media correspondiente a cada censo, modalidad y 
categoría de buque por clase de tonelaje que servirá de base para el cálculo de los 

días de paralización temporal subvencionables

 

MODALIDAD <25 >=25 y <50 >=50 y <100 >=100 y <250 >=250 y <500 >=500 y <1500 >=1500 y <2500 >=2500

ARRASTRE DE FONDO  EN EL GOLFO DE CADIZ 37,48 40,18 44,65 49,83

ARRASTRE DE FONDO EN CANTABRICO NW 32,00 56,41 54,72

ARRASTRE DE FONDO EN EL MEDITERRANEO 34,25 35,35 36,17 37,38

ARRASTRE DE FONDO EN ZONAS CIEM VB, VI,VII y VIIIabde. 64,89 66,37

ARRASTRE EN AGUAS DE PORTUGAL 58,33 50,53 66,58 65,67

ARRASTREROS CONGELADORES AGUAS INTERNACIONALES Y TERCEROS PAISES 66,40 50,14 67,00 75,33

ARRASTREROS CONGELADORES DE NAFO 64,35 68,11

ARTES FIJAS EN ZONAS CIEM VB, VI,VII y VIIIabde. 56,03 61,00

ARTES MENORES  EN EL GOLFO DE CADIZ 17,80 11,42

ARTES MENORES EN CANARIAS 20,12 49,67 42,67

ARTES MENORES EN CANTABRICO NW 25,29 37,57 35,17 32,17

ARTES MENORES EN EL MEDITERRANEO 29,60 15,00 46,00

ATUNEROS CAÑEROS CANARIAS 21,67 47,67 61,19 60,06

ATUNEROS CERQUEROS CONGELADORES EN OCEANO ATLANTICO, INDICO Y PACIFICO 67,78 66,89 60,33

ATUNEROS CERQUEROS CONGELADORES EN OCEANO INDICO Y PACIFICO 63,00 66,11

BACALADEROS 53,67 29,33 20,67

CERCO EN CANTABRICO NW 31,01 39,12 40,76 45,87 65,11

CERCO EN EL GOLFO DE CADIZ 38,75 38,23 32,42

CERCO EN EL MEDITERRANEO 37,71 48,78 51,82 57,58

PALANGRE DE FONDO AGUAS INTERNACIONALES Y TERCEROS PAISES 30,33 65,33

PALANGRE DE FONDO EN CANTABRICO NW 37,58 42,60 35,58 44,63

PALANGRE DE FONDO EN EL MEDITERRANEO 29,55 15,17

PALANGRE DE FONDO MENORES 100 TRB EN VIIIabde. 50,75

PALANGRE DE SUPERFICIE CALADERO NACIONAL 18,44 12,67 15,15 55,22 65,56

PALANGRE DE SUPERFICIE EN AGUAS INTERNACIONALES 29,67 62,33 68,68 64,48

PALANGRE DE SUPERFICIE EN EL MEDITERRANEO 22,29 13,33 8,07 10,33

PALANGRE DE SUPERFICIE EN PACIFICO E INDICO 57,89 57,87 69,79

RASCO EN CANTABRICO NW 39,50 36,42 29,80 22,56

VOLANTA EN CANTABRICO NW 38,80 40,09 40,89 35,33

MÁXIMO NÚMERO DE DÍAS DE ACTIVIDAD MEDIA PARA BUQUES DADOS DE ALTA A 
PARTIR DEL 1 DE JUNIO 2019 GTS
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I. DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DE ASUNTOS ECONÓMICOS
Y TRANSFORMACIÓN DIGITAL

9341 Orden ETD/777/2020, de 3 de agosto, por la que se acuerda la emisión, 
acuñación y puesta en circulación de monedas de colección de 30 euro 
«Agradecimiento a todas las personas y colectivos profesionales que más 
han destacado en la lucha contra la enfermedad COVID-19 en nuestro país».

La Ley 62/2003, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y 
del Orden Social, en su artículo 102, modificó el artículo 81 de la Ley 42/1994, de 30 de 
diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y de Orden Social, dando una nueva 
terminología en relación con las monedas conmemorativas y de colección, de 
conformidad con la terminología utilizada en las disposiciones y normativa europea.

En la nueva redacción del citado artículo 81 se establece, entre otras cuestiones, 
que, «a partir de enero de 2004, se denominarán monedas de colección en euros, las 
monedas en euros no destinadas a la circulación, acuñadas normalmente en metales 
preciosos, con un valor nominal y diseño diferente a las destinadas a la circulación. 
Estas monedas deberán diferir perceptiblemente de las circuladas en, al menos, dos de 
las tres características siguientes: color, peso y diámetro».

En la misma disposición «se autoriza con carácter general a la Fábrica Nacional 
de Moneda y Timbre-Real Casa de la Moneda, a acuñar y comercializar monedas de 
colección de todo tipo. La acuñación y venta de estas monedas serán acordadas por 
orden del Ministerio de Economía que, de conformidad con las disposiciones europeas, 
fijará las características propias de las monedas, sus valores faciales y las fechas 
iniciales de emisión y, en su caso, los precios de venta al público».

El artículo 5 del Reglamento (UE) número 651/2012 del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 4 de julio de 2012, relativo a la emisión de monedas en euros, regula la 
emisión de monedas de colección.

El Real Decreto 2/2020, de 12 de enero, por el que se reestructuran los 
departamentos ministeriales, ha creado el Ministerio de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital.

El artículo 15.1.A) 1.º del Real Decreto 139/2020, de 28 de enero, por el que se 
establece la estructura orgánica básica de los departamentos ministeriales, determina la 
estructura orgánica del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital, y 
configura como órgano directivo la Secretaría General del Tesoro y Financiación 
Internacional, de la cual depende la Dirección General del Tesoro y Política Financiera.

El artículo 4.1.k) del Real Decreto 403/2020, de 25 de febrero, por el que se 
desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio de Asuntos Económicos 
y Transformación Digital, establece que, la Dirección General del Tesoro y Política 
Financiera ejercerá las funciones previstas en el artículo 66 de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, en el ámbito de sus competencias, correspondiéndole, en particular, la gestión 
de acuñación de moneda y la representación en el Subcomité Europeo de Moneda 
(«Eurocoin Subcommittee») y en los grupos de trabajo que dependan del mismo.

La Orden ECO/84/2002, de 10 de enero, por la que se acuerda la emisión, acuñación 
y puesta en circulación de monedas de 12 euro para el año 2002, dio continuidad a la 
etapa iniciada dentro del marco monetario en el año 1994 con la moneda de 2.000 
pesetas.

Por razones de interés cultural, este tipo de monedas se han ido sucediendo a lo 
largo de estos años a través de diferentes emisiones. La última de ellas ha tenido lugar 
en virtud de la Orden ECE/640/2019, de 31 de mayo, por la que se acuerda la emisión, 
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acuñación y puesta en circulación de monedas de colección de 30 euro «Bicentenario 
del Museo del Prado».

Los profesionales españoles de diferentes colectivos empezando por aquellos en 
contacto directo con los pacientes afectados por la COVID-19 encabezados por el 
personal sanitario, y siguiendo por los que han venido prestando a lo largo de esta 
pandemia servicios absolutamente esenciales para toda la ciudadanía, conforman la 
primera línea en la lucha contra esta enfermedad en nuestro país y han demostrado, 
desde que empezó esta emergencia sanitaria, un encomiable nivel de profesionalidad y 
compromiso.

Su entrega incondicional, y abnegación en el desempeño de su cometido, haciendo 
frente a largas jornadas de trabajo y exposición en muchos casos a los riesgos de la 
enfermedad, representa un ejercicio de vocación de servicio y de ejemplaridad 
ciudadana. Con un espíritu de sacrificio personal sobresaliente en favor de la salud 
pública y del bienestar del conjunto de la sociedad, se han convertido ya en un símbolo 
de la lucha contra la mayor pandemia global que ha asolado a la humanidad en el último 
siglo.

Con la propuesta de emisión de esta moneda de 30 euro en plata que quedará como 
recuerdo imperecedero de esta gesta, la Fábrica Nacional de Moneda y Timbre-Real 
Casa de la Moneda se une al reconocimiento del conjunto de la sociedad española, que 
ya les viene ofreciendo innumerables muestras de agradecimiento y solidaridad desde el 
inicio de la crisis.

Sobre la base de lo expuesto, se acuerda la emisión, acuñación y puesta en 
circulación de una moneda de colección de 30 euro, como agradecimiento a todas las 
personas y colectivos profesionales que más han destacado en la lucha contra la 
enfermedad COVID-19 en nuestro país.

En su virtud, dispongo:

Artículo 1. Acuerdo de emisión.

Se acuerda, para el año 2020, la emisión, acuñación y puesta en circulación de 
monedas de colección de 30 euro «Agradecimiento a todas las personas y colectivos 
profesionales que más han destacado en la lucha contra la enfermedad COVID-19 en 
nuestro país».

Artículo 2. Características de las piezas.

Moneda de 30 euro de valor facial.
Composición: Plata de 925 milésimas, siendo el resto de cobre.
Tolerancia en ley: Contenido mínimo de 925 milésimas de plata.
Peso: 18 g con una tolerancia en más o en menos de 0,18 g.
Diámetro: 33 mm.
Forma: Circular con canto liso.
Leyendas y motivos:

En el anverso se reproducen las efigies superpuestas de Sus Majestades los Reyes 
don Felipe VI y doña Letizia. En la parte superior de la moneda, en sentido circular y en 
mayúsculas, la leyenda FELIPE VI Y LETIZIA. En la parte inferior de la moneda, en 
mayúsculas, la leyenda ESPAÑA y el año de acuñación 2020, separados por una flor de 
lis. Rodea los motivos y leyendas una gráfila de perlas.

En el reverso, ocupando la parte central de la moneda, aparece el mapa de España 
con los colores de la bandera de España; más arriba, en sentido horizontal y en 
mayúsculas, el valor de la pieza 30 EURO; debajo de la imagen del mapa de España, y 
dentro de un círculo, aparecen en forma de imagen latente cuádruple, una imagen del 
virus causante de la COVID-19, la marca de Ceca, una imagen de dos manos 
aplaudiendo y la cifra 20 referida al año de acuñación 2020. Rodeando la parte central, 
aparecen diez pictogramas homenajeando a los trabajadores esenciales, héroes durante 
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la pandemia. En la parte inferior de la moneda, dos pares de manos aplaudiendo, la 
marca de Ceca y, en mayúsculas, la leyenda GRACIAS. Rodea todos los motivos y todas 
las leyendas una gráfila de perlas.

Artículo 3. Número máximo de piezas.

El número máximo de piezas que se acuñen será de 1.000.000.
No obstante lo anterior, y debido al carácter singular de esta emisión, como 

homenaje y agradecimiento a todas las personas y colectivos profesionales que más han 
destacado en la lucha contra la enfermedad COVID-19 en nuestro país; se podrán 
acordar reediciones de la misma. La Dirección General del Tesoro y Política Financiera, 
de conformidad con el artículo 6 de esta orden, determinará el número máximo de piezas 
que se acuñen con ocasión de cada reedición.

Se autoriza a la Fábrica Nacional de Moneda y Timbre-Real Casa de la Moneda a 
destinar a los fondos numismáticos del Museo de esta entidad hasta un máximo de cinco 
monedas de las acuñadas en virtud de la presente orden ministerial y, en su caso, 
aquellos elementos industriales de su fabricación que por las características de la 
emisión, revistan interés numismático o museológico.

Artículo 4. Fecha inicial de emisión.

La fecha inicial de emisión de las monedas tendrá lugar durante el cuarto trimestre 
del año 2020.

Artículo 5. Acuñación y puesta en circulación. Financiación de los gastos ocasionados 
por la crisis sanitaria.

Las monedas serán acuñadas por cuenta del Estado en la Fábrica Nacional 
de Moneda y Timbre-Real Casa de la Moneda, que las entregará al Banco de España. 
Una vez realizada esta entrega, las monedas quedarán a disposición del público, para lo 
cual se contará con la colaboración de las entidades de crédito, de la Fábrica Nacional 
de Moneda y Timbre-Real Casa de la Moneda y de otras entidades públicas y privadas. 
Las entidades de crédito, y las entidades públicas y privadas designadas, podrán 
formular sus peticiones ante la Fábrica Nacional de Moneda y Timbre-Real Casa de la 
Moneda en la forma y plazo que ella determine para atender la demanda del público. La 
Fábrica facilitará a las citadas entidades un documento a presentar en el Banco de 
España para que éste efectúe la entrega de las piezas. Transcurridos tres meses a partir 
de la fecha de emisión de este documento sin que haya sido presentado en el Banco de 
España para la entrega de estas monedas, el mismo se considerará anulado y sin 
efecto; las piezas correspondientes, así como las que retornen al Banco de España 
procedentes del mercado, quedarán en éste a disposición del público y de las entidades 
de crédito.

El Banco de España, las entidades de crédito, la Fábrica Nacional de Moneda 
y Timbre-Real Casa de la Moneda y las entidades públicas y privadas designadas, 
distribuirán estas monedas y, previa petición de los particulares, procederán al canje de 
estas piezas por el mismo valor facial con el que fueron emitidas.

De los resultados de esta actividad de acuñación, la Fábrica Nacional de Moneda 
y Timbre-Real Casa de la Moneda donará el cincuenta por ciento con destino a la 
financiación de los gastos ocasionados por la crisis sanitaria provocada por el COVID-19, 
de conformidad con el artículo 47 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el 
que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico 
para hacer frente al COVID-19.

Artículo 6. Medidas para la aplicación de esta orden.

La Dirección General del Tesoro y Política Financiera tomará las medidas que 
resulten precisas para la aplicación de esta orden y fijará, en su caso, el aumento o 
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reducción del número máximo de piezas previsto en el artículo 3 de esta orden, en 
función de la demanda del mercado.

Disposición final única. Efectos.

La presente orden producirá efectos desde el día siguiente al de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 3 de agosto de 2020.–La Vicepresidenta Tercera del Gobierno y Ministra de 
Asuntos Económicos y Transformación Digital, Nadia Calviño Santamaría.
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I. DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DE ASUNTOS EXTERIORES, UNIÓN EUROPEA
Y COOPERACIÓN

9132 Acuerdo entre la Comisión Europea y los Estados miembros sobre vacunas 
contra la COVID-19, hecho en Madrid el 20 de julio de 2020.

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 41 de la Ley 25/2014, de 27 de noviembre, 
de Tratados y otros Acuerdos Internacionales, se procede a la publicación del Acuerdo 
entre la Comisión Europea y los Estados miembros sobre vacunas contra la COVID-19, 
cuya naturaleza jurídica es la de acuerdo internacional administrativo concluido al 
amparo del Reglamento (UE) n.º 2016/369, del Consejo, de 15 de marzo de 2016, 
relativo a la prestación de asistencia urgente en la Unión, modificado por el Reglamento 
(UE) 2020/521 del Consejo, de 14 de abril de 2020.

ACUERDO

Preámbulo:

Visto el artículo 4, apartado 5, letra b), del Reglamento (UE) 2016/369 del Consejo 
relativo a la prestación de asistencia urgente en la Unión(1), modificado por el Reglamento 
(UE) 2020/521 del Consejo, de 14 de abril de 2020, por el que se activa la asistencia 
urgente en virtud del Reglamento (UE) 2016/369, cuyas disposiciones se modifican 
considerando el brote de COVID-19 (en lo sucesivo, «ESI» o «Reglamento del ESI»).

(1) [Sic] DO L 70 de 16 de marzo de 2016, p. 1.

***

La Comisión Europea («la Comisión»)
y
Los siguientes Estados miembros: (XXX) (en lo sucesivo, «los Estados miembros 

participantes»),
Denominados en conjunto «las Partes»,
Convienen en lo siguiente:

Artículo 1. Objeto y mandato de la Comisión.

En virtud del presente Acuerdo, la Comisión tiene el mandato de concluir, en nombre 
de los Estados miembros participantes, Acuerdos de Adquisición Anticipada (APA, por 
sus siglas en inglés) con fabricantes de vacunas para la adquisición de estas con el 
propósito de combatir la pandemia de la COVID-19 en el ámbito de la Unión.

En el anexo al presente Acuerdo se establecen las directrices de negociación a tal 
efecto.

Artículo 2. Adquisición de dosis de vacunas.

La adquisición de las dosis de vacunas a los fabricantes con arreglo a los APA 
correrá a cargo de los Estados miembros participantes, y no de la Comisión, salvo que 
se acuerde otra cosa. Las políticas pertinentes en materia de vacunación seguirán 
siendo competencia de los Estados miembros participantes.
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Artículo 3. Derecho de adquisición de dosis de vacunas previsto en los APA.

Cuando, de conformidad con el presente Acuerdo, la Comisión concluya un APA que 
confiera el derecho a los Estados miembros participantes a adquirir dosis de vacunas, 
dicho derecho se ejercerá mediante la celebración de contratos entre los Estados 
miembros participantes y los fabricantes de vacunas. Los Estados miembros 
participantes no estarán obligados a concluir dichos contratos con arreglo al APA. El APA 
deberá contener una cláusula que así lo prevea.

Artículo 4. Obligación de adquisición de dosis de vacunas prevista en los APA.

Cuando, de conformidad con el presente Acuerdo, la Comisión tenga la intención de 
concluir un APA que establezca la obligación de adquirir dosis de vacunas, deberá 
informar a los Estados miembros participantes de su intención y de las condiciones 
detalladas. En caso de que un Estado miembro participante no esté conforme con la 
conclusión de un APA que establezca la obligación de adquirir dosis de vacunas o con 
las condiciones de dicho acuerdo, tendrá el derecho de excluirse voluntariamente, 
notificándoselo expresamente a la Comisión en el plazo de 5 días hábiles desde que 
esta haya comunicado su intención de concluir dicho APA. Se considerará que todos los 
Estados miembros participantes que no se excluyan voluntariamente en el plazo de 5 
días hábiles autorizan a la Comisión a negociar y concluir el APA con el fabricante de la 
vacuna en su nombre y representación.

Artículo 5. Carácter jurídicamente vinculante de los APA.

Una vez concluido, las condiciones del APA serán jurídicamente vinculantes para los 
Estados miembros participantes, excepto para aquellos que hayan ejercido su derecho 
de exclusión voluntaria.

Artículo 6. Responsabilidad.

El presente Acuerdo regula exclusivamente el reparto de la posible responsabilidad e 
indemnidades entre la Comisión y los Estados miembros participantes. En cambio no 
regula el alcance o las condiciones con arreglo a las cuales la posible responsabilidad del 
fabricante de vacunas debe asumirse o ser objeto de exoneración conforme a los APA.

La Comisión será responsable únicamente del proceso de contratación pública y la 
conclusión de los APA, incluida la responsabilidad que se derive del desarrollo de las 
negociaciones.

Los Estados miembros participantes que adquieran una vacuna serán responsables 
de su distribución y uso en virtud de sus estrategias nacionales de vacunación y 
asumirán plenamente la responsabilidad que conlleve dicho uso y distribución. Lo 
anterior se hará extensible a la exoneración de los fabricantes de vacunas en virtud de 
los términos y condiciones del APA pertinente por la responsabilidad derivada del uso y 
de la distribución de las vacunas que habitualmente asume dicho fabricante.

Artículo 7. Obligación de abstención de negociación individual.

Mediante la firma del presente Acuerdo, los Estados miembros participantes 
confirman su participación en el procedimiento y convienen en no iniciar sus propios 
procedimientos de compra anticipada de dicha vacuna con los mismos fabricantes.

En caso de que se haya concluido un APA con un determinado fabricante que recoja 
la obligación de adquirir dosis de vacunas, los Estados miembros que hayan ejercido su 
derecho de exclusión voluntaria en virtud del presente Acuerdo podrán iniciar 
negociaciones individuales con el mismo fabricante una vez firmado el APA en virtud del 
presente Acuerdo.
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ANEXO

Consideraciones iniciales

Muy probablemente, la solución permanente a la crisis de la COVID-19 llegará con el 
desarrollo y la distribución de una vacuna segura y eficaz contra el virus. Por cada mes 
que se adelante su distribución, se salvarán vidas, puestos de trabajo y miles de millones 
de euros.

Por tanto, el objeto del presente Acuerdo es que la Unión adopte medidas para 
garantizar el suministro de suficientes dosis de una vacuna segura y eficaz a los Estados 
miembros.

Estructura y objeto de la contratación pública

La labor encaminada a encontrar una vacuna contra la COVID-19 constituye un 
desafío por diversos motivos: el escaso plazo de tiempo para su desarrollo, el elevado 
coste inicial que supone para los fabricantes y el alto índice de fracaso de los ensayos 
clínicos. Si los fabricantes de vacunas siguen la práctica habitual de invertir en capacidad 
de producción solo cuando estén seguros de que el producto es viable, el tiempo de 
espera hasta la llegada de la vacuna se incrementará considerablemente. Las 
inversiones deben realizarse ahora para garantizar la producción de la vacuna a escala 
necesaria tan pronto como sea posible.

En virtud del presente Acuerdo, se abordará dicho desafío por medio de la conclusión 
de Acuerdos de Adquisición Anticipada (APA, por sus siglas en inglés) con fabricantes de 
vacunas cuando resulte necesario para garantizar el acceso a posibles vacunas 
satisfactorias, entre otras maneras, mediante la financiación inicial de la Unión para reducir 
el riesgo asociado a las inversiones esenciales para aumentar la velocidad y escala de la 
producción de vacunas eficaces. Los pagos iniciales se financiarán con cargo al 
Instrumento para la Prestación de Asistencia Urgente (ESI, por sus siglas en inglés).

Las Partes comprenden que el desarrollo de una vacuna segura y eficaz es un 
proceso extremadamente complejo y que dicha empresa entraña un riesgo de fracaso 
elevado. Por tanto, el objetivo es concluir APA con los fabricantes de las posibles 
vacunas más destacadas para maximizar las posibilidades de tener acceso, al menos, a 
una vacuna satisfactoria.

La Comisión invitará a todos los fabricantes de vacunas a manifestar su interés, 
dando, en general, prioridad a la negociación de APA específicos con aquellos 
fabricantes que a) hayan puesto en marcha ensayos clínicos o tengan planes en firme de 
realizarlos en 2020; b) tengan la capacidad de desarrollar una vacuna satisfactoria; y c) 
tengan capacidad demostrada de producir a gran escala en 2021.

Proceso y gobernanza

Para que la contratación pública se realice de forma centralizada y eficiente, la 
Comisión establecerá un comité rector para el proceso, con arreglo al artículo 6 del 
presente Acuerdo. Dicho comité estará copresidido por la Comisión Europea y un Estado 
miembro participante con experiencia en la negociación y capacidad de producción de 
vacunas y contará con altos funcionarios de todos los Estados miembros participantes, 
que prestarán asistencia y orientación a lo largo del proceso de evaluación.

Los copresidentes del comité rector propondrán un equipo formado por un número 
reducido de expertos con la experiencia necesaria, procedentes de seis Estados 
miembros participantes con capacidad de producción de vacunas, que intervendrán en 
las negociaciones en curso. Dichos expertos conformarán, junto con la Comisión 
Europea, un equipo de negociación (el «equipo conjunto de negociación»), que actuará 
en todo momento como una única unidad y que comenzará a trabajar inmediatamente 
partiendo de los contactos previos de la Comisión Europea y los Estados miembros 
participantes con empresas. Para iniciar las negociaciones con un fabricante concreto, 
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deberá recabarse el apoyo de, al menos, cuatro Estados miembros participantes. El 
equipo conjunto de negociación hará todo lo posible para incorporar a las negociaciones 
las recomendaciones del comité rector, al que informará de forma periódica sobre los 
avances de la negociación con cada empresa.

A efectos de cumplimiento de la normativa aplicable, se conferirá la condición de 
expertos asociados al proceso de contratación pública a todos los miembros del comité 
rector y el equipo conjunto de negociación, con arreglo a lo dispuesto en el Reglamento 
Financiero. Puesto que tendrán acceso a información comercial extremadamente 
sensible, todos ellos deberán firmar acuerdos de rigurosa confidencialidad y ausencia de 
conflicto de intereses.

Con ayuda del comité rector, la Comisión Europea decidirá, a continuación, los APA 
resultantes que deberán concluirse, especialmente, si los fondos del ESI no bastan para 
financiar todos los paquetes pertinentes. La Comisión solo estudiará financiar aquellos 
APA respecto de los que, al menos, cuatro Estados miembros participantes hayan 
expresado su conformidad. Antes de adoptar una decisión definitiva, la Comisión 
solicitará asesoramiento científico independiente acerca de la evolución y la información 
disponible sobre la calidad, la seguridad y la eficacia de la posible vacuna en cuestión.

Si la financiación con cargo al ESI resulta insuficiente, los Estados miembros 
participantes podrán decidir aumentar esta dotación para compensar la cantidad 
necesaria para financiar todos los paquetes. Cuando exista la posibilidad de concluir 
otros APA, pero los fondos del instrumento no sean suficientes, los Estados miembros 
participantes tendrán la oportunidad de manifestar su interés al respecto. Si así lo hacen, 
al menos, cuatro Estados miembros participantes, dichos Estados podrán acogerse a la 
posibilidad de realizar una aportación voluntaria al ESI por la cantidad necesaria para 
que la Comisión pueda proceder a firmar el APA en nombre, exclusivamente, de aquellos 
Estados miembros que hayan manifestado su interés y contribuido al ESI con fondos.

En aras de la total transparencia, la Comisión Europea informará, en líneas 
generales, al Dispositivo de Respuesta Política Integrada a las Crisis (DIRPC), al menos, 
una vez cada dos semanas de los avances realizados.

Acuerdos de adquisición anticipada y condiciones

Para la conclusión de APA, el equipo conjunto negociará paquetes de financiación 
con fabricantes de vacunas a cambio del derecho a adquirir un número determinado de 
dosis de vacunas en un plazo específico y a un precio concreto.

Tal y como se describe en el presente Acuerdo, la Comisión Europea también tiene la 
posibilidad de concluir APA que recojan la obligación de adquirir la vacuna cuando se 
encuentre disponible, siempre que las condiciones de dichos APA sean ventajosas 
(especialmente, el precio) y se ajusten a lo previsto en el presente Acuerdo. Si en tal 
caso resultara complicado establecer una distinción entre los pagos iniciales y el precio 
de compra, la Comisión participará en el coste total asociado a la adquisición de la 
vacuna, sin superar, en ningún caso, el 50 % del total.

La financiación inicial se considerará un pago anticipado de cualquier adquisición 
ulterior por parte de los Estados miembros, reduciendo así la cantidad que estos tendrán 
que abonar en caso de que finalmente adquieran dicha vacuna.

Los fabricantes destinarán los pagos iniciales que se efectúen con arreglo a los APA 
para eliminar el riesgo de las inversiones necesarias tanto para el desarrollo de la 
vacuna y los ensayos clínicos como para el desarrollo de las capacidades de producción 
a gran escala a lo largo de toda la cadena de valor de producción de la vacuna en la 
Unión que requiere la rápida distribución de millones de dosis de una posible vacuna. 
Los pagos correspondientes deberán estructurarse según las necesidades del fabricante, 
pero se supeditarán al estado de desarrollo en el que se encuentre la vacuna, en 
concreto, teniendo en cuenta la transparencia de los datos clínicos asociados y su 
evaluación en el momento del pago. Con ello, se pretende evitar la obligación de 
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desembolso en aquellas situaciones en las que las actividades de desarrollo hayan 
puesto de manifiesto las escasas probabilidades de éxito de la posible vacuna.

El precio de adquisición de la vacuna, así como el volumen de los fondos aportados 
inicialmente reflejarán una estimación transparente de los costes de producción (con el 
respaldo de auditorías independientes cuando sea posible), así como los recursos ya 
aportados por otras fuentes de financiación públicas. En virtud del APA, podrá solicitarse 
al fabricante que acredite ex post, con el respaldo de una auditoría independiente, las 
actividades financiadas con dichos pagos.

El objetivo de la negociación será concluir APA con empresas en las mejores 
condiciones posibles, en los que deberán precisarse los detalles relativos a:

a) los pagos a realizar, tales como las cantidades a abonar, los calendarios de 
pagos, el tipo de pagos solicitados y su afectación en relación con la eliminación de 
riesgos de inversión, la financiación de ensayos clínicos, la provisión de capital circulante 
y el aumento de las capacidades de producción;

b) si se consigue la vacuna, los pormenores de su entrega, tales como el precio por 
persona inmunizada (o alternativamente, el número de dosis necesarias por persona 
inmunizada y el precio de cada dosis), la cantidad de dosis que se entregará y el plazo 
de entrega tras la aprobación; y

c) cualesquiera otras condiciones oportunas, como la capacidad de producción 
instalada o utilizada en la Unión o el régimen de responsabilidad.

En lo que respecta al régimen de responsabilidad, el equipo conjunto de negociación 
realizará todos los esfuerzos necesarios para limitar las indemnizaciones que soliciten 
las empresas, cuestiones que se recogerán en los términos y condiciones del APA.

Los APA incorporarán estipulaciones que en las que se precise la legislación aplicable 
tanto al APA como a los pedidos resultantes y los tribunales competentes. Los Estados 
miembros participantes convienen en que cada APA que la Comisión negocie en 
representación suya con un fabricante de vacunas estará sujeto a la misma legislación 
aplicable para todos los Estados miembros participantes y que los tribunales competentes 
con arreglo al derecho aplicable dirimirán los litigios relativos al APA en cuestión.

Al adoptar la decisión de financiar APA individuales, la Comisión, en consultas con el 
comité rector, tendrá en cuenta los siguientes elementos: la información disponible sobre 
la calidad, la seguridad y la eficacia de la vacuna en el momento de la negociación del 
contrato; la velocidad de entrega a gran escala; el coste; la distribución del riesgo; la 
diversificación de tecnologías; la capacidad de suministro por medio del desarrollo de la 
capacidad de producción en la Unión; la posible flexibilización del futuro uso de las 
capacidades financiadas; la participación desde una etapa temprana de los reguladores 
de la Unión con el objetivo de solicitar una autorización de comercialización de la Unión 
para las posibles vacunas y el compromiso de suministrárselas a los países vulnerables.

El procedimiento descrito cumple con el Reglamento del ESI y el Reglamento 
Financiero, instrumento paralelo a las directivas europeas en materia de contratación 
pública, que también sientan las bases de la normativa de cada país en ese ámbito. Los 
Estados miembros participantes podrán apoyarse en el procedimiento dirigido por la 
Comisión Europea para comprar vacunas directamente de los fabricantes cuando alguna 
de ellas esté disponible conforme a las condiciones del APA. Los Estados miembros 
participantes tendrán acceso a las dosis que les correspondan según la clave de 
distribución de la población.

En las negociaciones con la industria farmacéutica en el marco del presente 
Acuerdo, la Comisión promoverá la vacuna contra la COVID-19 como bien público 
mundial. Dicha promoción incluirá el acceso de países de renta baja y media a estas 
vacunas en cantidades suficientes y a un módico precio. La Comisión intentará fomentar 
determinados aspectos asociados a la industria farmacéutica en relación con el reparto 
de la propiedad intelectual e industrial, especialmente cuando esta se haya desarrollado 
con financiación pública, para la consecución de tales fines. Las vacunas disponibles en 
virtud de los APA que se hayan concluido pero que resulten innecesarias y no hayan sido 
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adquiridas por los Estados miembros participantes podrán sumarse a los esfuerzos de 
solidaridad global.

Ministerio de Sanidad, Salvador Illa Roca, Ministro, Madrid, 20 de julio de 2020.

Stella Kyriakides, Miembro de la Comisión Europea, D.G. Sanidad y Seguridad 
Alimentaria.

Estimada Comisaria Kyriakides:

En relación con su carta de 16 de junio, y como continuación a la mía de 17 de junio, 
querría agradecer los esfuerzos realizados por la Comisión con el objetivo de avanzar en 
el ámbito de la cooperación europea en lo que respecta a la adquisición de vacunas para 
poner fin a la pandemia de la COVID-19. Es extremadamente importante que tratemos 
de garantizar un acceso equitativo a las vacunas contra la COVID-19 tanto en la UE 
como en el resto del mundo, pues se trata de bienes comunes para la salud.

España apoya esta iniciativa y el enfoque común de la UE sobre esta cuestión.
Así, me complace confirmar que España ha llevado a cabo los procedimientos 

nacionales necesarios para concluir el Acuerdo, que entrará en vigor para nuestro país 
en la fecha indicada en la presente carta, a la que adjunto las versiones firmadas del 
Acuerdo en las lenguas española e inglesa, recordando que en caso de discrepancia 
prima la versión en inglés.

Agradeceríamos la remisión de una comunicación confirmando la recepción de esta 
carta y sus adjuntos, en la que se nos informase además de aquellos países miembros 
que han concluido hasta la fecha el presente Acuerdo.

Espero que continúe esta estrecha colaboración.

Atentamente,

(Firma ilegible)

*********

Este Acuerdo es aplicable desde el 20 de julio de 2020, fecha de la carta del Ministro 
de Sanidad.

Madrid, 24 de julio de 2020.–El Secretario General Técnico, José María Muriel Palomino.
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V. Anuncios
B. Otros anuncios oficiales

MINISTERIO DE CULTURA Y DEPORTE

26044 Extracto  de  la  Resolución  de  30  de  julio  de  2020,  de  la  Dirección
General del Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales,
por la que se establece las condiciones y se convocan las ayudas de
concesión directa para titulares de salas de exhibición cinematográfica
destinadas a sufragar gastos realizados en el año 2020 derivados de la
crisis de la COVID-19

BDNS(Identif.):519419

De conformidad con lo previsto en los artículos 17.3.b y 20.8.a de la Ley 38/
2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, se publica el extracto de la
convocatoria cuyo texto completo puede consultarse en la Base de Datos Nacional
de Subvenciones (https://www.infosubvenciones.es/bdnstrans/GE/es/convocatoria/
519419)

Primero. Objeto

Convocar para el año 2020, mediante régimen de concesión directa, ayudas
para titulares de salas de exhibición cinematográfica destinadas a sufragar gastos
realizados en el año 2020 que sean consecuencia de las medidas sanitarias de
prevención adoptadas, así como los destinados a favorecer la visibilidad de la
reapertura de los cines.

Segundo. Beneficiarios

Las personas físicas o jurídicas titulares de salas de exhibición cinematográfica
o de complejos cinematográficos,  de acuerdo con la definición que de dichos
conceptos establecen los incisos l) y m) del artículo 4 de la Ley 55/2007, de 28 de
diciembre, del Cine, respectivamente.

Las personas solicitantes deberán estar inscritas en el Registro Administrativo
de Empresas Cinematográficas del Instituto de la Cinematografía y de las Artes
Audiovisuales con anterioridad a la publicación del extracto de esta convocatoria
en el «Boletín Oficial del Estado».

Tercero. Bases reguladoras

Real Decreto-ley 17/2020, de 5 de mayo, por el que se aprueban medidas de
apoyo  al  sector  cultural  y  de  carácter  tributario  para  hacer  frente  al  impacto
económico  y  social  del  COVID-2019.

Cuarto. Cuantía

El importe total de esta convocatoria asciende a la cantidad de 13.252.000 de
euros.

La cuantía máxima de la ayuda vendrá dada por el número de pantallas de que
disponga cada sala de exhibición cinematográfica, con arreglo a los siguientes
criterios:

a) 8.000 euros para salas con una única pantalla.

b) 14.000 euros para complejos cinematográficos con 2 pantallas.
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c) 20.000 euros para complejos cinematográficos con 3, 4 ó 5 pantallas.

d) 26.000 euros para complejos cinematográficos con 6, 7 u 8 pantallas.

e) 32.000 euros para complejos cinematográficos con más de 8 pantallas.

Quinto. Plazo de presentación de solicitudes

El plazo para la presentación de solicitudes será de quince días a contar desde
el día siguiente al de la publicación del extracto de la presente Resolución en el
Boletín Oficial del Estado, finalizando a las 14 horas, hora peninsular, del último día
de plazo.

Madrid,  30  de  julio  de  2020.-  Directora  General  del  Instituto  de  la
Cinematografía  y  de  las  Artes  Audiovisuales,  Beatriz  Navas  Valdés.

ID: A200034917-1
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I. DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y FORMACIÓN PROFESIONAL
8961 Orden EFP/748/2020, de 29 de julio, por la que se adoptan medidas 

excepcionales para la flexibilización de la impartición de certificados de 
profesionalidad.

El 11 de marzo de 2020 la Organización Mundial de la Salud declara pandemia 
internacional la situación de emergencia ocasionada por la propagación de la COVID-19. 
La situación de emergencia de salud pública ocasionada constituye una crisis sanitaria 
sin precedentes y de enorme magnitud, tanto por el muy elevado número de ciudadanos 
afectados, como por el extraordinario riesgo para el ejercicio efectivo de sus derechos. 
Dada la especial incidencia de la pandemia en España, el Gobierno ha dictado el Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la 
gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19. En esta norma, 
que ha tenido sucesivas prórrogas autorizadas por el Congreso de los Diputados, se 
contemplan una serie de medidas dirigidas a proteger la salud y seguridad de los 
ciudadanos, contener la progresión de la enfermedad y reforzar el sistema de salud 
pública.

El artículo 9 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, incorpora determinadas 
medidas de contención en el ámbito educativo y de la formación, entre las que se 
encuentra la suspensión de la actividad educativa y formativa de carácter presencial, 
incluida la oferta de Formación Profesional acreditada mediante Certificados de 
Profesionalidad. No obstante, se contempla que durante el periodo de suspensión se 
mantendrán las actividades educativas a través de las modalidades a distancia y «on 
line», siempre que resulte posible.

Tales medidas han tenido un enorme impacto en el sistema de formación profesional 
en su conjunto y, a los efectos de esta orden, en las actividades formativas centradas en 
Certificados de Profesionalidad, que se ha visto gravemente afectado, ya que el estado 
de alarma no permite, con carácter general, continuar la ejecución de la formación 
presencial, tal y como esta modalidad se encontraba regulada en la actualidad, lo que 
afecta a un importante número de acciones formativas financiadas con cargo a este 
sistema.

Estas medidas, incuestionablemente necesarias, están teniendo consecuencias de 
carácter económico y social que deben ser afrontadas con criterios, estrategias y 
medidas que permitan gestionar la crisis y que a su vez favorezcan el retorno gradual a 
la normalidad formativa mediante la toma de medidas excepcionales a corto y medio 
plazo.

España ha iniciado un proceso de reducción gradual de las medidas extraordinarias 
establecidas mediante el citado Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, habiendo 
finalizado la situación del estado de alarma, sin perjuicio del mantenimiento de toda una 
serie de medidas recogidas en el Real Decreto-ley 21/2020, de 9 de junio, de medidas 
urgentes de prevención, contención y coordinación para hacer frente a la crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19, cuyo objetivo es alcanzar una situación de «nueva 
normalidad» que permita la reactivación económica y social en todos los ámbitos, 
incluyendo el de las actividades educativo-formativas en las condiciones de salud y 
seguridad necesarias.

Por su parte, la Ley Orgánica 5/2002, de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la 
Formación Profesional, establece en su artículo 2.3.b), como uno de los principios 
básicos del Sistema Nacional de Cualificaciones y Formación Profesional, el acceso, en 
condiciones de igualdad de todos los ciudadanos, a las diferentes modalidades de la 
formación profesional.
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Dentro del Sistema Nacional de Cualificaciones y de la Formación, cuya regulación y 
coordinación es competencia de la Administración General del Estado en virtud del 
artículo 5.1 de la citada Ley Orgánica 5/2002, se incluye la Formación Profesional 
acreditada mediante Certificados de Profesionalidad, cuya competencia de ordenación y 
gestión corresponde al Ministerio de Educación y Formación Profesional, de acuerdo con 
lo previsto en el artículo 8 del Real Decreto 2/2020, de 12 de enero, por el que se 
reestructuran los departamentos ministeriales y en los términos establecidos en los 
artículos 1 y 5 del Real Decreto 498/2020, de 28 de abril, por el que se desarrolla la 
estructura orgánica básica del Ministerio de Educación y Formación Profesional. A estos 
efectos, el Ministerio de Educación y Formación Profesional es el Departamento de la 
Administración General del Estado encargado de la propuesta y ejecución de la política 
del Gobierno en materia educativa y de formación profesional del sistema educativo y 
para el empleo y en particular, el artículo 5 establece que a la Secretaría General de 
Formación Profesional le corresponde la ordenación, desarrollo, evaluación, gestión e 
innovación, de la formación profesional en el sistema educativo y para el empleo, y en 
concreto, respecto a esta última, la Formación Profesional de desempleados y la 
Formación Profesional de ocupados, incluyendo las convocatorias nacionales y las 
autonómicas, cuando éstas respondan a formación vinculada a los certificados de 
profesionalidad, incluida la formación profesional dual del ámbito educativo.

En consecuencia, y con la finalidad de proporcionar respuestas oportunas a las 
necesidades de carácter excepcional derivadas de las medidas adoptadas para hacer 
frente a la pandemia de COVID-19, procede adoptar, en materia de formación 
profesional dirigida a la obtención de certificados de profesionalidad, las medidas que se 
contienen en la presente orden, dirigidas a atenuar los efectos negativos de la 
suspensión de la actividad formativa presencial, facilitar a las personas trabajadoras la 
formación que les permita obtener un certificado de profesionalidad, o en su caso, 
acreditación parcial acumulable, y favorecer la capacidad de recuperación de la red 
formativa y de las empresas que proveen formación profesional para el empleo de 
carácter formal.

Estas medidas, dadas las especiales características que reúnen las acciones 
formativas que se imparten en el ámbito de la formación profesional para el empleo 
dirigidas a la obtención de certificados de profesionalidad, requieren que su vigencia se 
extienda durante todo el periodo de ejecución de las actividades formativas afectadas, 
para que puedan desarrollarse con la necesaria proyección y estabilidad que garantice 
su eficacia.

Para permitir un retorno gradual a la normalidad formativa, la presente orden regula 
un conjunto de medidas aplicables a todas las acciones formativas vinculadas a la 
obtención de certificados de profesionalidad en ejecución durante el año 2020 y hasta su 
finalización.

Esta orden tiene en cuenta el marco de distribución de competencias en la materia, y 
así contempla un conjunto de disposiciones que podrán ser aplicadas por las 
Administraciones Públicas competentes, respetando en todo caso las competencias 
propias las Comunidades Autónomas y las necesidades de adaptación a sus respectivos 
territorios.

La presente orden se ajusta a los principios de buena regulación contenidos en la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. En concreto, es acorde con los principios de necesidad, 
eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia y eficiencia, en tanto que la 
misma persigue un grave interés general; cumple el mandato establecido en el 
artículo 129 de la Ley, en tanto que persigue el interés general al atenuar los efectos 
negativos de la suspensión de la actividad formativa presencial, facilitar a las personas 
trabajadoras la formación que les permita obtener un certificado de profesionalidad, o en 
su caso, acreditación parcial acumulable, y favorecer la capacidad de recuperación de la 
red formativa y de las empresas que proveen formación profesional para el empleo de 
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carácter formal; resulta coherente con el ordenamiento jurídico y permite una gestión 
más eficiente de los recursos públicos.

En la elaboración de esta orden ha informado el Ministerio de Política Territorial y 
Función Pública.

En su virtud, con la aprobación previa de la Ministra de Política Territorial y Función 
Pública, dispongo:

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación.

1. La presente orden tiene por objeto permitir a las Administraciones competentes 
la adopción de medidas extraordinarias para flexibilizar la impartición de la formación 
dirigida a la obtención de certificados de profesionalidad, posibilitando al alumnado 
participante que demuestre haber superado los módulos de cada certificado, la 
consecución de la correspondiente acreditación que, con carácter oficial y validez en 
todo el territorio nacional, expide la administración competente a quienes así lo hayan 
solicitado.

2. Las medidas que se recogen en la presente orden son de aplicación, en el marco 
de la formación profesional a las acciones formativas dirigidas a la obtención de 
certificados de profesionalidad afectadas por la suspensión de la actividad formativa 
presencial establecida en el Real Decreto 463/2020 de 14 de marzo, por el que se 
declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada 
por el COVID-19.

3. En consecuencia, en los términos establecidos en la presente orden, estas 
medidas serán aplicables a las acciones formativas de certificados de profesionalidad 
aprobadas o autorizadas para ser impartidas en 2020, bien en la modalidad presencial, 
bien en la modalidad de teleformación, tanto con fondos públicos como mediante la 
iniciativa privada, que no hayan podido ser ejecutadas, o se hayan ejecutado 
parcialmente por la suspensión indicada en el apartado precedente.

Artículo 2. Medidas para flexibilizar la impartición de certificados de profesionalidad en 
la modalidad presencial.

1. La impartición, en la modalidad presencial, de las acciones formativas dirigidas a 
la obtención de certificados de profesionalidad que haya quedado interrumpida o no haya 
dado comienzo con motivo de la declaración del estado de alarma, podrá reanudarse de 
acuerdo con lo que se establezca en las normas aprobadas por el Ministerio de Sanidad, 
o en su caso las Comunidades Autónomas, para la flexibilización de determinadas 
restricciones de ámbito nacional establecidas tras la declaración del estado de alarma y 
cuya finalización progresiva se regula en el Real Decreto-ley 21/2020, de 9 de junio, de 
medidas urgentes de prevención, contención y coordinación para hacer frente a la crisis 
sanitaria ocasionada por el COVID-19. En todo caso, se deberán respetar las medidas 
previstas en dichas normas de higiene y prevención para el personal trabajador y el 
alumnado, las adecuadas medidas de distancia interpersonal y protección colectiva e 
individual, y las medidas para prevenir el riesgo de coincidencia masiva de personas en 
el ámbito laboral establecidas.

2. A tal efecto, los centros y entidades de formación que impartan dicha formación 
en la modalidad citada deberán ajustar la planificación didáctica de cada acción 
formativa a las nuevas fechas, horario de impartición y aforo del aula o taller en el que se 
lleve a cabo la formación suspendida o no iniciada, debiendo completar el total de las 
horas de la acción formativa, y comunicarla a la administración competente en el plazo 
máximo de dos meses desde la reanudación de la actividad formativa presencial.

3. Asimismo, estas acciones formativas dirigidas a la obtención de certificados de 
profesionalidad en modalidad presencial podrán continuar ejecutándose en la misma 
modalidad, mediante la utilización de aula virtual de conformidad con lo previsto al 
respecto en el artículo 3.
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4. Se podrá cambiar a la modalidad de teleformación la impartición de estas 
acciones formativas aprobadas o autorizadas en la modalidad presencial siempre que el 
certificado de profesionalidad a que hacen referencia esté ofertado en la modalidad de 
teleformación, de acuerdo con la normativa de aplicación, y si la entidad que imparta la 
formación se encuentra previamente acreditada para impartirlo en la modalidad de 
teleformación.

5. Asimismo, se permitirá el cambio de la modalidad presencial a la de 
teleformación cuando afecte a módulos formativos completos, efectuando la impartición 
en la modalidad de teleformación de acuerdo con las especificaciones al respecto 
establecidas para el respectivo certificado en la normativa de aplicación.

6. En todo caso, cuando la formación del certificado de profesionalidad se continúe 
impartiendo en la modalidad presencial mediante aula virtual o se pase a realizar en la 
modalidad de teleformación, las pruebas finales de evaluación de cada módulo formativo 
habrán de llevarse a cabo de manera presencial dentro del plazo de ejecución de la 
acción formativa, una vez que se reanude la actividad formativa presencial, en los 
términos contemplados en el artículo 2.1, adoptando las medidas de higiene y 
prevención previstas en la normativa de aplicación y con los aforos permitidos en los 
locales e instalaciones empleadas para su realización.

7. A estos efectos, podrán presentarse a la prueba de evaluación final de un 
módulo formativo de certificado de profesionalidad los alumnos que justifiquen una 
asistencia de al menos el 75 por ciento de la horas totales del mismo, cuando lo lleven a 
cabo en la modalidad presencial, y la realización de todas las actividades de aprendizaje 
establecidas para dicho módulo cuando lo cursen en la modalidad de teleformación.

8. La entidad que imparta el certificado de profesionalidad a través de aula virtual o 
cambie a la modalidad de teleformación, según lo indicado en los apartados anteriores, 
deberá disponer de la conformidad y acuerdo de disponibilidad de todas las personas 
participantes en la acción formativa, debiendo habilitar y poner a su disposición, al 
menos, un número de teléfono y una dirección de correo electrónico que recoja y 
resuelva sus dudas, incidencias o problemas de uso y manejo de estos medios. Para las 
personas que no den su conformidad se podrán realizar grupos formativos específicos 
en modalidad presencial una vez que se reanude la actividad formativa presencial, en los 
términos contemplados en el artículo 2.1.

Artículo 3. Utilización de aula virtual como formación presencial.

1. Con el fin de facilitar la impartición de las acciones formativas dirigidas a la 
obtención de certificados de profesionalidad en modalidad presencial, la formación se 
podrá impartir mediante «aula virtual», considerándose en todo caso como formación 
presencial.

2. A tal efecto, se considera aula virtual al entorno de aprendizaje donde el tutor-
formador y alumnado interactúan, de forma concurrente y en tiempo real, a través de un 
sistema de comunicación telemático de carácter síncrono que permita llevar a cabo un 
proceso de intercambio de conocimientos a fin de posibilitar un aprendizaje de las 
personas que participan en el aula.

3. La impartición de la formación mediante aula virtual se ha de estructurar y 
organizar de forma que se garantice en todo momento que exista conectividad 
sincronizada entre las personas formadoras y el alumnado participante así como 
bidireccionalidad en las comunicaciones.

4. Cuando la formación presencial se desarrolle mediante aula virtual, esta deberá 
contar con un registro de conexiones generado por la aplicación del aula virtual en que 
se identifique, para cada acción formativa desarrollada a través de este medio, las 
personas participantes en el aula, así como sus fechas y tiempos de conexión. 
Asimismo, habrá de contar con un mecanismo que posibilite la conexión durante el 
tiempo de celebración del aula por parte de los órganos que efectúen las actuaciones de 
seguimiento y control contempladas en el artículo 7. Las Administraciones competentes 
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podrán determinar que la participación se pueda constatar mediante declaración 
responsable de la persona participante.

5. La impartición mediante aula virtual no será de aplicación a aquellos contenidos 
presenciales del certificado de profesionalidad que requieran la utilización de espacios, 
instalaciones y/o equipamientos para la adquisición de destrezas prácticas. Estos 
contenidos se deberán impartir dentro del plazo de ejecución de la acción formativa una 
vez que se reanude la actividad formativa presencial, en los términos contemplados en el 
artículo 2.1, adoptando las medidas de higiene y prevención previstas en la normativa de 
aplicación y con los aforos permitidos en los locales e instalaciones empleadas para su 
realización.

6. Asimismo, las pruebas presenciales de la evaluación final de cada módulo 
formativo se realizarán de acuerdo a lo especificado en el apartado 4 del artículo 2.

7. La impartición de la formación del certificado de profesionalidad mediante aula 
virtual requerirá de la entidad que la imparta la adaptación de la planificación y 
programación didáctica, así como la planificación de la evaluación del aprendizaje de la 
acción formativa a las nuevas fechas, horario y aforo de celebración de las sesiones y 
pruebas presenciales, debiendo en todo caso, completar el total de las horas del 
certificado de profesionalidad.

Artículo 4. Medidas para flexibilizar la impartición de certificados de profesionalidad en 
modalidad de teleformación.

1. Se podrán realizar en la modalidad de teleformación las acciones formativas 
vinculadas a certificados de profesionalidad previamente aprobadas o autorizadas en la 
modalidad presencial en los términos indicados en el artículo 2.3, o continuar la 
impartición de las autorizadas o aprobadas en la modalidad de teleformación, salvo las 
tutorías presenciales y las pruebas finales de evaluación de cada módulo formativo, que 
habrán de realizarse de manera presencial, dentro del plazo de ejecución de la acción 
formativa, una vez que se reanude la actividad formativa presencial, en los términos 
contemplados en el artículo 2.1, adoptando las medidas de higiene y prevención 
previstas en la normativa de aplicación y con los aforos permitidos en los locales e 
instalaciones empleadas para su realización.

2. Las tutorías presenciales y las pruebas finales de evaluación de cada módulo 
formativo que se imparta en la modalidad de teleformación podrán realizarse durante el 
período de ejecución de la acción formativa correspondiente, una vez finalizado el 
módulo formativo al que se adscriban, siempre que se haya reanudado la actividad 
formativa presencial, en los términos contemplados en el artículo 2.1. A estos efectos, 
cuando sea preciso, la entidad que imparta el certificado de profesionalidad ajustará la 
planificación y programación didáctica, así como la planificación de la evaluación del 
aprendizaje de la acción formativa a las nuevas fechas, horario y aforo de celebración de 
las sesiones y pruebas presenciales, debiendo en todo caso, completar el total de las 
horas del certificado de profesionalidad.

Artículo 5. Medidas para la realización efectiva del módulo de formación práctica en 
centros de trabajo.

1. La realización del módulo de formación práctica en centros de trabajo de los 
certificados de profesionalidad que hubiera quedado suspendida durante el estado de 
alarma o esté pendiente de realizar, se deberá llevar a cabo dentro del nuevo plazo de 
ejecución de las acciones formativas indicado por las entidades de formación una vez 
que se haya reiniciado la actividad formativa presencial.

2. Cuando dichas prácticas sean imposibles de llevar a cabo debido a que las 
empresas resulten afectadas por las consecuencias de la crisis sanitaria, la 
administración competente que autorizó o aprobó su impartición, previa solicitud de la 
entidad de formación, podrá autorizar alguna de las siguientes medidas:
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a) Ampliar el período para la realización del módulo de formación práctica en centros 
de trabajo.

b) Sustituir el módulo de prácticas en centros de trabajo por la realización de un 
proyecto vinculado a las actividades que, en el marco del citado módulo, debían de 
desarrollarse en el entorno laboral.

c) Sustituir el módulo de prácticas en centros de trabajo por el desempeño de un 
puesto de trabajo vinculado a las ocupaciones especificadas en la normativa reguladora 
del certificado de profesionalidad a que dicho módulo se adscribe.

d) Realizar el módulo de prácticas en el propio centro de formación.

3. Corresponderá a cada administración competente valorar la idoneidad de la 
medida propuesta para la realización efectiva del módulo de formación práctica en 
centros de trabajo de acuerdo a la naturaleza y características del certificado de 
profesionalidad al que se adscribe, así como a las capacidades, criterios de evaluación y 
contenidos establecidos para este módulo en el certificado de profesionalidad.

4. La evaluación y el seguimiento del módulo de formación práctica en centros de 
trabajo, cuya realización se efectúe de acuerdo a las letras b), c) o d) del apartado 2 de 
este artículo, no requerirá la colaboración del tutor designado por la empresa, si bien 
quedará recogida documentalmente mediante la calificación de apto o no apto por el 
tutor de este módulo que haya designado el centro de formación que imparta la acción 
formativa de certificados de profesionalidad en que tal modulo se integra.

Artículo 6. Costes.

1. El cambio a la modalidad de teleformación contemplado en esta orden se 
efectuará manteniéndose el coste del módulo de la modalidad inicial de la acción 
formativa.

2. El coste del módulo aplicable a una acción formativa en modalidad presencial 
que pase a impartirse mediante «aula virtual», se mantendrá para el número total de 
horas de dicha acción.

3. En el caso de acciones formativas que se impartan en la modalidad de 
teleformación, no se considerarán financiables los gastos de transporte, manutención y 
alojamiento de los participantes y formadores.

4. La imputación de costes laborales, alquileres, espacios y equipamientos, 
instalaciones y cualquier otro que sea ineludible para las entidades de formación y las 
empresas durante el periodo de suspensión, que estén acreditados, podrán ser 
justificables, sin que suponga un incremento de la subvención concedida.

5. Las Administraciones competentes podrán establecer módulos que superen los 
establecidos en el artículo 37 de la Orden ESS/1897/2013, de 10 de octubre, por la que 
se desarrolla el Real Decreto 34/2008, de 18 de enero, por el que se regulan los 
certificados de profesionalidad y los reales decretos por los que se establecen 
certificados de profesionalidad dictados en su aplicación, que permitan compensar los 
costes extraordinarios derivados de las limitaciones de aforo y distancia social 
establecidas en las normas que permitan la recuperación de la actividad formativa 
presencial. En todo caso, serán de aplicación los límites establecidos en el anexo I de la 
Orden TMS/368/2019, de 28 de marzo, por la que se desarrolla el Real 
Decreto 694/2017, de 3 de julio, por el que se desarrolla la Ley 30/2015, de 9 de 
septiembre, por la que se regula el Sistema de Formación Profesional para el Empleo en 
el ámbito laboral, en relación con la oferta formativa de las administraciones 
competentes y su financiación, y se establecen las bases reguladoras para la concesión 
de subvenciones públicas destinadas a su financiación.

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 208 Sábado 1 de agosto de 2020 Sec. I.   Pág. 62393

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
02

0-
89

61
Ve

rif
ic

ab
le

 e
n 

ht
tp

s:
//w

w
w

.b
oe

.e
s

107



Artículo 7. Seguimiento y control.

La realización de las actuaciones de seguimiento y control de las acciones de 
certificados de profesionalidad reguladas en la presente orden tendrá en cuenta lo 
siguiente:

a) En el caso de la formación cuyo proceso de aprendizaje se desarrolle mediante 
aula virtual, se deberá facilitar a los órganos de control la información y los instrumentos 
técnicos necesarios para el ejercicio de las actuaciones de seguimiento y control de la 
actividad formativa, tanto en tiempo real como ex post.

A tal efecto, se deberá poner a disposición de los órganos de control los medios 
necesarios para poder realizar la conexión durante la impartición de la formación, con el 
fin de comprobar la ejecución de la actividad formativa y el cumplimiento de los requisitos 
legalmente previstos. Asimismo, el sistema técnico empleado deberá estar habilitado 
para generar registros de actividad a disposición de los órganos de control, con el fin de 
comprobar, una vez finalizada la formación, los tiempos de conexión detallados de cada 
participante y permitir una identificación de los mismos. Las Administraciones 
competentes podrán determinar que la participación se pueda constatar mediante 
declaración responsable de la persona participante.

b) Las entidades y los centros que impartan acciones formativas correspondientes 
a certificados de profesionalidad tendrán disponibles para su revisión en los procesos de 
seguimiento y control de la calidad de dichas acciones la documentación que acredite el 
cumplimiento de los requisitos y obligaciones establecidos en la normativa de aplicación.

Disposición adicional única. Normativa aplicable para el proceso de recuperación de la 
actividad formativa presencial.

Todas las actuaciones que realicen las entidades de formación para impartir la 
formación de certificados de profesionalidad, de acuerdo a lo previsto en la presente 
orden, habrán de adecuarse a las normas en el orden sanitario que puedan dictarse por 
las administraciones competentes y que regulen aspectos de prestación de servicios o 
actividades educativas y formativas.

Disposición final primera. Título competencial.

Esta orden se dicta al amparo de lo establecido en el artículo 149.1.7.ª y 30.ª de la 
Constitución, que atribuyen al Estado, respectivamente, la competencia exclusiva en 
materia de legislación laboral, sin perjuicio de su ejecución por los órganos de las 
Comunidades Autónomas, y la competencia para establecer la regulación de las 
condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos académicos y 
profesionales, así como las normas básicas para el desarrollo del derecho a la 
educación, a fin de garantizar el cumplimiento de los deberes de los poderes públicos en 
esta materia.

Disposición final segunda. Habilitación para el desarrollo reglamentario.

Se habilita al titular del Ministerio de Educación y Formación Profesional a dictar las 
normas necesarias para el desarrollo de lo dispuesto en esta orden, en el ámbito de sus 
competencias.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

La presente orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado».

Madrid, 29 de julio de 2020.–La Ministra de Educación y Formación Profesional, 
María Isabel Celaá Diéguez.
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I. DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y FORMACIÓN PROFESIONAL
9137 Orden EFP/757/2020, de 3 de agosto, por la que se crea la Comisión de 

trabajo para el seguimiento de la COVID-19 en el Ministerio de Educación y 
Formación Profesional.

Como consecuencia de la expansión de la pandemia de la COVID-19, el último 
trimestre del curso 2019-2020 los centros educativos se vieron obligados a suspender su 
actividad lectiva presencial a partir del mes de marzo y a efectuar los procesos de 
enseñanza y aprendizaje mediante la modalidad a distancia, fundamentalmente a través 
de recursos en línea.

La comunidad educativa realizó las adaptaciones necesarias para dar respuesta a 
este reto. El Ministerio de Educación y Formación Profesional en coordinación con las 
Comunidades Autónomas promovió las medidas necesarias para el desarrollo y 
finalización del curso escolar, que se concretaron en diferentes normas, así como en 
distintos acuerdos que se alcanzaron en el seno de la Conferencia Sectorial de 
Educación.

Mención especial requiere el esfuerzo realizado por los docentes, que han sido 
capaces de pasar de la educación presencial a la educación a distancia de manera 
súbita e inesperada. Un esfuerzo que ha sido completado con una ejemplar 
responsabilidad por parte de la mayoría de los estudiantes y un acompañamiento y 
apoyo de las familias fundamental para que no se detuvieran los procesos de enseñanza 
y aprendizaje.

La recuperación de la actividad lectiva presencial que se había previsto para el final 
del trimestre, por la evolución de la situación sanitaria, ha supuesto ya el desarrollo de 
actividades educativas de acuerdo con las exigencias en materia sanitaria.

En esta nueva situación, las Administraciones educativas han acordado los criterios 
comunes sobre los que planificar el inicio y el desarrollo del próximo curso 2020-2021, 
con la organización de las actividades lectivas, tanto desde el punto de vista educativo 
como del de la salud pública, atentos a las posibles contingencias que puedan 
producirse durante el curso escolar. De esta manera, el sistema educativo se adapta a 
los requerimientos sanitarios y sociosanitarios necesarios para estas circunstancias, al 
igual que lo hace el conjunto de la sociedad en cada uno de sus ámbitos.

En este contexto, se ha considerado necesario constituir un Grupo de Trabajo en el 
Ministerio de Educación y Formación Profesional que permita, en coordinación con las 
autoridades sanitarias, analizar y evaluar la evolución y el impacto de la pandemia en el 
ámbito de la educación no universitaria y de la formación profesional, y que a partir de 
este seguimiento la información obtenida sirva para efectuar las recomendaciones y, en 
su caso, adoptar las decisiones necesarias en respuesta a las situaciones que se 
produzcan, en coordinación y colaboración con las Administraciones educativas, y sin 
perjuicio de las competencias que el ordenamiento jurídico vigente reconoce a las 
Comunidades Autónomas.

En su virtud, de acuerdo con lo previsto en el apartado 3 del artículo 22 de la 
Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, dispongo:

Artículo 1. Creación.

Se crea en el Ministerio de Educación y Formación Profesional la Comisión de 
Trabajo para el seguimiento de la COVID-19 en el ámbito de la educación no 
universitaria y de la formación profesional, como grupo de trabajo de los regulados en el 
artículo 22.3 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.
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Artículo 2. Objeto.

La Comisión de Trabajo tiene por objeto realizar el seguimiento de la evolución y el 
impacto de la pandemia de la COVID-19 en el ámbito de la educación no universitaria y 
de la formación profesional, reforzando a tal efecto el contacto entre las diversas 
administraciones públicas, en especial las administraciones sanitarias, con objeto de 
compartir y analizar las estrategias seguidas y poder extraer enseñanzas de las 
diferentes medidas adoptadas.

Artículo 3. Composición.

1. Un Presidente, que será el titular de la Dirección General de Planificación y 
Gestión Educativa.

2. Seis Vocales en representación de los órganos directivos que a continuación se 
relacionan, con rango de Subdirector General o asimilado, designados por el titular del 
correspondiente órgano directivo:

a) Subsecretaría de Educación y Formación Profesional.
b) Secretaría General de Formación Profesional.
c) Dirección General de Evaluación y Cooperación Territorial.
d) Dirección General de Planificación y Gestión Educativa.
e) Gabinete de la Ministra.
f) Gabinete de la Secretaría de Estado de Educación.

3. El Presidente podrá ser sustituido por el titular de la Dirección General de 
Evaluación y Cooperación Territorial, y los Vocales podrán ser sustituidos por quien 
determine el titular del órgano directivo que designó a cada Vocal.

4. A las reuniones de la Comisión se podrán incorporar, a invitación de la 
presidencia, las personas que en cada caso se considere necesario para favorecer el 
cumplimiento de sus fines.

5. La Secretaría de la Comisión se ejercerá por un funcionario de la Dirección 
General de Planificación y Gestión Educativa designado por su titular.

Artículo 4. Funciones.

La Comisión tendrá las siguientes funciones, en relación con el seguimiento de la 
COVID-19 en el ámbito de la educación no universitaria y de la formación profesional, de 
acuerdo con el objeto definido para esta Comisión:

a) Favorecer el intercambio de información entre el Ministerio de Educación y 
Formación Profesional y las restantes Administraciones educativas.

b) Establecer cauces de intercambio de información y propuestas con el Ministerio 
de Sanidad.

c) Identificar necesidades que pudieran aconsejar modificaciones en la normativa o 
en la gestión de los recursos.

d) Identificar las desigualdades en el acceso a la educación incrementadas por la 
interrupción o disminución de actividades lectivas, a fin de promover acciones destinadas 
a compensarlas.

e) Analizar y proponer las medidas necesarias para el buen desarrollo de la 
actividad educativa en el ámbito de gestión del Ministerio de Educación y Formación 
Profesional.

f) Realizar el seguimiento del desarrollo de las actividades en el ámbito de gestión 
del Ministerio de Educación y Formación Profesional.

g) Favorecer la relación con las consejerías responsables de salud pública en 
Ceuta y Melilla.

h) Colaborar en la evaluación de las diferentes actuaciones.
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Artículo 5. Organización y medios.

La constitución y funcionamiento de la Comisión de Trabajo no supondrá incremento 
alguno del gasto público. Para facilitar sus trabajos, será atendida con los medios 
materiales, técnicos y personales existentes en el Ministerio de Educación y Formación 
Profesional.

Artículo 6. Constitución y funcionamiento.

1. El Presidente convocará una primera sesión que tendrá carácter de constitución 
formal de la Comisión.

2. El Presidente, establecerá el método de trabajo y el calendario de sesiones y 
decidirá sobre todos aquellos aspectos que considere necesarios para el desarrollo de 
sus funciones.

Disposición final primera. Vigencia de la Comisión.

La Comisión de Trabajo mantendrá su funcionamiento mientras duren los efectos 
derivados de la pandemia de la COVID-19.

Disposición final segunda. Efectos.

Esta orden producirá efectos desde el día de su publicación.

Madrid, 3 de agosto de 2020.–La Ministra de Educación y Formación Profesional, 
María Isabel Celaá Diéguez.
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I. DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y FORMACIÓN PROFESIONAL
9334 Real Decreto 727/2020, de 4 de agosto, por el que se regula la concesión 

directa de diversas subvenciones en el ámbito del Ministerio de Educación y 
Formación Profesional.

Conforme a lo dispuesto en la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, el 
sistema educativo español, configurado de acuerdo con los valores de la Constitución y 
asentado en el respeto a los derechos y libertades reconocidos en ella, se inspira en una 
serie de principios tales como: la equidad, que garantice la igualdad de oportunidades 
para el pleno desarrollo de la personalidad a través de la educación, la inclusión 
educativa, la igualdad de derechos y oportunidades que ayuden a superar cualquier 
discriminación y la accesibilidad universal a la educación, y que actúe como elemento 
compensador de las desigualdades personales, culturales, económicas y sociales, con 
especial atención a las que se deriven de cualquier tipo de discapacidad; la concepción 
de la educación como un aprendizaje permanente que se desarrolla a lo largo de la vida; 
el esfuerzo compartido por alumnado, familias, profesores, centros, Administraciones, 
instituciones y el conjunto de la sociedad; la participación de la comunidad educativa en 
la organización, gobierno y funcionamiento de los centros docentes; la cooperación y 
colaboración de las Administraciones educativas con las Corporaciones locales en la 
planificación y desarrollo de la política educativa, y el fomento y la promoción de la 
investigación, la experimentación y la innovación educativas, entre otros principios 
inspiradores.

La importancia social de la educación hace necesario garantizar y promover la 
aplicación de las políticas públicas de este Departamento en relación con la actividad de 
entidades comprometidas con la educación en todos los ámbitos, cuyas actividades 
responden a los principios inspiradores de nuestro sistema educativo, cuyo 
mantenimiento resulta esencial, como garantía del derecho a la educación y con la 
finalidad última de promover la igualdad de oportunidades.

La situación grave y excepcional derivada de la pandemia del COVID-19 que obligó a 
la aprobación del Real Decreto 463/2020 de 14 de marzo, por el que se declara el estado 
de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, 
ha afectado también de forma negativa a la entidades que colaboran con el Ministerio de 
Educación y Formación Profesional en el cumplimiento de sus fines a través de sus 
actividades, por lo que se hace aún más necesario poder facilitarles, mediante las 
distintas subvenciones que se recogen en esta norma, el logro de sus fines que, además 
y especialmente, tienen como beneficiarios directos a poblaciones vulnerables 
económica y socialmente.

En este sentido, en primer lugar, se ha de destacar el papel que desempeña la 
Federación Española de Municipios y Provincias (FEMP) como asociación de entidades 
locales con personalidad jurídica plena para el fomento y defensa de la autonomía de las 
entidades locales que representa y que en la actualidad supone el 96% de los gobiernos 
locales. La FEMP fue declarada como asociación de utilidad pública por Acuerdo de 
Consejo de Ministros de 26 junio de 1985, y conforme a la disposición adicional quinta de 
la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local, tiene reconocida 
su condición de representante institucional de la Administración Local en sus relaciones 
con la Administración General del Estado.

Por ello, es conocida su larga trayectoria de colaboración con los diferentes 
Ministerios y, en concreto, con el Ministerio de Educación y Formación Profesional; así, el 
Convenio suscrito entre ambas entidades data de 2004 y persigue mejorar la calidad de 
la educación y lograr la plena integración de la acción educativa en la vida local. 
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Mediante adendas anuales se determinan las actividades que se han de realizar, entre 
las que destacan las relativas a la formación y la capacitación de los responsables de la 
gestión educativa local y las iniciativas que facilitan la información sobre políticas 
educativas e iniciativas de corporación locales en este ámbito.

Igualmente, se subraya la importancia del programa de televisión educativa «La 
aventura del saber», coproducido por el Ministerio de Educación y Formación Profesional 
y la Corporación de Radio y Televisión Española, S.A., que viene emitiéndose de forma 
ininterrumpida de lunes a jueves en el canal 2 de televisión en horario de 9:56 a 10:53, 
desde el 13 de octubre de 1992. Los últimos datos de audiencia del programa 
correspondientes a la temporada 2018-2019 (fechas escolares), indican que el promedio 
de audiencia mensual ha sido de 31.000 espectadores, superando el de la temporada 
anterior, que fue de 28.000, mostrando una tendencia ascendente.

Además, su emisión a través del canal internacional y de la plataforma de contenidos 
para Internet de televisión http://www.rtve.es/television/, aumenta el impacto en el 
mundo, proporcionando una idea del prestigio y reconocimiento conseguido a lo largo de 
los años por un programa que cumple con el objetivo de acercar a todos los públicos al 
universo del conocimiento, empleando para ello entrevistas, reportajes y series 
documentales sobre diferentes temas de interés, que abarcan la naturaleza, los asuntos 
sociales, la ciencia, la tecnología y las humanidades.

Así mismo, desde 2014, este programa ha permitido impulsar una nueva plataforma 
web del Ministerio de Educación, denominada «La aventura de aprender» http://
laaventuradeaprender.intef.es/, destinada especialmente al entorno educativo, en la que 
se ofrecen además propuestas didácticas colaborativas y de investigación para el aula 
basadas en los contenidos del programa de televisión, mediante una licencia de uso 
gratuita con fines no comerciales. Se benefician de esta actuación todos los profesores y 
centros educativos.

Seguidamente, se ha de mencionar el Colegio «Parque de España», de Rosario 
(Argentina), se trata de un centro integrado en la Fundación Complejo Cultural «Parque 
de España», cuyos Estatutos fundacionales datan del año 1993 y cuyos socios 
fundadores son el Estado español, la Municipalidad de Rosario (Argentina) y la 
Federación de Asociaciones Españolas de la Provincia de Santa Fe (Argentina). La 
fundación tiene como objeto promover la educación y cultura española en la región, 
dentro del marco del Protocolo Cultural anejo al Tratado General de Cooperación y 
Amistad, suscrito por Argentina y España en 1988.

Es un centro educativo de titularidad mixta, española y argentina, en el ámbito de la 
acción educativa en el exterior, y por ello, en sus órganos de gobierno figuran 
representantes de la Administración española; tiene como misión fundamental la 
impartición de la enseñanza de educación secundaria mediante un currículo integrado 
que permite la doble titulación española y argentina. El objeto de la subvención es 
apoyar a este centro con la financiación necesaria para el pleno desenvolvimiento de sus 
actividades y para garantizar su correcto funcionamiento, de acuerdo con las funciones 
que le atribuyen sus Estatutos; lo que constituye una responsabilidad del Estado español 
como socio fundador.

En el ámbito internacional, se ha de subrayar la importante labor de la Organización 
de Estados Iberoamericanos para la Educación, la Ciencia y la Cultura (OEI). Se trata de 
un organismo internacional de carácter gubernamental para la cooperación entre los 
países iberoamericanos en el campo de la educación, la ciencia, la tecnología y la 
cultura en el contexto del desarrollo integral, la democracia y la integración regional. Los 
Estados miembros de pleno derecho y observadores son todos los países 
iberoamericanos que conforman la comunidad de naciones y está integrada por 
Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Costa Rica, Cuba, Chile, República Dominicana, 
Ecuador, El Salvador, España, Guatemala, Guinea Ecuatorial, Honduras, México, 
Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, Portugal, Uruguay y Venezuela.

Entre sus fines generales está el contribuir a fortalecer el conocimiento, la 
comprensión mutua, la integración, la solidaridad y la paz entre los pueblos 
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iberoamericanos a través de la educación, la ciencia, la tecnología y la cultura, así como 
fomentar el desarrollo de la educación y la cultura como alternativa válida y viable para la 
construcción de la paz. Asimismo, pretende la colaboración permanente en la 
transmisión e intercambio de las experiencias de integración económica, política y 
cultural producidas en los países europeos y latinoamericanos, la colaboración entre los 
estados miembros en el objetivo de conseguir que los sistemas educativos cumplan un 
triple cometido: humanista, de democratización y productivo, así como la difusión de una 
cultura que incorpore los códigos de la modernidad para permitir asimilar los avances 
globales de la ciencia y la tecnología.

Entre sus objetivos se incluye, también, el seguimiento de las Metas Educativas 2021 
y su articulación con la Agenda 2030, reducir la brecha digital, promover programas de 
cooperación horizontal entre los estados miembros y de estos con los Estados e 
instituciones de otras regiones y contribuir a la difusión de las lenguas española y 
portuguesa y al perfeccionamiento de los métodos y técnicas de su enseñanza en las 
minorías culturales residentes en otros países fomentando la inclusión social.

El Ministerio de Educación y Formación Profesional, desde la firma de un Convenio 
marco de colaboración (en 2003), adquirió el compromiso de contribuir a los gastos de 
funcionamiento de la entidad y a la realización de distintas actividades, y de crear la Red 
iberoamericana para la innovación educativa, a través de una asistencia y cooperación 
técnica concertada, instrumento de apoyo y cooperación que la OEI utiliza para el 
cumplimiento de sus fines institucionales, y que refleja el compromiso de España con 
dicha organización. La tramitación del nuevo marco de colaboración con la OEI se ha 
visto afectada por la situación excepcional derivada del COVID-19; por ello resulta 
fundamental proceder a la concesión directa de las ayudas a la OIE para no perturbar los 
compromisos adquiridos con la organización y garantizar la consecución de los objetivos 
compartidos en materia de educación y desarrollo.

Continuando con la mención a las entidades que vienen colaborando con el 
Ministerio de Educación y Formación Profesional, se ha de destacar la relevancia de las 
actividades que viene realizando la Fundación Francisco Giner de los Ríos; se trata de 
una fundación docente y cultural cuyo objeto principal desde su constitución, el 14 de 
junio de 1916, es la tutela del patrimonio intelectual y material de la Institución Libre de 
Enseñanza (ILE). El Ministerio de Educación y Formación Profesional viene colaborando 
en el cumplimiento de los fines de la Fundación que se concretan en actividades tales 
como: Proyectos de formación que incluyen la consolidación del proyecto educativo 
liderado por la institución, programas de formación de profesores y las actividades 
públicas que lo acompañan, así como en la organización de seminarios y eventos de 
interés en el ámbito de la experimentación e innovación educativas.

La amplia oferta educativa que realiza la fundación incluye actividades relacionadas 
con la educación en general, así como con la educación científica y la educación 
musical. Además, se pretende mantener la celebración de conmemoraciones que se 
vienen desarrollado en los últimos años, ligadas a experiencias de renovación 
pedagógica e innovadoras en el campo de la educación, con el objetivo de seguir 
explorando la transmisión y la vigencia del legado de Francisco Giner de los Ríos y de la 
ILE en la sociedad española actual. Estas actividades requieren de un trabajo continuado 
de investigación y documentación. Por último, hay que mencionar la importante actividad 
editorial de la fundación, centrada en la publicación de los cuatro números habituales del 
«Boletín de la Institución Libre de Enseñanza» y la publicación de diversos epistolarios.

Junto a ello, se destaca la importancia de la Confederación Estatal de Personas 
Sordas (CNSE) en la atención integral al alumnado sordo. La CNSE es una 
confederación que contempla entre sus objetivos extender el uso de la lengua de signos, 
la educación inclusiva para las personas sordas, su acceso a la información y la 
comunicación y su incorporación laboral. Desde 1994 se vienen suscribiendo convenios 
entre el Departamento y esta entidad para la atención del alumnado que presenta 
necesidades especiales derivadas de una discapacidad auditiva para lograr la 
integración plena de este alumnado.
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La CNSE está integrada por 17 Federaciones Autonómicas, una por cada 
Comunidad Autónoma, y por la Asociación de Personas Sordas de la Ciudad Autónoma 
de Melilla. Estas Federaciones integran, por su parte, más de 118 asociaciones 
provinciales y locales de personas sordas de todo el Estado. Asimismo, la CNSE acoge 
a miembros colaboradores entre los que destacan distintas asociaciones de padres y 
madres de niñas, niños y jóvenes sordos. Está integrada en el Foro para la Inclusión 
Educativa del Alumnado con Discapacidad del MEFP, dentro de la representación 
correspondiente al Comité Español de Representantes de Personas con Discapacidad 
(CERMI).

Entre los objetivos de esta entidad resalta el uso de la lengua de signos, la educación 
inclusiva para las personas sordas, su acceso a la información y la comunicación y su 
incorporación laboral. Desde 1994 se vienen suscribiendo convenios entre el 
Departamento y esta entidad para la atención del alumnado que presenta necesidades 
especiales derivadas de una discapacidad auditiva para lograr la integración plena de 
este alumnado.

Así mismo, se incluye a la Confederación Española de Familias de Personas Sordas 
(FIAPAS), entidad que representa a las familias de personas sordas y que viene 
desempeñando su labor desde hace más de 30 años para lograr la inclusión de los niños 
y jóvenes con discapacidad auditiva en todos los ámbitos: familiar, educativo, laboral y 
social. FIAPAS es una confederación de ámbito nacional, integrada por 46 entidades 
confederadas, que constituyen la mayor plataforma de representación de las familias de 
personas sordas en España. Es habitual su colaboración con el Ministerio de Educación 
y Formación Profesional en su apoyo a las familias de las personas sordas, dado que 
desde 2005 se vienen suscribiendo de convenios de colaboración.

Es importante subrayar que las acciones que realizan tanto CNSE como FIAPAS, 
entidades que aglutinan a todas las asociaciones de personas sordas a nivel nacional, 
son acciones dirigidas a todo el público que tiene discapacidad auditiva, se trata de un 
amplio abanico de acciones que abarca el banco de recursos, los estudios 
socioeducativos de personas con sordera en España, la biblioteca virtual en formato 
adaptado, la reedición de materiales y publicaciones especializados en discapacidad 
auditiva, entre otras. Estas acciones hacen posible elaborar y difundir materiales 
especializados para los alumnos con sordera, y recursos para su profesorado y técnicos, 
mejorando así la educación para este grupo de personas que presentan un alto grado de 
vulnerabilidad en el ámbito de la educación.

Por su parte, la Fundación Yehudi Menuhin España (FYME) destaca como 
responsable del Programa MUS-E que, utilizando el arte como herramienta de 
transformación social, busca favorecer la inclusión social, cultural y educativa de niños, 
niñas y jóvenes en situación de desventaja, prevenir la violencia y el racismo, fomentar la 
tolerancia y el encuentro entre las distintas culturas, reforzar las capacidades creativas 
del alumnado y su enriquecimiento intercultural, fomentando, al mismo tiempo, su 
motivación para el aprendizaje.

Este proyecto se viene desarrollando, entre la Fundación Yehudi Menuhin y el 
Ministerio de Educación y Formación Profesional, desde el año 1996. El proyecto 
planifica y desarrolla actuaciones en los centros educativos de las Ciudades Autónomas 
de Ceuta y Melilla.

Como continuación a las entidades ya mencionadas, hay que destacar, por último, la 
labor de la Federación Española de Universidades Populares (FEUP), actualmente 
constituida por 206 Universidades Populares. El objetivo de las Universidades Populares 
es promover la participación social, la educación, la formación y la cultura, para mejorar 
la calidad de vida de las personas y la comunidad. Estas entidades dependen 
directamente de los Ayuntamientos, Mancomunidades o bien, de asociaciones con fines 
no lucrativos, desarrollando una función mediadora entre la Administración y los 
ciudadanos. Estas entidades desarrollan su acción en distintos puntos de España, 
comparten un mismo enfoque y orientación, y están organizadas en una red, 
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constituyendo la Federación Española de Universidades Populares (FEUP) como 
elemento aglutinador y coordinador.

La finalidad que persiguen es la realización de un proyecto: una idea original que se 
justifica en un marco institucional, técnico, administrativo y económico-financiero. La 
ayuda que presta el Departamento persigue el desarrollo de actividades de carácter 
social y educativo que promocionen la participación de los adultos en actividades de 
formación no reglada del «Proyecto Universidad Popular», se trata de entidades que 
ubicadas en zonas desfavorecidas, tienen como destinatarios de sus acciones a la 
población adulta sin estudios y que actualmente no se encuentra realizando ninguna 
actividad formativa y cultural, con la finalidad de mejorar su nivel de vida haciendo 
realidad el aprendizaje a lo largo de la vida. Se pretende poner los recursos existentes 
dentro del municipio, al servicio de la calidad de vida de las personas, especialmente de 
las que se encuentran en situación de desventaja socioeducativa y de vulnerabilidad 
social y económica y de las transformaciones sociales necesarias para mejorar tales 
situaciones.

El Ministerio de Educación y Formación Profesional estima que concurren 
circunstancias excepcionales que acreditan las razones de interés público para su 
aprobación como subvenciones de concesión directa, previstas en el artículo 22.2.c) de 
la Ley 38/2003, de 17 noviembre. Efectivamente, se considera necesario garantizar la 
máxima seguridad posible en el desarrollo de las actividades que desarrollan las 
entidades mencionadas en el ámbito de la educación, impidiendo los eventuales efectos 
perjudiciales que pudieran concurrir al no poder atender los costes de dichas actividades, 
respecto de las cuales existe una razonable expectativa de su mantenimiento y, 
atendiendo a la importancia capital de estas actividades para la aplicación de la política 
educativa del Departamento, y en definitiva, para coadyuvar en la consecución de los 
fines de la educación, en cuanto al ejercicio del derecho a la educación y en la 
promoción de la igualdad de oportunidades.

Así, estas circunstancias permiten justificar la necesidad de salvaguardar los 
compromisos ininterrumpidos a través de convenios y programas en el ámbito educativo, 
que a lo largo de los últimos años se han venido sucediendo, en razón del interés público 
que persiguen esta entidades, y que se concretan a lo largo de este real decreto en 
aquellas subvenciones que se considera imprescindible mantener en el presente 
ejercicio y cuyas cuantías se corresponden con las dotaciones que se han venido 
concediendo como subvenciones nominativas con anterioridad.

En particular, las dotaciones dirigidas: a la Federación Española de Municipios y 
Provincias (FEMP), a la Corporación de Radio y Televisión Española RTVE, al Colegio 
Parque España de Rosario (Argentina), a la Organización de Estados Iberoamericanos 
para la Educación, la Ciencia y la Cultura (OEI), a la Fundación Francisco Giner de los 
Ríos (Institución Libre de Enseñanza), a la Confederación Estatal de Personas Sordas 
(CNSE), a la Confederación Española de Familias de Personas Sordas (FIAPAS), a la 
Fundación Yehudi Menuhin España (FYME) y a la Federación de Universidades 
Populares (FEUP), por el instrumento previsto en el artículo 22.2.c) de la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre, siguiendo el procedimiento previsto en el artículo 28 de la misma 
Ley.

En todos los casos mencionados concurren necesidades imperiosas que exigen una 
pronta respuesta de las Administraciones con el fin de asegurar el mantenimiento de las 
actividades que tradicionalmente han venido desempeñando estas entidades singulares 
que redundan en una educación de calidad y dirigida a hacer realidad la igualdad de 
oportunidades.

Además, en dichos supuestos, no se puede iniciar un procedimiento de concurrencia 
competitiva por cuanto se trata de entidades que prestan una serie de servicios fuera del 
mercado, por lo que no cabe establecer parámetros comparativos que permitan su 
prelación ni tampoco existirían otras posibles perceptoras de tales fondos.

Este real decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en la Constitución Española: el 
artículo 149.1.1, la regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de 
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todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes 
constitucionales, y el artículo 149.1.30.ª, que atribuye al Estado la competencia exclusiva 
sobre las normas básicas para el desarrollo del artículo 27 de la Constitución, a fin de 
garantizar el cumplimiento de las obligaciones de los poderes públicos en esta materia.

El presente real decreto se aprueba de acuerdo con los principios de necesidad, 
eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia y eficiencia recogidos en el 
artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas. En este sentido, esta norma es necesaria y eficaz para 
poder desarrollar las competencias educativas que, por razones de interés público, 
resulta necesario asegurar. Constituye una medida proporcional y necesaria.

Por último, en aplicación del principio de transparencia, se han definido claramente el 
alcance y objetivo, no solo de esta norma sino de las propias dotaciones presupuestarias 
y atiende al principio de eficiencia, pues no supone cargas administrativas accesorias y 
contribuye a la gestión racional de estos recursos públicos existentes.

En la tramitación de este real decreto se ha recabado informe de la Abogacía del 
Estado en el Departamento, así como del Ministerio de Hacienda, este último de 
conformidad con el artículo 28.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre.

En su virtud, a propuesta de la Ministra de Educación y Formación Profesional y 
previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 4 de agosto de 2020,

DISPONGO:

TÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto.

Este real decreto tiene por objeto regular la concesión directa de subvenciones de 
carácter excepcional a favor de los beneficiarios que figuran en el artículo 3 y para las 
actuaciones que se mencionan en los distintos capítulos del título II de este real decreto 
y en las correspondientes resoluciones de concesión.

Artículo 2. Fundamento y justificación de la concesión directa.

1. Se autoriza la concesión directa de las subvenciones establecidas en este real 
decreto en aplicación de lo previsto en el artículo 22.2.c) de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones, en relación con lo establecido en los apartados 2 
y 3 del artículo 28 de dicha ley, por concurrir razones de interés público, social y cultural.

2. Las subvenciones reguladas en este real decreto tienen carácter singular, 
derivado de la naturaleza de las entidades beneficiarias, de los vínculos jurídicos y de 
estrecha colaboración preexistentes con el Departamento y de la necesidad urgente de 
garantizar el equilibrio presupuestario de dichas entidades cuyos fines coadyuvan a los 
propios fines del sistema educativo, recogidos en el artículo 2 de la Ley Orgánica 2/2006, 
de 3 de mayo, de Educación.

3. En particular, las razones de interés público que justifican el otorgamiento directo 
de las subvenciones se concretan en cuestiones fundamentales para el sistema 
educativo tales como: a) la integración de la acción educativa en la vida local, y, en 
particular, la educación de las personas adultas más desfavorecidas, b) la cooperación 
en materia educativa en el ámbito internacional e iberoamericano, c) la difusión del 
conocimiento, d) la renovación e innovación educativas, e) la inclusión educativa de las 
personas con discapacidad auditiva, la extensión de la lengua de signos y el apoyo a las 
familias de la personas sordas, f) la inclusión social, cultural y educativa de niños, niñas 
y jóvenes en situación de desventaja y la prevención de la violencia y el racismo, así 
como el fomento de la tolerancia y el encuentro entre las distintas culturas, Estas 
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razones determinan la dificultad de la convocatoria de estas subvenciones en régimen de 
concurrencia competitiva.

Artículo 3. Entidades beneficiarias y fines de la subvención.

1. Las entidades que podrán ser beneficiarias de estas subvenciones son:

a) Federación Española de Municipios y Provincias (FEMP), para mejorar la calidad 
de la educación y lograr la plena integración de la acción educativa en la vida local a 
través de las actividades que se determinen en la resolución de concesión.

b) Corporación de Radio y Televisión Española, S.A., Corporación RTVE, para la 
producción de los programas educativos.

c) Colegio «Parque de España» en Rosario (Argentina), para apoyar el correcto 
desenvolvimiento de sus actividades, vinculadas a la acción educativa española en el 
exterior.

d) Organización de Estados Iberoamericanos para la Educación, la Ciencia y la 
Cultura (OEI) para su financiación y el desarrollo de sus actividades y para la Red de 
innovación educativa.

e) Fundación Francisco Giner de los Ríos (Institución Libre de Enseñanza), para 
colaborar con los fines de la entidad y sufragar los gastos de las actividades formativas 
de carácter editorial, celebración de conmemoraciones y difusión y asesoramiento que 
se determinen en la resolución de concesión.

f) Confederación Estatal de Personas Sordas (CNSE) para colaborar en la atención 
del alumnado que presenta necesidades especiales derivadas de una discapacidad 
auditiva, conforme a la resolución de concesión.

g) Confederación Española de Familias de Personas Sordas (FIAPAS) para lograr 
la inclusión de los niños y jóvenes con discapacidad auditiva en todos los ámbitos, 
conforme a la resolución de concesión.

h) Fundación Yehudi Menuhin España (FYME), para el desarrollo del programa 
MUS-E en los centros educativos ubicados en las ciudades autónomas de Ceuta y 
Melilla, para favorecer la inclusión social, cultural y educativa de niños, niñas y jóvenes 
desfavorecidos, a través de actividades artísticas.

i) Federación Española de Universidades Populares (FEUP) para promover la 
participación social, la educación, la formación y la cultura y mejorar la calidad de vida de 
las personas y la comunidad, conforme a la resolución de concesión.

Artículo 4. Compatibilidad de la subvención.

1. Estas subvenciones serán compatibles con la percepción de cualquier otra ayuda 
o subvención proveniente de Administraciones locales, regionales, nacionales, 
supranacionales o internacionales, salvo para las subvenciones cofinanciadas con 
fondos europeos. En todo caso, el montante total en caso de que concurrieran varias 
ayudas o subvenciones no podrá superar el valor total del gasto realizado.

2. Las entidades beneficiarias deberán informar a la autoridad concedente sobre el 
importe de otras subvenciones que sean otorgadas por otras Administraciones con los 
mismos fines.

Artículo 5. Procedimiento de concesión.

1. El procedimiento se iniciará de oficio por el centro gestor del crédito 
presupuestario al que se imputa la subvención, que será también el órgano instructor, y 
terminará con una resolución de concesión en la que se determinará el objeto, las 
actuaciones concretas subvencionables, el crédito presupuestario y la cuantía, el pago y 
el plazo y la forma de la justificación, conforme a lo dispuesto en este real decreto.

2. Los beneficiarios deberán aportar la documentación que se indica en el 
artículo 6.2 de este real decreto en el plazo indicado por el correspondiente órgano 
instructor quien lo solicitará por escrito, concediendo un plazo de diez días hábiles.
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3. La resolución de concesión correspondiente se dictará, conforme al Real 
Decreto 498/2020, de 28 de abril, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica 
del Ministerio de Educación y Formación Profesional, por el Secretario de Estado de 
Educación u órgano en quien delegue, conforme a la Orden EFP/1422/2018, de 27 de 
diciembre, de delegación de competencias del Ministerio de Educación y Formación 
Profesional y por la Secretaría General de Formación Profesional, respecto a las 
subvenciones financiadas con créditos de que sea titular.

4. El plazo máximo para resolver y notificar la resolución a los beneficiarios será de 
tres meses desde la fecha de inicio del procedimiento.

5. La notificación se realizará por medios electrónicos mediante comparecencia en 
la sede electrónica del Ministerio de Educación y Formación Profesional, de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 43 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre.

6. Contra la resolución del órgano concedente, que pondrá fin a la vía 
administrativa, podrá interponerse recurso potestativo de reposición, ante el Secretario 
de Estado de Educación o la Secretaría General de Formación Profesional, según 
corresponda la titularidad del crédito al que imputa la subvención, en el plazo de un mes, 
de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 123 y 124 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 
Asimismo, podrá interponerse recurso contencioso-administrativo, ante la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, en el plazo de dos meses, de 
acuerdo con lo dispuesto en los artículos 11.1 y 46 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa.

7. Las subvenciones concedidas al amparo de este real decreto se harán constar 
en la Base de Datos Nacional de Subvenciones (BDNS), de conformidad con el 
artículo 20 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, y el Real Decreto 130/2019, de 8 de 
marzo, por el que se regula la Base de Datos Nacional de Subvenciones (BDNS).

Artículo 6. Obligaciones de las entidades beneficiarias.

1. Las entidades beneficiarias de cada una de las ayudas establecidas en este real 
decreto llevarán a cabo las actividades previstas en su respectivo capítulo del título II, 
con el alcance que se determine en la correspondiente resolución de concesión, 
conforme al artículo 28.1 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, y deberán cumplir las 
obligaciones que establece el artículo 14 de la citada ley.

2. Los beneficiarios deberán presentar, en el plazo que se determine por el centro 
gestor del crédito presupuestario al que se imputa la subvención, una declaración 
responsable de que se encuentran al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones 
tributarias y frente a la Seguridad Social, de no hallarse incurso en ninguno de los 
supuestos del artículo 13.2 y 13.3 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, y de que no 
son deudores por procedencia de reintegro. En dicha declaración el solicitante deberá 
comprometerse expresamente a mantener el cumplimiento de tales requisitos durante el 
período de tiempo inherente al reconocimiento o ejercicio del derecho al cobro de la 
ayuda, de acuerdo con el artículo 13.7 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre.

3. Las entidades beneficiarias deberán cumplir los requisitos previstos en la 
Ley 38/2003, de 17 de noviembre, en este real decreto y en la correspondiente 
resolución de concesión.

Artículo 7. Subcontratación.

Las entidades beneficiarias podrán subcontratar hasta el cincuenta por cien de la 
actividad subvencionable, según se determine, en su caso, en la correspondiente 
resolución de concesión y se ajustarán a lo previsto en el artículo 29 de la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre.
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Artículo 8. Cuantía y financiación.

Los importes máximos a conceder serán:

1. La subvención a la Federación Española de Municipios y Provincias (FEMP) 
ascenderá a la cuantía de 44.000,00 euros, que se financiará con cargo a la aplicación 
presupuestaria 18.04.322L.489.01 del Ministerio de Educación y Formación Profesional.

2. La subvención a la Corporación de Radio y Televisión Española, S.A., 
Corporación RTVE, ascenderá a la cuantía de 731.380,00 euros, que se financiará con 
cargo a la aplicación presupuestaria 18.04.322L.441 del Ministerio de Educación y 
Formación Profesional.

3. La subvención al Colegio «Parque de España» de Rosario, Argentina, ascenderá a 
la cuantía de 28.000,00 euros, con cargo a la aplicación presupuestaria 18.08.322F.490 del 
Ministerio de Educación y Formación Profesional.

4. La subvención a la Organización de Estados Iberoamericanos para la Educación, 
la Ciencia y la Cultura (OEI), que ascenderá a la cuantía de 64.980 euros, con cargo a la 
aplicación presupuestaria 18.08.144B.493 del Ministerio de Educación y Formación 
Profesional (MEFP), a la cuantía de 200.000 euros, con cargo a la aplicación 
presupuestaria 18.08.144B.491.02 del MEFP y a la cuantía de 100.000 euros, con cargo 
a la aplicación presupuestaria 18.04.322L.493.18 del MEFP, para la Red Iberoamericana 
de innovación educativa.

5. La subvención a la Fundación Francisco Giner de los Ríos (Institución Libre de 
Enseñanza) que ascenderá a la cuantía de 161.000,00 euros, que se financiará con 
cargo a la aplicación presupuestaria 18.03.321M.482 del Ministerio de Educación y 
Formación Profesional.

6. La subvención a Confederación Estatal de Personas Sordas (CNSE) ascenderá 
a la cuantía de 28.000,00 euros, que se financiará con cargo a la aplicación 
presupuestaria 18.04.322L.480.05 del Ministerio de Educación y Formación Profesional.

7. La subvención a la Confederación Española de Familias de Personas Sordas 
(FIAPAS) ascenderá a la cuantía de 28.000,00 euros, que se financiará con cargo a la 
aplicación presupuestaria 18.04.322L.480.07 del Ministerio de Educación y Formación 
Profesional.

8. La subvención a la Fundación Yehudi Menuhin (FYME) ascenderá a la cuantía 
de 207.610,00 euros, que se financiará con cargo a la aplicación 
presupuestaria 18.04.322G.480.06 del Ministerio de Educación y Formación Profesional.

9. La subvención a la Federación Española de Universidades Populares (FEUP) 
ascenderá a la cuantía de 20.000,00 euros, que se financiará con cargo a la aplicación 
presupuestaria 18.05.322L.485.01 del Ministerio de Educación y Formación Profesional.

Artículo 9. Formalización y pago de la subvención.

1. La propuesta de pago de las subvenciones previstas a las entidades 
beneficiarias de cada una de las ayudas establecidas en este real decreto se podrá 
efectuar con carácter anticipado a su justificación, conforme al artículo 34 de la 
Ley 38/2003 de 17 noviembre, para poder llevar a cabo las actuaciones inherentes a la 
subvención.

2. En todo caso, para autorizar el gasto y proceder al correspondiente pago, las 
aplicaciones respectivas deberán estar incluidas en la correspondiente autorización del 
Ministerio de Hacienda relativa al calendario de pagos del primer semestre de 2020 o 
bien, en caso de no estar incluidas, incorporarse al del segundo semestre, conforme a lo 
dispuesto en el Acuerdo del Consejo de Ministros por el que se establecen los criterios 
de aplicación de la prórroga para 2020 de los Presupuestos Generales del Estado para 
el año 2019, se formaliza la distribución por Departamentos ministeriales y se aprueban 
medidas para reforzar el control del gasto público, de 27 de diciembre de 2019.

3. El pago de las ayudas se hará sin necesidad de constitución de fianza o 
garantía, de conformidad con lo previsto en el artículo 42.1 en relación con el 

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 213 Viernes 7 de agosto de 2020 Sec. I.   Pág. 65537

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
02

0-
93

34
Ve

rif
ic

ab
le

 e
n 

ht
tp

s:
//w

w
w

.b
oe

.e
s

120



artículo 42.2.a) y d) del Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, si bien, con 
carácter previo al cobro de la subvención, las entidades beneficiarias deberán acreditar 
que se encuentran al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias y frente 
a la Seguridad Social, de acuerdo con lo establecido en los artículos 18 y 19 de dicho 
Reglamento, así como no ser deudor por procedimientos de reintegro, como señala el 
artículo 6. 2 del presente real decreto.

4. Una vez reconocida la obligación, se ordenará el pago, que se efectuará en la 
cuenta corriente que la beneficiaria comunique al centro gestor del crédito 
presupuestario al que se imputa la subvención del Ministerio de Educación y Formación 
Profesional.

Artículo 10. Justificación de la subvención.

La justificación de las ayudas concedidas a las entidades beneficiarias se ajustará a 
lo previsto en el título II, capítulo II, artículos 69 y siguientes del Reglamento de la 
Ley 38/2003 de 17 de noviembre, en el que se regula la justificación de subvenciones, 
conforme a los términos que se establecen en el capítulo respectivo del título II y en la 
correspondiente resolución de concesión.

Artículo 11. Actuaciones de comprobación y control.

1. Los beneficiarios, además de someterse a los procedimientos de comprobación y 
control que determine el Ministerio de Educación y Formación Profesional, habrán de 
someterse a cualesquiera otras actuaciones de comprobación y control que puedan 
realizar los órganos de control competentes, en particular, al control financiero de la 
Intervención General de la Administración del Estado y al control fiscalizador del Tribunal 
de Cuentas.

2. Los beneficiarios deberán conservar toda la documentación original, justificativa 
y de aplicación de los fondos recibidos, en tanto puedan ser objeto de las actividades de 
comprobación y control.

Artículo 12. Incumplimientos y reintegros.

1. Procederá el reintegro de las cantidades percibidas y, en su caso, de los 
intereses devengados por la subvención, así como la exigencia del interés de demora 
correspondiente, desde el momento del pago de la subvención hasta la fecha en que se 
acuerde la procedencia del reintegro, en los supuestos recogidos en el artículo 37 de la 
Ley 38/2003, de 17 de noviembre.

2. El procedimiento de reintegro se regirá por lo dispuesto en los artículos 41 a 43 
de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, y en el título III del Reglamento de la citada ley. 
El órgano competente para exigir el reintegro será el órgano concedente de la 
subvención: la Secretaría de Estado de Educación o la Secretaría General de Formación 
Profesional, conforme a la titularidad del crédito al que se impute la subvención.

3. En el supuesto de incumplimiento parcial, la fijación de la cantidad que deba ser 
reintegrada se determinará en aplicación del principio de proporcionalidad, y teniendo en 
cuenta el hecho de que el citado incumplimiento se aproxime significativamente al 
cumplimiento total y se acredite por las entidades beneficiarias una actuación 
inequívocamente tendente a la satisfacción de sus compromisos.

Artículo 13. Infracciones y sanciones.

Las posibles infracciones en materia de subvenciones que pudieran ser cometidas 
por los beneficiarios se graduarán y sancionarán de acuerdo con los establecido en el 
título IV, capítulos I y II, de la Ley 38/2003 de 17 de noviembre.

En materia de subvenciones en el ámbito de la cooperación internacional, se 
atenderá a lo previsto en el artículo 21.1.d) del Real Decreto 794/2010, de 16 de junio, 
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por el que se regulan las subvenciones y ayudas en el ámbito de la cooperación 
internacional.

Artículo 14. Publicidad de las subvenciones.

Se hará constar en las actuaciones, incluyendo cualquier documentación o 
publicación de cualquier índole y soporte, actuación de comunicación o visibilidad, 
premios y publicidad, que son financiadas por el Ministerio de Educación y Formación 
Profesional, utilizándose a estos efectos el logotipo oficial del Departamento.

TÍTULO II

Disposiciones particulares aplicables a cada subvención

CAPÍTULO I

Subvención a la Federación Española de Municipios y Provincias (FEMP)

Artículo 15. Actuaciones y gastos subvencionables y plazo de realización.

1. Las actuaciones y gastos subvencionables son las siguientes:

a) Impulsar procesos que permitan el conocimiento compartido de las políticas 
públicas educativas desarrolladas desde el Ministerio de Educación y Formación 
Profesional y desde las corporaciones locales para contribuir a potenciar y mejorar la 
gestión educativa de las Administraciones locales.

b) Promover el desarrollo de investigaciones y estudios sobre políticas educativas, 
con la finalidad de elaborar indicadores y recomendaciones que ayuden a todos los 
responsables educativos a disponer de información actualizada, facilitando el desarrollo 
y difusión de iniciativas educativas en el ámbito local.

c) Incentivar la formación y el intercambio de experiencias de responsables 
políticos municipales, de iniciativas de común interés para el Ministerio de Educación y 
Formación Profesional y las corporaciones locales, que contribuyan a la toma de 
decisiones en el ámbito local.

d) Ofertar diferentes medios de formación a los responsables de la gestión 
educativa municipal mediante la celebración de jornadas, encuentros, seminarios, 
congresos o cursos de formación.

e) Editar publicaciones y estudios que favorezcan el conocimiento y la difusión de 
asuntos relacionados con la gestión educativa local.

2. Las actividades se han de realizar a lo largo del ejercicio presupuestario en que 
se ha concedido la subvención.

Artículo 16. Justificación y plazo.

1. A los efectos de la justificación del libramiento, la FEMP acopiará la 
documentación correspondiente al desarrollo de las actuaciones objeto de esta 
subvención y a la justificación del gasto.

2. En todo caso, en el plazo de tres meses del año siguiente al de la concesión, la 
FEMP remitirá al Ministerio de Educación y Formación Profesional una cuenta 
justificativa simplificada con el contenido y efectos que siguen, según figuran recogidos 
en el artículo 75 del Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el 
Reglamento de la Ley General de Subvenciones:

a) Una Memoria de actuación justificativa del cumplimiento de las condiciones 
impuestas en la concesión de la subvención, con indicación de las actividades realizadas 
y de los resultados obtenidos.
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b) Una relación clasificada de los gastos e inversiones de la actividad, con 
identificación del acreedor y del documento, su importe, fecha de emisión y, en su caso, 
fecha de pago. En caso de que la subvención se otorgue con arreglo a un presupuesto 
estimado, se indicarán las desviaciones acaecidas.

c) Un detalle de otros ingresos o subvenciones que hayan financiado la actividad 
subvencionada con indicación del importe y su procedencia

y d) en su caso, carta de pago de reintegro en el supuesto de remanentes no 
aplicados, así como de los intereses derivados de los mismos.

CAPÍTULO II

Subvención a la Corporación de Radio y Televisión Española, S.A., Corporación 
RTVE

Artículo 17. Actuaciones y gastos subvencionables y plazo de realización.

1. La subvención va destinada a la producción de contenidos educativos para el 
programa de televisión «La aventura del saber», que se emitirá, tanto a través de la TDT 
o por satélite, como a través de Internet, en una página web específica del programa, 
como en las cadenas temáticas de RTVE. «La aventura del saber» se emitirá al menos 
en uno de los canales de ámbito nacional (la 2) y en uno de los canales internacionales 
de RTVE. Las emisiones del canal nacional serán de lunes a jueves y cubrirán al menos 
todo el calendario escolar.

2. Las líneas prioritarias de actuación de la televisión educativa que orientarán tanto 
las líneas de producción, como las estrategias de emisión, difusión y aplicación para el 
uso didáctico del profesorado, tanto en TDT vía satélite como en Internet, son:

1. Apoyar al sistema educativo, en general, y a la labor docente en todos los niveles 
educativos, favoreciendo, en particular, la producción y el uso de recursos audiovisuales 
y multimedia y propiciando metodologías didácticas innovadoras.

2. Favorecer el aprendizaje informal del conjunto de la población propiciando un 
incremento del nivel cultural, social, científico y tecnológico general.

3. Incidir en la formación en valores democráticos de los jóvenes y en la 
modificación de los hábitos de riesgo.

4. Contemplar las necesidades educativas y culturales de los sectores de población 
con necesidades especiales debidas a aspectos sociales, discapacidades físicas o 
psíquicas, o enfermedades.

5. Favorecer la orientación académica y profesional mediante la información y 
divulgación de itinerarios formativos y titulaciones educativas y profesionales diversas.

6. Divulgar los acontecimientos y manifestaciones artísticas, literarias, científicas, 
etc. que constituyen nuestro acervo cultural, desde el ámbito local hasta el más 
universal.

7. Fomentar el acercamiento del mundo educativo a la sociedad en general, con 
especial atención a las relaciones entre familias y escuela.

8. Contribuir al aumento del prestigio del estudio, de las instituciones educativas y 
del profesorado en su conjunto.

9. Digitalizar un fondo de programas educativos y culturales de la televisión pública, 
a disposición de las instituciones educativas y del profesorado.

10. Poner en marcha iniciativas de alfabetización audiovisual, mediática y digital 
como complemento indispensable para una formación integral del ciudadano.

11. Fomentar la participación de la comunidad educativa mediante proyectos y 
materiales que propicien la interactividad y la comunicación con los usuarios a través de 
las webs de RTVE y del Ministerio de Educación y Formación Profesional (MEFP).

12. Cooperar en materia de política educativa exterior española
13. Potenciar la formación en valores y el desarrollo de las capacidades de la 

ciudadanía relacionadas con la sociedad de la información y del conocimiento.
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14. Aprovechar didácticamente los materiales audiovisuales (series, documentales, 
entrevistas, etc.), producidos o emitidos por «La aventura del saber» para la elaboración 
de materiales educativos complementarios por parte del profesorado, de los centros y de 
las Administraciones públicas.

3. Las actividades de producción de contenidos se han de realizar a lo largo del 
ejercicio presupuestario en que se ha concedido la subvención.

Artículo 18. Justificación y plazo.

La justificación por parte del beneficiario del cumplimiento de la finalidad para la que 
se concedió la subvención y de la aplicación de los fondos percibidos se efectuará antes 
del 30 de abril del año siguiente al de la concesión. De acuerdo con lo establecido en el 
artículo 69 del Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el 
Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, la justificación adoptará la forma de 
cuenta justificativa, en los términos que establece el artículo 72 del citado Reglamento, 
que contendrá la siguiente documentación:

1. Memoria de actuación justificativa del cumplimiento, con indicación de las 
actividades realizadas y de los resultados obtenidos.

2. Memoria económica, justificativa del coste de las actividades realizadas, que 
contendrá:

a) Una relación clasificada de los gastos e inversiones de la actividad, con 
identificación del acreedor y del documento, su importe, fecha de emisión y, en su caso, 
fecha de pago. En caso de que la subvención se otorgue con arreglo a un presupuesto, 
se indicarán las desviaciones acaecidas.

b) Las facturas o documentos de valor probatorio equivalente en el tráfico jurídico 
mercantil o con eficacia administrativa incorporados en la relación a que se hace 
referencia en el párrafo anterior y, en su caso, la documentación acreditativa del pago.

c) Indicación, en su caso, de los criterios de reparto de los costes generales o 
indirectos incorporados en la relación a que se hace referencia en el apartado a), 
excepto en aquellos casos en que las bases reguladoras de la subvención hayan 
previsto su compensación mediante un tanto alzado sin necesidad de justificación;

d) Una relación detallada de otros ingresos y subvenciones que hayan financiado la 
actividad subvencionada con indicación del importe y su procedencia;

e) Los tres presupuestos que, en aplicación del artículo 31.3 de la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre, deba de haber solicitado el beneficiario.

f) En su caso, la carta de pago, de reintegro en el supuesto de remanentes no 
aplicados, así como de los intereses derivados de los mismos.

CAPÍTULO III

Subvención al Colegio «Parque de España», de Rosario (Argentina)

Artículo 19. Actuaciones y gastos subvencionables y plazo de realización.

1. Actuaciones de gestión ordinaria y los gastos necesarios para el correcto 
funcionamiento del Colegio «Parque de España» de acuerdo con las funciones que le 
atribuyen sus Estatutos.

2. En concreto, el centro educativo mixto de titularidad española y argentina imparte 
las enseñanzas de educación secundaria según un currículum integrado que permite la 
obtención de la doble titulación española y argentina. También se podrán impartir otras 
enseñanzas, primando las de nivel superior, cuyos objetivos generares serán:

a) Ofrecer una propuesta educativa de calidad que asegure una formación integral 
y especializada.
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b) Crear un ámbito adecuado de integración de las culturas y modelos educativos 
de Argentina y España.

c) Desarrollar actividades de capacitación, perfeccionamiento y actualización 
docente.

d) Propiciar relaciones e intercambios, mediante convenios y acuerdos, con otras 
instituciones educativas y socio comunitarias.

3. Las actuaciones y gastos van referidos al ejercicio presupuestario en que se ha 
concedido la subvención.

Artículo 20. Justificación y plazo.

1. La justificación, por parte del beneficiario, del cumplimiento de la finalidad para la 
que se concedió la subvención y de la aplicación de los fondos percibidos se efectuará 
ante la Dirección General de Planificación y Gestión Educativa del Ministerio de 
Educación y Formación Profesional, en el plazo de seis meses contados a partir de la 
fecha en que termine el ejercicio presupuestario 2020, de acuerdo con lo dispuesto en el 
capítulo II del título II del Reglamento de la Ley General de Subvenciones, aprobado por 
Real Decreto 887/2006, de 21 de julio.

2. En dicho plazo, a efectos de la comprobación a que se refiere el artículo 84 del 
citado Real Decreto 887/2006, el beneficiario deberá presentar una cuenta justificativa 
acompañada de un informe de un auditor de cuentas con habilitación para el ejercicio de 
la profesión en Argentina, al ser preceptiva la obligación de someter a auditoría los 
estados contables del centro docente, de conformidad con lo establecido en los 
artículos 74.6 y 80 del Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el 
Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre.

3. La Fundación Complejo Cultural «Parque de España» estará obligada a poner a 
disposición del auditor de cuentas cuantos libros, registros y documentos les sean 
exigibles, así como conservarlos para su comprobación y control.

4. La Fundación Complejo Cultural «Parque de España» y el Colegio «Parque de 
España» se someterán a las actuaciones de comprobación por la Subdirección General 
de Cooperación Internacional y Promoción Exterior Educativa, y a las de control 
financiero correspondientes a la Intervención General de la Administración del Estado 
español.

CAPÍTULO IV

Subvención a la Organización de Estados Iberoamericanos para la Educación, la 
Ciencia y la Cultura (OEI)

Artículo 21. Gastos subvencionables y plazo de realización.

1. Gastos de personal. En esta partida, se incluirán los gastos derivados del pago 
de retribuciones al personal de la entidad vinculado a la misma mediante contrato 
laboral, tanto fijo como eventual, o mediante un contrato en régimen de arrendamiento 
de servicios. Se incluirán también en esta partida las cuotas de seguros sociales a cargo 
de la entidad.

Las retribuciones del personal laboral, no expatriado, imputables a la subvención 
estarán limitadas por las cuantías recogidas en las tablas que se detallan en las 
correspondientes resoluciones de convocatoria para los diferentes grupos profesionales 
establecidos en el IV Convenio colectivo único para el personal laboral de la 
Administración General del Estado. Los importes recogidos están referidos a catorce 
pagas anuales para una jornada semanal de cuarenta horas. Para jornadas inferiores a 
cuarenta horas, se realizará el correspondiente cálculo proporcional. A las retribuciones 
se sumarán los gastos de Seguridad Social correspondientes a la empresa y su total 
constituirá el gasto subvencionable por costes de personal. Para el personal expatriado 
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se podrán imputar adicionalmente complementos de expatriación de acuerdo con la 
normativa aplicable

2. Gastos de funcionamiento. En esta partida se incluirán los gastos relativos a:

a) Arrendamiento de bienes inmuebles (terrenos, solares y edificios) y bienes 
muebles (equipos informáticos, maquinaria, mobiliario, enseres, etc.).

b) Adquisición de inmovilizado.
c) Material de oficina: Papel, impresos y otro material de oficina.
d) Trabajos realizados por otras empresas, que no sean inversión (estudios y 

trabajos técnicos, limpieza, seguridad, etc.).
e) Gastos derivados de la celebración de actividades estatutarias y de las tareas de 

coordinación, asesoramiento, gestión y administración que desarrolla la estructura 
central de la entidad.

f) Gastos de edición de publicaciones, folletos y carteles, así como aquellos 
derivados de sus actividades. Aquellas publicaciones financiadas por esta vía deberán 
incluir la imagen institucional del MEFP.

g) Gastos que se refieran a reparaciones y conservación de los elementos del 
inmovilizado. Se consideran dentro de este apartado los gastos realizados para 
mantener el bien en su estado normal de funcionamiento:

– Obras de reparación simple, es decir, aquéllas que se llevan a cabo para 
enmendar un menoscabo producido en un bien inmueble por causas fortuitas o 
accidentales, siempre que no afecten a su estructura.

– Obras de conservación y mantenimiento, es decir, aquéllas que tienen por objeto 
enmendar un menoscabo producido en un bien inmueble por su uso natural.

h) Suministros: Agua, electricidad, gas y combustibles.
i) Primas de seguro de edificios y otro inmovilizado.
j) Comunicaciones: Teléfono, telegramas, correos y mensajería, pagina web Internet.
k) Importes de los contratos suscritos con gestores, y gastos derivados de la 

realización de auditorías externas sobre la gestión de la entidad.

No se podrán imputar a la subvención gastos originados por la adquisición de 
obsequios y regalos.

3. Dietas y gastos de viaje:

a) Podrán justificarse con cargo a esta partida, las dietas y gastos de viaje de los 
miembros o representantes de la entidad en su asistencia a reuniones y eventos en 
representación de la misma. Solo se podrán imputar a la subvención los billetes de 
transporte en clase turista, o el importe equivalente, en caso de haber viajado en otra clase.

b) No serán objeto de subvención los gastos de taxis, salvo en casos 
excepcionales, justificados y autorizados por el/la representante de la entidad, con 
indicación del recorrido realizado, de las personas que han realizado dicho trayecto y el 
motivo por el que se ha ocasionado el gasto.

c) Únicamente se admitirán alquileres de vehículos en los casos en que sean 
utilizados para el desplazamiento de una o más personas, de forma que el importe del 
alquiler sea igual o inferior al que correspondería de haber realizado el trayecto en 
transporte público.

d) En ningún caso serán subvencionables los abonos de transporte nominativos. El 
importe máximo de las dietas se ajustará a lo establecido en el Real Decreto 462/2002, 
de 24 de mayo, sobre indemnizaciones por razón del servicio.

4. Gastos subvencionables para el funcionamiento de la Red de innovación educativa:

a) La convocatoria de los Premios sobre Innovación Educativa en Iberoamérica.
b) La realización de proyectos, seminarios y talleres sobre innovación educativa, 

así como la gestión y difusión del conocimiento derivado de ello.
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5. Las actuaciones y gastos van referidos al ejercicio presupuestario en que se 
concede la subvención.

Artículo 22. Justificación y plazo.

1. En aplicación del artículo 18 del Real Decreto 794/2010, de 16 de junio, por el 
que se regulan las subvenciones y ayudas en el ámbito de cooperación internacional, los 
gastos que se efectúen se realizarán y acreditarán de acuerdo con las correspondientes 
normas y procedimiento de la OEI, en su calidad de organismo internacional de derecho 
público y que figuran en el Manual Técnico y Administrativo de Gestión de Proyectos de 
Cooperación.

De acuerdo con lo estipulado en el artículo 34 del mencionado Real Decreto la 
justificación de las actividades y gastos realizados se realizará en el plazo máximo de 
tres meses a partir de la finalización de dichas actividades Dicha justificación, según lo 
establecido en el artículo 35 del Real Decreto 794/2010, de 16 de junio, se realizará a 
través de la presentación de la siguiente documentación:

a) Memoria o informe técnico de las actividades desarrolladas por cada uno de los 
programas o proyectos subvencionados, de forma tal que se acredite suficientemente el 
cumplimiento de la finalidad para la que fue concedida la subvención, suscrito por el 
representante legal de la entidad beneficiaria.

En este apartado se especificarán los objetivos alcanzados, los resultados obtenidos 
y las actividades realizadas. Se deberán aportar datos y fuentes de verificación objetivas 
sobre lo realizado.

Se deberá adjuntar toda la documentación complementaria cuya aportación sea 
relevante para la acreditación de las actividades realizadas por el proyecto.

b) Balance económico y relación detallada de gastos en la que figuren los fondos 
recibidos y desembolsados, agrupados por partidas económicas y costes de cada 
actividad realizada.

2. Antes del 1 de abril de 2021 la Organización de Estados Iberoamericanos para la 
Educación, la Ciencia y la Cultura (OEI), acreditará ante la Dirección General de 
Planificación y Gestión Educativa del Ministerio de Educación y Formación Profesional, 
el cumplimiento de la finalidad de la subvención mediante la remisión de la 
documentación mencionada en el párrafo anterior.

CAPÍTULO V

Subvención a la Fundación Francisco Giner de los Ríos (Institución Libre de 
Enseñanza)

Artículo 23. Actuaciones y gastos subvencionables y plazo de realización.

1. La subvención que se concede financiará los gastos de funcionamiento 
necesarios para el cumplimiento de los fines de la Fundación que se traducen en las 
siguientes actuaciones generales:

a) Realización de proyectos de formación que incluyen la consolidación del 
proyecto educativo liderado por la Institución y que se concreta en programas de 
formación de profesores y las actividades públicas que lo acompañan.

b) Realización de actividades de oferta educativa referida a actuaciones 
relacionadas con la educación ambiental, la educación científica y la educación musical.

c) Realización continuada de diversas conmemoraciones que se han desarrollado 
en los últimos años ligadas a eventos que permiten seguir explorando la transmisión y la 
vigencia del legado de Francisco Giner de los Ríos y de la ILE en la sociedad española 
actual. Estas actividades requieren de un trabajo continuado de investigación y 
documentación.
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d) Mantenimiento y desarrollo de la actividad editorial que atenderá principalmente, 
a la publicación de los cuatro números habituales del Boletín de la Institución Libre de 
Enseñanza y la publicación de diversos epistolarios.

2. Las actividades se han de realizar a lo largo del ejercicio presupuestario en que 
se ha concedido la subvención.

Artículo 24. Justificación y plazo.

1. La justificación, por parte del beneficiario, del cumplimiento de la finalidad para la 
que se concedió la subvención y de la aplicación de los fondos percibidos, se efectuará 
antes del 1 de abril del año siguiente al de la concesión.

2. La justificación se realizará mediante cuenta justificativa que, haciendo uso de la 
facultad otorgada por el artículo 72.3 del Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones, dado el objeto de la subvención, contendrá la 
siguiente documentación:

a) Memoria justificativa en la que se desglosen todas las actividades realizadas por 
la Fundación en el año 2019 financiadas a través de gastos de funcionamiento de la 
Fundación, y el gasto incurrido en cada una de ellas.

b) Relación de los gastos en los que se ha incurrido con cargo a la subvención, con 
indicación de acreedores, importes, números y fechas de facturas.

c) Relación de otros ingresos o subvenciones que hayan financiado los gastos de 
funcionamiento de la Fundación recogidos en la Memoria justificativa, con indicación de 
su importe y procedencia.

d) En su caso, carta de pago de reintegro de los remanentes no aplicados y de los 
intereses devengados por los mismos.

CAPÍTULO VI

Subvención a la Confederación Estatal de Personas Sordas (CNSE)

Artículo 25. Actuaciones y gastos subvencionables y plazo de realización.

1. Las actuaciones subvencionables serán las siguientes:

a) Establecer, priorizar, desarrollar acciones y definir estrategias encaminadas a 
proporcionar atención educativa de calidad que incida directamente en el alumnado 
sordo o con discapacidad auditiva.

b) Impulsar la formación del profesorado y de los profesionales de los servicios de 
orientación educativa y psicopedagógica para una mejor detección y atención de dicho 
alumnado.

c) Propiciar cauces de colaboración con otras instituciones para la investigación y la 
formación del profesorado en aspectos relacionados con este campo.

d) Colaborar en la publicación de trabajos de investigación, estudios, experiencias, 
materiales, entre otros, que se elaboren como resultado de actuaciones realizadas.

2. Las actividades se han de realizar a lo largo del ejercicio presupuestario en que 
se ha concedido la subvención.

Artículo 26. Justificación y plazo.

El expediente de justificación de los gastos que se hayan subvencionado ha de 
ajustarse a lo dispuesto en el artículo 75 del Real Decreto 887/2006, por el que se 
aprueba el Reglamento de la Ley 38/2003, 17 de noviembre, mediante la presentación 
de una cuenta justificativa simplificada. A estos efectos, antes del uno de marzo del año 
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siguiente al de la concesión, CNSE deberá aportar la siguiente documentación, conforme 
a lo dispuesto en el artículo 75.2 del citado Real Decreto:

a) Una Memoria de actuación justificativa del cumplimiento de las condiciones 
impuestas en la resolución de concesión de la subvención, con indicación de las 
actividades realizadas y de los resultados obtenidos.

b) Una relación clasificada de los gastos e inversiones de la actividad, con 
identificación del acreedor y del documento, su importe, fecha de emisión y, en su caso, 
fecha de pago.

c) Un detalle de otros ingresos o subvenciones que hayan financiado la actividad 
subvencionada con indicación del importe y su procedencia.

d) En su caso, carta de pago de reintegro en el supuesto de remanentes no 
aplicados, así como de los intereses derivados de los mismos.

CAPÍTULO VII

Subvención a la Confederación Española de Familias de Personas Sordas 
(FIAPAS)

Artículo 27. Actuaciones y gastos subvencionables y plazo de realización.

1. Las actuaciones y gastos serán las siguientes:

a) Establecer, priorizar, desarrollar acciones y definir estrategias encaminadas a 
proporcionar atención educativa de calidad que incida directamente en el alumnado que 
presenta necesidades educativas especiales derivadas de discapacidad auditiva, con 
tratamiento a la diversidad, ya que el alumnado con discapacidad auditiva se caracteriza 
por su heterogeneidad.

b) Impulsar la información, la sensibilización y la formación del profesorado y de los 
profesionales de los servicios de orientación educativa y psicopedagógica para una 
mejor detección y atención de dicho alumnado, como elemento indispensable que 
asegure una inclusión educativa efectiva y de calidad.

c) Propiciar cauces de colaboración con otras instituciones para la investigación y la 
formación del profesorado en aspectos relacionados con este campo.

d) Colaborar en la publicación de trabajos de investigación, estudios, experiencias, 
materiales, entre otros, que se elaboren como resultado de actuaciones realizadas.

2. Las actividades se han de realizar a lo largo del ejercicio presupuestario en que 
se ha concedido la subvención.

Artículo 28. Justificación y plazo.

El expediente de justificación de los gastos que se hayan subvencionado ha de 
ajustarse a lo dispuesto en el artículo 75 del Real Decreto 887/2006, por el que se 
aprueba el Reglamento de la Ley 38/2003, 17 de noviembre, mediante la presentación 
de una cuenta justificativa simplificada.

A estos efectos, antes del uno de marzo del año siguiente al de la concesión, la 
entidad deberá aportar la siguiente documentación, conforme a lo previsto en el 
artículo 75.2 del Real Decreto citado:

a) Una Memoria de actuación justificativa del cumplimiento de las condiciones 
impuestas en la concesión de la subvención, con indicación de las actividades realizadas 
y de los resultados obtenidos.

b) Una relación clasificada de los gastos e inversiones de la actividad, con 
identificación del acreedor y del documento, su importe, fecha de emisión y, en su caso, 
fecha de pago.
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c) Un detalle de otros ingresos o subvenciones que hayan financiado la actividad 
subvencionada con indicación del importe y su procedencia.

d) En su caso, carta de pago de reintegro en el supuesto de remanentes no 
aplicados, así como de los intereses derivados de los mismos.

CAPÍTULO VIII

Subvención a Fundación Yehudi Menuhim (FYME)

Artículo 29. Actuaciones y gastos subvencionables y plazo de realización.

1. Las actuaciones y gastos serán los siguientes:

a) La realización de cursos y actividades para el correcto desarrollo del programa 
MUS-E promovido por la FYME en las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla, en los 
centros educativos que se determinen, de acuerdo con el Ministerio de Educación y 
Formación Profesional y que figurarán en la correspondiente resolución de concesión.

b) La realización de un encuentro de formación anual, evaluación del programa y 
elaboración y/o publicación de materiales pedagógicos específicos.

2. Las actividades se han de realizar a lo largo del ejercicio presupuestario en que 
se ha concedido la subvención.

Artículo 30. Justificación y plazo.

1. FYME España se compromete a justificar la adecuada utilización de los fondos 
recibidos. Esta justificación deberá ajustarse a lo dispuesto en el artículo 30 de la 
Ley 38/2003, 17 de noviembre.

2. A estos efectos, antes del uno de marzo del año siguiente al de la concesión, 
FYME deberá aportar la siguiente documentación:

a) Facturas y justificantes originales de la totalidad de los gastos realizados.
b) Certificación expedida por el representante de la Fundación, acreditativa del 

cumplimiento de la finalidad para la que se conceden y de la actividad realizada.
c) Memoria de actuación justificativa del cumplimiento de las condiciones impuestas 

en la concesión de la subvención, con indicación de las actividades realizadas y de los 
resultados obtenidos.

d) Una relación clasificada de los gastos de la actividad, con identificación del 
acreedor y del documento, su importe, fecha de emisión y, en su caso, fecha de pago. En 
caso de que la subvención se otorgue con arreglo a un presupuesto estimado, se 
indicarán las desviaciones acaecidas.

e) Un detalle de otros ingresos o subvenciones que hayan financiado la actividad 
subvencionada con indicación del importe y su procedencia.

f) En su caso, carta de pago de reintegro en el supuesto de remanentes no 
aplicados, así como los intereses derivados de los mismos.

g) Acreditar estar al corriente en el pago de sus obligaciones tributarias y con la 
Seguridad Social.

CAPÍTULO IX

Subvención a la Federación de Universidades Populares (FEUP)

Artículo 31. Actuaciones y gastos subvencionables y plazo de realización.

1. Desarrollo de actividades del «Proyecto Universidad Popular», que trata de 
integrar los recursos existentes dentro del municipio, poniéndolos al servicio de la calidad 
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de vida de las personas y de las transformaciones sociales necesarias para mejorarlas. 
De entre las actividades del «Proyecto Universidad Popular», se priorizarán:

a) Las destinadas a población adulta, grupos vulnerables o en situación de 
desventaja socioeducativa cuyo objetivo sea la alfabetización (en un sentido amplio), la 
promoción social y cultural y la calidad de vida de las personas adultas.

b) Las destinadas a difundir y organizar reuniones técnicas encaminadas a 
promocionar la participación de la población adulta en actividades de formación no 
reglada, conforme a la lógica del aprendizaje a lo largo de la vida.

En estos dos supuestos, se incluirán los gastos que conllevan de viajes, traslados, 
materiales, publicaciones, servicios informáticos y técnicos y secretaría.

2. Las actividades se han de realizar a lo largo del ejercicio presupuestario en que 
se ha concedido la subvención.

Artículo 32. Justificación y plazo.

1. La realización de las actividades para las que se haya concedido la subvención 
se justificará en el primer trimestre del año siguiente al de la concesión.

2. La justificación, conforme a lo dispuesto en el artículo 75 del Reglamento de la 
Ley 38/2003, de 17 de noviembre, se realizará mediante la presentación de una cuanta 
justificativa simplificada que contendrá la documentación que recoge el artículo 75.2 del 
Real Decreto citado:

a) Una Memoria de actuación justificativa del cumplimiento de las condiciones 
impuestas en la concesión de la subvención, con indicación de las actividades realizadas 
y de los resultados obtenidos.

b) Una relación clasificada de los gastos e inversiones de la actividad, con 
identificación del acreedor y del documento, su importe, fecha de emisión y, en su caso, 
fecha de pago.

c) Un detalle de otros ingresos o subvenciones que hayan financiado la actividad 
subvencionada con indicación del importe y su procedencia.

e) En su caso, carta de pago de reintegro en el supuesto de remanentes no 
aplicados, así como de los intereses derivados de los mismos.

Disposición final primera. Título competencial.

Este real decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1 de la 
Constitución que atribuye al Estado la competencia exclusiva en la regulación de las 
condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de 
los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales, y en el 
artículo 149.1.30.ª, que atribuye al Estado las normas básicas para el desarrollo del 
artículo 27 de la Constitución, a fin de garantizar el cumplimiento de las obligaciones de 
los poderes públicos en esta materia.

Disposición final segunda. Régimen jurídico aplicable.

Estas subvenciones se regirán, además de por lo particularmente dispuesto en el 
presente real decreto y en las correspondientes resoluciones de concesión, por lo 
previsto en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones y su 
Reglamento de desarrollo, aprobado mediante Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, 
salvo en lo que afecte a los principios de publicidad y concurrencia y por lo previsto en la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, el Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas y demás normas que resulten de aplicación. En el caso de las 
subvenciones en el ámbito de la cooperación internacional, se estará a lo dispuesto en el 
Real Decreto 794/2010, de 16 de junio, por el que se regulan las subvenciones y ayudas 
en el ámbito de la cooperación internacional.

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 213 Viernes 7 de agosto de 2020 Sec. I.   Pág. 65548

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
02

0-
93

34
Ve

rif
ic

ab
le

 e
n 

ht
tp

s:
//w

w
w

.b
oe

.e
s

131



Disposición final tercera. Habilitación para el desarrollo y ejecución.

Se habilita a la Ministra de Educación y Formación Profesional para adoptar las 
disposiciones necesarias para el desarrollo y ejecución de este real decreto.

Disposición final cuarta. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 4 de agosto de 2020.

FELIPE R.

La Ministra de Educación y Formación Profesional,
MARÍA ISABEL CELAÁ DIÉGUEZ
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I. DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DE INDUSTRIA, COMERCIO Y TURISMO
8962 Real Decreto 702/2020, de 28 de julio, por el que se modifica el Real Decreto 

985/2015, de 30 de octubre, por el que se regula una subvención directa a la 
Comunidad Autónoma de Canarias para la ejecución de actuaciones de 
apoyo al sector turístico en el marco del Plan de Competitividad del Turismo 
Canario.

El Estado contribuye a la financiación del Plan de Competitividad del Turismo 
Canario mediante la subvención regulada en el Real Decreto 985/2015, de 30 de 
octubre, por el que se regula una subvención directa a la Comunidad Autónoma de 
Canarias para la ejecución de actuaciones de apoyo al sector turístico en el marco del 
Plan de Competitividad del Turismo Canario.

El plan de competitividad está dotado con 6 millones de euros, financiados al 50 por 
ciento por cada Administración, y se centra en el aumento de la competitividad turística en 
las Islas Canarias. En el marco de dicho Plan está previsto realizar inversiones para la 
reconversión de destinos turísticos maduros con el objetivo de mejorar la competitividad 
turística de Canarias y su sostenibilidad económica, social y medioambiental.

Entendiendo que existían razones de interés público y social que lo justifican, el 
Estado, a través del Ministerio de Industria, Energía y Turismo, colaboró en la 
financiación de actuaciones comprendidas en el marco del Plan de Competitividad del 
Turismo Canario, mediante la concesión directa de una subvención de tres millones de 
euros articulada a través del Real Decreto 985/2015, de 30 de octubre. En concreto, la 
subvención estaba destinada a financiar el 50% de dichas actuaciones.

Con fecha 11 de junio de 2019, el Consejero de Turismo, Cultura y Deportes del 
Gobierno de Canarias remite a la Secretaría de Estado de Turismo un escrito en el que 
solicita:

1. Prórroga hasta el 10 de enero de 2021, del plazo de ejecución de parte de las 
actuaciones del denominado «Plan de Competitividad Turística», debido a que han 
aflorado circunstancias de diversa índole que hacen necesaria la ampliación del plazo de 
ejecución de dichas actuaciones, así como también prórroga del plazo de justificación 
por un año a partir de la fecha de finalización de las mismas.

Ante este requerimiento, el Ministerio de Industria, Comercio y Turismo solicita al 
Gobierno de Canarias que aporte la documentación acreditativa al respecto y, una vez 
estudiada, el Ministerio ha considerado que circunstancias como la falta del visado de 
calidad en el proyecto de instalaciones, el hecho de encontrarse en suelo no público, el 
surgimiento de impedimentos medioambientales y de impacto ecológico, unido a los 
tiempos preceptivos para realizar las diferentes gestiones previas necesarias para la 
contratación de estas actuaciones y que van desde la adquisición de terrenos (en 
algunos casos), la elaboración de pliegos y tramitación propia de un contrato 
administrativo, la licitación, la adjudicación o la ejecución, entre otras, hacen que quede 
debidamente justificada la necesidad de prorrogar los plazos de ejecución y de 
justificación de parte de las actuaciones subvencionadas.

2. Por su parte, el Gobierno de Canarias en el mencionado escrito también solicita 
la sustitución de la actuación «Mejora y acondicionamiento de la Plaza Anexa a la Calle 
México» en el término municipal de Arona, por la denominada «Mejora y 
Acondicionamiento de la Calle México» en el mismo término municipal, habida cuenta 
que dicha primera actuación resulta técnicamente inviable pues cuenta con informe 
desfavorable del Área de Urbanismo del Ayuntamiento de Arona.
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Ante este requerimiento, el Ministerio de Industria, Comercio y Turismo solicita al 
Gobierno de Canarias que aporte la documentación acreditativa al respecto; una vez 
estudiada y visto el mencionado informe desfavorable, el Ministerio considera que, en 
efecto, la zona de emplazamiento de la obra, calificada como Parque Urbano, se 
encuentra en un ámbito sujeto a la redacción del Plan Especial del Litoral; en tanto no se 
haya aprobado definitivamente el Plan Especial correspondiente no podrán llevarse a 
término obras de urbanización o edificación en las playas y espacios costeros, ni siquiera 
de carácter provisional; tampoco podrán efectuarse desmontes o terraplenes, ni alterar 
las características naturales de los terrenos.

Conforme a ello, el Ministerio considera preceptiva la sustitución de la actuación 
«Mejora y acondicionamiento de la Plaza Anexa a la Calle México» por la denominada 
«Mejora y Acondicionamiento de la Calle México» ambas en el término municipal de 
Arona, pues ésta última cuenta con todos los informes sectoriales preceptivos y se está 
en disposición de aprobar el expediente de contratación.

Junto a ello, hay que destacar que esta nueva actuación persigue la adaptación del 
espacio y zona pública a los nuevos usos y exigencias de los turistas, primando la 
creación de un espacio eficiente, accesible, sostenible y en consonancia con el entorno 
social y medioambiental, al mismo tiempo que esta nueva actuación también supondría 
la puesta en valor turístico de los recursos existentes, garantizando así la calidad del 
destino y aumentando su competitividad turística.

Por todo ello, se entiende que siguen existiendo razones de interés público y social 
que justifican poder aplicar a esta nueva actuación el carácter excepcional de la 
concesión directa de la subvención que, al amparo del artículo 22.2.c) LGS, es regulada 
por el RD 985/2015, de 30 de octubre.

La presente norma se adecúa a los principios de buena regulación previstos en el 
artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas, entre otros, a los de necesidad y eficacia, al estar 
justificada por razones de interés general, basarse en una identificación clara de los fines 
perseguidos y resultar el instrumento más adecuado para garantizar la consecución de 
sus objetivos; así como a los principios de proporcionalidad y seguridad jurídica, ya que 
la norma aborda los extremos exigidos por la legislación, estableciendo la regulación 
necesaria de acuerdo con dicha normativa.

El presente real decreto se dicta en el ámbito de las competencias de la Secretaría 
de Estado de Turismo, actuando al amparo del artículo 62 de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, y del artículo 5 del Real 
Decreto 998/2018, de 3 de agosto, por el que se desarrolla la estructura orgánica del 
Ministerio de Industria, Comercio y Turismo, y conforme a la estructura ministerial 
establecida en el artículo 9 del Real Decreto 139/2020, de 28 de enero, por el que se 
establece la estructura orgánica básica de los departamentos ministeriales.

El presente real decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.13.ª 
de la Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia para dictar las bases 
y coordinación de la planificación general de la actividad económica.

Este real decreto se ha sometido a consulta de la Abogacía del Estado en el 
Ministerio de Industria, Comercio y Turismo.
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En su virtud, a propuesta de la Ministra de Industria, Comercio y Turismo, previo 
informe del Ministerio de Hacienda, y previa deliberación del Consejo de Ministros en su 
reunión del día 28 de julio de 2020,

DISPONGO:

Artículo único. Modificación del Real Decreto 985/2015, de 30 de octubre, por el que se 
regula una subvención directa a la Comunidad Autónoma de Canarias para la 
ejecución de actuaciones de apoyo al sector turístico en el marco del Plan de 
Competitividad del Turismo Canario.

El Real Decreto 985/2015, de 30 de octubre, por el que se regula una subvención 
directa a la Comunidad Autónoma de Canarias para la ejecución de actuaciones de 
apoyo al sector turístico en el marco del Plan de Competitividad del Turismo Canario, 
queda modificado como sigue:

Uno. Se modifica el apartado 2 del artículo 1, que queda redactado de la siguiente 
forma:

«En concreto, la subvención financiará con esos tres millones de euros el 50 
por ciento de las actuaciones recogidas en sus anexos.»

Dos. Se modifican las letras a) y e) del apartado 1 del artículo, así como el 
apartado 2, con la redacción siguiente:

«a) Realizar las actuaciones para las que se le concede la presente 
subvención, que se establecen en los anexos de este real decreto, entendiéndose 
cumplido el objeto de la subvención cuando el beneficiario acredite el destino de 
los fondos percibidos a dichas actuaciones.»

«e) La Comunidad Autónoma de Canarias financiará al 50 por ciento la 
realización de las actuaciones de los anexos que se ejecuten.»

«2. Las actividades financiadas, habrán de realizarse dentro de los cuatro 
años siguientes a la fecha en que se hizo efectivo el pago de la subvención por 
parte de la Secretaría de Estado de Turismo en el caso de las incluidas en el 
anexo I, y dentro de los cinco años siguientes en el de las incluidas en el anexo II.

El plazo de justificación se establece en un año a partir del día siguiente al de 
la conclusión de los plazos de ejecución al que se refiere el párrafo anterior.»

Tres. Se modifica el anexo, que pasa a denominarse anexo I, y que queda 
redactado del siguiente modo:

ANEXO I

Actuaciones a financiar con plazo de ejecución de cuatro años

El Hierro

Obra Presupuesto

Desarrollo del Plan Director-Turístico de la Reserva Histórica de la Dehesa 
(Frontera). 250.000,00 €
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La Palma

Obra Presupuesto

Centro de Interpretación Tubo Volcánico de la Cueva de Las Palomas (Los 
Llanos de Aridane). 350.000,00 €

Lanzarote

Obra Presupuesto

Proyecto Carril Bici Insular (Lanzarote). 1.050.000,00 €

Gran Canaria

Obra Presupuesto

Museo del Agua y el Azúcar. Puesta en funcionamiento (Ingenio). 162.000,00 €

Señalización viaria peatonal (Firgas). 15.000,00 €

Mupi – Punto de información interactivo en Casco Urbano (Firgas). 20.000,00 €

Plan de Señalización Turística de Arucas. 88.857,42 €

Acometida eléctrica y Equipamiento Casa de Los Sall (Telde). 150.000,00 €

Mejora Red de Pluviales en Avda. Alféreces Provisionales (S.B. de Tirajana). 687.494,3 €

Cuatro. Se incorpora un nuevo anexo II, con la siguiente redacción:

ANEXO II

Actuaciones a financiar con plazo de ejecución de cinco años

La Gomera

Obra Presupuesto

Plan Director del Mirador del Cristo (San Sebastián de La Gomera). 300.000,00 €

Fuerteventura

Obra Presupuesto

Paseo Marítimo en la zona de Gran Tarajal, Giniginamar (Tuineje) y Costa 
Calma (Pájara); y Plan de Recuperación y Dinamización del núcleo de Tuineje. 900.000,00 €

Tenerife

Obra Presupuesto

Intervención en peatonales perpendiculares a Ernesto Sarti y Avda. de España. 
Sector 3. Adeje, Tenerife. 697.801,00 €

Mejora y Acondicionamiento de la Calle México. Arona, Tenerife. 618.800,00 €

Mejora y acondicionamiento de las calles Nieves Ravelo, Dr. Ingran y Blanco. 
Puerto de la Cruz, Tenerife. 183.399,00 €
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Obra Presupuesto

Mejora y acondicionamiento de la C. Flor de Pascua y aledaños. Santiago del 
Teide, Tenerife. 150.000,00 €

Gran Canaria

Obra Presupuesto

Intervención en el Área Recreativa de Las Huertecillas (Firgas). 126.648,19 €

Plan de Señalización Turística de Telde. 250.000 €

Disposición final única. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, el 28 de julio de 2020.

FELIPE R.

La Ministra de Industria, Comercio y Turismo,
MARÍA REYES MAROTO ILLERA

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 208 Sábado 1 de agosto de 2020 Sec. I.   Pág. 62399

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
02

0-
89

62
Ve

rif
ic

ab
le

 e
n 

ht
tp

s:
//w

w
w

.b
oe

.e
s

https://www.boe.es BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO D. L.: M-1/1958 - ISSN: 0212-033X

137



I. DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DEL INTERIOR
10046 Orden INT/805/2020, de 28 de agosto, por la que se modifica la Orden INT/

657/2020, de 17 de julio, por la que se modifican los criterios para la 
aplicación de una restricción temporal de viajes no imprescindibles desde 
terceros países a la Unión Europea y países asociados Schengen por 
razones de orden público y salud pública con motivo de la crisis sanitaria 
ocasionada por la COVID-19.

La Recomendación (UE) 2020/912 del Consejo, de 30 de junio, sobre la restricción 
temporal de los viajes no esenciales a la Unión Europea y el posible levantamiento de 
dicha restricción, estableció un listado de terceros países cuyos residentes quedaban 
exentos de las restricciones de viaje a la Unión Europea, así como un conjunto de 
categorías específicas de personas también exentas de esas restricciones, 
independientemente de su lugar de procedencia. Esta Recomendación ha sido 
modificada en sucesivas ocasiones para ir reduciendo el listado de terceros países en 
vista del empeoramiento de la situación epidemiológica en varios de ellos.

La Recomendación del Consejo y sus modificaciones han sido aplicadas en España 
mediante la Orden INT/595/2020, de 2 de julio, por la que se modifican los criterios para 
la aplicación de una restricción temporal de viajes no imprescindibles desde terceros 
países a la Unión Europea y países asociados Schengen por razones de orden público y 
salud pública con motivo de la crisis sanitaria ocasionada por la COVID-19, la Orden INT/
657/2020, de 17 de julio, con el mismo título, y la modificación de ésta mediante la Orden 
INT/734/2020, de 30 de julio, que al mismo tiempo prorrogaba su validez hasta las 24:00 
horas del 31 de agosto.

Por la presente se prorroga hasta el 16 de septiembre la validez de la Orden INT/
657/2020 y se aprovecha la ocasión para suprimir a Marruecos del Anexo, última 
modificación introducida en la Recomendación (UE) en la que trae causa la presente 
disposición, sin que esta última circunstancia tenga reflejo práctico, dado que, en 
aplicación del principio de reciprocidad, todavía no había surtido efectos la presencia de 
dicho país en el anexo.

En su virtud, dispongo:

Artículo único. Modificación de la Orden INT/657/2020, 17 de julio, por la que se 
modifican los criterios para la aplicación de una restricción temporal de viajes no 
imprescindibles desde terceros países a la Unión Europea y países asociados 
Schengen por razones de orden público y salud pública con motivo de la crisis 
sanitaria ocasionada por la COVID-19.

La Orden INT/657/2020, 17 de julio, por la que se modifican los criterios para la 
aplicación de una restricción temporal de viajes no imprescindibles desde terceros 
países a la Unión Europea y países asociados Schengen por razones de orden público y 
salud pública con motivo de la crisis sanitaria ocasionada por la COVID-19, queda 
modificada como sigue:

Uno. La disposición final única queda redactada del siguiente modo:

«Esta orden surtirá efectos desde las 24:00 horas del 22 de julio hasta 
las 24:00 horas del 16 de septiembre de 2020, sin perjuicio de su eventual 
modificación para responder a un cambio de circunstancias o a nuevas 
recomendaciones en el ámbito la Unión Europea.»
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Dos. El anexo queda redactado del siguiente modo:

«Terceros países cuyos residentes no se ven afectados por la restricción 
temporal de viajes no imprescindibles a la UE a través de las fronteras exteriores 
en los términos recogidos en la presente Orden:

1. Australia.
2. Canadá.
3. Georgia.
4. Japón.
5. Nueva Zelanda.
6. Ruanda.
7. Corea del Sur.
8. Tailandia.
9. Túnez.
10. Uruguay.
11. China.»

Disposición final única. Efectos.

Esta orden surtirá efectos el mismo día de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Madrid, 28 de agosto de 2020.–El Ministro del Interior, Fernando Grande-Marlaska 
Gómez.
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III. OTRAS DISPOSICIONES

MINISTERIO DE JUSTICIA
9369 Resolución de 27 de julio de 2020, de la Dirección General de Seguridad 

Jurídica y Fe Pública, por la que se corrigen errores de la de 21 de julio de 
2020, por la que se acuerda el restablecimiento de medidas en caso de 
rebrotes de COVID-19.

Advertido error en la Resolución de 21 de julio de 2020, de la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, por la que se acuerda el restablecimiento de medidas 
en caso de rebrotes de COVID-19, en el BOE número 201, de 24 de julio, se procede a 
efectuar la oportuna rectificación:

En la página 56810, donde dice:

«Sexta. Horario de atención al público.

El Registro de la Propiedad y Mercantil estará abierto al público a todos los efectos, 
incluido el de presentación de documentos, de lunes a viernes desde las nueve a las 
dieciséis horas, salvo el mes de agosto y los días 24 y 31 de diciembre en que estará 
abierto desde las nueve a las catorce horas.»

Debe decir:

«El Registro de la Propiedad y Mercantil estará abierto al público a todos los efectos, 
incluido el de presentación de documentos, de lunes a viernes desde las nueve a las 
diecisiete horas, salvo el mes de agosto y los días 24 y 31 de diciembre en que estará 
abierto desde las nueve a las catorce horas.»

Madrid, 27 de julio de 2020.–La Directora General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública, Sofía Puente Santiago.
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III. OTRAS DISPOSICIONES

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA,
RELACIONES CON LAS CORTES Y MEMORIA DEMOCRÁTICA

9321 Resolución de 28 de julio de 2020, de la Subsecretaría, por la que se publica 
el Convenio entre la Agencia Estatal de Administración Tributaria y el Instituto 
de Crédito Oficial, E.P.E., para el intercambio de información en relación con 
la línea de avales creada por el Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de 
medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y 
social del COVID-19.

El Director General de la Agencia Estatal de Administración Tributaria y el Presidente 
del Instituto de Crédito Oficial, Entidad Pública Empresarial, han suscrito un Convenio 
para el intercambio de información en relación con la línea de avales creada por el Real 
Decreto-Ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer 
frente al impacto económico y social del COVID-19.

Para general conocimiento, y en cumplimiento de lo establecido en el artículo 48.8 de 
la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, dispongo la 
publicación en el «Boletín Oficial del Estado» del referido Convenio como anexo a la 
presente Resolución.

Madrid, 28 de julio de 2020.–El Subsecretario de la Presidencia, Relaciones con las 
Cortes y Memoria Democrática, Antonio J. Hidalgo López.

ANEXO

Convenio entre la Agencia Estatal de Administración Tributaria y el Instituto de 
Crédito Oficial, Entidad Pública Empresarial para el intercambio de información en 

relación con la línea de avales creada por el Real Decreto-Ley 8/2020, de 17 de 
marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto 

económico y social del COVID-19

En Madrid, a 29 de mayo de 2020.

PARTES QUE INTERVIENEN

De una parte, la Agencia Estatal de Administración Tributaria (en adelante, «Agencia 
Tributaria»), con NIF Q2826000H y domicilio social en Infanta Mercedes 37, Madrid, 
España, representada por don Jesús Gascón Catalán, en calidad de Director General, 
cargo para el que fue designado por Real Decreto 619/2018, de 22 de junio, actuando 
por delegación de firma conferida por la Presidenta de la Agencia Tributaria mediante 
Resolución de fecha 26 de mayo de 2020, y en uso de las atribuciones que le confiere el 
artículo 103.Tres.2 de la Ley 31/1990, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales 
del Estado para 1991.

Y, de otra parte, el Instituto de Crédito Oficial, Entidad Pública Empresarial (en 
adelante, «ICO»), con NIF Q2876002C y domicilio social en el Paseo del Prado 4, Madrid, 
España, representado por don José Carlos García de Quevedo Ruíz, en calidad de 
Presidente, cargo para el que fue designado por Real Decreto 683/2018, de 22 de junio, 
actuando de conformidad con las atribuciones recogidas en el artículo 12 del Real 
Decreto 706/1999, de 30 de abril, de adaptación del Instituto de Crédito Oficial a la 
Ley 6/1997, de 14 de abril, de organización y funcionamiento de la Administración General 
del Estado y de aprobación de sus Estatutos (BOE n.º 114 de 13 de mayo de 1999).
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Reconociéndose ambas partes de capacidad legal necesaria para formalizar el 
presente Convenio, realizan la siguiente

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

La Agencia Tributaria, según dispone el artículo 103, apartado Uno.2 de la 
Ley 31/1990, de 27 de diciembre, es la Entidad de Derecho Público encargada, en nombre 
y por cuenta del Estado, de la aplicación efectiva del sistema tributario estatal y del 
aduanero, y de aquellos recursos de otras Administraciones y Entes Públicos nacionales o 
de la Unión Europea cuya gestión se le encomiende por Ley o por Convenio.

El ICO es un Organismo público configurado como entidad pública empresarial de las 
previstas en los artículos 84, 103 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público (en adelante, LRJSP); tiene naturaleza jurídica de 
entidad de crédito. Adscrito al Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación 
Digital a través de la Secretaría de Estado de Economía y Apoyo a la Empresa, tiene 
como fines la concesión de préstamos para financiar operaciones de inversión y liquidez 
de las empresas, tanto dentro como fuera de España, y la gestión de los instrumentos de 
financiación oficial que el Estado español dota para fomentar la exportación y la ayuda al 
desarrollo, pudiendo bajo esta modalidad también financiar a los afectados por 
catástrofes naturales, desastres ecológicos y otros supuestos de interés general.

II

El Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias 
para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, establece una serie de 
medidas para preservar la normalidad de los flujos de financiación y los niveles de 
circulante y liquidez, que permitan que empresas y autónomos puedan seguir 
manteniendo la actividad económica. Dentro de estas medidas, se prevé una línea de 
avales por importe máximo de 100.000 millones de euros que aportará el Ministerio de 
Asuntos Económicos y Transformación Digital para la cobertura de la financiación 
otorgada por entidades financieras a empresas y autónomos, lo que permitirá, junto a las 
entidades financieras con las que compartirán el riesgo, poner a disposición de la 
economía española una importante red de seguridad financiera para poder hacer frente a 
la excepcional situación derivada de la emergencia sanitaria, permitiendo el 
mantenimiento del empleo y la atenuación de los efectos económicos del COVID-19, 
atendiendo los pagos de salarios, las facturas de suministros y proveedores, o las 
necesidades de capital circulante, incluyendo las derivadas de vencimientos de 
obligaciones financieras o tributarias y alquileres.

Los avales del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital serán 
gestionados a través del ICO en los términos previstos en los correspondientes Acuerdos 
del Consejo de Ministros por los que se aprueben las características de los distintos 
tramos de la línea de avales del ICO para empresas y autónomos.

III

El artículo 12.2 del Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas urgentes 
complementarias para apoyar la economía y el empleo establece que «Para el 
cumplimiento de sus fines, la Administración tributaria tendrá acceso directo y, en su 
caso, telemático a la información y a los expedientes completos relativos a la solicitud y 
concesión de la financiación a la que se refiere el artículo 29 del Real Decreto-
ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al 
impacto económico y social del COVID-19».

Con esta habilitación, y en base a lo señalado en el artículo 94.1 de la Ley 58/2003, 
de 17 de diciembre, General Tributaria (en adelante, LGT), que establece que todas las 
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autoridades y los titulares de los órganos del Estado están obligados a suministrar a la 
Administración tributaria cuantos datos y antecedentes con trascendencia tributaria recabe 
ésta mediante disposiciones de carácter general o a través de requerimientos concretos, y 
a prestarle a ella y a sus agentes apoyo, concurso, auxilio y protección para el ejercicio de 
sus funciones, la Agencia Tributaria podrá obtener los datos necesarios que permitan tanto 
la identificación de los sujetos que intervienen como de la propia operación.

Además, el apartado 5 del mismo precepto dispone que «La cesión de datos de 
carácter personal que se deba efectuar a la Administración tributaria conforme a lo 
dispuesto en los artículos 93 y 94 de la LGT o en otra norma de rango legal no requerirá 
el consentimiento del afectado. En este ámbito no será de aplicación lo dispuesto en el 
apartado 1 del artículo 21 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección 
de Datos de Carácter Personal». Igualmente del artículo 6.1.c) del Reglamento (UE) 
2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo de 27 de abril de 2016 relativo a la 
protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales 
y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE, se 
deriva que la cesión de información que deba efectuar el ICO no precisa la autorización 
de los interesados, en cuanto que dicho tratamiento de datos es necesario para el 
cumplimiento de una obligación legal aplicable al responsable del tratamiento en relación 
con lo dispuesto en los artículos 94.5 y 95.1.d) de la LGT.

IV

El ICO, en el marco de la colaboración prevista en este Convenio con la Agencia 
Tributaria y con el objeto de facilitar información sobre las operaciones de financiación que 
se formalicen con la Línea ICO Avales COVID-19 puesta en marcha con el Real Decreto-
ley 8/2020, ha comunicado a las entidades financieras que habrán de informar 
expresamente a sus clientes sobre la cesión de sus datos a la Agencia Tributaria a través 
del ICO para las operaciones de financiación avaladas por la Línea ICO Avales COVID-19.

La entidad informará a sus clientes que toda la información relativa a la operación 
podrá ser remitida y puesta a disposición por el ICO a la Agencia Tributaria en los 
términos previstos por la normativa tributaria.

Por otra parte, el ICO ha indicado a las entidades financieras que, si identifican 
posibles prácticas irregulares o presuntamente fraudulentas, con independencia de las 
actuaciones llevadas a cabo por la entidad y aunque no hayan admitido la operación 
conforme a sus procedimientos internos, lo comuniquen al ICO con todos los datos 
necesarios de identificación de las empresas y sus representantes (NIF, denominación 
social, etc.). El ICO trasladará esta información a la Agencia Tributaria para que se 
evalúe su repercusión a efectos del cumplimiento de sus fines.

V

Para la concesión de la financiación avalada por el ICO, serán con carácter general 
las entidades financieras las que decidirán sobre la concesión de la correspondiente 
financiación de acuerdo con sus procedimientos internos, políticas de concesión y 
riesgos y usos bancarios, sólo requiriéndose comprobación expresa previa del ICO del 
cumplimiento de las condiciones de elegibilidad cuando la operación financiera supere 
los 50 millones de euros.

En casos muy concretos, las entidades financieras, tras la realización de sus análisis 
de riesgos y solvencia ordinarios, pueden tener sospechas fundadas de que, bajo una 
apariencia de legalidad en la documentación aportada, subyacen operaciones irregulares 
o presuntamente fraudulentas. Independientemente de que, conforme a la normativa 
financiera aplicable y en caso necesario, habrán de poner las mismas en conocimiento 
de las autoridades competentes según proceda (SEPBLAC, Banco de España, tribunales 
u otras autoridades), comunicarán a su vez al ICO esta información.
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Es en estos casos donde el ICO, como gestor de la Línea de Avales del Estado a 
través del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital, puede actuar. Por 
un lado, colaborando a través de la puesta en conocimiento de la Agencia Tributaria de 
la información facilitada por las entidades financieras y los resultados de las 
comprobaciones efectuadas. Por otro lado, mediante las comprobaciones de las 
operaciones con las entidades financieras que pudiesen tener titulares comunes en el 
sistema.

El artículo 95.1 de la LGT establece el carácter reservado de los datos con 
trascendencia tributaria, señalando en su letra d) la posibilidad de su cesión o 
comunicación a terceros por parte de la Administración tributaria en supuestos de 
colaboración con las Administraciones públicas para la lucha contra el delito fiscal y 
contra el fraude en la obtención o percepción de ayudas o subvenciones a cargo de 
fondos públicos o de la Unión Europea.

En este sentido la Agencia Tributaria podría facilitar al ICO la información necesaria 
sobre los solicitantes de financiación sobre los que las entidades financieras hayan 
informado al ICO en relación a posibles operaciones irregulares o presuntamente 
fraudulentas al objeto de que este pueda llevar a cabo el control de las operaciones de 
financiación que se han beneficiado del aval del Estado.

Este mismo artículo posibilitaría la comprobación posterior que puede realizar el ICO 
de las solicitudes aceptadas y que, de detectarse algún incumplimiento en las 
condiciones requeridas o alguna inexactitud o falsedad en los datos comunicados, 
podrían ser excluidas de la cartera avalada en caso de que se constate incumplimiento 
de contrato y de la finalidad prevista. Ello sin perjuicio de la puesta en conocimiento de la 
situación al Banco de España o autoridades competentes y de las actuaciones que la 
Agencia Tributaria y cada organismo pudiese llevar a cabo en el ámbito de sus funciones 
y competencias.

Para que la cesión sea procedente, además de tener que quedar acreditada la 
finalidad de la información requerida, deberá ser conforme a los principios de 
adecuación, relevancia, utilidad, proporcionalidad, eficiencia y minimización de costes, 
estricta afección a los fines que justifican, intransferibilidad y prohibición de ulterior 
tratamiento expresamente contemplados en el artículo 6 de la Orden de 18 de noviembre 
de 1999, por la que se regula el suministro de información tributaria a las 
Administraciones Públicas.

VI

En el marco de colaboración mutua que debe presidir las relaciones entre las 
Administraciones Públicas y conforme al principio establecido en el artículo 140.1.c) de la 
LRJSP, los representantes de ambas partes consideran, por todo lo señalado, que sería 
muy beneficioso para el cumplimiento de sus respectivos fines mantener un sistema que 
regule el intercambio estable y periódico de información entre las partes.

El artículo 3 de la LRJSP establece los principios generales de actuación de la 
Administración pública. Entre los mismos, las letras i) y j) de su apartado 1 proclaman, 
respectivamente, los de eficiencia en la asignación y utilización de los recursos públicos, 
y de cooperación, colaboración y coordinación entre las Administraciones Públicas.

La colaboración prevista en este Convenio ha de llevarse a cabo sin menoscabo del 
deber de confidencialidad establecido en el artículo 95 de la LGT.

En todo caso, el suministro de información efectuado en el ámbito de aplicación de 
este Convenio deberá respetar los derechos fundamentales al honor y a la intimidad 
personal y familiar de los ciudadanos y a la protección de datos personales que 
prescriben los apartados 1 y 4 del artículo 18 de la Constitución Española, en los 
términos previstos en el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del 
Consejo de 27 de abril de 2016 relativo a la protección de las personas físicas en lo que 
respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el 
que se deroga la Directiva 95/46/CE.
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VII

Según establece el artículo 48 de la LRJSP, en el ámbito de la Administración 
General del Estado y sus organismos públicos y entidades de derecho público 
vinculados o dependientes, podrán celebrar convenios los titulares de los Departamentos 
Ministeriales y los Presidentes o Directores de dichas entidades y organismos públicos.

En la tramitación administrativa y suscripción de los convenios en el ámbito de la 
gestión de la emergencia sanitaria causada por el coronavirus COVID-19, en virtud de lo 
señalado en el artículo 39 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas 
urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, 
no resultarán de aplicación las disposiciones contenidas en los apartados 1 y 2 en las 
letras a), b) y c) del artículo 50 de la LRJSP, así como en el Acuerdo del Consejo de 
Ministros de 15 de diciembre de 2017, por el que se aprueban las instrucciones para la 
tramitación de convenios, perfeccionándose y resultando eficaces por la prestación del 
consentimiento de las partes, sin perjuicio de su posterior inscripción en el Registro 
Electrónico estatal de Órganos e Instrumentos de Cooperación del sector público estatal 
y su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

VIII

En consecuencia, al ser jurídicamente procedente el mantenimiento de un sistema 
estable y periódico de intercambio de información entre la Agencia Tributaria y el ICO, y 
tras haberse cumplido los trámites preceptivos y recabado el informe previo del Servicio 
Jurídico de la Agencia Tributaria sobre el proyecto, ambas partes acuerdan celebrar el 
presente Convenio que se regirá por las siguientes

CLÁUSULAS

Primera. Objeto del Convenio.

1. El presente Convenio tiene por objeto establecer un marco general de 
colaboración sobre las condiciones y procedimientos por los que se debe regir el 
intercambio de información entre la Agencia Tributaria y el ICO que preserve en todo 
caso los derechos de las personas a que se refiera la información.

2. El presente Convenio se entiende sin perjuicio del intercambio de información 
que pueda tener lugar entre la Agencia Tributaria y el ICO según el Ordenamiento 
Jurídico en supuestos distintos de los regulados por este Convenio.

Segunda. Finalidad del Convenio.

1. La cesión de información que efectúe el ICO a la Agencia Tributaria a través del 
acceso a Banc@ico Avales Covid y de otra información disponible tendrá como finalidad 
exclusiva el cumplimiento de las funciones atribuidas a la Agencia Tributaria por normas 
de obligado cumplimiento, en particular, las referidas a la aplicación efectiva del sistema 
tributario estatal y del aduanero y de aquellos recursos de otras Administraciones y 
Entes Públicos, nacionales o de la Unión Europea, cuya gestión se encomiende a la 
Agencia Tributaria por Ley o por Convenio, haciendo efectiva la previsión contenida en el 
artículo 12.2 del Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas urgentes 
complementarias para apoyar la economía y el empleo.

2. La información suministrada por la Agencia Tributaria tendrá como finalidad su 
utilización por parte del ICO para llevar a cabo, en el ámbito de sus competencias, las 
comprobaciones oportunas ante el posible incumplimiento de las condiciones 
establecidas en el contrato marco y de las condiciones de elegibilidad, límites, y finalidad 
de la financiación de los acreditados, sobre los que las entidades financieras hayan 
informado al ICO en relación a posibles operaciones irregulares o presuntamente 
fraudulentas, con el objeto de colaborar para evitar el fraude en la obtención o 
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percepción de ayudas o subvenciones a cargo de fondos públicos en relación con la 
línea de avales del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo y, en su caso, dar traslado a 
las autoridades competentes.

Tercera. Autorización de los interesados.

La cesión de información que en el marco de este Convenio realice la Agencia 
Tributaria al ICO no precisará contar con la previa autorización expresa de los 
interesados, según lo establecido en el artículo 95.1.d) de la LGT, en los términos y con 
las garantías que se establecen en el artículo 6 de la citada Orden del Ministerio de 
Economía y Hacienda de 18 de noviembre de 1999.

La cesión de información que en el marco de este Convenio realice el ICO a la 
Agencia Tributaria no precisará contar con autorización de los interesados, según el 
artículo 94.5 de la LGT.

Cuarta. Suministro de información del ICO a la Agencia Tributaria.

1. El ICO, en relación con las distintas líneas de avales para empresas y 
autónomos creadas para paliar los efectos económicos del COVID-19, según lo 
dispuesto en el Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, pondrá a disposición de la 
Agencia Tributaria la información necesaria que permita la identificación de los 
beneficiarios y las operaciones realizadas en todos sus términos. El acceso a la 
información se realizará preferentemente mediante una consulta directa por medios 
telemáticos, por la que la Agencia Tributaria accederá a los sistemas del ICO relativos a 
la Línea ICO Avales COVID-19.

2. El ICO facilitará a la Agencia Tributaria toda la información disponible, a través 
de su acceso a Banca@ico Avales Covid y de toda la documentación que estuviese 
disponible para la comprobación del cumplimiento, por parte de los sujetos a los que se 
les haya concedido un aval de la línea de avales del Real Decreto-ley 8/2020, de las 
obligaciones tributarias.

3. La información suministrada por el lCO deberá ser valorada por la Agencia 
Tributaria como un elemento más dentro de los procesos establecidos por la normativa 
aplicable para el cumplimiento de sus fines, sin que pueda exigirse responsabilidad a 
ICO por el pronunciamiento, en su caso, efectuado.

4. Toda información adicional que la Agencia Tributaria precise para el ejercicio de 
sus funciones y competencias en materia tributaria y que no esté disponible en 
Banc@ico Avales Covid, se obtendrá directamente por la Agencia Tributaria mediante los 
cauces habituales o mecanismos establecidos.

Quinta. Suministro de Información de la Agencia Tributaria a ICO.

1. La información facilitada por las entidades financieras al ICO sobre posibles 
prácticas irregulares o presuntamente fraudulentas será trasladada por el ICO a la 
Agencia Tributaria, para que se comprueben por la Agencia Tributaria coincidencias, 
antecedentes o vinculaciones que supongan riesgo de insolvencia deliberada de los 
operadores identificados por las entidades, con independencia de si se les ha otorgado o 
no operación de financiación avalada.

2. El ICO solicitará la colaboración de la Agencia Tributaria en tanto en cuanto sea 
precisa para la determinación de la idoneidad de determinados solicitantes de avales de 
la línea de avales del Real Decreto-ley 8/2020, sobre los que existan sospechas 
fundadas de fraude a la vista tanto de la documentación financiera y tributaria aportada a 
la entidad de crédito para la concesión de dichos avales como de las declaraciones 
responsables exigidas.

3. Para las operaciones indicadas en el apartado 1 anterior, y en los términos 
previstos en el presente Convenio, la Agencia Tributaria proporcionará al ICO los datos 
tributarios en un informe en el que se analizarán determinados indicadores relacionados 
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con la información disponible requerida para la concesión de la financiación, los cuales 
podrían poner de manifiesto la existencia de una solicitud fraudulenta.

4. La información suministrada por la Agencia Tributaria deberá ser valorada como 
un elemento más dentro de los procesos establecidos de verificación y control del ICO 
de las operaciones, sin que pueda exigirse responsabilidad a la Agencia Tributaria por el 
pronunciamiento efectuado.

5. La información suministrada por la Agencia Tributaria deberá ajustarse a los 
principios contemplados en el artículo 6 de la Orden de 18 de noviembre de 1999, por la 
que se regula el suministro de información tributaria a las Administraciones Públicas. En 
particular, no podrá ser cedida por el ICO a terceros como las entidades financieras que 
gestionan los avales o los solicitantes de los mismos, ni podrá ser utilizada con otro fin 
distinto al previsto en el apartado 2 anterior.

Sexta. Tratamiento de datos personales.

En el caso de que la información incorpore datos personales de los interesados, 
tanto el cedente como el cesionario tratarán los mismos de acuerdo al Reglamento (UE) 
2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo de 27 de abril de 2016 y a la Ley 
Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de 
los derechos digitales.

Los datos tratados en este Convenio tienen la categorización de información 
tributaria.

En el caso de la Agencia Tributaria, el Responsable del Tratamiento a efectos del 
Reglamento General de Protección de Datos es el titular de la Dirección General.

En el caso del ICO, el Responsable del Tratamiento a los efectos del Reglamento 
General de Protección de Datos son el Instituto de Crédito Oficial y actuando como punto 
de contacto el Delegado de Protección de Datos (Delegado.protecciondatos@ico.es).

Séptima. Obligación de sigilo.

Cuantas autoridades, funcionarios y resto de personal tengan conocimiento de los 
datos o información suministrados en virtud de este Convenio estarán obligados al más 
estricto y completo sigilo respecto de ellos. La violación de esta obligación implicará 
incurrir en las responsabilidades penales, administrativas y civiles que resulten 
procedentes.

El expediente para conocer de las posibles responsabilidades de cualquier índole 
que se pudieran derivar del acceso indebido o de la utilización incorrecta de la 
información suministrada en ejecución de este Convenio deberá ser iniciado y concluido, 
así como la responsabilidad exigida, en su caso, por la Administración a la que 
pertenezca la autoridad, funcionario u otro tipo de personal responsable de dicha 
utilización indebida.

Octava. Control y seguridad de los datos suministrados.

1. El control y seguridad de los datos suministrados se regirá por lo dispuesto en el 
Real Decreto 3/2010, de 8 de enero, por el que se regula el Esquema Nacional de 
Seguridad en el ámbito de la Administración Electrónica y en la Política de Seguridad de 
la Información de la Agencia Tributaria y del ICO.

2. Se establecen los siguientes controles sobre la custodia y la utilización de la 
información suministrada al amparo de este Convenio:

a) Control interno por parte del ente cesionario de la información. La Agencia 
Tributaria y el ICO realizarán controles sobre la custodia y utilización que de los datos 
recibidos realicen las autoridades, funcionarios o resto de personal dependientes de ella, 
pudiendo informar, en el seno de la Comisión Mixta prevista en el presente Convenio, a 
la otra entidad de los resultados obtenidos en dicho seguimiento.
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Contarán con una política de seguridad de la información, un análisis y gestión de 
riesgos y una asignación explícita de responsabilidades en materia de seguridad 
adecuadas para su misión, objetivos y tamaño y deberá aplicar dichos mecanismos de 
seguridad a la información suministrada.

Impedirán el acceso a la información suministrada por parte de personal no 
autorizado, estableciendo la trazabilidad de los accesos a la información suministrada, y 
desarrollando auditorías del acceso a los datos con criterios aleatorios y de riesgo.

Adoptarán medidas específicas que eviten el riesgo de que la información pueda ser 
utilizada, incluso inadvertidamente, para otros propósitos, o por personal en el que 
concurra algún conflicto de intereses. Así como medidas que aseguren el cumplimiento 
de las condiciones que sustentan cada una de las cesiones.

b) Control por el ente titular de la información cedida. La Agencia Tributaria y el ICO 
aplicarán los controles ordinarios derivados de su sistema de gestión de la seguridad de 
la información. Las cesiones de información realizadas quedarán registradas en los 
sistemas de control de accesos del ente titular de la información cedida. En particular, en 
el caso de la Agencia Tributaria, las cesiones de información realizadas quedarán 
registradas en su sistema de control de accesos.

El Servicio de Auditoría Interna de la Agencia Tributaria y el ICO podrán acordar 
otras actuaciones de comprobación para verificar la adecuada obtención y utilización de 
la información cedida y el cumplimiento de las condiciones normativas o convencionales 
que resultan de aplicación.

Novena. Comisión Mixta de Coordinación y Seguimiento.

1. Con el fin de coordinar las actividades necesarias para la ejecución del presente 
Convenio, así como para llevar a cabo su supervisión, seguimiento y control, se creará 
una Comisión Mixta de Coordinación y Seguimiento compuesta por tres representantes 
nombrados por el titular de la Dirección General de la Agencia Tributaria y otros tres 
nombrados por el ICO. La Comisión estará integrada por los siguientes miembros:

– Por la Agencia Tributaria: un representante del Departamento de Inspección 
Financiera y Tributaria, un representante del Departamento de Recaudación y un 
representante del Servicio de Planificación y Relaciones Institucionales.

– Por el ICO: dos representantes de la Asesoría Jurídica y un representante de del 
área de financiación a pymes y garantías

2. En calidad de asesores, con derecho a voz, pero sin voto, podrán incorporarse 
cualesquiera otros funcionarios o personal que se considere necesario.

3. La Comisión se reunirá a instancia de cualquiera de las partes y, al menos, una 
vez al año, para examinar los resultados e incidencias de la colaboración realizada.

4. Las controversias que puedan surgir en la interpretación y cumplimiento del 
presente Convenio serán resueltas por la Comisión Mixta de Coordinación y 
Seguimiento.

5. La Comisión Mixta de Coordinación y Seguimiento se regirá en cuanto a su 
funcionamiento y régimen jurídico, respecto a lo no establecido expresamente en la 
presente cláusula, por lo dispuesto en la Sección 3.ª del Capítulo II del Título Preliminar 
de la LRJSP.

6. Para su mejor funcionamiento, la Comisión podrá constituir Grupos de Trabajo 
específicos, de los que formarán parte representantes de los dos organismos firmantes.

Décima. Financiación.

Cada parte asumirá el pago de los costes que la ejecución del Acuerdo le origine a 
través de sus presupuestos asignados, sin que en ningún caso pueda suponer 
incremento del gasto público.
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Decimoprimera. Plazo de vigencia.

1. El presente Convenio tendrá una vigencia de cuatro años, perfeccionándose y 
resultando eficaz, en virtud de lo señalado en el artículo 39 del Real Decreto-ley 8/2020, 
de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto 
económico y social del COVID-19, el mismo día de su firma, sin perjuicio de su posterior 
inscripción en el Registro Electrónico Estatal de Órganos e Instrumentos de Cooperación 
al que se refiere la Disposición Adicional Séptima de la LRJSP y su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado». Los firmantes, antes del vencimiento del plazo, podrán 
acordar una prórroga expresa por un período de hasta cuatro años.

2. Por otra parte, cualquiera de las dos partes podrá acordar la suspensión o la 
limitación del suministro de la información cuando advierta incumplimientos de la 
obligación de sigilo por parte de las autoridades, funcionarios o resto de personal de la 
otra parte, anomalías o irregularidades en los accesos o en el régimen de control o 
incumplimientos de los principios y reglas que deben presidir el suministro de 
información, de acuerdo con lo previsto en este Convenio.

Decimosegunda. Resolución del Convenio.

El presente Convenio se extinguirá por el cumplimiento de las actuaciones que 
constituyen su objeto o por incurrir en causa de resolución.

De conformidad con lo establecido en el artículo 51 de la LRJSP, son causas de 
resolución del Convenio las siguientes:

a) El transcurso del plazo de vigencia del Convenio sin haberse acordado 
expresamente su prórroga.

b) El acuerdo unánime de todos los firmantes.
c) El incumplimiento de las obligaciones y compromisos asumidos por parte de 

alguno de los firmantes.
En este caso, cualquiera de las partes podrá notificar a la parte incumplidora un 

requerimiento para que cumpla en un determinado plazo con las obligaciones o 
compromisos que se consideran incumplidos. Este requerimiento será comunicado a la 
Comisión Mixta de Coordinación y Seguimiento. Si trascurrido el plazo indicado en el 
requerimiento persistiera el incumplimiento, la parte que lo dirigió notificará a la otra parte 
firmante la concurrencia de la causa de resolución y se entenderá resuelto el Convenio.

d) La decisión judicial declaratoria de nulidad del Convenio.
e) Por cualquier otra causa distinta de las anteriores prevista en el Convenio o en 

otras leyes.

Asimismo, será causa de resolución del Convenio la denuncia expresa de cualquiera 
de las partes, que surtirá efecto transcurridos dos meses desde que se comunique 
fehacientemente a la otra parte, sin perjuicio de la facultad de suspensión prevista en la 
cláusula anterior.

Decimotercera. Consecuencias aplicables en caso de incumplimiento.

La parte incumplidora no tendrá que indemnizar económicamente a la otra parte por 
incumplimiento de las obligaciones del Convenio o por su extinción, sin perjuicio de su 
responsabilidad frente a terceros. No obstante, el incumplimiento de las obligaciones y 
compromisos asumidos por parte de alguno de los firmantes podrá dar lugar a la 
resolución del presente Convenio, de acuerdo a lo establecido en la cláusula anterior.

Decimocuarta. Régimen de modificación.

Para la modificación del presente Convenio se estará a lo dispuesto en el 
artículo 49.g) de la LRJSP.
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Decimoquinta. Naturaleza administrativa y jurisdicción competente.

El presente Convenio tiene naturaleza administrativa y se rige por lo dispuesto en la 
LRJSP. Las Partes se comprometen a colaborar en todo lo que les sea de aplicación 
para la efectiva adecuación del presente Convenio a lo dispuesto en dicha Ley.

Por otro lado, y sin perjuicio de lo establecido en la cláusula Novena, las 
controversias no resueltas por la Comisión Mixta de Coordinación y Seguimiento, que se 
pudieran suscitar durante la vigencia del Convenio, serán sometidas a la jurisdicción 
Contencioso-Administrativa, de conformidad con la Ley 29/1998, de 13 de julio, 
reguladora de la jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Y en prueba de conformidad de cuanto antecede, firman el presente Convenio, en el 
lugar y fecha arriba indicados.–El Director General de la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria, Jesús Gascón Catalán.–El Presidente del Instituto de Crédito Oficial, Entidad 
Pública Empresarial, José Carlos García de Quevedo Ruiz.
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III. OTRAS DISPOSICIONES

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA,
RELACIONES CON LAS CORTES Y MEMORIA DEMOCRÁTICA

9410 Resolución de 3 de agosto de 2020, de la Subsecretaría, por la que se 
publica el Convenio entre el Ministerio de Cultura y Deporte, el Ministerio de 
Hacienda, la Comunidad de Madrid, el Ayuntamiento de Madrid y la 
Fundación Teatro Real, por el que se designa la Comisión de Gobierno del 
Acontecimiento de Excepcional Interés Público «Plan de Fomento de la 
Ópera en la calle del Teatro Real» a fin de dar cumplimiento a lo establecido 
en la disposición adicional quinta del Real Decreto-ley 17/2020, de 5 de 
Mayo, por el que se aprueban medidas de apoyo al sector cultural y de 
carácter tributario para hacer frente al impacto económico y social del 
COVID-19.

La Subsecretaria de Hacienda, la Subsecretaria de Cultura y Deporte, la Consejera 
de Cultura y Turismo de la Comunidad de Madrid, la Delegada del Área de Gobierno de 
Cultura, Turismo y Deporte del Ayuntamiento de Madrid, el Presidente del Patronato de 
la Fundación del Teatro Real y el Director General de la Fundación Teatro Real han 
suscrito un Convenio por el que se designa la Comisión de Gobierno del Acontecimiento 
de Excepcional Interés Público «Plan de Fomento de la Ópera en la calle del Teatro 
Real» a fin de dar cumplimiento a lo establecido en la disposición adicional quinta del 
Real Decreto-ley 17/2020, de 5 de mayo, por el que se aprueban medidas de apoyo al 
sector cultural y de carácter tributario para hacer frente al impacto económico y social del 
COVID-19.

Para general conocimiento, y en cumplimiento de lo establecido en el artículo 48.8 de 
la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, dispongo la 
publicación en el «Boletín Oficial del Estado» del referido Convenio como anexo a la 
presente Resolución.

Madrid, 3 de agosto de 2020.–El Subsecretario de la Presidencia, Relaciones con las 
Cortes y Memoria Democrática, Antonio J. Hidalgo López.

ANEXO

Convenio entre el Ministerio de Cultura y Deporte, el Ministerio de Hacienda, la 
Comunidad de Madrid, el Ayuntamiento de Madrid y la Fundación Teatro Real por 
el que se designa la Comisión de Gobierno del Acontecimiento de Excepcional 

Interés Público «Plan de Fomento de la Ópera en la calle del Teatro Real» a fin de 
dar cumplimiento a lo establecido en la disposición adicional quinta del Real 

Decreto-ley 17/2020, de 5 de mayo, por el que se aprueban medidas de apoyo al 
sector cultural y de carácter tributario para hacer frente al impacto económico y 

social del COVID-19

REUNIDOS

Doña María del Pilar Paneque Sosa, Subsecretaria del Ministerio de Hacienda, en 
representación del citado Departamento, por delegación de la Ministra de Hacienda, de 
conformidad con lo dispuesto en la Orden HAP/316/2019, de 12 de marzo, de delegación 
de competencias, que le habilita para la firma del presente Convenio, y en el artículo 61, 
letra k), de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.
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Doña Andrea Gavela Llopis, Subsecretaria del Ministerio de Cultura y Deporte, en 
representación del citado Departamento, por delegación del Ministro de Cultura y 
Deporte, de conformidad con lo dispuesto en la Orden CUD/299/2019, de 4 de marzo, de 
delegación de competencias del Ministerio de Cultura y Deporte, que le habilita para la 
firma del presente Convenio y en el artículo 61, letra k), de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

Doña Marta Rivera de la Cruz, Consejera de Cultura y Turismo de la Comunidad de 
Madrid, en representación de la Comunidad de Madrid, de conformidad con lo previsto 
por el del artículo 4.2 de la Ley 8/1999, de 13 de enero, de adecuación de la normativa 
de la Comunidad de Madrid a la Ley 4/1999, de modificación de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común.

Doña Andrea Levy Soler, Delegada del Área de Gobierno de Cultura, Turismo y 
Deporte del Ayuntamiento de Madrid, según nombramiento efectuado por Decreto del 
Alcaldía de 15 de junio de 2019 (BOAM número 8419, de 17 de junio de 2019), en el 
ejercicio de las competencias atribuidas por el artículo 14.3.d) de la Ley 22/2006, de 4 de 
julio, de Capitalidad y de Régimen Especial de Madrid, y de conformidad con lo previsto 
en el Reglamento Orgánico del Gobierno y de la Administración del Ayuntamiento de 
Madrid.

Don Gregorio Marañón Bertrán de Lis, Presidente del Patronato de la Fundación del 
Teatro Real, y don Ignacio García-Belenguer Laita, en su condición de Director General 
de la Fundación Teatro Real, con CIF G-81352247, y domicilio en la plaza de Isabel II, 
s/n, de Madrid, en nombre y representación de la misma, constituida el 14 de diciembre 
de 1995 ante el Notario de Madrid, don Antonio Pérez Sanz, con el número de 
protocolo 2746, e inscrita en el Registro de Fundaciones de Competencia Estatal con el 
número de registro 270, en virtud de escrituras de poder otorgadas a su favor ante el 
Notario de Madrid don Salvador Miras Gómez, con fecha 8 de junio de 2012, 
número 1.006 de su protocolo, y con fecha 12 de julio de 2012, número 249 de su 
protocolo, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 11 de los Estatutos de la 
Fundación.

Todos los anteriores se reconocen mutuamente, en la representación que ostentan, 
plena capacidad y a tal efecto acuerdan la necesidad de suscribir el presente Convenio 
con el objeto de designar a la Comisión de Gobierno gestora del Acontecimiento de 
Excepcional Interés Público «Plan de Fomento de la ópera en la calle del Teatro Real», 
como órgano encargado de la realización de las funciones necesarias para dar 
cumplimiento a lo previsto en la disposición adicional quinta del Real Decreto-
ley 17/2020, de 5 de mayo, por el que se aprueban medidas de apoyo al sector cultural y 
de carácter tributario para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, por 
el que se otorga al «Plan de Fomento de la Ópera en la calle del Teatro Real», la 
consideración de acontecimiento de excepcional interés público a los efectos de lo 
dispuesto en el artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de 
las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.

EXPONEN

1. El artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las 
entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo, señala que la 
Ley que apruebe los programas de apoyo a acontecimientos de excepcional interés 
público regulará la creación de un consorcio o la designación de un órgano 
administrativo que se encargue de la ejecución del programa y que certifique la 
adecuación de los gastos realizados a los objetivos y planes del mismo, en el que 
necesariamente estarán representadas las Administraciones Públicas interesadas en el 
acontecimiento y, en todo caso, el Ministerio de Hacienda, siendo necesario el voto 
favorable de la representación de dicho Ministerio para la emisión de las citadas 
certificaciones.
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2. La disposición adicional quinta del Real Decreto-ley 17/2020, de 5 de mayo, por 
el que se aprueban medidas de apoyo al sector cultural y de carácter tributario para 
hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, otorga al «Plan de Fomento 
de la Ópera en la calle del Teatro Real» la consideración de acontecimiento de 
excepcional interés público a los efectos de lo dispuesto en el artículo 27 de la 
Ley 49/2002, de 23 de diciembre.

3. El apartado tres de dicha disposición adicional señala que «la certificación de la 
adecuación de los gastos realizados a los objetivos y planes del programa se efectuará 
en conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002», añadiendo en el apartado 
cuatro que «el desarrollo y concreción en planes y programas de actividades específicas 
se realizará por el órgano competente de conformidad con lo dispuesto en la citada 
Ley 49/2002, de 23 de diciembre».

4. Los beneficios fiscales del programa de apoyo a dicho acontecimiento serán los 
máximos establecidos en el artículo 27.3 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre.

5. El apartado dos de la citada disposición adicional establece que la duración del 
programa de apoyo abarcará desde el 1 de julio de 2020 al 30 de junio de 2023.

Por lo expuesto, las partes suscriben el presente Convenio, que se regirá por las 
siguientes

CLÁUSULAS

Primera. Objeto del Convenio.

El objeto de este Convenio es, en cumplimiento de lo establecido en la disposición 
adicional quinta del Real Decreto-ley 17/2020, de 5 de mayo, por el que se aprueban 
medidas de apoyo al sector cultural y de carácter tributario para hacer frente al impacto 
económico y social del COVID-19, por el que se otorga al «Plan de Fomento de la Ópera 
en la calle del Teatro Real» la consideración de acontecimiento de excepcional interés 
público a los efectos de lo dispuesto en el artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de 
diciembre de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos 
fiscales al mecenazgo, la creación de una Comisión de Gobierno para la ejecución del 
Programa de Apoyo al Acontecimiento de Excepcional Interés Público «Plan de Fomento 
de la Ópera en la calle del Teatro Real» (en adelante, Comisión de Gobierno), que será 
el órgano encargado de desarrollar y concretar los planes y programas de actividades 
específicas de apoyo a dicho acontecimiento y, en particular, de certificar la adecuación 
de los gastos realizados a los objetivos del programa.

Para la emisión de esta certificación será necesario el voto favorable de la 
representación del Ministerio de Hacienda, conforme exige el artículo 27.2.b in fine de la 
Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y 
de los incentivos fiscales al mecenazgo.

Segunda. Régimen Jurídico de la Comisión de Gobierno.

El funcionamiento de la Comisión de Gobierno, adscrita a la Fundación del Teatro 
Real FSP, se regirá por el presente Convenio y por las demás disposiciones legales y 
reglamentarias que le sean de aplicación. La aplicación de los beneficios fiscales se 
regirá, en particular, por la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, y el Reglamento para la 
aplicación del régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos 
fiscales al mecenazgo, aprobado por el Real Decreto 1270/2003, de 10 de octubre.

En todo aquello que no esté previsto en el presente Convenio, el funcionamiento de 
la Comisión de Gobierno se regirá por lo dispuesto en la sección III del capítulo II del 
título preliminar de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público, y, en especial, por la normativa aplicable a los órganos colegiados compuestos 
por representaciones de distintas Administraciones Públicas.
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Tercera. Composición y funcionamiento.

Formarán parte de la Comisión de Gobierno:

– El Presidente de la Comisión de Gobierno, que será el Presidente de la Fundación 
Teatro Real.

– Dos Vocales representantes de la Administración General del Estado, uno en 
representación del Ministerio de Hacienda y uno en representación del Ministerio de 
Cultura y Deporte, designados por el correspondiente Departamento.

– Un Vocal en representación de la Comunidad de Madrid, designado por esta.
– Un Vocal en representación del Ayuntamiento de Madrid designado por este.
– Tres Vocales representantes de la Fundación Teatro Real, designados por su 

Presidente. Uno de ellos actuará como Secretario, con voz y voto.

La Comisión de Gobierno podrá acordar la presencia de otros miembros con voz y 
sin voto.

Los miembros de la Comisión de Gobierno y el Secretario podrán tener suplente para 
los casos de ausencia, vacante o enfermedad, designados por el mismo órgano que 
nombra los representantes titulares.

Los miembros de la Comisión de Gobierno, al actuar por razón del cargo originario, 
no percibirán remuneración alguna por asistencia a las reuniones.

Tanto el Presidente como la totalidad de los Vocales tendrán voz y voto en las 
deliberaciones para la toma de las decisiones que les competan. Si bien, en caso de 
empate, el Presidente tendrá voto de calidad.

También podrán asistir a las sesiones con voz pero sin voto, aquellas personas que 
por su cualificación y/o experiencia, el Presidente estime conveniente que intervengan, 
asesoren o informen a la misma.

El régimen de adopción de acuerdos de la Comisión de Gobierno será por mayoría 
de sus miembros, y para la emisión de las certificaciones a que hace referencia el 
artículo 27.2.b) de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, se requerirá el voto favorable del 
representante del Ministerio de Hacienda.

Cuarta. Funciones de la Comisión de Gobierno.

La Comisión de Gobierno tendrá las siguientes funciones:

a) Aprobación del logotipo del acontecimiento y del manual de aplicación de marca 
para el empleo, con la finalidad publicitaria, de los signos distintivos, denominativos, 
gráficos, etc., que identifiquen al acontecimiento de excepcional interés público «Plan de 
Fomento de la Ópera en la calle del Teatro Real».

El manual se ajustará al «Manual de aplicación de los beneficios fiscales previstos en 
el apartado primero del artículo 27.3 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen 
fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo, 
correspondientes a los gastos de propaganda y publicidad de proyección plurianual, que 
sirvan para la promoción de los acontecimientos de excepcional interés público», 
aprobado mediante Resolución de 25 de enero de 2018, de la Dirección General de 
Tributos.

b) La aprobación de los planes y programas de actividades específicas que puedan 
dar lugar a la aplicación de los beneficios fiscales previstos en la disposición adicional 
quinta del Real Decreto-ley 17/2020, de 5 de mayo, por el que se aprueban medidas de 
apoyo al sector cultural y de carácter tributario para hacer frente al impacto económico y 
social del COVID-19.

c) La aprobación de los modelos de solicitud de certificación a los donantes que 
colaboran con el evento.

d) La certificación de la adecuación de los gastos realizados a los objetivos y 
planes del programa de apoyo, según lo previsto en el artículo 27.2 de la Ley 49/2002, 
de 23 de diciembre.
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e) Acordar la disolución de la Comisión de Gobierno, que deberá ser aprobada por 
unanimidad y que requerirá la ratificación formal de todas las entidades conveniadas.

f) Acordar el manual de procedimientos de la Comisión de Gobierno.
g) Efectuar la remisión al Departamento de Gestión Tributaria de la Agencia Estatal 

de Administración Tributaria, en los meses de enero, abril, julio y octubre, de copia de las 
certificaciones emitidas en el trimestre anterior

h) Ejercer las funciones de seguimiento, vigilancia y control de la ejecución del 
Convenio y de los compromisos adquiridos por los firmantes a las que se refiere el 
artículo 49.f) de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

La Comisión de Gobierno podrá acordar la creación de un grupo de trabajo para el 
desarrollo de las tareas que le encomiende. Estará integrado por un máximo de diez 
personas, miembros o no de la Comisión de Gobierno, y deberá haber un representante 
del Ministerio de Hacienda.

Quinta. Competencias del Presidente.

a) Representar legalmente a la Comisión de Gobierno.
b) Ordenar la convocatoria de las sesiones de la Comisión de Gobierno y fijar el 

orden del día.
c) Presidir las sesiones, dirigir las deliberaciones, y decidir, con voto de calidad, las 

votaciones en caso de empate, salvo en el supuesto de certificación de la adecuación de 
los gastos realizados a los objetivos y planes del programa, para lo cual se requiere el 
voto favorable del representante del Ministerio de Hacienda.

d) Velar por el cumplimiento de los acuerdos adoptados, de los preceptos de este 
Convenio y de las normas legales aplicables a los actos de la Comisión de Gobierno.

e) Autorizar, con su visto bueno, las actas de las reuniones y las certificaciones que 
la Comisión de Gobierno deba expedir, en especial aquellas que constituyen su objeto 
social.

f) Cualquier otra de índole general y análoga a las anteriores que conforme a la 
legislación vigente le correspondan.

Sexta. Funciones del Secretario.

El Secretario es el órgano a quien corresponde asegurar la gestión ordinaria de la 
Comisión de Gobierno.

Son las funciones del Secretario, además de las propias de secretario de un órgano 
colegiado, las siguientes:

a) La gestión de las propuestas que se sometan a la aprobación del mismo.
b) Cuantas otras funciones sean inherentes a su función de Secretario.

Séptima. Sede.

La sede de la Comisión de Gobierno, donde celebrará sus reuniones, se ubicará en 
la de la Fundación Teatro Real, plaza de Oriente, s/n, sin perjuicio de que pueda reunirse 
en lugar distinto, cuando así se acuerde de manera expresa o lo disponga la Presidencia 
en la convocatoria de la sesión.

Octava. Régimen de integración en la Comisión de otras Administraciones Públicas y/o 
entidades.

La integración de otras Administraciones Públicas o de otras entidades en la 
Comisión de Gobierno requerirá su aprobación con el voto favorable de todas las 
entidades que integran dicha Comisión y la suscripción del Convenio correspondiente, 
con los trámites que le sean de aplicación.
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Novena. Financiación y ejecución material.

La financiación de los gastos y las eventuales pérdidas que, de su liquidación, en su 
caso, pudieran derivarse de las actuaciones realizadas por la Comisión de Gobierno, 
correrán a cargo de la Fundación Teatro Real, que los sufragará con cargo a su 
presupuesto ordinario, sin que corresponda obligación económica alguna para la 
Hacienda Pública Estatal ni para la autonómica ni para la municipal. En este sentido, la 
Hacienda Pública Estatal, la Hacienda Pública de la Comunidad de Madrid y la Hacienda 
Pública del Ayuntamiento de Madrid no asumen ni asumirán obligación económica 
alguna que derive de las actuaciones realizadas por la Comisión de Gobierno, frente a 
estas o respecto a terceros.

La Fundación Teatro Real se encargará de la realización material de los actos y 
actividades que se deriven de la ejecución del programa para la celebración del «Plan de 
Fomento de la Ópera en la calle del Teatro Real».

Décima. Procedimiento de emisión de las certificaciones.

Para la obtención de las certificaciones a las que hace referencia el artículo 27.2.b) 
de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, los interesados deberán presentar una solicitud 
dirigida al órgano colegiado, en los modelos de solicitud normalizados que se facilitarán 
por dicho órgano. El plazo para la presentación de las solicitudes concluirá quince días 
después de la finalización del acontecimiento.

Esta solicitud se presentará en la forma y lugares previstos en el artículo 16.4 de la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas.

En caso de insuficiencia de la documentación presentada, la Comisión de Gobierno 
podrá requerir al interesado para que subsane su falta en el plazo de diez días y 
acompañe los documentos preceptivos. Transcurrido dicho plazo sin atender el 
requerimiento o sin subsanar debidamente los defectos advertidos se le tendrá por 
desistido en su petición, notificándole tal circunstancia.

Si alguna solicitud carece manifiestamente de fundamento, se archivará la misma, 
notificándole el archivo al interesado.

El plazo máximo en que deben notificarse las certificaciones por parte del órgano 
administrativo será de dos meses desde la fecha en que la correspondiente solicitud 
haya tenido entrada en el registro del órgano competente para resolver.

El cómputo de dicho plazo se suspenderá cuando se requiera al interesado que 
complete la documentación presentada, por el tiempo que medie entre la notificación del 
requerimiento y la presentación de la documentación requerida.

La certificación será emitida por la Comisión de Gobierno, siendo necesario para su 
estimación el voto favorable del representante del Ministerio de Hacienda.

Las resoluciones emitidas por la Comisión de Gobierno, agotarán la vía 
administrativa y contra las mismas podrá interponerse recurso contencioso-
administrativo, sin perjuicio del recurso potestativo de reposición, de acuerdo con lo 
dispuesto en los artículos 123 y 124 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

Transcurrido el plazo máximo de notificación de las certificaciones sin que el 
interesado haya recibido requerimiento o notificación administrativa acerca de su 
solicitud, se entenderá cumplido el requisito de la certificación, pudiendo el interesado 
solicitar de la Administración tributaria el reconocimiento previo del beneficio fiscal 
aportando una copia sellada de la solicitud.

Undécima. Logotipos.

En las actuaciones realizadas por la Fundación Teatro Real figurarán los logotipos de 
las entidades participantes en la Comisión de Gobierno, incluidas las de las entidades 
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que tengan la condición de patronos fundadores de la Fundación, en igualdad de 
condiciones.

Duodécima. Vigencia del Convenio.

De acuerdo con el artículo 48.8 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público, el presente Convenio surtirá efectos una vez inscrito en el 
Registro Electrónico estatal de Órganos e Instrumentos de Cooperación del sector 
público estatal y publicado en el «Boletín Oficial del Estado». Previamente y con carácter 
facultativo, se podrá publicar en el «Boletín Oficial de la Comunidad de Madrid» y/o en el 
«Boletín Oficial del Ayuntamiento de Madrid». El Convenio estará vigente hasta la 
aprobación por la Comisión de Gobierno de la propuesta de liquidación de las 
actuaciones relacionadas con la celebración del «Plan de Fomento de la Ópera en la 
calle del Teatro Real», que deberá producirse, en todo caso, antes del 31 de diciembre 
de 2023, sin posibilidad de prórroga.

A tal efecto, cuando hayan finalizado las actuaciones, el Teatro Real, como entidad 
encargada de la realización material del programa para la celebración del «Plan de 
Fomento de la Ópera en la calle del Teatro Real», presentará a la Comisión, a través de 
su Secretario, un informe económico que contendrá una relación completa de los 
ingresos percibidos, de los gastos ejecutados y de las actuaciones realizadas en relación 
con el mismo.

Una vez aprobadas las operaciones de liquidación, la Comisión de Gobierno 
aprobará su disolución, que deberá ser ratificada por las entidades que la integran.

En todo caso, el órgano colegiado no se podrá disolver hasta que no haya cumplido 
con todas las obligaciones que le impone la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de 
régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al 
mecenazgo, y el Reglamento para la aplicación del régimen fiscal de las entidades sin 
fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo, aprobado por el Real 
Decreto 1270/2003, de 10 de octubre.

Decimotercera. Protección de datos y confidencialidad.

Todas las actuaciones derivadas del presente Convenio se realizarán con sujeción a 
lo regulado por la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos 
Personales y garantía de los derechos digitales, por el Reglamento (UE) 2016/679 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las 
personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre 
circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE, y demás 
normativa que sea de aplicación en materia de protección de datos. Cualquier 
comunicación de datos de carácter personal al objeto de cumplir las finalidades 
expuestas en el presente Convenio requerirá el previo y expreso consentimiento de las 
partes afectadas.

Las partes deberán garantizar el carácter confidencial de toda información a la que 
tengan acceso con ocasión de la realización de las actividades y sobre la existencia y el 
contenido del presente Convenio, salvo por las comunicaciones que se acuerden al 
respecto según lo previsto en el mismo, debiendo en consecuencia mantener todo ello 
de manera reservada, sin perjuicio de la información que deba publicarse en 
cumplimiento de lo establecido por la normativa de aplicación en materia de 
transparencia y acceso a la información pública.

Decimocuarta. Naturaleza jurídica y jurisdicción competente.

El presente Convenio tiene carácter institucional y naturaleza administrativa, siendo 
el régimen jurídico aplicable al mismo el establecido en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, 
de Régimen Jurídico del Sector Público. El objeto del Convenio no tiene carácter 
contractual y lo constituye el acuerdo entre las partes firmantes para la consecución de 

BOLETÍN OFICIAL DEL ESTADO
Núm. 213 Viernes 7 de agosto de 2020 Sec. III.   Pág. 66744

cv
e:

 B
O

E
-A

-2
02

0-
94

10
Ve

rif
ic

ab
le

 e
n 

ht
tp

s:
//w

w
w

.b
oe

.e
s

157



un fin común, por lo que en ningún caso, tiene por objeto una prestación propia de los 
contratos, estando excluido de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 
Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas 
del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero 
de 2014, según lo dispuesto en su artículo 6.2. No obstante, las dudas que pudieran 
surgir en su ejecución se resolverán de acuerdo con los principios establecidos en dicho 
texto legal, de acuerdo con lo previsto en su artículo 4.

Las controversias que puedan surgir sobre la interpretación, modificación, resolución 
y efectos que puedan derivarse del mismo se resolverán entre las partes. En su defecto, 
será competente para conocer de las cuestiones litigiosas la Sala de lo Contencioso-
Administrativo de la Audiencia Nacional.

Madrid, 20 de julio de 2020.–La Subsecretaria de Hacienda, María del Pilar Paneque 
Sosa.–La Subsecretaria de Cultura y Deporte, Andrea Gavela Llopis.–La Consejera de 
Cultura y Turismo de la Comunidad de Madrid, Marta Rivera de la Cruz.–La Delegada del 
Área de Gobierno de Cultura, Turismo y Deporte del Ayuntamiento de Madrid, Andrea 
Levy Soler.–El Presidente del Patronato de la Fundación del Teatro Real, Gregorio 
Marañón y Bertrán de Lis.–El Director General de la Fundación Teatro Real, Ignacio 
García-Belenguer Laita.
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I. DISPOSICIONES GENERALES

MINISTERIO DE SANIDAD
9430 Resolución de 31 de julio de 2020, de la Agencia Española de Medicamentos 

y Productos Sanitarios, por la que se modifica la de 19 de junio de 2020, por 
la que se establece el listado de los medicamentos considerados esenciales 
en la gestión de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, en virtud de 
lo dispuesto en el artículo 19.1 del Real Decreto-ley 21/2020, de 9 de junio, 
de medidas urgentes de prevención, contención y coordinación para hacer 
frente a la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.

Vistos los antecedentes que obran en la Agencia Española de Medicamentos y 
Productos Sanitarios, y a tenor de los siguientes

Antecedentes de hecho

Primero.

La evolución imprevisible de la pandemia, el deber general de cautela y protección 
que debe afianzar comportamientos de prevención en el conjunto de la población, y la 
necesaria adopción de una serie de medidas urgentes de contención y coordinación, 
dirigidas a garantizar el derecho a la vida y a la protección de salud mientras perdure la 
crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, son los presupuestos que han justificado la 
aprobación del Real Decreto-ley 21/2020, de 9 de junio, de medidas urgentes de 
prevención, contención y coordinación para hacer frente a la crisis sanitaria ocasionada 
por el COVID-19.

Segundo.

Entre las medidas en materia de medicamentos incluidas en el Real Decreto-
ley 21/2020, de 9 de junio, cabe destacar la tendente a dar continuidad a la obligación, 
adoptada durante el estado de alarma, de suministro de información de aquellos 
considerados esenciales para la gestión sanitaria del COVID-19. El artículo 19.1 impone 
a los fabricantes y los titulares de autorizaciones de comercialización, con independencia 
de que estén actuando por sí mismos o a través de entidades de distribución por 
contrato, de aquellos medicamentos considerados esenciales en la gestión de la crisis 
sanitaria ocasionada por el COVID-19 que se determinen por la Agencia Española de 
Medicamentos y Productos Sanitarios, la obligación de comunicar a ésta el stock 
disponible, la cantidad suministrada en la última semana y la previsión de liberación y 
recepción de lotes, incluyendo las fechas y cantidades estimadas. La Agencia Española 
de Medicamentos y Productos Sanitarios, al determinar los medicamentos esenciales, 
establecerá los términos de dicha comunicación.

Tercero.

La Agencia Española de Medicamentos y Productos Sanitarios determinó los 
medicamentos considerados esenciales en la gestión de la crisis sanitaria ocasionada 
por el COVID-19 en la Resolución de 19 de junio de 2020, de la Agencia Española de 
Medicamentos y Productos Sanitarios, por la que se establece el listado de los 
medicamentos considerados esenciales en la gestión de la crisis sanitaria ocasionada 
por el COVID-19, en virtud de lo dispuesto en el artículo 19.1 del Real Decreto-
ley 21/2020, de 9 de junio, de medidas urgentes de prevención, contención y 
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coordinación para hacer frente a la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19 (BOE 
de 20 de junio).

Cuarto.

La progresión de la enfermedad en España y el conocimiento científico alcanzado 
durante los meses de pandemia requieren actualizar el anexo I de la Resolución 
mencionada en el antecedente tercero para recoger los medicamentos que en el 
momento actual se consideran esenciales para el tratamiento de los pacientes de 
COVID-19.

En virtud de lo expuesto, y de acuerdo con el artículo 14 del Estatuto de la Agencia 
Española de Medicamentos y Productos Sanitarios aprobado por el Real 
Decreto 1275/2011, de 16 de septiembre, por el que se crea la Agencia estatal «Agencia 
Española de Medicamentos y Productos Sanitarios» y se aprueba su Estatuto, resuelvo:

Modificar el Anexo I de la Resolución de 19 de junio de 2020, de la Agencia Española 
de Medicamentos y Productos Sanitarios, por la que se establece el listado de los 
medicamentos considerados esenciales en la gestión de la crisis sanitaria ocasionada 
por el COVID-19, en virtud de lo dispuesto en el artículo 19.1 del Real Decreto-
ley 21/2020, de 9 de junio, de medidas urgentes de prevención, contención y 
coordinación para hacer frente a la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, que 
queda redactado en los siguientes términos:

«ANEXO I

Anakinra 100 mg inyectable 0,67 ml jeringa precargada.
Azitromicina 500 mg inyectable perfusión.
Azitromicina 1000 mg solución/suspensión oral sobre.
Azitromicina 150 mg solución/suspensión oral sobre.
Azitromicina 200 mg/5 ml solución/suspensión oral.
Azitromicina 250 mg cápsula.
Azitromicina 250 mg comprimido.
Azitromicina 250 mg solución/suspensión oral sobre.
Azitromicina 500 mg comprimido.
Azitromicina 500 mg inyectable perfusión.
Azitromicina 500 mg solución/suspensión oral sobre.
Azitromicina 1000 mg solución/suspensión oral sobre.
Bemiparina sodio (3.500 UI) inyectable 0,2 ml jeringas precargadas.
Bromuro ipratropio 20 microgramos/dosis inhalación pulmonar.
Bromuro ipratropio 250 microgramos inhalación pulmonar 1 ml.
Bromuro ipratropio 250 microgramos inhalación pulmonar 2 ml.
Bromuro ipratropio 500 microgramos inhalación pulmonar 2 ml.
Cefditoreno 200 mg comprimido.
Cefditoreno 400 mg comprimido.
Ciclosporina 25 mg cápsula.
Ciclosporina 50 mg cápsula.
Ciclosporina 50 mg/ml solución perfusión.
Ciclosporina 100 mg cápsula.
Cisatracurio besilato 2 mg/ml inyectable 10 ml.
Cisatracurio besilato 2 mg/ml inyectable 2,5 ml.
Cisatracurio besilato 2 mg/ml inyectable 5 ml.
Cisatracurio besilato 5 mg/ml inyectable 30 ml.
Clonazepam 1 mg inyectable 1 ml.
Dexametasona 1 mg comprimidos.
Dexametasona 4 mg comprimidos.
Dexametasona 8 mg comprimidos.
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Dexametasona 20 mg comprimidos.
Dexametasona 40 mg comprimidos.
Dexametasona 4mg inyectable 1 ml.
Dexametasona 40 mg inyectable 5 ml.
Dexmedetomidina 100 microgramos/ml inyectable perfusión 10 ml.
Dexmedetomidina 100 microgramos/ml inyectable perfusión 2 ml.
Dexmedetomidina 100 microgramos/ml inyectable perfusión 4 ml.
Diazepam 5 mg líquido rectal.
Diazepam 10 mg líquido rectal.
Dobutamina 250 mg inyectable perfusión 20 ml.
Dopamina 200 mg inyectable 5 ml.
Enoxaparina sodio 40 mg (4.000 UI) inyectable 0,4 ml jeringa precargada.
Enoxaparina sodio 40 mg (4.000 UI) inyectable 0,4 ml.
Fentanilo 50 microgramos/ml inyectable 3 ml.
Haloperidol 5 mg inyectable 1 ml.
Levomepromazina 25 mg inyectable 1 ml.
Metilprednisolona 1.000 mg inyectable.
Metilprednisolona 125 mg inyectable.
Metilprednisolona 250 mg inyectable.
Metilprednisolona 500 mg inyectable.
Metilprednisolona 40 mg inyectable.
Metilprednisolona 20 mg inyectable.
Midazolam 5 mg inyectable 1 ml.
Midazolam 5 mg inyectable 5 ml.
Midazolam 15 mg inyectable 3 ml.
Midazolam 25 mg inyectable 5 ml.
Midazolam 50 mg inyectable 10 ml.
Midazolam 50 mg inyectable 50 ml.
Midazolam 100 mg inyectable 100 ml.
Midazolam 100 mg inyectable 20 ml.
Norepinefrina (noradrenalina) 1 mg/ml.
Norepinefrina (noradrenalina) 2 mg/ml.
Norepinefrina (noradrenalina) 5 mg/ml inyectable 50 ml.
Propofol 5 mg/ml inyectable 20 ml.
Propofol 10 mg/ml inyectable 100 ml.
Propofol 10 mg/ml inyectable 20 ml.
Propofol 10 mg/ml inyectable 50 ml jeringa precargada.
Propofol 10 mg/ml inyectable 50 ml.
Propofol 20 mg/ml inyectable 20 ml.
Propofol 20 mg/ml inyectable 50 ml jeringa precargada.
Propofol 20 mg/ml inyectable 50 ml.
Remdesivir 100 mg polvo para solución para perfusión.
Remdesivir 100 mg solución para perfusión 20 ml.
Remifentanilo 1 mg inyectable.
Remifentanilo 2 mg inyectable.
Remifentanilo 5 mg inyectable.
Rocuronio 10 mg/ml inyectable 10 ml.
Rocuronio 10 mg/ml inyectable 5 ml.
Rocuronio 2,5 mg/ml inyectable 2,5 ml.
Salbutamol 100 microgramos/dosis inhalación pulmonar.
Salbutamol 100 microgramos/dosis inhalación pulmonar (polvo).
Sarilumab 150 mg inyectable 1,14 ml pluma precargada.
Sarilumab 200 mg inyectable 1,14 ml jeringa precargada.
Sarilumab 200 mg inyectable 1,14 ml pluma precargada.
Siltuximab 100 mg polvo para solución para perfusión.
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Tocilizumab 162 mg inyectable 0,9 ml jeringa precargada.
Tocilizumab 162 mg inyectable 0,9 ml pluma precargada.
Tocilizumab 20 mg/ml inyectable perfusión 10 ml.
Tocilizumab 20 mg/ml inyectable perfusión 4 ml».

Madrid, 31 de julio de 2020.–La Directora de la Agencia Española de Medicamentos 
y Productos Sanitarios, María Jesús Lamas Díaz.
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